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Convenio núm. 98

Convenio relativo a la aplicación
de los principios del derecho

de sindicación y de negociación colectiva 1

La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo:

Convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina Interna-
cional del Trabajo, y congregada en dicha ciudad el 8 de junio de 1949 en su trigé-
sima segunda reunión;

Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones relativas a la apli-
cación de los principios del derecho de sindicación y de negociación colectiva,
cuestión que constituye el cuarto punto del orden del día de la reunión, y

Después de haber decidido que dichas proposiciones revistan la forma de un
convenio internacional,

adopta, con fecha primero de julio de mil novecientos cuarenta y nueve, el
siguiente Convenio, que podrá ser citado como el Convenio sobre el derecho de
sindicación y de negociación colectiva, 1949:

Artículo 1
1. Los trabajadores deberán gozar de adecuada protección contra todo acto de

discriminación tendiente a menoscabar la libertad sindical en relación con su
empleo.

2. Dicha protección deberá ejercerse especialmente contra todo acto que tenga por
objeto:
a) sujetar el empleo de un trabajador a la condición de que no se afilie a un sin-

dicato o a la de dejar de ser miembro de un sindicato;
b) despedir a un trabajador o perjudicarlo en cualquier otra forma a causa de

su afiliación sindical o de su participación en actividades sindicales fuera de
las horas de trabajo o, con el consentimiento del empleador, durante las
horas de trabajo.

Artículo 2
1. Las organizaciones de trabajadores y de empleadores deberán gozar de ade-

cuada protección contra todo acto de injerencia de unas respecto de las otras,
ya se realice directamente o por medio de sus agentes o miembros, en su cons-
titución, funcionamiento o administración.

2. Se consideran actos de injerencia, en el sentido del presente artículo, principal-
mente, las medidas que tiendan a fomentar la constitución de organizaciones
de trabajadores dominadas por un empleador o una organización de emplea-
dores, o a sostener económicamente, o en otra forma, organizaciones de traba-
j a d o res, con objeto de colocar estas organizaciones bajo el control de un emplea-
dor o de una organización de empleadores.

Artículo 3
Deberán crearse organismos adecuados a las condiciones nacionales, cuando ello
sea necesario, para garantizar el respeto al derecho de sindicación definido en los
artículos precedentes.

1 Fecha de entrada en vigor: 18 de julio de 1951.
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Artículo 4
Deberán adoptarse medidas adecuadas a las condiciones nacionales, cuando ello
sea necesario, para estimular y fomentar entre los empleadores y las organizacio-
nes de empleadores, por una parte, y las organizaciones de trabajadores, por otra,
el pleno desarrollo y uso de procedimientos de negociación voluntaria, con objeto
de reglamentar, por medio de contratos colectivos, las condiciones de empleo.

Artículo 5
1. La legislación nacional deberá determinar el alcance de las garantías previstas

en el presente Convenio en lo que se refiere a su aplicación a las fuerzas arma-
das y a la policía.

2. De acuerdo con los principios establecidos en el párrafo 8 del artículo 19 de la
Constitución de la Organización Internacional del Trabajo, la ratificación de
este Convenio por un Miembro no podrá considerarse que menoscaba en modo
alguno las leyes, sentencias, costumbres o acuerdos ya existentes, que concedan
a los miembros de las fuerzas armadas y de la policía las garantías prescritas en
este Convenio.

Artículo 6
El presente Convenio no trata de la situación de los funcionarios públicos en la
administración del Estado y no deberá interpretarse, en modo alguno, en menos-
cabo de sus derechos o de su estatuto.

Artículo 7
Las ratificaciones formales del presente Convenio serán comunicadas, para su
registro, al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo.

Artículo 8
1 . Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros de la Org a n i z a c i ó n

Internacional del Trabajo cuyas ratificaciones haya registrado el Director General.

2. Entrará en vigor doce meses después de la fecha en que las ratificaciones de dos
Miembros hayan sido registradas por el Director General.

3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, para cada Miembro,
doce meses después de la fecha en que haya sido registrada su ratificación.

Artículo 9
1. Las declaraciones comunicadas al Director General de la Oficina Internacional

del Trabajo, de acuerdo con el párrafo 2 del artículo 35 de la Constitución de la
Organización Internacional del Trabajo, deberán indicar:
a) los territorios respecto de los cuales el Miembro interesado se obliga a que

las disposiciones del Convenio sean aplicadas sin modificaciones;
b) los territorios respecto de los cuales se obliga a que las disposiciones del

Convenio sean aplicadas con modificaciones, junto con los detalles de
dichas modificaciones;

c) los territorios respecto de los cuales es inaplicable el Convenio y los moti-
vos por los cuales es inaplicable;

d) los territorios respecto de los cuales reserva su decisión en espera de un exa-
men más detenido de su situación.
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2 . Las obligaciones a que se re fie ren los apartados a ) y b ) del párrafo 1 de este
artículo se considerarán parte integrante de la ratificación y producirán sus
mismos efectos.

3. Todo Miembro podrá renunciar, total o parcialmente, por medio de una nueva
declaración, a cualquier reserva formulada en su primera declaración en virtud
de los apartados b), c) o d) del párrafo 1 de este artículo.

4. Durante los períodos en que este Convenio pueda ser denunciado de confor-
midad con las disposiciones del artículo 11, todo Miembro podrá comunicar al
Director General una declaración por la que modifique, en cualquier otro res-
pecto, los términos de cualquier declaración anterior y en la que indique la
situación en territorios determinados.

Artículo 10
1. Las declaraciones comunicadas al Director General de la Oficina Internacional

del Trabajo, de conformidad con los párrafos 4 y 5 del artículo 35 de la Consti-
tución de la Organización Internacional del Trabajo, deberán indicar si las dis-
posiciones del Convenio serán aplicadas en el territorio interesado con modifi-
caciones o sin ellas; cuando la declaración indique que las disposiciones del
Convenio serán aplicadas con modificaciones, deberá especificar en qué con-
sisten dichas modificaciones.

2. El Miembro, los Miembros o la autoridad internacional interesados podrán
renunciar, total o parcialmente, por medio de una declaración ulterior, al dere-
cho a invocar una modificación indicada en cualquier otra declaración anterior.

3. Durante los períodos en que este Convenio puede ser denunciado de confor-
midad con las disposiciones del artículo 11, el Miembro, los Miembros o la
autoridad internacional interesados podrán comunicar al Director General una
declaración por la que modifiquen, en cualquier otro respecto, los términos de
cualquier declaración anterior y en la que indiquen la situación en lo que se
refiere a la aplicación del Convenio.

Artículo 11
1. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio podrá denunciarlo a la expi-

ración de un período de diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto
inicialmente en vigor, mediante un acta comunicada, para su registro, al Direc-
tor General de la Oficina Internacional del Trabajo. La denuncia no surtirá
efecto hasta un año después de la fecha en que se haya registrado.

2. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio y que, en el plazo de un año
después de la expiración del período de diez años mencionado en el párrafo
precedente, no haga uso del derecho de denuncia previsto en este artículo que-
dará obligado durante un nuevo período de diez años, y en lo sucesivo podrá
denunciar este Convenio a la expiración de cada período de diez años, en las
condiciones previstas en este artículo.

Artículo 12
1. El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo notificará a todos los

Miembros de la Organización Internacional del Trabajo el registro de cuantas
ratificaciones, declaraciones y denuncias le comuniquen los Miembros de la
Organización.
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2. Al notificar a los Miembros de la Organización el registro de la segunda ratifi-
cación que le haya sido comunicada, el Director General llamará la atención de
los Miembros de la Organización sobre la fecha en que entrará en vigor el pre-
sente Convenio.

Artículo 13
El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo comunicará al Secreta-
rio General de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de conformidad con
el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, una información completa sobre
todas las ratificaciones, declaraciones y actas de denuncia que haya registrado de
acuerdo con los artículos precedentes.

Artículo 14
Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de Administración de la Oficina Inter-
nacional del Trabajo presentará a la Conferencia General una memoria sobre la
aplicación del Convenio y considerará la conveniencia de incluir en el orden del
día de la Conferencia la cuestión de su revisión total o parcial.

Artículo 15
1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique una

revisión total o parcial del presente, y a menos que el nuevo convenio contenga
disposiciones en contrario:
a) la ratificación, por un Miembro, del nuevo convenio revisor implicará, ipso

jure, la denuncia inmediata de este Convenio, no obstante las disposiciones
contenidas en el artículo 11, siempre que el nuevo convenio revisor haya
entrado en vigor;

b) a partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el pre-
sente Convenio cesará de estar abierto a la ratificación por los Miembros.

2 . Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y contenido actua-
les, para las Miembros que lo hayan ratificado y no ratifiquen el convenio re v i s o r.

Artículo 16
Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igualmente auténticas.
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IX

Como fuerza de equilibrio y de amortiguación de lo que de otro
modo se expresaría de manera violenta, como mecanismo oficial para
conseguir acuerdos escritos entre empleadores y trabajadores, no se ha
encontrado aún sustituto a la negociación colectiva.

Para el no iniciado, la negociación colectiva constituye una manera
simple de reglamentar el  mercado del trabajo, concebido a su vez como
el lugar en que se logra un acuerdo entre trabajadores y empleadore s
a c e rca del precio que los trabajadores aceptan recibir por su trabajo. Un
examen más detallado, como el que re flejan las columnas que siguen,
muestra que la complejidad misma de la mencionada institución puede,
en el peor de los casos, conducir al lego a poner en tela de juicio su efi-
cacia como fuerza conducente a la paz y a la justicia social. El conjunto
de artículos que se presentan a continuación no sólo ponen énfasis en la
e ficacia relativa de la negociación colectiva si se tiene en cuenta el marc o
que le imponen la legislación nacional y las autoridades públicas, sino
que demuestran claramente hasta qué punto la negociación colectiva
está marcada por la historia y la cultura de cada region, país o incluso
c i v i l i z a c i ó n .

El concepto mismo de negociación colectiva puede ser interpretado
de varias maneras. En lo que respecta a su función, ésta suele ser muy
diferente según en el nivel en que tenga lugar:  empresa, sector, país o
región. Para complicar aún más la cosa, el grado de reglamentación jurí-
dica del proceso de negociación colectiva también varía de un país a otro.

Lo que perseguimos al publicar este número en vísperas del 50.o ani-
versario de la adopción por la OIT del Convenio núm. 98 en 1949 es recor-
dar los beneficios sociales y económicos derivados de los convenios
colectivos. Incluso en su calidad de ejercicio bien reglamentado, que se
lleva a cabo bajo la mirada vigilante de la autoridad pública, una reeva-
luación de su función parece necesaria a la luz de otras formas de nego-
ciación entre empleadores y trabajadores. Huelga decir que la existencia
de sindicatos fuertes y de sindicalistas versados en el arte de la negocia-
ción, capaces de interpretar el acontecer socioeconómico y las situaciones
que se presentan en los niveles micro y macroeconómicos, es imprescin-
dible para que la negociación colectiva cobre su verdadero significado.
Hoy más que nunca los trabajadores necesitan dominar la reglamenta-
ción jurídica y técnica del proceso de negociación; sus representantes en
la mesa de negociaciones también deben estar prontos para asir la diná-
mica en juego en el marco nacional más amplio y, cada vez en mayor
medida, en el contexto regional que necesariamente impone el tono a la
negociación en los estratos inferiores.

Bajo la dirección de Muneto Ozaki, Jefe del Servicio de Derecho del
Trabajo y Relaciones Laborales de la OIT, tres eminentes especialistas
(C. Lee, M. Rueda-Catry y M. Vega Ruiz) aportan una visión de conjunto
del tema que nos ocupa, con una perspectiva histórica. Nos muestran
cómo la negociación colectiva, por su capacidad de adaptación, por su
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carácter dinámico y flexible, otorga legitimidad a las medidas tomadas,
ofreciendo a las partes afectadas la posibilidad de elegir la naturaleza de
los cambios y de decidir sobre el ritmo y la forma de introducirlos. 

Resulta particularmente instructiva la compleja dinámica de la
negociación colectiva en América Latina que se trata extensamente bajo
la forma de una evaluación centrada en el subcontinente, que, por cierto,
procura ser equilibrado frente a la triste evidencia de que la negociación
colectiva ha perdido mucho terreno en los últimos veinte años (Brons-
tein). Dos artículos que analizan la situación en dos subregiones – Cen-
t roamérica (Tinoco y Blanco Vado) y los países andinos (Vega, Rueda y
S e p ú l v e d a ) – forman parte de este análisis, como también una perspec-
tiva nacional (Ramírez Gamero), lo que contribuye a enriquecer nuestra
comprensión de cómo le ha ido a la negociación colectiva en América
Latina y también de cómo podría irle en el futuro.

En tanto que en México, por ejemplo, se valora mucho el «nuevo
sindicalismo» basado en el consenso y en el diálogo social, la experiencia
de la negociación colectiva en Malasia presenta un marcado contraste; el
p roceso se muestra rígido, como envuelto en una camisa de fuerza de la
que no pudiera zafarse para hacer frente al desafío actual de conseguir
una distribución equitativa del ingreso (Navamukundan). Igualmente, en
Senegal los obstáculos que opone  la historia parecen ir en contra de cual-
quier respuesta moderna apropiada a los problemas laborales en que se
recurra al instrumento de la negociación colectiva (Dieng). En la India, a
fin de cuentas resulta que los aspectos ideológicos son mucho menos
importantes en el enfoque de la afiliación sindical por parte de los traba-
j a d o res que se muestran mucho más vigilantes respecto de lo que esperan
de sus re p resentantes sindicales (Ratnam); este autor, deliberadamente,
deja al lector al cuidado de comprender cómo, a través de la negociación
colectiva, se puede dividir a los trabajadores sobre la base de sus intere s e s ,
o f reciendo más al núcleo cada vez más reducido de trabajadores que tra-
bajan menos, y menos a un número cada vez mayor de trabajadores no
sindicados en la periferia que trabajan más. En lo que respecta a Corea, los
t r a b a j a d o res han puesto su confianza en un cambio radical hacia la acción
sindical sectorial luego de los turbulentos últimos diez años (Wo n - b o ) .

En el caso del Canadá (Olney), los tropiezos que encuentra la apli-
cación del Convenio núm. 98 de la OIT preocupan al Comité de Expertos
en Aplicación de Convenios y Recomendaciones: en repetidas ocasiones
se han presentado quejas ante el Comité de Libertad Sindical; aún titu-
beantes en el umbral mientras se preparan para hacer frente a la econo-
mía de mercado, los sindicatos en las economías en transición necesitan
en primer lugar definir su posición como entidades independientes de la
tutela estatal (Aro y Makó/Simonyi).

Reviste particular importancia en este número la perspectiva en la
que Bernard Gernigon nos recuerda las etapas sucesivas en la historia de
la protección de los derechos sindicales, entre otras, la adopción del Con-
venio núm. 87 antes de que cobrara forma el Convenio núm. 98 que
figura en la Declaración relativa a los principios y derechos fundamenta-
les en el trabajo y su seguimiento. El mencionado convenio es, en primer
lugar, un instrumento importante que protege un derecho fundamental:
el de la libertad sindical y, en segundo lugar, proporciona lo que sigue
constituyendo una respuesta satisfactoria y actual a los problemas que se
presentan a los trabajadores y sus organizaciones.

Nos complace presentar este número de Educación Obrera que
resulta de una labor conjunta entre dos servicios. Si bien nos hubiera
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gustado que el cuadro total fuera aún más completo, presentamos esta
serie de artículos en provecho de nuestros mandantes en el marco del
impulso a la educación en materia laboral. Los trabajadores en el mundo
luchan a diario y en todos los ámbitos por participar en lo que será siem-
pre una lucha desigual en defensa de sus intereses; esperamos que este
50.o aniversario de la adopción  del Convenio núm. 98 conduzca a liberar
todo el potencial que encierra la institución de la negociación colectiva.
Hoy más que nunca esperamos oír las voces de los treinta y cuatro Esta-
dos Miembros que aún deben convencerse del interés y de la urgencia
que reviste la ratificación de este Convenio; no dudamos de que a este
respecto la reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo de 1999
ofrecerá una oportunidad privilegiada. Para terminar, deseamos ardien-
temente que el potencial que encierra el Convenio núm. 98 para alimen-
tar el diálogo social se reconozca como se merece y se recoja en el ámbito
de los esfuerzos que realizan los copartícipes sociales por crear nuevos
parámetros que permitan conseguir logros importantes en materia de
justicia social.

Muneto Ozaki Ullrich Flechsenhar
Jefe Director ad interim
Servicio de Derecho del Trabajo Oficina de Actividades 
y Relaciones Laborales para los Trabajadores 
OIT OIT
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El Convenio sobre el derecho de sindica-
ción y de negociación colectiva (núm. 98) siem-
pre se cita junto con el Convenio sobre la liber-
tad sindical y la protección del derecho de
sindicación (núm. 87). De hecho, los dos ins-
trumentos se complementan y completan per-
fectamente. Aunque un año separe su adop-
ción, es natural y lógico que se mencionen
como convenios mellizos sobre la libertad sindi-
cal y la negociación colectiva. Estos convenios
garantizan a los trabajadores sus derechos más
fundamentales, a saber, el derecho a constituir
organizaciones de su elección y afiliarse a las
mismas, y promover y defender sus intereses
económicos y sociales.

El 8 de junio de 1949, la Conferencia Inter-
nacional del Trabajo adoptó el Convenio
núm. 98 en San Francisco. Este convenio pre-
senta el mérito de ser breve y completo aunque
su campo de aplicación y cobertura sean de
amplio alcance. Si bien el Convenio núm. 87
garantiza a los trabajadores el derecho sagrado
de constituir sindicatos y afiliarse a los mis-
mos, el Convenio núm. 98 completa este dere-
cho fundamental y establece garantías y medi-
das de protección para que los sindicatos
funcionen libre e independientemente de los
gobiernos y de los empleadores.

El Convenio núm. 98 establece los princi-
pios fundamentales del derecho de sindicación
y de negociación colectiva: garantiza la protec-
ción que los trabajadores y sus organizaciones
precisan contra actos de discriminación anti-
sindical y de injerencia, ya sea por parte de las
autoridades públicas o de los empleadores;
establece asimismo las obligaciones de los
Estados Miembros sobre el respeto y promo-
ción de la libertad sindical y de la negociación
colectiva. El convenio no sólo garantiza el
derecho de existencia de los sindicatos, sino
que también define su esencia y su razón de
ser, a saber, negociar con los empleadores «con
objeto de reglamentar, por medio de contratos
colectivos, la condiciones de empleo».

La comunidad internacional ha reconocido
el carácter fundamental y universal de estos
derechos sindicales y no menos de 110 jefes de

Estado aceptaron, en la Cumbre Mundial sobre
Desarrollo Social celebrada en Copenhague en
1995, la obligación de promover el respeto de
los mismos junto con el de otros derechos esen-
ciales plasmados en otros convenios funda-
mentales de la OIT. El año pasado, los derechos
de sindicación y de negociación colectiva esta-
blecidos en los Convenios núms. 87 y 98 ocu-
paron el lugar que legítimamente les corres-
pondía en la Declaración de la OIT relativa a
los principios y derechos fundamentales en el
trabajo y su seguimiento que la Conferencia
Internacional del Trabajo adoptó. Por otra
parte, la ratificación y aplicación de estos dos
Convenios se promueve activamente en la
campaña iniciada por el Director General de la
OIT en 1995. El Convenio núm. 87 ha sido rati-
ficado ahora por 124 Estados Miembros, y el
Convenio núm. 98 por 140. Se precisan 34 rati-
ficaciones más para la ratificación universal del
Convenio núm. 98.

En los últimos cincuenta años, estos instru-
mentos que marcan su época han constituido
un instrumento valioso para todas las activida-
des sindicales en todo el mundo. Sin embargo,
los derechos sindicales tendrían poco signifi-
cado sin los órganos de control establecidos
por la OIT para garantizar la aplicación de sus
normas. Conviene mencionar especialmente a
este respecto al Comité de Libertad Sindical,
establecido en 1951, que ha examinado desde
su constitución más de 2.000 casos de vulnera-
ción de la libertad sindical y la negociación
colectiva. La experiencia que hemos adquirido
en la materia muestra que el conocimiento de
estos derechos y los órganos internacionales
establecidos para su promoción y protección
constituyen la garantía más segura contra toda
amenaza de violación de los mismos.

En la actualidad, con la mundialización cada
vez mayor de una economía alimentada por
aportaciones masivas de inversiones y de tecno-
logía, los sindicatos se enfrentan a nuevos re t o s .
En esas circunstancias, el fomento de los dere-
chos sindicales tropieza constantemente con
nuevos obstáculos. Estos derechos y libertades
no son todavía una realidad en la vida cotidiana
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Sesión plenaria de la 32.a reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo, Ginebra, junio de 1949.

C o n s e j e ros y delegado de los Tr a b a j a d o res de los Estados Unidos a la 32.a reunión de la Conferencia Internacional del Tr a b a j o ,
Ginebra, junio de 1949. De izquierda a derecha, los Sres. John P. Redmond, William Lane Mc Fetridge, William J. Mc Sorley,
Martin P. Durkin (consejeros) y George Philip Delaney (delegado).
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El Sr. Shamaldharee Lall, Presidente del Consejo de Administración de la OIT y delegado gubernamental de la India a la Con-
ferencia, preside la sesión de apertura de la 32.a reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo en 1949.

Trigésima segunda reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo, Ginebra. Al centro, el Sr. David A. Morse, Director Gene-
ral de la OIT; a la izquierda, el Sr. Víctor A. Casagrande; a la derecha, el Sr. Luis Alvarado, ambos delegados gubernamentales
del Perú.
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de todos los trabajadores, sino todo lo contrario.
Hay cada vez más países en que se vulneran los
d e rechos de libertad sindical y de negociación
colectiva. En otros muchos, la legislación nacio-
nal no se ajusta todavía a los principios y nor-
mas de los Convenios núms. 87 y 98. Por otra
parte, unos pocos países no sólo pasan por alto
las obligaciones contraídas en virtud de la
Constitución de la OIT y estos convenios, sino
que socavan los derechos colectivos de los sin-
dicatos y promueven la negociación con los tra-
b a j a d o res de forma individual.

Por otra parte, es halagador advertir que
varios países de Asia y Africa han compren-
dido por fin que la denegación de los derechos
sindicales conduce inevitablemente a situacio-
nes violentas que pueden resultar perjudiciales
para los intereses de la sociedad en su con-
junto. Han reconocido la importancia vital del
papel que los sindicatos desempeñan en la
sociedad, a saber, contribuir a la promoción de
la democracia, el desarrollo y la justicia social.

Aunque la acción normativa internacional
y la aplicación universal de los derechos de los

trabajadores presenten un panorama poco
alentador en los últimos cinco decenios, la his-
toria apreciará la labor de la OIT en la medida
en que esta última haya logrado promover los
derechos sindicales y la justicia social en todas
las regiones del mundo.

Si cada uno de nosotros reconoce que el
mundo en que la OIT desempeña actualmente
su actividad ha cambiado pro f u n d a m e n t e
desde la caída del muro de Berlín, también con-
viene reconocer que ha de continuar elaborando
medidas prácticas y dotarse de los medios nece-
sarios para garantizar el derecho de sindicación
y de negociación colectiva, y promover estos y
o t ros derechos y principios fundamentales con
el fin de que constituyan una plataforma nor-
mativa global que regule la mundialización
cada vez mayor de la economía.

William Brett
Vicepresidente del Consejo

de Administración de la OIT
y Presidente del Grupo de los Trabajadores
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La negociación colectiva es un proceso de
creación de normas que rigen las relaciones de
trabajo. En este proceso participan, por un
lado, los empresarios o sus organizaciones y,
por otro, los representantes de los trabajadores,
normalmente sindicatos. En ocasiones, tam-
bién se suma el gobierno como tercer actor. La
negociación entre un empresario y sus emplea-
dos de forma individual no se considera nego-
ciación colectiva. El proceso normalmente
resulta en la conclusión de un acuerdo, lla-
mado «convenio colectivo», aunque puede
recibir también otras denominaciones.

Una función ampliada

En su origen, la negociación colectiva tenía
como función principal regular las condiciones
de trabajo, como salarios y horarios de trabajo.
Aunque esta función sigue estando plena-
mente vigente, en muchos países la negocia-
ción colectiva se ha ampliado para cubrir tam-
bién las relaciones entre las partes firmantes
del acuerdo. Hay que señalar, sin embargo, que
en los países escandinavos ocurrió así desde el
principio.

A pesar de la resistencia de los empresarios
en muchos países, la negociación colectiva es
hoy en día, sin lugar a dudas, el mecanismo
principal de regulación de las relaciones labo-
rales. El derecho de los trabajadores a negociar
colectivamente con sus empleadores ha sido
promovido enérgicamente por la OIT desde su
fundación, y en especial desde la adopción del

Desde la época de los artesanos
hasta su edad adulta: la negociación colectiva

ofrece la clara ventaja de ser más flexible
para introducir cambios

Chang-Hee Lee
Muneto Ozaki

Marleen Rueda-Catry
María Luz Vega Ruiz*

* Este artículo fue redactado bajo la dirección de
Muneto Ozaki, Jefe del Servicio de Derecho del Trabajo y
Relaciones Laborales de la OIT. Chang-Hee Lee y Marleen
Rueda-Catry, del mismo servicio, son especialistas en rela-
ciones de trabajo, y María Luz Vega Ruiz es especialista en
derecho del trabajo y relaciones laborales. 

Convenio sobre el derecho de sindicación y de
negociación colectiva, 1949 (núm. 98). Más
recientemente, en 1998, la Conferencia Interna-
cional del Trabajo adoptó la Declaración rela-
tiva a los principios y derechos fundamentales
en el trabajo y su seguimiento, entre los cuales
figura el reconocimiento efectivo del derecho
de negociación colectiva, objeto del mencio-
nado convenio. Todos los Miembros de la OIT
tienen el compromiso de respetar esta Declara-
ción, aun cuando no hayan ratificado los con-
venios de los cuales estos principios son objeto.

A lo largo de sus más de cien años de histo-
ria, la práctica de la negociación colectiva ha
tenido que superar muchos obstáculos y adap-
tarse a un entorno en continua transformación.
El presente artículo analizará la forma en la
que la negociación colectiva ha evolucionado
para hacer frente a estos nuevos desafíos.

Los orígenes de la negociación colectiva
y su evolución hasta los años 60

El surgimiento de la negociación colectiva
está íntimamente ligado a las consecuencias
sociales y económicas de los profundos cambios
tecnológicos, demográficos e ideológicos que
t u v i e ron lugar en el siglo pasado. Los disturbios
e inseguridad que re s u l t a ron de esa transforma-
ción tuvieron un efecto especialmente perturba-
dor en las relaciones tradicionales entre trabaja-
d o res y empleadores. Primero en Gran Bre t a ñ a ,
y poco después en otros países, los trabajadore s
b u s c a ron protegerse de los efectos devastadore s
de las nuevas máquinas, nuevos métodos de
p roducción, nueva división del trabajo y nueva
intensidad de la competencia formando org a n i-
zaciones capaces de re p resentar sus intere s e s
f rente a los empleadores y el Estado. 
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Las primeras organizaciones
de trabajadores

Al principio, las únicas organizaciones que
fueron capaces de sobrevivir a las vicisitudes
del ciclo económico, la inflexible resistencia de
los empleadores y las políticas hostiles del
Estado fueron las creadas por los trabajadores
cualificados, los artesanos. Sólo ellos tenían los
recursos materiales y administrativos y el lide-
razgo para crear instituciones sólidas. Las
organizaciones viables formadas por trabaja-
dores menos cualificados o sin cualificación se
crearon posteriormente. Los artesanos se orga-
nizaron para tratar de regular la oferta restrin-
giendo el acceso de nuevos artesanos al mer-
cado y para crear mutuas y proporcionar así
protección básica frente a la pérdida de renta
de los trabajadores. La regulación salarial y de
otras condiciones de trabajo, aunque no el
único, solían ser un objetivo importante. 

Algunas veces eran los empleadores los que
buscaban la negociación en lugar de aceptar
las condiciones impuestas por los sindicatos; a
veces los sindicatos se esforzaban en establecer
conjuntamente la determinación de los salarios
frente a la oposición de los empleadores; y, a
veces, aunque quizás más raramente, el
ímpetu venía de ambas partes. Por lo tanto, la
negociación colectiva no tuvo un origen único
ni uniforme. Aunque sería injusto ignorar el
papel jugado por los empleadores y sus asocia-
ciones en la etapa inicial de desarrollo de la
negociación colectiva, la principal carga vino
en definitiva a descansar en los trabajadores y
sus sindicatos, especialmente en las industrias
en las que la mano de obra no estaba cualifi-
cada o se componía de trabajadores de baja
cualificación, pues los empleadores con fre-
cuencia se oponían fuertemente a abandonar
las ventajas que suponía establecer las reglas1.

A la resistencia de muchos empleadores a
involucrarse en negociaciones conjuntas con
los trabajadores se añadía la poderosa política
pública, cuya justificación filosófica derivaba
de los principios del liberalismo económico. La
legislación restrictiva y la incapacidad jurídica
de los tribunales, que buscaba el manteni-
miento de la inmutabilidad del contrato de tra-
bajo individual (pacta sunt servanda), tendía a
debilitar a los sindicatos, especialmente a los
que no estaban en un gremio, y a retardar el
desarrollo de la negociación colectiva. Un
importante cambio en la actitud de las autori-
dades hacia una forma de tolerancia de los sin-
dicatos, y por lo tanto hacia la negociación
colectiva, ocurrió a finales del siglo XIX o poco

después, cuando las leyes de un cierto número
de países eliminaron muchos de los obstáculos
a la constitución de sindicatos2. Pero la legisla-
ción no fue el único instrumento que permitió
que los sindicatos consiguiesen nuevos dere-
chos. En Suecia, mediante el Compromiso de
Diciembre de 1906, negociado colectivamente,
la principal organización de empleadores reco-
noció el derecho de organización de los sindi-
catos, aunque esta concesión fuese hecha con
la condición de que los sindicatos aceptasen
extender los derechos de la dirección de las
empresas.

El período de entreguerras

Las primeras políticas explícitamente rela-
cionadas con los métodos y procedimientos de
la negociación colectiva en los países indus-
trializados surgieron tras el cambio de siglo, y
en las décadas posteriores se convirtió en un
tema sujeto a una amplia legislación, en espe-
cial en el período comprendido entre las dos
guerras mundiales, legislación que intentaba
regular, e incluso promover, la negociación
colectiva como forma de autogobierno en el
terreno laboral. Frecuentemente, esta legisla-
ción incluía cláusulas que definían los dere-
chos y obligaciones de las partes, el estatus
legal y aplicación del acuerdo, los principales
temas que podían ser negociados y, en algunos
países, las reglas de procedimiento a seguir por
las partes. A veces, también se contemplaban
las reglas a seguir en caso de que no se consi-
guiese un acuerdo y el establecimiento de un
mecanismo de resolución de disputas.

Los convenios colectivos fueron considera-
dos, durante el período comprendido entre las
dos guerras mundiales, como el método más
normal de determinar los salarios y otras con-
diciones relacionadas con el trabajo, y el meca-
nismo de la negociación colectiva empezó a
cobrar impulso y a perfeccionarse a medida
que prosperaban las propias organizaciones
industriales afectadas por la negociación colec-
tiva. Así, en 1939, los convenios colectivos
amparaban a la mayoría de los trabajadores en
casi todos los países altamente industrializa-
dos, y empezaban a reemplazar las tradiciona-
les relaciones contractuales entre empleadores
y trabajadores en aquellos países cuya indus-
trialización era relativamente reciente, y aún
en los que la industrialización se encontraba en
su etapa inicial. Por otra parte, en numerosos
países empezó a manifestarse cada vez más la
tendencia a negociar convenios colectivos a
escala de alcance industrial. 
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Un sistema basado en la voluntad
de las partes

Durante esta época, los gobiernos en los
países industrializados concebían su papel en
la negociación colectiva importante pero subsi-
diario, centrado en el mantenimiento de la paz
y estabilidad laboral, facilitando el funciona-
miento del sistema de relaciones laborales,
protegiendo a los empleados en el ejercicio de
su derecho de asociación y de negociación
colectiva, y la aplicación de los acuerdos colec-
tivos. La mayor responsabilidad para hacer
funcionar la negociación colectiva descansaba
en las partes.

El sistema de negociación colectiva era pura-
mente voluntario y su funcionamiento depen-
día esencialmente de la buena fe de las partes.
Las obligaciones que se derivaban de él se con-
sideraban más bien de orden moral que de
o rden estrictamente jurídico3. Por consiguiente,
el sistema de acuerdos colectivos implicaba,
tanto para las organizaciones de empleadores y
de trabajadores como para sus miembros y sin
que la ley ni los convenios mismos lo estipulase
e x p resamente, la obligación de respetar sus re s-
pectivos derechos de organización y negocia-
ción, que constituían la base misma del sistema.
En estas condiciones, no se consideró conve-
niente elaborar una legislación especial para
garantizar estos derechos contra una posible
infracción de las partes al contrato de trabajo.

Conviene agregar, sin embargo, que el
legislador contribuyó indirectamente a esta
ausencia de legislación específica al conceder,
por una parte, a los sindicatos, inmunidad en
materia penal, así como en gran medida inmu-
nidad civil en caso de conflictos de trabajo, y al
establecer, por otra parte, salarios mínimos en
las industrias y profesiones «no organizadas»
y en la agricultura.

En ciertos países, a medida que los sindica-
tos se iban liberando de las trabas legales fue-
ron siendo reconocidos de hecho por los
empleadores y sus organizaciones, aceptando
ambas partes el principio de negociación colec-
tiva. Esto mostraba que el ejercicio del derecho
de organización y negociación podía ser efecti-
vamente protegido, sin injerencia alguna del
legislador, por las organizaciones mismas. 

El reconocimiento mutuo de las partes:
los convenios básicos

Así sucedía especialmente en el Reino Unido
y en los Estados escandinavos, cuyas org a n i z a-
ciones de empleadores y de trabajadores, libres

desde hacía tiempo de restricciones de carácter
legal, fueron capaces de organizarse en forma
de poderosas asociaciones unificadas. Su
carácter representativo jamás fue puesto en
duda, ya sea en cuanto al derecho a concluir
convenios colectivos, o en cuanto al de partici-
par en igualdad de condiciones en organismos
mixtos permanentes, con objeto de concertar
convenios colectivos. En los países escandina-
vos, los derechos de las organizaciones tenidas
por representativas se vieron reforzados por
los llamados «convenios básicos», acuerdos de
alcance nacional concluidos entre las centrales
de trabajadores y empleadores. Unos de los
principales objetos de esos convenios consistía
en establecer un procedimiento uniforme para
la solución de conflictos, y en la estipulación de
reglas para orientar las diversas organizacio-
nes cuando éstas procedían a la negociación de
convenios colectivos.

En Suecia, se concertaron varios convenios
básicos, los cuales tuvieron su origen en el
« C o m p romiso de diciembre» de 1906, que culm i-
n a ron con el Convenio Básico de 1938. De con-
formidad con tales convenios, las org a n i z a c i o-
nes centrales fij a ron los principios a seguir con
la negociación colectiva, englobados en los
acuerdos concluidos en las diferentes ramas de
la industria. Estos principios comprendían el
reconocimiento mutuo de las organizaciones
interesadas, acuerdos para determinar los sala-
rios y otras condiciones de trabajo mediante
un convenio colectivo concertado bajo los aus-
picios de las organizaciones centrales, que se
c o m p rometían a no tomar acción directa alguna
mientras no se hubieran hecho esfuerzos por
llegar a la conciliación.

En Dinamarca, el primer convenio básico
concluido se encontraba en el acuerdo de sep-
tiembre de 1899, que establecía el principio de
que los convenios colectivos concertados entre
las dos organizaciones centrales interesadas
debían ser acatados y aplicados por las asocia-
ciones filiales. Tal acuerdo reconocía además
otros privilegios y obligaciones a favor de
empleadores y empleados; y en los años de
aprobación del Convenio núm. 98 de la OIT era
aún el instrumento básico de las relaciones
entre empleadores y trabajadores en Dina-
marca, donde tales relaciones se hallaban regu-
ladas comúnmente por convenios colectivos.

En Noruega, asimismo, se concertó un
acuerdo entre las organizaciones centrales de
empleadores y de trabajadores en marzo de
1935 por el que se fijaba el procedimiento a
seguir en la negociación y conclusión de acuer-
dos.
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Intervención legislativa

En otros países, fue el legislador el que
intervino para garantizar el ejercicio del dere-
cho de asociación y negociación. Así, la ley
belga del 24 de mayo de 1921 garantizaba «la
libertad de asociación en todos los campos», y
la ley sueca del 11 de septiembre de 1936 esti-
pulaba que no podrá hacerse acto alguno con-
tra el derecho de asociación4. En Francia, según
la ley referente a convenios colectivos del 23 de
diciembre de 1946, los convenios colectivos
debían obligatoriamente contener cláusulas
sobre la libertad sindical y la libertad de opi-
nión de los trabajadores, y sobre las condicio-
nes de admisión y de despido sin que estas dis-
posiciones atentasen contra la elección libre del
sindicato por los trabajadores.

Las dificultades surgidas como consecuen-
cia de la Segunda Guerra Mundial hiciero n
imposible en muchos países la publicación de
estadísticas anuales sobre el número de traba-
j a d o res amparados por convenio colectivo,
aunque se disponía de datos sobre los Estados
Unidos de América, Reino Unido y Suecia. En
1946 había en los Estados Unidos 14.800.000
t r a b a j a d o res amparados por convenios colecti-
vos. En 1945 había en el Reino Unido
12.500.000 trabajadores amparados por conve-
nios colectivos, mientras que en Suecia había,
en 1944, 1.063.000 trabajadores en la misma
situación. Estos pocos datos disponibles son
altamente significativos en cuanto al pro g re s o
de la negociación colectiva y de los convenios
colectivos alcanzado en los países de los que se
t r a t a5.

Los años posteriores a la Segunda
Guerra Mundial

La adopción por la Conferencia Internacio-
nal del Trabajo de una serie de instrumentos
internacionales tras la Segunda Guerra Mun-
dial ayudó sin duda a un mayor desarrollo de
la negociación colectiva, siendo los instrumen-
tos principales el Convenio sobre la libertad
sindical y la protección del derecho de sindica-
ción, 1948 (núm. 87) y el Convenio sobre el
derecho de sindicación y de negociación colec-
tiva, 1949 (núm. 98). Estos instrumentos influ-
yeron en la actitud de muchos gobiernos hacia
la negociación colectiva en los años que siguie-
ron a la Segunda Guerra Mundial, y en
muchos países este período supuso la confir-
mación del sistema de negociación colectiva,
particularmente en el caso de la República
Federal de Alemania, Japón e Italia, países en

los que restricciones de distinta naturaleza no
habían permitido su desarrollo6.

En muchos casos, el desarrollo de la nego-
ciación colectiva coincidió con un período de
auge económico y crecimiento industrial. Sin
embargo los períodos fascistas contradijeron la
idea de que la política de negociación colectiva
iba en función del grado de desarrollo econó-
mico de un país. Mientras que algunos gobier-
nos europeos estaban cambiando hacia una
mayor tolerancia o apoyo al desarrollo de la
negociación colectiva, los gobiernos fascistas
que existieron entre 1920 y el decenio del
setenta prohibieron la libre negociación. En su
lugar, obligaron tanto a empleadores como a
trabajadores a participar en estructuras esta-
blecidas por el Estado, que controlaba todas las
decisiones en materia laboral 7.

En otros muchos países, también los años
de posguerra fueron propicios a reformas
legislativas. En Francia, la ley sobre negocia-
ción colectiva de 1950 eliminó algunos de los
controles restrictivos impuestos en 1946 bajo la
presión de las dificultades económicas del
período de posguerra8, pretendiendo expandir
la conclusión de acuerdos colectivos. En los
Estados Unidos, la Ley Nacional de Relaciones
de Trabajo sufrió importantes modificaciones a
partir de 1947.

A mediados de los años cincuenta, la fase
de reconstrucción de la posguerra estaba prác-
ticamente terminada en Japón, y los países
europeos y la economía mundial inició una
fase de crecimiento de la producción y el
comercio sin precedentes que duró hasta la
segunda mitad de los años sesenta.

Durante este período, la negociación colec-
tiva en los países industrializados se desarrolló
en un contexto de prosperidad económica y
una actitud favorable de las autoridades públi-
cas, aunque con considerables diferencias en
cuanto al papel de los gobiernos en los distin-
tos países. Sin embargo, a finales de esta
década se vive una profunda convulsión social
que alcanza su máxima representación en la
revolución del 68. Este momento histórico
implica un cambio profundo en los conceptos
tradicionales del mundo del trabajo, en espe-
cial al cuestionarse el modelo taylorista y plan-
teándose, asimismo, importantes modificacio-
nes en los sistemas de relaciones colectivas. 
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La negociación colectiva frente
a los desafíos sociales y económicos
(de los años setenta a los ochenta)

En los albores de la década de los setenta, la
negociación colectiva se considera como un
fenómeno en expansión «practicado en todo
momento y en toda circunstancia»9, sobrevi-
viente de la depresión, la recesión, el estanca-
miento y los vaivenes de la inflación. Su fun-
ción normativa, como medio complementario
de la determinación de las condiciones de tra-
bajo, no es cuestionada, y los temas ligados a
su estructura y diversificación adquieren nota-
ble complejidad. La euforia queda patente
en algunos estudios norteamericanos, donde
incluso se argumenta que la negociación colec-
tiva es el origen de la paz social existente10.

El marco institucional

En relación al marco institucional, en esta
década la negociación colectiva evoluciona de
forma notable, ya que la mayor parte de los paí-
ses industrializados establecen un sistema de
reglas y procedimientos destinados a racionali-
zarla, ya sea mediante la legislación (Suecia por
ejemplo) o bien a través de negociaciones
m a rco (Dinamarca o Noruega). No obstante,
Alemania y Suiza presentaban aún, a mediados
los años setenta, escasas disposiciones sobre el
m a rco legal de la negociación colectiva.

El caso del Reino Unido, singular aún en la
actualidad, es sin embargo muestra de la reti-
cencia ante la «legalización» y el reconoci-
miento del carácter de ley de los acuerdos. Los
convenios colectivos seguían siendo conside-
rados meros acuerdos «de caballeros», que no
implicaban, salvo para una muy reducida par-
cela de la jurisprudencia, obligaciones vincu-
lantes para las partes que concluyen contratos
en su ámbito11.

Paralelamente, en otros países surge con
más fuerza la necesidad de la participación
logística de los gobiernos para facilitar la
negociación y la solución pacífica de los con-
flictos. Se observa también una pre o c u p a c i ó n
c reciente por los problemas relativos a su apli-
cación. Así, en el Canadá la ley prevé incluir
obligatoriamente un procedimiento de re c l a-
mación en todos los acuerdos, y en Nueva
Zelandia se establece que todos los confli c t o s
deben ser sometidos a arbitraje. Desde una
perspectiva voluntarista, en los Países Bajos
son los propios convenios los que prevén la
c reación de tribunales bipartitos de solución
de confli c t o s .

En relación a los contenidos, es notable
observar en los años setenta la aparición de
convenios más ricos, conteniendo en Europa
tres temas principales: la seguridad en el
empleo, la protección del medio ambiente de
trabajo y los planes de inversión de la empresa.

Expansión de la negociación
en los países en desarrollo

Durante esta década, la negociación colec-
tiva se expande también en otros continentes.
Así, en América Latina, donde fue un meca-
nismo de excepción hasta los años sesenta, o
incluso en muchos países hasta los setenta12,
empieza a difundirse de forma muy rápida13.
Las causas de tal evolución se vinculan a las
transformaciones económicas (desarrollismo
económico), políticas14 y sindicales (aumento
en la tasa de sindicación y paralelo crecimiento
de la negociación colectiva). Sin embargo,
abriendo una tónica que seguirá en décadas
posteriores, la negociación colectiva casi nunca
alcanza a todos los sectores ni a todos los tra-
bajadores, y las exclusiones suelen ser numero-
sas, basadas ya sea en la imposibilidad jurídica
de negociar o en sus dificultades para exten-
derse en sectores como el rural o la pequeña
empresa. El intervencionismo del Estado es
otra de sus características determinantes.

En Asia, los acuerdos empiezan a hacerse
comunes en esta época, en especial en las
industrias tradicionales y en las plantaciones (a
pesar de que la mayor parte de la negociación
se concluye en el ámbito de la empresa), apor-
tando importantes beneficios en especial para
los trabajadores en la India, Indonesia y Mala-
sia. Si bien en el continente la mayor parte de
los países establecen legislaciones detalladas en
la materia (sobre todo en las ligadas a la re m u-
neración), numerosos países se enfrentan en la
práctica a problemas de reconocimiento sindi-
cal, en especial durante los regímenes dictato-
riales, y de fraccionamiento. Al iniciarse la
década de los setenta, los problemas ligados a
la inflación y a la posible negociación con las
e m p resas multinacionales se convierten en los
p roblemas centrales1 5, como ocurre en el re s t o
de las re g i o n e s .

En el Africa anglófona la negociación, por lo
general regulada con detalle, se extiende al
mismo ritmo incluso en los países donde no
existen sindicatos de entidad. Los pro b l e m a s
están básicamente relacionados con la política
de ingresos y con la re p resentatividad sindi-
c al1 6. En el Africa francófona1 7 la generalización
de las negociaciones comenzó a pro d u c i r s e
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poco después de la adopción del Código de
Ultramar (1952). La mayor parte de los países
m a n t u v i e ron sus convenios antiguos tras su
independencia, concluyéndose muy pocos
a c u e rdos nuevos1 8. A ello se sumó la existencia
de un Estado intervencionista que pre f e r í a
regular directamente las condiciones de trabajo.

La inflación y las crisis económicas
de los años setenta

A pesar del optimismo generalizado pre v a-
leciente tras el período de posguerra, mediada
la década de los setenta, las primeras manifes-
taciones de crisis económica empiezan a
«desestabilizar la paz social», surgiendo nue-
vos planteamientos sobre las necesidades de
la negociación colectiva. Así, en algunos paí-
ses de Europa occidental surgen cuestiones
relativas a los mecanismos de solución de con-
flictos y a su eficacia, así como sobre la articu-
lación de los diferentes niveles de negociación;
en Europa del Este los problemas se centran en
la coordinación de las cláusulas de los conve-
nios y los planes estatales, y en los Estados
Unidos en el aumento del número de re c h a z o s
por parte de las organizaciones de trabajado-
res para firmar nuevos convenios colectivos.
En todos los países de economía de mercado la
negociación colectiva se ve fuertemente afec-
tada por los procesos inflacionarios. Este tema
trata de paliarse bien reduciendo la duración
de los convenios, bien ligando la evolución
d e los salarios al costo de vida, la llamada
i n d e x a c i ó n1 9. 

Además, también surge como tema principal
las re p e rcusiones de la negociación colectiva
s o b re la inflación, es decir, la importancia de
obtener el acuerdo obre ro - p a t ronal sobre la polí-
tica anti-inflacionaria y sus aplicación, lo que
resulta más fácil en estructuras centralizadas2 0. 

La intervención de Estado en la negociación
colectiva para frenar el efecto de la inflación es
también relevante en algunos países de Amé-
rica Latina: en Uruguay la ley 13720 que crea la
Comisión de Precios e Ingresos le atribuye
amplias facultades para controlar la negocia-
ción y establecer ajustes salariales por acto
administrativo.

Las décadas de los setenta y ochenta se
encuadran así en un contexto de deterioro del
mercado y de su capacidad económica. En los
países industrializados, a la aceleración de las
tasas de inflación se suma la crisis en los tipos
de cambio, la aplicación inapropiada de políti-
cas monetarias y fiscales y las crisis del petró-
leo (años 1973 y 1979-1980), lo que genera en el

ámbito laboral un aumento del desempleo y
del conflicto individual y colectivo.

La recesión plantea a los actores sociales la
necesidad de cambios en el sistema de relacio-
nes laborales, ya que afecta a su papel, a su
fuerza y, en definitiva, a su poder de negocia-
ción. En este contexto resurgen con fuerza los
acuerdos básicos que, como ya se vio anterior-
mente, su origen se localiza en los países nór-
dicos. Estos acuerdos se extienden en todas las
regiones, tanto por la influencia exitosa de los
acuerdos daneses, noruegos y suecos (especial-
mente en los países europeos21) como por la
tendencia a la centralización en las negociacio-
nes a partir de la década de los setenta. Baste
recordar la importancia y repercusión social de
los acuerdos español e italiano.

En efecto, otra característica común de este
período es la centralización producida como
forma de afrontar la complejidad de una socie-
dad moderna en un contexto de crisis, así
como resultado de la preocupación de los
gobiernos para evitar los efectos perversos en
el plano macroeconómico de la multiplicidad
de negociaciones en los diversos niveles22. Así
en 1979 un estudio preparado por la Comuni-
dad Europea indicó que los convenios nacio-
nales habían llegado a ser importantes en casi
todos los países de Europa salvo Alemania,
Luxemburgo y el Reino Unido23. La centraliza-
ción opera también en Africa francófona ( por
influencia del Código de Ultramar), en Sierra
Leona, Tanzanía o Zambia, en Singapur como
resultado de nuevas políticas de salarios e
ingresos, o en algunos países latinoamericanos
como es el caso de Argentina.

A pesar de esta tendencia, en algunos paí-
ses como el Canadá, Estados Unidos, Japón y
en la mayor parte de los países latinoamerica-
nos y asiáticos, el nivel predominante sigue
siendo el de empresa.

El convenio de industria, si bien se genera-
liza en algunos países, tiende a completarse de
forma paralela con convenios de empresa, en
especial en aquellos países donde la negociación
no ha estado enmarcada en acuerdos centrales o
regida por medidas coactivas de los podere s
públicos. En este contexto, el Reino Unido o A l e-
mania en el sector de las artes gráficas o de la
m e t a l u rgia son bastante re p re s e n t a t i v o s .

Cambio en los contenidos y los
sistemas de relaciones laborales

Como consecuencia de la crisis y el desem-
pleo, se observan modificaciones en el conte-
nido de los acuerdos en numerosos países
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industrializados, en especial en relación a los
salarios en los Estados Unidos24 y al tiempo de
trabajo en Europa25. Por primera vez en los paí-
ses industrializados, la «flexibilidad del mer-
cado de trabajo» aparece como una propuesta
de ciertos medios gubernamentales y de las
organizaciones de empleadores, basándose en
el ejemplo de los Estados Unidos y Japón, en
donde se consiguieron crear más empleos por
la existencia de una mayor flexibilidad.

Por lo demás, la organización del tiempo de
trabajo aparece con mayor frecuencia, aunque
a menudo sólo se definen las nuevas modali-
dades técnicas de los procedimientos de pro-
ducción sin observar objetivos centrales liga-
dos al propio diseño de la organización, como
el aumento de la productividad, la mejor cali-
dad de los productos, la intensificación de la
cooperación en la empresa y la mayor satisfac-
ción en el trabajo.

Junto con la crisis económica, los avatare s
políticos del momento marc a ron de forma pal-
pable la evolución de las relaciones laborales en
algunos países. Así, mientras ciertos países de
E u ropa están fuertemente cimentados en la
democracia, y a menudo en la base del diálogo
y en una legislación moderna, en otros surge un
nuevo sistema de relaciones laborales tras lar-
gos períodos de dictadura y regímenes corpora-
t i s t a s2 6 (España, Grecia y Portugal). Ciertos paí-
ses latinoamericanos desmontan sistemas
sociales como consecuencia de regímenes mili-
t a res en la década de los setenta (Arg e n t i n a ,
Chile , Paraguay y Uruguay). Así, en Chile, el
régimen militar hiperreglamentó las re l a c i o n e s
laborales propiciando la atomización sindical,
llegando incluso a establecer sujetos colectivos
ad hoc y considerando instrumentos colectivos
los acuerdos celebrados entre dos o más trabaja-
d o res con un empleador. Similares efectos de
desmantelamiento sindical se pro d u j e ron en
1973 en el Uru g u a y, en donde si bien después de
esa fecha existían convenios colectivos, son sólo
la expresión de prácticas preexistentes. En A s i a
los regímenes autoritarios generaron pro b l e m a s
análogos en materia de reconocimiento y poder
de negociación de las organizaciones sindicales.

En la Argentina, los efectos perversos de la
pérdida de institucionalidad llevaron no sólo a
la suspensión abrupta de la negociación (que
fue también resultado de la hiper inflación),
sino a que el 50 por ciento de los convenios de
rama firmados en 1975 sigan vigentes en la
actualidad 27. De hecho, la negociación colec-
tiva no se puede considerar «recuperada» hasta
1988 (cinco años después de reanudarse la
democracia). 

En algunos países asiáticos como Filipinas o
en la República de Corea, la dictadura militar
afectó fuertemente el desarrollo de las re l a c i o-
nes laborales, en especial a través de la implan-
tación de políticas antisindicales. No obstante,
a mediados de los ochenta y por influencia del
modelo japonés, puede empezar a hablarse de
un «limitado modelo» de negociación colectiva.

Si bien el mayor desarrollo de la negocia-
ción colectiva se observa en el ámbito privado,
numerosos países promulgaron en la década
de los setenta reglamentos por los que había de
regirse la negociación colectiva en el sector
público28, aunque su introducción estuvo mar-
cada por controversias acerca de la manera de
adaptar las relaciones de trabajo a ciertos prin-
cipios básicos característicos de este servicio
(restricciones presupuestarias o ciertos aspec-
tos de las condiciones de trabajo)29.

Por último, es necesario señalar que en los
años ochenta se gestaron las primeras tentati-
vas de negociación supranacional (si bien los
primeros intentos sindicales tienen su origen
en la década del setenta) en un contexto de
intensificación de los procesos de integración
económica, aunque nunca se vieron coronados
por el éxito. Los años 1970-1980 suponen la
expansión de la negociación colectiva incluso
en un contexto de dificultades económicas y
políticas. Sin duda la negociación colectiva
alcanza su edad adulta y se considera en la
mayor parte de los países un complemento
indispensable de la ley para mejorar las condi-
ciones de trabajo; el catálogo cada vez más
amplio de cláusulas convencionales con dis-
tinto contenido es la mejor ilustración.

Por otro lado, esta época implica un cambio
de actitud en los interlocutores sociales en rela-
ción a la negociación colectiva. Del lado patro-
nal deja de ser una experiencia traumática y se
aprecia como un elemento de progreso econó-
mico y de gestión de personal; del lado sindi-
cal, la negociación colectiva permite al sindi-
cato tomar conciencia de su propio papel en el
sistema de relaciones laborales30 y no sólo
como actor político.

Aunque en su conjunto se conocen más
avances que re t rocesos, incluso considerando
que el contexto económico-social es desfavora-
ble, la negociación colectiva en los años setenta
y ochenta es todavía una institución susceptible
de mejoras, pues no alcanza en muchos países
a segmentos importantes de la población eco-
nómicamente activa (PEA), ni siquiera de la
P E A asalariada. Además, aún sigue siendo con-
templada con cierta desconfianza en algunos
países no industrializados, y por ello es con fre-
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cuencia la primera víctima de las políticas eco-
nómicas, en especial de los estados autoritarios
(de ahí que la democracia sea considerada
requisito para el desarrollo de la negociación
c o l e c t i v a ) .

Los cambios en la negociación
colectiva en la última década

En el transcurso de la última década han
tenido lugar profundos cambios en el mundo
del trabajo, con importantes repercusiones en
la negociación colectiva. En la mayoría de los
países y en diferente grado, la afiliación sindi-
cal ha caído, reduciéndose consecuentemente
la influencia de la negociación colectiva. De
forma paralela, se ha producido una tendencia
hacia la descentralización en las negociaciones. 

A pesar de ello, en este clima general pue-
den apreciarse algunos signos esperanzadores.
Así, el colapso del sistema económico comu-
nista puede considerarse como un momento
clave para la independencia del movimiento
sindical, y por lo tanto para la autonomía de la
negociación colectiva en numerosas economías
en transición. Al mismo tiempo, el adveni-
miento y la restauración de la democracia en
otros muchos países no industrializados ha
provocado efectos similares. 

Todas estas complejas mutaciones han con-
tribuido a transformar la negociación colec-
tiva, pero el factor más importante ha sido la
creciente mundialización, posible gracias al
revolucionario desarrollo de la tecnología de la
comunicación y la información y a los cambios
en el marco normativo que han favorecido la
libre circulación de capital. La mundialización
de la economía ha reducido de forma significa-
tiva el margen de maniobra de los gobiernos,
permitiendo al mismo tiempo una mayor auto-
nomía a las empresas. Asimismo, la creciente
movilidad de capital ha fomentado la compe-
tencia entre los países para mejorar los niveles
de empleo e incentivar la inversión, con cierto
impacto negativo en la negociación colectiva
tradicional y en sus actores.

A la luz de estos desarrollos, las empresas
se han convertido en enclaves de creciente
importancia para la toma de decisiones sobre
recursos humanos y relaciones laborales en
numerosos países, lo que supone un nuevo
desafío en la consecución del progreso econó-
mico y social. Mientras que la mundialización
y el funcionamiento del mercado, por un lado,
subrayan el papel de las empresas como el
principal motor de creación de empleo y
riqueza, por otro la exponen a una mayor com-

petencia. «Menoscaban los mercados protegi-
dos, en los cuales estaban acostumbradas a
actuar las empresas, y hacen de la flexibilidad
en su seno un requisito previo para poder
amoldarse a la rápida evolución de los merca-
dos de productos. Las empresas han reaccio-
nado a todo ello transformando el modo de
organizar el trabajo y la producción. De ahí la
necesidad de adaptar la estructura de las rela-
ciones laborales.»31 La descentralización de la
negociación colectiva y, de forma más amplia,
de las relaciones laborales ha sido la forma
típica de adaptarse.

Asimismo, en la mayor parte del mundo la
mano de obra se diversifica y el tamaño medio
de la empresa se reduce como consecuencia de
las reestructuraciones. Este fenómeno ha aña-
dido mayor presión en la negociación colectiva
tradicional al erosionar la base de las organiza-
ciones sindicales. Todos estos cambios han
contribuido a transformar el equilibrio de
poder entre dirección y trabajadores: así se
constata de forma general que los sindicatos
pierden poder, mientras que la dirección de las
empresas consolida o acrecienta su posición.

Sin embargo, si bien la búsqueda de la fle-
xibilidad en un contexto de economía globali-
zada parece ser un fenómeno general que
emana de las presiones internacionales, la
manera en que cada país responde a estas pre-
siones a través de sus diferentes instituciones
depende de cada contexto nacional.

Descentralización de la negociación
colectiva en los países industrializados

En la década de los noventa, la tendencia
hacia la descentralización en la negociación
colectiva se ve más claramente, aunque su
grado sea diferente en cada país. Así, si bien en
los Estados Unidos y en el Reino Unido la nego-
ciación colectiva en el ámbito de la empresa ha
sido una característica típica de los sistemas de
relaciones laborales, ésta se ha reforzado en la
última década con la progresiva desaparición
de los modelos de negociación en los Estados
Unidos32, y a través de la aplicación de algunas
políticas (por ejemplo, las privatizaciones) y de
nuevos modelos de gestión en el Reino Unido.
En Nueva Zelandia el cambio ha sido más
radical, en especial a través de la promulgación
de la Ley de Empleo, norma que promueve la
utilización de los contratos individuales y dis-
minuye el poder de la negociación colectiva.

Los países europeos no han sido una excep-
ción en este proceso, y países como Francia o
Italia, entre otros, han experimentado asi-
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mismo esta tendencia hacia la descentraliza-
ción. En Suecia, donde la negociación econó-
mica centralizada era la norma, se observa una
pérdida de las bases que sustentaban esta
negociación nacional. Así, si bien la negocia-
ción nacional sigue existiendo para un deter-
minado número de cuestiones, los acuerdos
por rama adquieren importancia central para
determinar el nivel de los salarios, así como
para tratar de los problemas generales de las
empresas más grandes. 

Son también apreciables signos de descen-
tralización en Alemania, donde la negociación
por industria ofrece más posibilidades a la
negociación por empresa a través de los comi-
tés de empresa en temas como formación, nue-
vas tecnologías, organización del trabajo y
ajuste en el empleo, que cobran cada vez
mayor importancia33. A pesar de que las estruc-
turas tradicionales de negociación mantienen
generalmente la neutralidad de la empresa
en el proceso de negociación, los comités de
empresa se crean cada vez más para fomentar
el diálogo y la cooperación en el plano indus-
trial y poner en práctica políticas de recursos
humanos. El objetivo de estos consejos, en la
mayoría de los casos, es reestructurar los méto-
dos de trabajo siguiendo los cambios tecnoló-
gicos y la demanda de la competencia, así
como mantener el empleo. De la misma forma,
el informe del Gobierno francés sobre negocia-
ción colectiva en 1997 revelaba el crecimiento
del número de acuerdos concluidos en el
ámbito de la empresa en más de un 27 por
ciento, comparado con el nivel anterior34.

En el Japón, la ofensiva de primavera o
Shunto35 complementó la debilidad de la nego-
ciación por empresa a través de la coordina-
ción de estrategias intersindicales de negocia-
ción sectorial y nacional. Sin embargo, el
empeoramiento en la actualidad de la situa-
ción económica y la intensificación de la com-
petencia presionan fuertemente al Shunto per-
judicando su función coordinadora36.

Sin embargo, debe señalarse que la nego-
ciación colectiva en la empresa es aún limitada
en la mayor parte de los países de Europa occi-
dental. De hecho, los acuerdos de rama tienen
una mayor cobertura que los de empresa37.
Como regla general, no existe un desmantela-
miento de las relaciones laborales centrales en
aquellos países de Europa con tradición de
participación de los actores sociales. En este
sentido, es interesante indicar que el ya men-
cionado desarrollo de la negociación colectiva
de empresa en Francia se debe principalmente
al impacto del acuerdo nacional sobre tiempo

de trabajo concluido en 1995, por el que se
invita a los actores sociales a negociar sobre la
reorganización y reducción de las horas de tra-
bajo en el ámbito de la empresa38. No cabe
duda de que ha habido un debilitamiento en la
negociación central por industria, como lo
demuestran los reciente fracasos de las consul-
tas o negociaciones centrales o la pobreza de su
contenido, aunque siguen jugando un papel
significativo. Además, prácticamente en todos
los países de la Europa continental se han rea-
lizado intentos en los últimos años – general-
mente por los gobiernos y a veces también por
las organizaciones de trabajadores y emplea-
dores – para concluir algún tipo de «pacto
social» que resuelva temas sociales. Por ejem-
plo, la viabilidad del tripartismo austríaco se
demostró claramente con la adopción, en 1992
y 1993 respectivamente, de la Declaración de
Principios de Asociación Social (bipartita) y el
Pacto de Estabilidad (tripartito). En los Países
Bajos, que vivieron un período marcado por
serias dificultades sociales y económicas a
fines de los setenta y principios de los ochenta,
se marcó un hito con la firma en 1982 de un
acuerdo tripartito (el Acuerdo Wassenaar), en
el cual los empleadores y trabajadores estable-
cieron un vínculo entre el nivel de vida (por
ejemplo, el nivel de los beneficios sociales y los
salarios, incluyendo los relativos a la seguri-
dad social) y la creación de empleo. En Irlanda
se ha producido una vuelta hacia la negocia-
ción central tripartita a partir de 1988, y se ha
demostrado que ésta permite un buen desarro-
llo económico del país, como se refleja en el
bajo nivel de inflación y de las tasas de interés,
la disminución de la relación deuda-PNB y del
desempleo, y el alto crecimiento económico.
No podemos olvidar que la negociación y
la consulta central sigue jugando un papel
fundamental en países como Dinamarca y
Noruega, en donde la negociación de rama
continúa siendo estrechamente coordinada por
las organizaciones en el ámbito central39.

Desarrollo y dificultades de la negocia-
ción colectiva en los países en desarro-
llo o en transición

Los cambios más importantes en los siste-
mas de relaciones laborales han tenido lugar en
los países de Europa Central y del Este, como
consecuencia de las grandes transformaciones
políticas y económicas. Varios países en transi-
ción ya han introducido una nueva legislación
siguiendo el modelo de la Europa occidental,
que permite la negociación en diversos ámbit o s ,
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a saber, de empresa, rama o de oficio. La nego-
ciación colectiva en el ámbito de empresa gana
importancia en estos países, aunque no en la
misma magnitud que en Europa occidental.
Así, por ejemplo, en Polonia, Hungría y la
República Checa, el número de acuerdos colec-
tivos en la empresa ha aumentado signific a-
t ivamente desde principios de los noventa. La
negociación en este ámbito está re l a t i v a m e n t e
arraigada en las empresas estatales y en menor
medida en las grandes empresas privadas. Por
el contrario, se produce con poca frecuencia en
las pequeñas y medianas empresas (PYME)4 0.
La negociación colectiva de industria no está
s u ficientemente desarrollada. En la República
Checa, por ejemplo, la negociación colectiva
e n este ámbito únicamente regula condiciones
mínimas sociales y laborales y el número de
a c u e rdos concluidos está descendiendo como
consecuencia de la escasa participación y org a-
nización de los empleadore s4 1. 

En América Latina, en donde la tradición
intervencionista del Estado está aún presente, el
papel de la negociación colectiva para re g u l a r
las condiciones de trabajo es limitado. Si bien es
cierto que la negociación de empresa es cre-
ciente en la A rgentina, Brasil, Chile y México, la
reglamentación formal de las condiciones de
trabajo se realiza de forma predominante a tra-
vés de la normativa laboral. En general, en estos
países se observa un vacío en el desarrollo de la
ley por la negociación de empre s a .

En la Argentina, Brasil y Uruguay, y en
menor medida en México, el tipo de negocia-
ción predominante es el de industria siendo en
general la cobertura de dichos convenios rela-
tivamente alta. En el resto de los países de la
región la negociación por rama es marginal, y
la negociación descentralizada tiene principal-
mente lugar en las grandes empresas. Otro
problema general es que los acuerdos única-
mente cubren el sector estructurado de la eco-
nomía y se centralizan en torno a determina-
das áreas económicas. «Se trata, pues, de un
modelo de reglamentación social dicotómico,
en el cual predomina la legislación, por un
lado, y la relación individual entre el trabaja-
dor y el empleador, por otro.»42

Si bien la negociación colectiva en Asia con-
tinúa presentando una gran diversidad nacio-
nal, basada en las diferencias culturales y el
distinto grado de desarrollo económico de los
países de la región, existen rasgos comunes a
todos ellos, como el menor desarrollo de la
negociación y el predominio de la negociación
descentralizada por empresa. Los factores que
fundamentan este escaso desarrollo son varia-

dos: el fraccionamiento sindical (países del
sureste asiático), las restricciones a la libertad
sindical en algunos países (hasta reciente-
mente Indonesia y Corea) o las dificultades
derivadas del proceso de transición a una eco-
nomía de mercado (China, Vietnam). Sin
embargo, es también cierto que en algunos paí-
ses como la República de Corea o Indonesia,
donde los regímenes autoritarios han sido gra-
dualmente reemplazados por gobiernos demo-
cráticos, se observa en la última década, de
forma paralela, una mayor democratización de
las instituciones, en especial al reconocerse una
mayor libertad sindical y de negociación colec-
tiva43. La negociación por empresa continúa
siendo la predominante en la región. 

De forma general es necesario considerar
que existe en la región una cierta tendencia
hacia la negociación a un nivel superior. Por
ejemplo, el movimiento sindical en Corea está
en la actualidad iniciando negociaciones secto-
riales en el sector hospitalario y en el metal. De
forma paralela, los actores sociales en este país
están poniendo en funcionamiento estructuras
tripartitas nacionales con el fin de afrontar la
crisis financiera.

El predominio de los sectores informal y
agrícola en Africa limita el impacto potencial de
las negociaciones tripartitas y bipartitas. A l
igual que otras regiones, las relaciones laborales
en el continente durante la última década se han
visto seriamente afectadas por los efectos de los
p rogramas de ajuste estructural, re d u c i e n d o
personal en el sector público. Y era pre c i s a-
mente el sector público en donde los sindicatos
gozaban de mayor presencia y donde la nego-
ciación colectiva estaba más desarrollada. La
privatización del sector público produjo igual-
mente efectos negativos en las ya debilitadas
bases de la negociación colectiva en estos países.
Fuera de este sector, pueden encontrarse conve-
nios colectivos en algunas grandes empre s a s .
En cuanto a la negociación por sector, si bien
existe, es únicamente aplicable a una cuantas
compañías y no se renueva re g u l a r m e n t e .

El reciente desarrollo del diálogo
social tripartito

En la última década el diálogo social tripar-
tito nacional es sin duda, dentro de los proce-
sos de negociación, la institución que goza de
mayor empuje fuera del contexto europeo. Los
factores que avalan este desarrollo son diver-
sos: la transición de regímenes autoritarios a
gobiernos democráticos (algunos países latino-
americanos y Sudáfrica), el paso de las econo-
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mías planificadas a la economía de mercado
(Europa central y oriental) o la crisis econó-
mica (países del este asiático y México).

En América Latina el reciente desarrollo del
tripartismo ha tenido una influencia positiva
en la transición hacia la democracia. El ejemplo
del acuerdo «Chile una oportunidad histó-
rica», firmado por los actores sociales en abril
de 1990, es sin duda un claro ejemplo de esta
influencia al avalar desde un punto de vista
social la transición desde un régimen autocrá-
tico al pluralismo político (de 1990 a 1995 no
existieron apenas conflictos colectivos ni huel-
gas). En esta región el tripartismo fue un ins-
trumento básico para ajustar las nuevas condi-
ciones económicas en un período en que la
cohesión social se había visto comprometida
por las políticas de ajuste estructural44. En esta
misma línea, en México varios acuerdos tripar-
titos en la última década contribuyeron signifi-
cativamente a la estabilidad social de un país
severamente azotado por la crisis económica.
La «Alianza para la renovación económica» fir-
mada en octubre de 1995, previó de forma tri-
partita una serie de medidas para mantener el
poder adquisitivo de los trabajadores a través
del incremento de los salarios mínimos y de
la existencia de prestaciones de desempleo,
así como apoyando a las empresas a través de
incentivos fiscales. En algunos países de la
región el tripartismo ha hecho posible la discu-
sión sobre la reforma legislativa (República
Dominicana, por ejemplo).

En Asia, a causa de la debilidad del movi-
miento sindical, el tripartismo en el plano nacio-
nal ha sido más bien débil o meramente for-
mal, salvo en algunos países como Singapur.
Sin embargo la reciente crisis económica ha
p ropiciado la aparición de oportunidades para
reforzar el diálogo nacional tripartito en algu-
nos países. Así, en la República de Corea el
A c u e rdo Social Tripartito (febre ro de 1998) ali-
geró las restricciones para suspender el empleo
con el fin de promover la re e s t ructuración eco-
nómica, aunque mejoró al mismo tiempo la
p rotección social a través de la expansión de la
seguridad social. En Filipinas el A c u e rdo social
s o b re armonía industrial y estabilidad (febre ro
de 1998) establece seis meses de restricciones a
los actores sociales en materia de despidos y de
conflictos laborales. En Singapur, el panel tri-
partito sobre despidos (febrero de 1998) prevé
i) el desarrollo de una red de información
sobre ofertas de trabajo que puedan interesar a
trabajadores en procedimiento de despido; ii)
explorar alternativas en caso de despido a tra-
vés de la recolocación, ajuste de tiempo de

trabajo y salarios, y de posibilidades de forma-
ción; y iii) consejo sobre oportunidades de for-
mación. En general el diálogo parece haber
incrementado la flexibilidad del mercado de
trabajo, dando al mismo tiempo igual conside-
ración a la necesidad de protección de los tra-
bajadores y de estabilidad social.

El caso de Africa es menos prometedor en
relación al diálogo social tripartito. Si bien las
dificultades de los ajustes económicos tienden
a crear nuevas oportunidades para desarrollar
acuerdos tripartitos nacionales, esto ocurre
raramente en la región. Los recursos limitados,
la debilidad sindical, la economía rural predo-
minante, el reducido sector formal y la inesta-
bilidad política que han sido características
predominantes en estos países no han propi-
ciado un tripartismo efectivo. No obstante,
existen casos esperanzadores como Sudáfrica y
Mauricio, en donde el tripartismo y la negocia-
ción colectiva muestran su dinamismo. Sudá-
frica, por ejemplo, ha basado su reconstrucción
en estas instituciones. En cuanto a su transi-
ción hacia la democracia, ésta se ha apoyado
en una fuerte presencia del movimiento sindi-
cal, que se manifiesta con la creación en 1994
del tripartito Consejo Nacional para el Desa-
rrollo Económico y Laboral (NEDLAC). Ade-
más, esta institución concluyó en la Ley de
Relaciones Laborales de 1995, que «incita a una
generalización de la negociación sectorial en el
seno de unos ‘consejos de negociación’ en los
cuales los interlocutores sociales deben definir
en un primer momento la cobertura de los
acuerdos sectoriales venideros»45.

Contenido de la negociación colectiva:
importancia de la flexibilidad y del
empleo

Al crecer el desempleo en la mayor parte de
los países, y al considerarse la flexibilidad del
mercado de trabajo condición esencial para la
competitividad tanto de la empresa como del
país, han sido precisamente estos dos temas,
flexibilidad y empleo, los que han predomi-
nado en las mesas de negociación durante la
última década.

En los Estados Unidos, por ejemplo, el con-
tenido de la negociación se ha centrado cada
vez más en las condiciones necesarias para
mejorar la competitividad empresarial y con-
servar los puestos de trabajo. Estas concesiones
llevaban inicialmente consigo medidas tales
como moderación de salarios, flexibilidad del
puesto de trabajo y acuerdos para reducir cos-
tos de seguros sanitarios a cambio de garantía
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de empleo y de formación y/o asistencia para
la recolocación en el caso de despidos. El
mismo fenómeno se observa en la mayor parte
de los países de Europa occidental, en los que el
alto nivel de desempleo ha sido la mayor preo-
cupación de los actores sociales en estos últi-
mos años. Por ello, el principal centro de interés
en estos países ha sido la negociación sobre el
tiempo de trabajo, lo que incluye su re d u c c i ó n
y re o rganización, el empleo compartido y los
a c u e rdos de prejubilación, así como otras medi-
das relativas al mantenimiento del empleo. En
Francia, por ejemplo, el tiempo de trabajo ha
sido el tema esencial de la negociación de
empresa. De los 6.100 acuerdos vigentes en
1997, 2.500 (un 80 por ciento) registraron cláu-
sulas sobre tiempo de trabajo y empleo en con-
junto46. En Bélgica, diferentes empresas han
negociado recientemente acuerdos que combi-
naban tiempo de trabajo y cláusulas de flexibi-
lidad, reforzando así la tendencia hacia la fle-
xibilidad laboral como un medio para crear
empleo47. Pero no siempre el tiempo de trabajo
se negocia para garantizar el empleo; en la
ronda de negociaciones colectivas en Suecia en
1998, los actores consideraron el tiempo de tra-
bajo más como un tema ligado a la seguridad y
salud en el trabajo y a la calidad de vida que
como una forma de creación de empleo4 8. 

Por supuesto, los salarios siguen siendo el
tema central de la agenda de negociaciones
europea, aunque cuando los actores lo tratan lo
hacen desde la perspectiva de garantizar el
empleo a través de la moderación salarial o
incluso de la reducción del tiempo de trabajo
con la correspondiente reducción del salario.
Estas cláusulas son complementadas con
medidas para facilitar el acceso al empleo, tales
como la contratación con contribuciones socia-
les reducidas o el incremento en el número
límite de aprendices49. En relación al empleo y
la flexibilidad, un tema central es el desarrollo
de las capacidades profesionales. En Suecia,
por ejemplo, éste ha sido un componente de la
mayor parte de los acuerdos de 1998, ya que
los actores de la negociación han sido cons-
cientes de que la formación continua es funda-
mental para mantener la calificación profesio-
nal de los trabajadores y mejorar su capacidad
como sujetos posibles de futuros empleos.

En algunos países asiáticos (Japón, Repú-
blica de Corea y Tailandia, entre otros), como
consecuencia de la crisis económica y la consi-
guiente pérdida de puestos de trabajo, ha sido
precisamente el empleo el tema central de las
negociaciones de empresa, mientras que el
salario, que había sido el dominante antes de la

crisis, ha pasado a ser un tema subsidiario. En
algunos casos (Japón y República de Corea) los
planes sociales negociados en la empresa se
proponían como forma alternativa al ajuste de
empleo, incluyendo formación, vacaciones no
pagadas o prejubilaciones.

En América Latina, temas tradicionales
como salarios, vacaciones y seguridad e
higiene permanecen en las agendas negociado-
ras. En algunos casos los nuevos acuerdos úni-
camente reproducen acuerdos anteriores, lo
que revela la débil función de los órganos de
negociación en la región. En este contexto, es
importante señalar que las mayores multina-
cionales en el continente han sido capaces de
configurar negociaciones colectivas estables, y
que acuerdos que combinan tiempo de trabajo
flexible y organización del trabajo para aumen-
tar la productividad a cambio de conservación
de empleo han sido concluidos en el sector del
automóvil en Brasil y Argentina en compañías
como Ford, Toyota o GM 50.

Desde su origen, hace ya más de un siglo, la
negociación colectiva se ha ido desarrollando
para constituir hoy en día el instrumento prin-
cipal de determinación de las condiciones de
trabajo y la participación de los trabajadores en
las decisiones en la empresa. El contexto social,
económico y político en el que se desarrolla la
negociación colectiva ha evolucionado y pre-
senta nuevos desafíos. 

Varios hechos han marcado un hito en la
historia de la negociación colectiva: la adop-
ción en 1949 del Convenio núm. 98 de la OIT
sobre el derecho de sindicación y de negocia-
ción colectiva; la difusión del modelo taylo-
rista de producción en los países industrializa-
dos en las décadas que siguieron a la Segunda
Guerra Mundial; las violentas manifestaciones
producidas hacia finales de los años sesenta y
principios de los setenta, junto a las altas tasas
de absentismo laboral que reflejaron el descon-
tento de los trabajadores con el modelo de pro-
ducción vigente; y la creciente mundialización
de la economía en la década de los noventa. La
negociación colectiva ha demostrado su plena
vigencia, basada en su una considerable capa-
cidad de adaptación a los cambios del entorno
en el que se ha desarrollado. 

En los últimos años, la negociación colec-
tiva se ha enfrentado a los retos derivados de la
disminución del número de trabajadores sindi-
cados, de la creciente individualización de las
relaciones laborales y de la ardua búsqueda de
una mayor competitividad y flexibilidad en un
contexto de mundialización económica. Los
cambios se han producido tanto en los niveles
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en que se negocia como en los temas que cubre.
Esta capacidad de adaptación ha convertido a
la negociación colectiva en una herramienta
cada vez más útil para introducir cambios en la
empresa y en la organización del trabajo.

Así, hoy día, además del papel tradicional
de mecanismo regulador de las relaciones de
trabajo, la negociación colectiva tiene cada vez
más peso en la mejora de la competitividad y
la productividad en la empresa. Puesto que las
medidas encaminadas a mejorar la competiti-
vidad a menudo re q u i e ren, al menos a corto
plazo, sacrificios por parte de los trabajadore s ,
el éxito de los cambios depende en gran
medida de su aceptación voluntaria. Así, la
negociación colectiva otorga legitimidad a las
medidas tomadas, ya que los re p re s e n t a n t e s
de los trabajadores participan de manera autó-
noma en la toma de decisiones. En este sen-
tido, la negociación colectiva ofrece una clara
ventaja en comparación con otros métodos
utilizados para introducir cambios, tales como
la modificación del contrato de trabajo o las
decisiones unilaterales del empleador. Fre n t e
a los cambios legislativos, la negociación
colectiva presenta la ventaja de ser más fle x i-
ble, teniendo las partes afectadas la posibili-
dad de elegir la naturaleza de los cambios,
y de decidir sobre el ritmo y la forma de intro-
d u c i r l o s .

El papel de la negociación colectiva hoy día
es, por lo tanto, muy distinto al que tenía a prin-
cipios de siglo, y es de esperar que su impor-
tancia aumente durante el próximo milenio.
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En 1948, hace por tanto poco más de cin-
cuenta años, la Conferencia Internacional del
Trabajo adoptó en San Francisco el Convenio
núm. 87 relativo a la libertad sindical y a la
protección del derecho de sindicación. Un año
después, la Conferencia adoptaba el Convenio
núm. 98 relativo a la aplicación de los princi-
pios del derecho de sindicación y de negocia-
ción colectiva.

Estos dos convenios, las primeras normas
de importancia primordial en materia de liber-
tad sindical, tienen ante todo por finalidad
fomentar el libre ejercicio de los derechos sin-
dicales manteniendo al mismo tiempo la inde-
pendencia de las organizaciones de empleado-
res y de trabajadores. Con ellos se expresa la
palabra clave de la filosofía de la OIT en mate-
ria de libertad sindical: independencia. Sí,
independencia, ¿pero respecto de quién?

En su artículo 3, el Convenio núm. 87 pro-
clama que las autoridades públicas deberán
abstenerse de toda intervención que tienda a
limitar el derecho de los sindicatos. Esta nece-
saria no injerencia supone diversas obligacio-
nes para los gobiernos: no exigir autorización
p revia para constituir sindicatos; que los traba-
j a d o res y sus organizaciones puedan elegir
l i b remente la estructura sindical, que pueda
elegirse libremente a los dirigentes; que pue-
dan redactarse sin obstáculos los estatutos de
los sindicatos; que se respete la independencia
financiera y se protejan los fondos y bienes sin-
dicales; y que se respeten determinadas liberta-
des públicas indispensables para el ejercicio de
los derechos sindicales: derecho de reunión, de
e x p resión y de manifestación, concre t a m e n t e .

El carácter imperativo de la independencia
de los sindicatos frente a los poderes públicos
fue recordado solemnemente cuatro años más
tarde por la Conferencia Internacional del Tra-
bajo cuando adoptó la resolución relativa a la
independencia del movimiento sindical, que
sigue siendo de actualidad hasta tal punto que

los órganos de control de la OIT todavía se
refieren a ella con frecuencia.

Sin embargo, el Convenio núm. 87 no abar-
caba todos los aspectos de la independencia
sindical. La independencia de las organizacio-
nes de trabajadores, indispensable respecto de
las autoridades y de los partidos políticos,
debe igualmente garantizarse y preservarse en
sus relaciones con los empleadores ya que
¿acaso es posible hablar de verdadera defensa
de los intereses de los trabajadores si la organi-
zación encargada de fomentar sus reivindica-
ciones no es sino una emanación del emplea-
dor o debe su existencia únicamente a su
apoyo? Asimismo, la determinación de las con-
diciones laborales mediante la negociación
colectiva no sólo supone la independencia recí-
proca de los interlocutores sociales, sino tam-
bién la posibilidad de concertar convenios
colectivos sin una intervención intempestiva
de las autoridades públicas.

En consecuencia, todos estos puntos no
abarcados en el marco del Convenio núm. 87
configuraron el año siguiente el Convenio
núm. 98, cuyo título, «Derecho de sindicación
y de negociación colectiva», ilustra bien sus
objetivos.

Al igual que el Convenio núm. 87, el núm. 9 8
reconoce y protege a la vez un derecho indivi-
dual del trabajador (la protección frente a los
actos de discriminación contra los sindicatos) y
derechos colectivos de las organizaciones de
e m p l e a d o res y de trabajadores (protección con-
tra las injerencias y fomento de la negociación
colectiva).

Protección frente a los actos de
discriminación contra los sindicatos

En el artículo 1 del Convenio núm. 98 se
establece en líneas generales que «los trabaja-
dores deberán gozar de adecuada protección
contra todo acto de discriminación tendiente a

El Convenio núm. 98 de la OIT:
un instrumento que sigue siendo de actualidad

cincuenta años después de su adopción

Bernard Gernigon
Jefe del Servicio de Libertad Sindical

OIT
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menoscabar la libertad sindical en relación con
su empleo» (párrafo 1). En el párrafo 2 se
expone el alcance de esa protección: «Dicha
protección deberá ejercerse especialmente con-
tra todo acto que tenga por objeto: a) sujetar el
empleo de un trabajador a la condición de que
no se afilie a un sindicato o a la de dejar de ser
miembro de un sindicato; b) despedir a un tra-
bajador o perjudicarlo en cualquier otra forma
a causa de su afiliación sindical o de su partici-
pación en actividades sindicales fuera de las
horas de trabajo o, con el consentimiento del
empleador, durante las horas de trabajo.»

Esta protección de los trabajadores consti-
tuye un aspecto fundamental del derecho sin-
dical, ya que los actos de discriminación contra
los sindicatos pueden llevar en la práctica a
negar garantías establecidas en el Convenio
núm. 87. Esta protección es por supuesto espe-
cialmente importante en el caso de los dirigen-
tes y representantes sindicales, que deben con-
tar con la garantía de que no sufrirán perjuicios
por causa de su mandato sindical.

La importancia de la protección así ofrecida
por el Convenio núm. 98 se hace patente
cuando se observa que los actos de discrimina-
ción contra los sindicatos, especialmente los
despidos por afiliación y actividades sindica-
les, constituyen, junto con las violaciones de
las libertades públicas fundamentales para el
ejercicio de los derechos sindicales, la causa
más frecuente de las denuncias presentadas
ante el Comité de Libertad Sindical de la OIT,
cuyo número no deja de aumentar con el
tiempo.

Uno de los principales obstáculos con que
t ropiezan los trabajadores que son víctimas de
actos de esta clase es la dificultad de demostrar
el carácter antisindical de las medidas adopta-
das contra ellos. En la práctica tropiezan con
n u m e rosos obstáculos para determinar el ver-
d a d e ro carácter de su despido o de la negativa
de contratación, sobre todo en el contexto del
establecimiento de listas negras, práctica cuya
v e rdadera fuerza reside en el secreto que la
rodea. Si bien es cierto que es importante para
los empleadores obtener informaciones sobre
los candidatos a un puesto de trabajo, también
es igualmente cierto, como ha puesto de re l i e v e
el Comité de Libertad Sindical, que los asala-
riados que hayan estado afiliados a un sindi-
cato, o ejercido actividades sindicales, deberían
poder conocer las informaciones existentes
s o b re ellos y tener la posibilidad de cuestionar-
las, en especial si son inexactas y proceden de
una fuente no fiable. Habida cuenta de esta difi-
cultad, o incluso de esta imposibilidad de que

el trabajador demuestre que ha sido víctima de
un acto de discriminación antisindical, la obli-
gación de que el empleador demuestre que la
medida calificada de antisindical está vincu-
lada a cuestiones distintas de las sindicales
constituye sin duda la forma más elaborada de
p rotección a este re s p e c t o .

Un problema particular cada vez más fre-
cuente es el de los despidos por motivos eco-
nómicos, que pueden tener consecuencias
nefastas para los trabajadores sindicados y sus
dirigentes si se emplean como medio indirecto
de llevar a cabo actos de discriminación anti-
sindical respecto de los interesados.

La eficacia de la protección otorgada por la
ley no sólo depende del contenido de las dis-
posiciones que la garantizan sino también de la
manera en que se aplican en la práctica, y sobre
todo de la eficacia y la celeridad de los proce-
dimientos destinados a garantizar su aplica-
ción. En este contexto tiene máximo interés el
artículo 3 del Convenio núm. 98, al disponer
que «deberán crearse organismos adecuados a
las condiciones nacionales, cuando ello sea
necesario, para garantizar el respeto del dere-
cho de sindicación...».

Dicho de otro modo, se trata de que los
gobiernos establezcan mecanismos que permi-
tan impedir actos de discriminación contra los
sindicatos o, si no pueden evitarse, que conce-
dan una reparación suficientemente disuasiva.
Los procedimientos que se establezcan, ya
sean de carácter preventivo (por ejemplo, la
autorización previa de un organismo público o
independiente para despedir a dirigentes sin-
dicales) o de carácter reparador, deben ser
rápidos, poco costosos e imparciales para
impedir actos de esta clase o ponerles remedio
lo más rápidamente posible. A este respecto
debe tenerse en cuenta un elemento impor-
tante, a saber, el de la proporcionalidad entre el
perjuicio sufrido por el trabajador – especial-
mente grave en el caso de despido, sobre todo
en situaciones de crisis económica general – y
las reparaciones que pueda conseguir. Dado
que todo acto de discriminación contra los sin-
dicatos constituye una violación de un derecho
fundamental del trabajador, la indemnización
debe ser completa. En consecuencia, los órga-
nos de control de la OIT han estimado que para
el cumplimiento del artículo 1 del Convenio
núm. 98 no es suficiente una legislación que
permita en la práctica que el empleador ponga
fin al empleo de un trabajador pagando la
indemnización establecida por la ley en caso
de despido injustificado cuando el motivo real
sea su afiliación o sus actividades sindicales. Es
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evidente que la readmisión del trabajador des-
pedido y una indemnización retroactiva cons-
tituye desde esta perspectiva el medio más
adecuado de remediar actos de discriminación
antisindical. Por este motivo, el Comité de
Libertad Sindical ha adoptado la práctica, en el
caso de despidos antisindicales debidamente
demostrados, de pedir a los gobiernos de que
se trata que favorezcan la reincorporación a su
empleo de los trabajadores interesados. Las
demandas que ha formulado el Comité en este
sentido han tenido éxito en numerosas ocasio-
nes ya que a raíz de sus recomendaciones la
reincorporación de los trabajadores despedi-
dos por actividades sindicales figura con fre-
cuencia en las decisiones de los casos resueltos
favorablemente.

P rotegido ya el derecho sindical de los tra-
b a j a d o res, quedaba por garantizar la indepen-
dencia de sus organizaciones respecto de los
e m p l e a d o res, protegiéndolas contra los actos
de injerencia. Esto es lo que hizo la Confe-
rencia Internacional del Trabajo al adoptar el
artículo 2 del Convenio núm. 98.

Protección contra las injerencias

En virtud del párrafo 1 del artículo 2 del
Convenio núm. 98, «las organizaciones de tra-
bajadores y de empleadores deberán gozar de
adecuada protección contra todo acto de inje-
rencia de unas respecto de las otras, ya se rea-
lice directamente o por medio de sus agentes o
miembros, en su constitución, funcionamiento
o administración». En el párrafo 2 del mismo
artículo se indican como ejemplos algunos
actos concretos de injerencia «que tiendan a
fomentar la constitución de organizaciones de
trabajadores dominadas por un empleador o
una organización de empleadores, o a sostener
económicamente, o en otra forma, organizacio-
nes de trabajadores, con objeto de colocar estas
organizaciones bajo el control de un emplea-
dor o de una organización de empleadores».
De este modo el Convenio núm. 98 abarca un
aspecto especialmente importante de la liber-
tad sindical: la protección de la libertad de ejer-
cicio de los derechos otorgados a las organiza-
ciones de empleadores y de trabajadores.

Las formas más manifiestas de injerencia en
el sentido en que se entiende en el Convenio
núm. 98 consisten en constituir una organiza-
ción de trabajadores que quepa calificar de
«sindicato de la casa» o de «sindicato amari-
llo», o en el establecimiento de sistemas corpo-
rativistas en los que los empleadores y los tra-
bajadores están representados por un mismo

órgano de derecho público. Se trata por su-
puesto de formas de organización que la OIT
ha condenado sin reservas.

Sin llegar a situaciones tan extremas, otras
manifestaciones más insidiosas de actos de
injerencia pueden socavar las garantías esta-
blecidas en el Convenio núm. 98. Las numero-
sas quejas que el Comité de Libertad Sindical
de la OIT ha recibido a este respecto constitu-
yen un buen ejemplo de este fenómeno. A este
respecto también cabría citar: la existencia de
dos comités de dirección en un sindicato, uno
de ellos manipulado por el empleador; la pre-
sencia de un sindicato paralelo constituido
bajo la presión de la dirección empresarial; el
despido de dirigentes sindicales contrarios al
sindicato establecido que favorezcan la consti-
tución de otra organización sindical; la doble
función de un miembro del gobierno que al
mismo tiempo sea dirigente de una organiza-
ción de funcionarios, etc.

Los órganos de control de la OIT también
han tenido que ocuparse del problema particu-
lar de las asociaciones de solidaridad constitui-
das en determinados países de América Cen-
tral. Se trata de asociaciones de trabajadores
cuya constitución depende de la aportación
económica del empleador y que, de conformi-
dad con el principio mutualista, están financia-
das a la vez por los trabajadores y los emplea-
dores y tienen objetivos económicos sociales
de bienestar material (ahorro, crédito, progra-
mas de vivienda, programas educativos, etc.),
así como objetivos de unión y cooperación de
los trabajadores y los empleadores. Los órga-
nos de estas asociaciones han de estar consti-
tuidos por trabajadores, pero un representante
del empleador puede participar en ellos con
derecho a hacer uso de la palabra pero sin
derecho de voto.

A juicio de los órganos de control de la OIT,
el hecho de que esas asociaciones estén fin a n-
ciadas en parte por los empleadores, ya que si
bien entre sus miembros hay trabajadores tam-
bién hay dirigentes superiores y personal de
c o n fianza del empleador y a menudo se consti-
tuyen por iniciativa de los empleadores, no l e s
permite desempeñar las funciones de org a n i z a-
ción independiente y por consiguiente plantea
p roblemas de aplicación del Convenio núm. 98.
En consecuencia, los gobiernos corre s p o n d i e n-
tes deben adoptar medidas para suprimir toda
desigualdad de trato entre asociaciones de soli-
daridad y sindicatos y para que dichas asocia-
ciones no ejerzan actividades sindicales, y en
particular no participen en las negociaciones
c o l e c t i v a s .
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De hecho, el respeto del principio de la
independencia de las partes y del carácter
voluntario de la negociación constituye una
condición necesaria para un verdadero pro-
ceso de negociación colectiva. Si no se cumple
esta condición, los convenios concertados al
término del proceso no pueden reglamentar
válida y objetivamente las condiciones de
empleo, contrariamente a lo dispuesto en el
artículo 4 del Convenio núm. 98.

Fomento de la negociación colectiva

El indicado artículo 4 establece que «debe-
rán adoptarse medidas adecuadas a las condi-
ciones nacionales, cuando ello sea necesario,
para estimular y fomentar entre los empleado-
res y las organizaciones de empleadores, por
una parte, y las organizaciones de trabajado-
res, por otra, el pleno desarrollo y uso de pro-
cedimientos de negociación voluntaria, con
objeto de reglamentar, por medio de contratos
colectivos, las condiciones de empleo». Esta
disposición tiene por lo tanto dos aspectos: las
medidas necesarias que deben adoptar los
poderes públicos para fomentar la negociación
colectiva y el carácter voluntario de la negocia-
ción que supone la independencia de cada una
de las partes respecto de la otra y también res -
pecto de las autoridades públicas.

El fomento de la negociación colectiva
supone evidentemente la presencia de partes
en dicha negociación y por consiguiente la
designación de la organización o las organiza-
ciones que deba o deban representar a los tra-
bajadores. El principal problema que se plan-
tea en esta esfera es el de la representatividad
sindical. Cuando se procedió a debatir el Con-
venio núm. 98, la Conferencia Internacional
del Trabajo se refirió a esta cuestión y admitió
que puedan concederse derechos preferentes
en materia de negociación colectiva a las orga-
nizaciones más representativas. De todos
modos, es preciso que los sindicatos así desig-
nados lo sean sobre la base de criterios objeti-
vos establecidos con anterioridad, a fin de evi-
tar toda posibilidad de parcialidad o de abuso.
Los órganos de control de la OIT han estable-
cido las siguientes garantías que deberían res-
petarse cuando se designe la organización
negociadora: a) que se trate de un organismo
independiente; b) que la organización repre-
sentativa se elija mediante votación de los tra-
bajadores de las unidades de que se trate; c)
que las organizaciones que en elecciones sindi-
cales anteriores no hayan podido obtener un
número de votos suficiente puedan solicitar

una nueva elección transcurrido un plazo
determinado; y d) que una nueva organización
distinta de la que posea el certificado necesario
para solicitar la celebración de nuevas eleccio-
nes pueda hacerlo transcurrido un plazo razo-
nable.

El establecimiento de organismos o de pro-
cedimientos especiales permite a menudo
completar de manera útil el conjunto de dispo-
siciones y mecanismos que hacen posible el
fomento de la negociación colectiva. Estos
métodos pueden tener formas muy diversas e
ir desde la conciliación hasta la prohibición de
prácticas laborales desleales que impidan el
desarrollo de dicha negociación. Estos siste-
mas deberían establecerse de tal manera que
faciliten la negociación y establezcan, si es con-
veniente, un marco legislativo, sin por ello caer
en el intervencionismo que cuestionaría el
carácter voluntario de la negociación.

Uno de los problemas registrados en los
últimos años en los casos presentados al
Comité de Libertad Sindical es la tendencia
observada en algunos países a volver a cierto
grado de individualización de las relaciones
laborales, lo que, por supuesto, si fuera siste-
mático, podría perjudicar gravemente el
fomento de las negociaciones colectivas y, ade-
más, el desarrollo de las organizaciones de tra-
bajadores e incluso las de empleadores.

Otro fenómeno relativamente reciente
sobre el que la Comisión de Expertos en Apli-
cación de Convenios y Recomendaciones ha
considerado conveniente mostrar su preocu-
pación es el de la división de las unidades de
negociación, y por consiguiente la fragmenta-
ción de la negociación colectiva, que a veces
acompaña a los cambios estructurales de la
economía, concretamente en el marco de las
privatizaciones. A juicio de la OIT, es por
supuesto conveniente garantizar que esta evo -
lución no se emplee para debilitar a las organi-
zaciones sindicales. Para salvaguardar la inde-
pendencia de las partes en la negociación
colectiva, lo mejor continúa siendo que deci-
dan de común acuerdo el nivel en que ésta
deba desarrollarse, o por lo menos encargar a
un organismo verdaderamente independiente
que resuelva esa cuestión.

Así se encuentra planteado en la actualidad
el problema de la intervención de las autorida-
des públicas en la negociación colectiva. La
cuestión no se plantea tan frecuentemente en
relación con los procedimientos como en rela-
ción con el propio contenido de los convenios
colectivos. Se trata en realidad de una esfera en
la que muy a menudo los poderes públicos



23

tienden a adoptar medidas encaminadas a
limitar la autonomía de las partes, ya sea apro-
bando previamente los convenios antes de que
entren en vigor o mediante intervenciones
más puntuales para limitar o impedir que se
fijen libremente las condiciones de trabajo, en
especial las remuneraciones, mediante la nego-
ciación colectiva. Esta última forma de restric-
ción ha sido empleada por un número cre-
ciente de gobiernos en los últimos años en el
marco de políticas de estabilización económica
o de ajuste estructural. A juicio de los organis-
mos de control de la OIT, estas restricciones
deben aplicarse como medida excepcional,
limitarse a lo estrictamente necesario, no supe-
rar un plazo razonable e ir acompañadas de
garantías adecuadas para proteger de forma
eficaz el nivel de vida de los trabajadores inte-
resados, sobre todo los que pueden verse más
afectados. De no ser así, los gobiernos impedi-
rían que los interlocutores sociales tuvieran
acceso al medio que sin duda es el más flexible
y el que mejor puede adaptarse a las circuns-
tancias de lugar y tiempo. Esta cualidad de la
negociación colectiva hace que todavía siga
siendo la forma más adecuada de determinar
las condiciones de trabajo.

Al garantizar la protección frente a los actos
de discriminación contra los sindicatos y los
actos de injerencia, y el fomento de la negocia-
ción colectiva, el Convenio núm. 98 completó
felizmente la obra iniciada el año anterior con
la adopción del Convenio núm. 87.

Por supuesto, seguía habiendo zonas oscu-
ras incluso después de la entrada en vigor de
los dos convenios: no existía ninguna protec-
ción especial para los representantes de los tra-
bajadores, nada facilitaba la realización de su
misión, y los funcionarios de la administración
del Estado excluidos del Convenio núm. 98 no
tenían protección frente a los actos de discrimi-

nación antisindical, y tampoco se les aplicaban
las disposiciones relativas a la negociación.
Sólo mucho más tarde el Convenio núm. 135,
adoptado en 1971, relativo a los representantes
de los trabajadores, y el Convenio núm. 151,
adoptado en 1978, relativo a las condiciones de
empleo en la administración pública, colmaron
esas lagunas.

Aun así, a pesar de esas lagunas, el Conve-
nio núm. 98 constituye un instrumento de pri-
mera importancia en el conjunto de normas
internacionales del trabajo. Es un instrumento
de primera importancia porque protege un
derecho fundamental, la libertad sindical, y
porque da una respuesta que todavía es satis-
factoria y actual a los problemas con que tro-
piezan los trabajadores y sus sindicatos. Todo
ello explica por qué el Convenio núm. 98 se ha
considerado el instrumento privilegiado en la
campaña de ratificación iniciada por el Direc-
tor General de la Oficina Internacional del Tra-
bajo en 1995 y por qué el reconocimiento efec-
tivo de la negociación colectiva constituye un
elemento de la Declaración relativa a los prin-
cipios y derechos fundamentales en el trabajo
adoptada en 1998 por la Conferencia Interna-
cional del Trabajo.

El número elevado de ratificaciones del
Convenio núm. 98 – que en la actualidad
asciende a 140, con lo que es el segundo con-
venio de la OIT según este criterio – demues-
tra, suponiendo que fuera preciso hacerlo, la
importancia que le otorgan los interlocutores
sociales, los gobiernos, los empleadores y los
trabajadores. Todavía queda por convencer del
interés y de la urgencia de ratificar este conve-
nio a 34 Estados Miembros. Es ésta una de las
tareas prioritarias a las que la Oficina Interna-
cional del Trabajo, y el Servicio de Libertad
Sindical en particular, desean dedicarse en los
primeros años del próximo milenio.
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Definición

Por negociación colectiva, que a veces se
conoce también como contratación colectiva,
entendemos el proceso que se entabla entre,
por una parte, un grupo de trabajadores, por lo
común representado por uno o varios sindica-
tos y excepcionalmente por delegados ad hoc, y
por la otra uno o varios empleadores, u orga-
nizaciones de empleadores, con el fin primor-
dial de fijar las condiciones de trabajo o empleo
que se aplicarán en una empresa o sector de
actividad. También puede tener como finali-
dad regular las relaciones entre los propios
actores en la negociación colectiva. El resul-
tado esperado de la negociación es la suscrip-
ción de un instrumento de regulación colectiva
de las condiciones de trabajo, que en América
Latina es conocido bajo diversas denominacio-
nes, siendo las más corrientes convención colec-
tiva de trabajo (Argentina, Costa Rica, Nicara-
gua, Panamá, Perú y Venezuela), contrato
colectivo de trabajo (Bolivia, Chile, Ecuador y
Paraguay) y convenio colectivo de trabajo (Cuba,
Uruguay y República Dominicana)7.

Importancia de la negociación
colectiva en el sistema de relaciones
de trabajo

A principios del pasado decenio se desta-
caba en una publicación de la OIT que la nego-
ciación colectiva en América Latina cumplía un
papel cuya importancia no se podía ignorar,
p e ro tampoco exagerar8. Esta apreciación se for-
mulaba en tiempos en que una buena parte del
continente vivía bajo regímenes políticos autori-
tarios, o apenas estaba saliendo de los mismos.
Se hubiera podido esperar que casi veinte años
después – en un entorno democrático y por eso
mismo más abierto a la libertad sindical – la
negociación colectiva se encontrara en pleno
flo recimiento. Sin embargo, esta expectativa no
se confirmó, pues desde entonces la negociación
colectiva conoció ciertamente algunos avances
p e ro también re t rocesos, al punto que al mo-
mento actual su importancia en el sistema de
relaciones de trabajo de una mayoría de países
debe cuando menos re l a t i v i z a r s e .

En efecto, por un lado es innegable que el
retorno de numerosos países de América Latina

América Latina

La negociación colectiva: un análisis comparativo
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Este breve estudio pretende ofrecer una presentación comparativa de la negociación colectiva en América
Latina. El examen del tema por la OIT no es nuevo, pues ya lo había abordado hace casi cuarenta años en
un Coloquio Interamericano sobre Relaciones de Trabajo (Montevideo, 1960 2). Luego, en 1977 la OIT con-
vocó en Caracas un Seminario Latinoamericano sobre Fomento de la Negociación Colectiva, con motivo del
cual se procedió a un nuevo examen de la negociación colectiva en la re g i ó n3. En 1986 el tema figuró en el
orden del día de la 12.ª Conferencia Regional Americana de la OIT, dentro del marco más general de la fun-
ción de las relaciones laborales en el desarrollo económico y social4. Desde entonces no ha vuelto a ser mate-
ria de un examen regional, pero sí se le consagraron sendos estudios subregionales, respectivamente, en el
ámbito del MERCOSUR y Chile 5, y de los países andinos 6. Sobre la base de estos estudios y otras infor-
maciones disponibles se ha elaborado la presente contribución, que pretende re a l i z a r, por así decirlo, una
instantánea de las principales características y tendencias de la negociación colectiva en América Latina
en el momento actual.
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a un régimen de gobierno democrático y a un
clima de mayor respeto por los derechos
humanos, civiles y políticos ensanchó espacios
para la libertad sindical, lo que en teoría
hubiera permitido el ejercicio de la autonomía
colectiva en condiciones impensables poco
tiempo antes. Sin embargo, mientras América
Latina se liberaba de sus regímenes autorita-
rios también sufría los embates de la crisis de
la deuda externa y su economía se contraía,
por lo que los años ochenta se conocen como la
década perdida para su desarrollo económico
(pero no para su maduración política). A esta
época siguió la de los programas económicos
neoliberales, cuyas repercusiones en la compo-
sición y estructura de la fuerza de trabajo fue-
ron dramáticas; ésta se redujo muy sensible-
mente en los sectores de mayor presencia
sindical, en particular el sector público e indus-
trial y comercial del Estado, pero también en
las industrias manufactureras del sector pri-
vado. Paralelamente, aumentaba en el sector
informal, lo mismo que en torno a formas de
empleo dependiente pero no asalariado, o en
industrias emergentes como la maquila, en
donde la sindicación ha tropezado con serios
obstáculos. Al propio tiempo las tasas de
desempleo tendían a aumentar y aun los secto-
res económicos más formales se mostraban
muy proclives a precarizar el empleo mediante
el creciente recurso a la contratación atípica.

Estos factores tuvieron un efecto desmovili-
zador sobre los trabajadores, que se reflejó en
el debilitamiento de los sindicatos, que perdie-
ron capacidad de negociación. De ahí que en
una mayoría de países la negociación colectiva,
tras una fase de expansión a la luz de la demo-
cratización de la sociedad, se estancó debido al
impacto de la crisis y de los programas de
ajuste. En numerosos países inclusive se debi-
litó, a veces de manera significativa.

Dentro de este cuadro general observare-
mos que la negociación colectiva tiene una
importancia relativamente mayor en la Argen-
tina, Brasil, México, Uruguay y Venezuela, y
bastante menor en los demás países. En algu-
nos, como Costa Rica, su presencia es casi testi-
monial.

Un caso aparte es el de Cuba, pues la sindi-
cación allí es casi total, y prácticamente todas
las llamadas entidades laborales tienen su conve-
nio colectivo de trabajo. Sin embargo, tanto el
modelo económico de Cuba como la función
que allí cumplen sindicatos y negociación
colectiva son muy diferentes de lo que ocurre
en el resto del continente, no siendo posible la
comparación.

Origen y evolución

En su sentido más amplio la negociación
colectiva tiene ya casi un siglo de vigencia en
América Latina, e inclusive cuenta con antece-
dentes aún más remotos. Así, en el Uruguay
hacia 1895 se habían celebrado negociaciones
que limitaban la jornada de trabajo en indus-
trias como la construcción, marmolera y tipo-
gráfica9. Es cierto que no se instrumentaban en
documentos que reunían los requisitos forma-
les de un convenio colectivo en el sentido jurí-
dico del término; sin embargo, también lo es
que reflejaban una nueva forma de regular las
condiciones de trabajo por medio de compro-
misos autónomos entre empleadores y grupos
de obreros, con perfiles diferentes del contrato
individual, tanto como de la regulación heteró-
noma. Más adelante, hacia 1906, se suscribió
en la Argentina un acuerdo colectivo de
alcance sectorial en la industria tipográfica de
Buenos Aires. En México el primer contrato
colectivo de la industria textil data de 1913; en
1918 se celebraban sendas negociaciones colec-
tivas en Bolivia y Colombia, respectivamente,
en centros mineros y en el puerto de Barran-
quilla. De 1919 data el primer contrato colec-
tivo en Venezuela, que comprendía a los obre-
ros y empleados del Gran Ferrocarril Central10.

El denominador común de estas negocia-
ciones era su relación estrecha con el conflicto,
que históricamente ha sido el primer modo de
relación entre el capital y el trabajo organizado
en América Latina. A decir verdad el conflicto
también es anterior al sindicato, pues por lo
general el primer motivo de conflicto es el
reconocimiento de aquél. De ahí que la nego-
ciación colectiva se consideró originariamente
como una forma de relación conflictiva, y los
primeros convenios colectivos de que se tiene
noticia revestían la forma de protocolos de fin
de conflicto. Esta percepción de la negociación
colectiva fue paulatinamente cambiando, en la
medida en que se elaboraba una legislación
laboral que le reconocía un papel propio como
medio de regular condiciones de trabajo. En
este sentido las leyes pioneras fueron proba-
blemente el Código de Trabajo de Chile y la
Ley Federal del Trabajo de México, ambos pro-
mulgados en 1931, que representan los prime-
ros esfuerzos de codificación de la legislación
laboral en América Latina; pronto seguidos
por legislación análoga que se adoptó en casi
todos los demás países11. Sin embargo, la per-
cepción de la negociación colectiva como un
proceso conflictivo no está aún desterrada,
como lo sugiere el hecho de que en una mayo-
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ría de países el procedimiento de negociación
colectiva sigue el mismo cauce que el de solu-
ción de conflictos. Sólo al precio de algunas
dificultades comienza a aceptarse la idea de
que la negociación colectiva existe para solu-
cionar los conflictos, no para crearlos.

La práctica actual:
una situación contrastada

La información estadística disponible
refleja un desarrollo bastante desigual de la ne-
gociación colectiva. Así en Centroamérica, la
Memoria del Ministerio de Trabajo de Costa
Rica correspondiente a 1994-1997 no menciona
la firma de nuevas convenciones colectivas de
trabajo, lo que contrasta con las 42 y 55 con-
venciones colectivas registradas, respectiva-
mente, en 1975 y en 1976 12. En El Salvador, el
Ministerio de Trabajo registraba 308 convenios
colectivos vigentes en 1995, de los cuales 229
concernían a la construcción y 49 a la industria
manufacturera. En Guatemala, el Ministerio de
Trabajo había suscrito, en los años 1993, 1994 y
1995 respectivamente, 21, 34 y 31 pactos colecti-
vos de condiciones de trabajo. En Honduras se
habían registrado 60 contratos colectivos en
1994 y 28 en 1995, pero el número de contratos
colectivos vigentes era mucho mayor, pues
alcanzaba a 279, con una cobertura total de
79.715 trabajadores. En Panamá, en el trienio
1993-1995 se habían celebrado 206 convencio-
nes colectivas, con una cobertura de algo
menos de 70.000 trabajadores. En fin, en Nica-
ragua, entre febrero de 1990 y junio de 1993 se
habían contabilizado 339 convenios colectivos
en la Dirección de Negociación Colectiva del
Ministerio de Trabajo. De éstos, 275 fueron
resultado de una nueva negociación que no
reconocía otra antecedente, 48 eran revisiones
de convenios anteriores y 13 eran adendas a
convenios ya vigentes13; casi tres quintas partes
de estos convenios habían sido firmados en el
sector público, y sólo el 30 por ciento en el sec-
tor privado. Comparada con un estudio reali-
zado algunos años antes, la importancia de la
negociación colectiva había decaído muchí-
simo, probablemente como efecto del cambio
del entorno político en 1989 14.

Una declinación notoria
en los países andinos

Con relación a los países andinos, la infor-
mación disponible indica que en 1996 se sus-
cribieron 607 convenios colectivos en Colom-
bia, 206 en el Ecuador, 623 en el Perú y 594 en

Venezuela. En algunos de estos países el
número real de los que están en vigencia es
probablemente mayor, pues se han podido
suscribir por una duración mayor al año; ade-
más continúan teniendo vigencia aun cuando
sean de plazo vencido mientras las partes no
los hayan denunciado o sustituido por otros.
No obstante, como lo puntualiza el estudio de
donde se han tomado dichos datos, en todos
estos países la declinación de la negociación
colectiva ha sido notoria15. Esta opinión es
corroborada por la comparación con los datos
disponibles veinte años atrás, en 1976, que
registraban 1.123 convenios colectivos en
Colombia, 222 en el Ecuador, 1.596 en el Perú y
1.446 en Venezuela16.

Amplia cobertura por rama
de industria en Argentina

En contraste con lo anterior, la negociación
colectiva goza de mejor salud en el Cono Sur.
Sin duda es en la Argentina donde ha alcan-
zado su mayor difusión, debido a la amplísima
cobertura de las convenciones colectivas nacio-
nales por rama de industria que se negocian en
dicho país. Luego de un período de cuasi con-
gelamiento durante el régimen militar (1976-
1983), la negociación colectiva retomó ímpetu
al restaurarse la democracia. Un nuevo estí-
mulo recibió a principios de los noventa,
cuando se adoptaron normativas como la Ley
Nacional de Empleo, que permitía ciertas flexi-
bilizaciones laborales en la medida que fuesen
habilitadas por negociación colectiva, y luego
en virtud de otra ley, de 1995, que impuso la
negociación colectiva de condiciones de tra-
bajo particulares en las pequeñas y medianas
empresas, fomentado así la negociación en
dicho nivel. También ganó terreno en la admi-
nistración pública y la educación, tras la pro-
mulgación de leyes sobre negociación colectiva
en dichos sectores, adoptadas con objeto de
dar cumplimiento al Convenio sobre la nego-
ciación colectiva, 1981 (núm. 154), que la
Argentina ratificó en 1993.

Brasil: mayor autonomía
frente al Estado

También de gran importancia ha sido su
desarrollo en el Brasil, en donde la negociación
colectiva prácticamente fue inexistente
durante buena parte del gobierno militar
(1964-1985), en gran medida como consecuen-
cia de disposiciones legales que impedían
negociar aumentos de salarios disonantes con
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los lineamientos económicos del gobierno. Una
segunda limitación dimanaba de la existencia
del procedimiento de dissidio colétivo, que per-
mitía a cualquiera de las partes en la negocia-
ción acudir a la justicia laboral para que ésta
fijase salarios y condiciones de trabajo por
medio de una sentencia normativa, con efectos
análogos al de un laudo arbitral de obligado
cumplimiento. Sin embargo, ya hacia finales de
los años setenta comenzó a cambiar esta situa-
ción, como producto de la emergencia de un
nuevo estilo sindical (novo sindicalismo), c o n
mayor autonomía frente al Estado, y hacia 1988
el 75 por ciento de los sindicatos urbanos esta-
ban embarcados en negociaciones colectivas1 7.
Actualmente los dissidios colétivos p e rd i e ro n
gran parte de su protagonismo anterior en
b e n e ficio de la negociación colectiva bilateral,
aun cuando no desapare c i e ron totalmente.

Uruguay: la negociación bilateral
ha desplazado a los consejos
de salarios tripartitos

En el Uruguay la negociación colectiva
conoció grandes progresos después de largos
años de virtual parálisis durante el régimen
militar (1973-1985). Al restablecerse la demo-
cracia, el nuevo gobierno reabrió la negocia-
ción salarial en el seno de consejos de salarios
tripartitos, que existían desde 1944 pero no se
convocaban desde 1968. Esta práctica tuvo
varios años de vigencia, mientras que paralela-
mente comenzaba a fortalecerse la negociación
bilateral entre organizaciones de trabajadores
y de empleadores. Hacia 1991, el 86 por ciento
de los trabajadores de empresas de más de
50 trabajadores estaban cubiertos por algún
convenio colectivo de trabajo y el 79 por ciento
de las empresas estaban comprendidas en
algún convenio por rama de actividad18. En la
actualidad, la negociación colectiva bilateral
ha desplazado a los consejos de salarios tripar-
titos, que el Gobierno ha dejado de convocar.

El progreso en relación con el
restablecimiento de la democracia

La negociación colectiva en Chile no ha
alcanzado niveles comparables a sus vecinos
del Cono Sur, pero es innegable que creció
desde el restablecimiento de la democracia en
1990. Así, en 1993, el 9,7 por ciento de los tra-
bajadores ocupados y el 15,5 por ciento del
total de los asalariados estaban comprendidos
en un contrato colectivo; esta proporción subía
al 36,1 por ciento en las empresas de más de 50

trabajadores, pero era sólo del 1,3 por ciento en
las menores19. Una encuesta más reciente
revela que la negociación colectiva alcanzaba
al 75,7 por ciento de las grandes empresas (200
trabajadores o más), pero sólo al 5,4 por ciento
de las microempresas (1 a 9 trabajadores)20.

También puede calificarse de pro g reso la
situación de la negociación colectiva en el Para-
g u a y, que es no obstante el Miembro del MER-
COSUR en donde tiene su menor desarro l l o
relativo. Aquí el salto más importante se dio
e n t re 1989, fecha de la caída de la dictadura, y
1994, período en el cual se concluyeron 250 con-
tratos colectivos que cubrían a 31.494 trabaja-
d o res, lo que significa un aumento del 400 por
ciento con respecto al período anterior2 1.

Principales características

En América Latina, como en el resto del
mundo, la negociación colectiva constituye uno
de los medios a través de los cuales se re l a c i o-
nan los actores del sistema de relaciones de tra-
bajo, es decir, de un lado, los empleadores o sus
o rganizaciones y, del otro, uno o varios gru p o s
de trabajadores por lo general, pero no siempre ,
re p resentados por un sindicato. Como ya se ha
indicado antes, son muy pocos los países, si
acaso existe alguno, en donde la negociación
colectiva sea el principal mecanismo de interac-
ción entre los actores del sistema de re l a c i o n e s
de trabajo; sin embargo, sí lo es en aquellas
e m p resas o industrias en donde los trabajado-
res han podido constituir sindicatos sólidos.

Un marco bien delimitado
por la legislación

La característica central de la negociación
colectiva, con la sola excepción del Uruguay, es
que se realiza dentro de un marco minuciosa-
mente delimitado por la legislación. Esto en
principio ofrece la ventaja de que en casi todos
los países la legislación y a menudo la propia
Constitución Política consagran el derecho de
negociación colectiva en términos enfáticos.
Además, la existencia de un marco jurídico
permite que se precisen con claridad lo que
pudiéramos llamar las reglas del juego, lo que al
menos en teoría facilita la negociación.

¿Interés del Estado o un medio
de control?

De ahí que se pudiera pensar que la exis-
tencia de un marco jurídico tan detallado
refleja el interés del Estado por promover la
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negociación colectiva, requisito que es pedido
por algunos instrumentos internacionales
como el Convenio sobre la negociación colec-
tiva, 1981 (núm. 154)22. Sin embargo, en los
hechos también ha funcionado como un medio
de control de la autonomía de las partes en la
negociación colectiva, debido a la naturaleza
inquisitorial con que las autoridades públicas
interpretan y aplican sus reglas. El punto
merece una atención muy especial, pues si se
aborda desde una perspectiva histórica se verá
que refleja bastante fielmente la desconfianza
tradicional que el Estado en América Latina
manifestó hacia el movimiento obrero, al que a
menudo reprimió con dureza cuando no pudo
recuperarlo para sus propios fines. Con la
misma intención, al tiempo que restringía la
libertad sindical, el Estado también promulgó
una generosa legislación en favor del trabaja-
dor individual, quizás con la intención de
enviarle un mensaje que le decía que su bienes-
tar dependía del Estado y no del sindicato, de
cuya sumisión política aquél desconfiaba.

A pesar de todas las cortapisas

De todo ello tal vez lo más sorprendente no
es tanto la relativamente escasa difusión de la
negociación colectiva, sino más bien el hecho
de que haya podido existir a pesar de todas las
cortapisas que le impuso el Estado. Elocuente
testimonio de éstas es el impresionante n ú m e ro
de quejas que ha tratado el Comité de Libertad
Sindical relacionadas con limitaciones a la
negociación colectiva, que en uno u otro
momento impusieron una mayoría de países
del continente.

Tendencia a legislar por limitar

En contraste con los demás países, el Uru-
guay ofrece, como ya se ha dicho, el único
ejemplo de un país que carece de legislación
sobre relaciones colectivas de trabajo, hasta el
punto de que su principal regulación son los
Convenios núms. 87 y 98 de la OIT, ambos rati-
ficados en 1954, y una ley de 1968, hoy parc i a l-
mente en desuso2 3. A decir verdad, dicha ausen-
cia de marco jurídico no ha impedido el
d e s a r rollo de la negociación colectiva. A d e m á s ,
la a u t o r re g u l a c i ó n de las relaciones colectivas de
trabajo ha sido la posición tradicionalmente
defendida por los sindicatos uruguayos, que a
menudo interpretan que el término re g l a m e n t a-
c i ó n es sinónimo de re s t r i c c i ó n de la libertad
sindical. La experiencia de América Latina, con
su tendencia a legislar para limitar – inclu-

yendo la del mismo Uruguay, cuya única
reglamentación de la negociación colectiva (y
de los sindicatos) fue adoptada durante el régi-
men militar (1973-1985) y prontamente anu-
lada al restablecerse la democracia –, tiende al
menos en alguna medida a dar razón a los sin-
dicatos. Sin embargo, como lo observó una
misión de la OIT que en 1986 visitó el país para
estudiar sus relaciones de trabajo, la ausencia
de todo marco jurídico también puede ser per-
judicial, pues se traduce en falta de reglas de
juego claras que faciliten la negociación y la
promuevan24.

El objetivo: promover el consenso
y estimular el diálogo social

El quid de la cuestión no consiste tanto en
saber si la negociación colectiva debe o no debe
estar sujeta a reglas, sino más bien en saber
cuál puede ser su contenido y en especial si su
intención es promover la negociación colectiva
o limitarla de facto. A veces la negociación
colectiva es concebida como un proceso con-
flictivo, cuando en realidad su finalidad debe-
ría ser promover el acuerdo, mediante conci-
liaciones y concesiones recíprocas, y no el
conflicto. Fomentar la negociación colectiva – y
ése es el objetivo que debería tener una regula-
ción de ella – significa promover el consenso y
estimular el diálogo social, lo que no puede ser
sino beneficioso para el sistema de relaciones
de trabajo, lo mismo que más en general para
el desarrollo económico de los países y la con-
solidación de su sistema de gobierno democrá-
tico y pluralista.

Actores y estructura
de la negociación colectiva

Sindicatos y coaliciones

La legislación designa invariablemente al
sindicato como representante de los trabajado-
res, pero esa representación a veces no es
exclusiva. En efecto, en varios países la coali-
ción de trabajadores no sindicados también es
un actor posible de la negociación, pero casi
siempre bajo recaudos establecidos con objeto
de evitar la discriminación antisindical. Así,
por regla general, la coalición sólo puede
negociar cuando no existe sindicato en la
empresa donde se negocia. Además negocia
siempre a título de mandatario, pero no como
actor colectivo, pues los acuerdos firmados con
una coalición solamente se aplican a los traba-
jadores que específicamente le han dado man-
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dato para representarlos; a diferencia del sindi-
cato cuya representatividad se extiende por lo
común (pero no siempre, como se verá más
adelante) a la totalidad de la unidad de nego-
ciación. Acotemos que en varios países como la
Argentina, México y Venezuela la ley lisa y lla-
namente ignora la negociación colectiva con
coaliciones de trabajadores no sindicados.

La excepción la ofrece Chile, en donde la
coalición y el sindicato gozan de idénticos
derechos, pudiendo negociar indistintamente
uno u otro, y en ambos casos únicamente en
representación de sus miembros respectivos.
De ahí que quizás correspondería con mayor
propiedad hablar en este caso de negociación
pluriindividual antes que colectiva.

Mención aparte merece el conflicto que se ha
planteado en países como Costa Rica, en donde
los empleadores a menudo han negociado pre-
f e rentemente acuerdos directos con las llamadas
asociaciones solidaristas en lugar de convenciones
c o l e c t i v a s con los sindicatos. Aquellas asocia-
ciones, constituidas con fines asistenciales y de
bienestar material, son financiadas con aportes
pagados por los empleadores, y no reúnen las
características de independencia propias de los
sindicatos. Como lo destacaron los órganos de
supervisión de la OIT, la negociación de a c u e r-
dos directos con las asociaciones solidaristas es
susceptible de introducir una discriminación en
perjuicio de los sindicatos; motivo por el cual
dicha práctica es incompatible con la libertad
s i n d i c a l2 5. Después de las reformas intro d u c i d a s
en el Código de Trabajo en 1993, ha quedado
p rohibida la negociación de acuerdos dire c t o s
cuando los trabajadores estuviesen re p re s e n t a-
dos por un sindicato.

Estructura sindical y estructura
de la negociación colectiva

La estructura sindical condiciona en una
medida muy grande la re p resentatividad del
sindicato y su capacidad para actuar en el
ámbito de determinadas unidades de negocia-
ción. Por ejemplo, el sindicato de empresa ten-
drá pocas posibilidades para negociar en el
ámbito de la industria o sector de actividad
económica, como tampoco a nivel de las peque-
ñas empresas con plantilla inferior al número
mínimo de trabajadores que se exige para re g i s-
trar a un sindicato (entre 12 en Costa Rica2 6 y 40
en Panamá). La negociación tampoco se ve faci-
litada cuando predomina una estructura sindi-
cal excesivamente fragmentada, en cuyo caso
es de temer que los sindicatos pugnarán entre sí
por re p resentar al colectivo de trabajadores, o

que ninguno de ellos podrá invocar re p re s e n t a-
tividad suficiente para negociar.

En América Latina existen las más variadas
formas de organización sindical; sin embarg o ,
en una mayoría de países prevalece el sindicato
de empresa. Solamente en la A rgentina, Brasil,
México y Uruguay predominan los grandes
sindicatos por rama de industria, que en el Bra-
sil son de asiento municipal (sindicatos) o esta-
tal (federaciones), mientras que en los otros tre s
países suelen tener alcance nacional.

Argentina, Brasil, Uruguay:
la negociación por rama de industria

Una de las consecuencias de esta estru c t u r a
sindical es que la negociación por rama de
industria solamente predomina en la A rg e n t i n a ,
Brasil y Uru g u a y, sin que ello implique excluir la
negociación en el ámbito de la empresa, en par-
ticular en las grandes empresas que casi siempre
tienen su propia convención o acuerdo colec-
tivo. En bastante menor medida, también se
negocia por industria o rama de actividad eco-
nómica en México o Venezuela, aun cuando la
negociación por empresa es de todos modos
p redominante. En el caso de México la negocia-
ción por industria o rama se re fleja en los c o n t r a-
t o s - l e y con alcance nacional en industrias como
la textil, azucarera, hullera, cinematográfic a ,
radio y televisión. En Venezuela, la contratación
por rama de industrias tiene una larga tradición,
iniciada por un decreto de 1958. Comparada con
la negociación en el ámbito de la empresa, la de
industria parece muy minoritaria, pues el
n ú m e ro de contratos colectivos por rama de
industria que se suscriben anualmente rara vez
es mayor de veinte. Sin embargo, su cobertura
es incomparablemente mayor que en el primer
caso. Así, en 1996, gracias a la firma de dos nor-
mativas laborales para los trabajadores del sec-
tor público y un número de convenios de rama
firmados en la agricultura, caza, silvicultura,
c o m e rcio mayorista y detallista, restaurantes y
hoteles, el número de trabajadores cubiertos por
la negociación colectiva pasó a 1.067.835 en
1996, frente a 140.716 un año antes2 7. En con-
traste con estos países, la negociación colectiva
en todos los demás se practica casi exclusiva-
mente en el plano de la empre s a .

No cubrirá una mayoría
de la fuerza de trabajo

La segunda consecuencia importante de la
e s t ructura sindical basada en la empresa con-
siste en que solamente puede haber sindicatos
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– y por ende negociación colectiva – en aquellas
e m p resas que emplean trabajadores en número
s u ficiente para poder registrar un sindicato2 8.
En los hechos, esto se traduce en la inexistencia
de sindicatos en las pequeñas empresas y
m i c ro e m p resas, que re p resentan no obstante la
unidad productiva prevaleciente. El coro l a r i o
de esto será que a falta de sindicatos de indus-
tria y de negociación en dicho ámbito, es alta-
mente improbable que la negociación colectiva
pueda llegar a cubrir una mayoría de la fuerza
de trabajo en América Latina.

Reconocimiento del sindicato
a los efectos de la negociación

El reconocimiento del sindicato a los efectos
de la negociación está íntimamente relacio-
nado con su representatividad, sobre todo en
aquellos países en donde debe acreditar que
afilia a un porcentaje determinado de trabaja-
dores en la empresa, más alto que el que nece-
sita para existir legalmente. En este punto las
legislaciones en América Latina muestran una
gama de soluciones bastante variada.

Así, en la Argentina se asume que un sindi-
cato al que se ha otorgado personería gremial
posee por ese hecho capacidad para negociar
colectivamente, pero para obtener dicha perso-
nería debe acreditar que afilia a más del 20 por
ciento de los trabajadores que intenta repre-
sentar. En el Brasil aquel porcentaje se eleva a
un tercio de los trabajadores de la categoría pro-
fesional en cuestión. En Colombia el sindicato
puede negociar siempre en nombre de sus pro-
pios miembros, pero se exige que afilie cuando
menos a un tercio de los trabajadores de una
empresa para que la convención colectiva
tenga alcance general. Otros países establecen
reglas más estrictas; por ejemplo, en El Salva-
dor se exige que el sindicato afilie al 51 por
ciento de los trabajadores de una empresa para
que el empleador esté obligado a negociar, y en
la República Dominicana y Venezuela se pide
la mayoría absoluta. En un sentido contrario,
en Guatemala sólo se exige que una cuarta
parte de la mano de obra esté sindicada para
que exista obligación de negociar, mientras
que México y Paraguay no exigen una repre-
sentatividad determinada para negociar un
contrato colectivo en el plano de la empresa,
pero ésta debe ser de dos tercios, por lo menos,
para un contrato-ley. Tampoco se exige una
representatividad mínima en Honduras,
Panamá, ni en Chile, en donde de cualquier
manera el contrato colectivo sólo se aplica a los
miembros del sindicato.

El interlocutor patronal

El interlocutor patronal es el empresario
cuando la negociación tiene como ámbito a
una empresa, o la asociación de empleadores
cuando el ámbito de la negociación es la indus-
tria o rama de industria. Como ya se indicó
antes, la negociación a este último nivel sola-
mente predomina en la Argentina, Brasil y
Uruguay, mientras que en los demás países es
muy minoritaria, si acaso existe. En resumen,
con las excepciones antedichas, las asociacio-
nes patronales por lo general no tienen prota-
gonismo directo en la negociación colectiva,
aunque sí pueden tenerlo indirectamente a tra-
vés del asesoramiento a sus miembros.

La negociación central: una forma de
negociación no contemplada por la ley

Un aspecto llamativo de la negociación
colectiva en América Latina ha sido la suscrip-
ción de acuerdos nacionales centrales, por lo
general tripartitos, entre el gobierno y las org a-
nizaciones de empleadores y trabajadore s .
Esta forma de negociación no está contem-
plada en ningún Código de Trabajo de la
región, pero paradójicamente es la que quizás
se encuentra en mayor auge al tiempo que la
negociación colectiva bilateral languidece.
Más cercana al ámbito de la concertación s o c i a l
o diálogo social (y político) que de la negocia-
ción colectiva propiamente dicha, había sido
muy poco practicada hasta los años ochenta,
aunque existían algunos antecedentes que en
su momento fueron objeto de estudio por la
O I T2 9. Sin embargo, a partir del re s t a b l e c i-
miento de la democracia la negociación central
comenzó a ser objeto de creciente interés y
f a v o r, probablemente por influencia de la
experiencia española.

Una transición sin excesivos
desbordamientos sociales

En efecto, los resultados muy positivos de
los Acuerdos Marc o españoles, durante la transi-
ción democrática, consecutiva a la extinción del
régimen franquista, y su impacto muy favora-
ble en la consolidación de la democracia hicie-
ron pensar que la negociación de acuerdos cen-
trales en América Latina podría tener efectos
s i m i l a res, favoreciendo una transición ord e-
nada de la dictadura a la democracia sin excesi-
vos desbordamientos sociales. De ahí que la
negociación central se practicó bajo una u otra
forma en diferentes países, desembocando a
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menudo en documentos que combinaban com-
p romisos concretos con declaraciones políticas
de apoyo a la democracia y al diálogo social.

En Chile, casi ninguna huelga

El ejemplo tal vez más conocido de esta
práctica fue el documento conocido como
Chile: una oportunidad histórica, suscrito entre el
nuevo gobierno democrático y las organizacio-
nes centrales de empleadores y trabajadores
apenas terminado el régimen del general Pino-
chet. Al tiempo que dicho documento fijaba
algunos compromisos mínimos en materia
social (entre otros, la elevación del salario
mínimo), también reafirmaba un compromiso
político en favor de la democracia. Esta nego-
ciación central, y las que tuvieron lugar en los
dos años siguientes, fueron sin duda determi-
nantes para que la transición democrática chi-
lena se hiciera sin prácticamente ninguna
huelga, en contraste con lo sucedido en
muchos otros países en donde el paso de la dic-
tadura a la democracia fue acompañado por
conflictos muy duros, en gran medida ocasio-
nados por el desahogo social que surgió como
reacción al largo período anterior durante el
cual el poder de turno había virtualmente
equiparado la huelga a la subversión.

Acuerdos suscritos en otros países

Ejemplos de negociaciones centrales tam-
bién se pueden encontrar en otros países,
como el Paraguay o Colombia, en los que han
tenido un trasfondo político incuestionable,
p e ro también la A rgentina, en donde se suscri-
bió en 1994 un importante A c u e rdo Marc o
para la Productividad, el Empleo y la Equidad
Social, o México, en donde a partir del Pacto
de Solidaridad Económica, de 1987, se inició
un largo ciclo de negociaciones tripartitas con
miras a la estabilización de los precios y los
s a l a r i o s3 0. También merece destacarse la expe-
riencia de Venezuela, en donde el Pre s i d e n t e
Caldera logró hacer suscribir en 1997 un
A c u e rdo tripartito sobre seguridad social inte-
gral y política salarial, con la Confederación
de Tr a b a j a d o res de Venezuela y la org a n i z a-
ción patronal FEDECAMARAS, a través del
cual se logró consenso para introducir impor-
tantes reformas en la legislación laboral (en
materia de salario y cesantías) y en el seguro
social. Aquellos temas estaban políticamente
bloqueados desde hacía muchos años y sola-
mente pudieron ser desbloqueados mediante
el diálogo social y la negociación tripartita.

Una forma de negociación atípica:
el destinatario, el Estado

En suma, podríamos concluir que al tiempo
que la negociación colectiva tradicional conoce
un período de relativo ocaso, surge y se desa-
rrolla otra forma de negociación – central y tri-
partita – que se encuentra por así decirlo a
medio camino entre el sistema de relaciones de
trabajo y el sistema político general, y cuyos
objetivos participan de uno y otro. Ello porque
su objeto no son lo que se entiende estricta-
mente por condiciones de trabajo, y su destinata-
rio directo no es el empleador, sino más bien el
Estado y los interlocutores sociales en abs-
tracto. Conceptualmente es difícil definirla,
pues escapa a la dinámica cotidiana de las rela-
ciones de trabajo. Sin embargo, no lo es menos
que requiere la participación plena de los sin-
dicatos y asociaciones patronales, y exige una
disposición a la negociación por parte de sus
actores. Además tiene un impacto – cuando
menos indirecto, pero a menudo muy directo –
en las condiciones de vida y de trabajo de los
trabajadores; motivo por el cual, aun cuando
constituye una forma de negociación atípica,
tiene también un lugar propio dentro de la
práctica de la negociación colectiva de Amé-
rica Latina.

Contenidos de la negociación colectiva

La mayor o menor riqueza de la negociación
colectiva está condicionada por el entorno
general del sistema de relaciones de trabajo, y
en particular con elementos como la naturaleza
y estructura de la unidad de negociación; la
capacidad de negociación del sindicato y su
interés en negociar sobre determinadas mate-
rias; la coyuntura económica y política general;
la capacidad económica del interlocutor patro-
nal; y el margen de maniobra que la ley confie re
a los interlocutores sociales. Todos estos facto-
res pueden jugar en un sentido favorable a la
negociación colectiva, haciendo del convenio
colectivo un instrumento de gran dinamismo y
utilidad re c í p roca para empleadores y trabaja-
d o res. O, por el contrario, pueden limitar la
negociación colectiva a unos pocos puntos, que
casi siempre son de naturaleza salarial, a menos
que se limiten – como lo hacen algunos conve-
nios colectivos – a re p roducir disposiciones
legales ya existentes o a ratificar que el emplea-
dor se obliga a respetar la ley.
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Un catálogo de temas de negociación

Mientras que los salarios y sistemas de
remuneración constituyen un tema omnipre-
sente en las negociaciones colectivas, los otros
grandes temas posibles de negociación se
manifiestan con muchísima menor frecuencia.
Sin embargo no son totalmente ignorados y
por ese motivo vale la pena presentar un breve
catálogo de ellos.

Organización del trabajo y clasificación
de puestos

Así tendremos que el segundo tema es el de
las condiciones generales de trabajo, y en parti-
cular las horas de trabajo, feriados y vacacio-
nes, aun cuando estas materias ya de por sí
estén desarrolladas con lujo de detalles por la
legislación. A ellas se agregan las cláusulas re l a-
tivas a temas de organización del trabajo, como
el trabajo por turnos o los equipos de trabajo,
que también son frecuentes en ciertas negocia-
ciones colectivas. Destaquemos también que en
algunos países, como la A rgentina, un capítulo
muy importante de la negociación colectiva
está consagrado a la clasificación de puestos.

Prestaciones asistenciales, atención
médica y guarderías

Otro tema que puede abordar la negocia-
ción son las llamadas prestaciones asistenciales ,
materia que es de gran interés para los trabaja-
dores debido a la en general insatisfactoria
cobertura de la seguridad social, en cantidad o
calidad, y a la escasez o insuficiencia de las
redes de distribución del bienestar social en
América Latina. Así, en un país como la Repú-
blica Dominicana tendremos que la afiliación
del personal a una iguala médica figura casi
invariablemente en la agenda de cualquier
negociación colectiva que involucre a cual-
quier empresa medianamente importante. En
todos los demás países también se negocia,
cuando se puede, sobre cuestiones como aten-
ción médica y odontológica, guarderías infan-
tiles, cantinas, esparcimiento cultural o depor-
tivo, etc. Es obvio, no obstante, que muy pocos
o ninguno de estos temas figurarán en las
agendas de negociación de las pequeñas
empresas, o de empresas con menor solvencia
económica, de modo que una vez más nos
encontramos ante la problemática de la insufi-
ciencia de la negociación colectiva por empresa
para resolver necesidades de una mayoría de
los trabajadores.

Las relaciones entre el sindicato
y el empleador

Por último, corresponde mencionar las cláu-
sulas que se re fie ren más específicamente a las
relaciones entre el sindicato y el empleador u
o rganización de empleadores firmantes del
convenio colectivo. Este tema puede ser de
capital importancia, pues por lo general
comienza con el reconocimiento del sindicato
como interlocutor legítimo de la empresa; con
lo cual desaparece la primera causa de confli c t o ,
que como se dijo antes es el reconocimiento sin-
dical. Conexo con aquél se encuentran las facili-
dades en beneficio del sindicato, que pueden
incluir permisos sindicales, locales para re u n i o-
nes, espacios para anuncios sindicales y, muy
especialmente, el descuento por planilla de las
cotizaciones sindicales, al que se añade en algu-
nos países, sobre todo en la A rgentina, la lla-
mada cuota de solidaridad o canon de negociación
c o l e c t i v a , en inglés «agency shop».

Solución de conflictos y reclutamiento
de trabajadores

O t ros temas se relacionan con la administra-
ción del convenio colectivo, que a menudo se
pone en manos de una comisión paritaria. Rela-
cionado con el mismo figura el de la solución
de conflictos, que se puede poner en manos de
una comisión interna de reclamos, y hasta lle-
garse a procedimientos de reclamaciones alta-
mente sofisticados, inspirados en la práctica
estadounidense de las «grievance p ro c e d u re s » .
O t ro tema puede ser el de la intervención del
sindicato en el reclutamiento de los trabajado-
res; por ejemplo, en Venezuela algunas conven-
ciones colectivas incluyen cláusulas que confie-
ren privilegios o cuando menos prioridades al
sindicato en materia de suministro de mano de
obra, mientras que en México los contratos
colectivos especifican los grupos de trabajado-
res comprendidos en su campo de aplicación y
cuya afiliación al sindicato será poco menos
que automática, debido a la posibilidad de que
éste puede exigir su despido «union shop». En
fin, un último tema de negociación son las cláu-
sulas específicamente relacionadas con la dura-
ción del convenio colectivo y las formalidades
para su renovación eventual.

Consideraciones finales

A principios del decenio pasado, habíamos
levantado un cuadro de la negociación colec-
tiva en América Latina del que se desprendía
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un pronóstico favorable31. Cerca de veinte años
más tarde es inevitable matizar el optimismo
de entonces, pues el panorama que ofrece es
cuando menos dispar. Si es cierto que en algu-
nos países ha ganado en importancia, también
lo es que en otros, quizás la mayoría, su decli-
nación es bastante perceptible, aun cuando ni
aun así existen motivos para pensar que
su supervivencia esté amenazada. El tema no
es tanto si desaparecerá o no, sino más bien
qué significará dentro del mundo del trabajo
organizado.

Sin embargo, y esto puede hacer disminuir
el pesimismo, también se observa que veinte
años atrás aún se cuestionaba ideológica-
mente, a veces porque se la consideraba como
preludio a la huelga o expresión de la lucha de
clases, y otras porque supuestamente tenía
impactos negativos en el comportamiento de
los precios y los salarios, cuya estabilidad era
un objetivo siempre perseguido y rara vez
alcanzado por los gobiernos de entonces. En
contraste con aquella época, hoy día tal cues-
tionamiento ideológico se ha desvanecido,
pues si bien la legislación laboral – a menudo
ahora llamada «reglamentación del mercado
de trabajo» – se encuentra en el centro de mira
de numerosos ataques neoliberales, una mayo-
ría de éstos se concentran en los aspectos indi-
viduales de las relaciones de trabajo, mas no
tanto en los colectivos. Más aún, se busca
inclusive potenciar la negociación colectiva
como un medio para introducir «flexibilizacio-
nes» en la legislación laboral, que se suponen
serán útiles para mejorar la competitividad
internacional de las empresas, ahora enfrenta-
das al desafío de la globalización. Quizás el
mejor ejemplo de este enfoque es la reforma
laboral brasileña de 199832, que permite a las
empresas distribuir más racionalmente sus
horarios de trabajo entre períodos de alta y
baja coyuntura, así como reclutar parte de su
mano de obra bajo contratos de trabajo de
duración determinada, a condición de que tales
« flexibilizaciones» sean habilitadas mediante
negociación colectiva. Esto puede ofrecer una
nueva dimensión a la negociación colectiva, y
de esa manera abrir sus posibilidades y poten-
ciar su utilización.

Al margen de lo señalado, ha aparecido una
nueva modalidad de negociación colectiva
cuyo futuro al momento actual parece bastante
prometedor. Se trata, como lo hemos dicho, de
la negociación nacional tripartita, o concerta-
ción, a través de la cual se adoptan compromi-
sos económicos, sociales o políticos y al mismo
tiempo se legitima la representatividad social y

política de los actores del sistema de relaciones
de trabajo.

De lo señalado puede surgir una conclusión
menos desalentadora que la que impondría el
solo examen de su evolución cuantitativa: la
negociación colectiva ha dejado de ser perci-
bida como un modo de relación conflictiva
entre el capital y el trabajo, y se hace cada vez
mayor hincapié en sus posibilidades antes que
en sus limitaciones. Esto no basta para concluir
que su ocaso relativo es sólo un episodio tran-
sitorio, pero sí puede dar alientos para formu-
lar un pronóstico más optimista, basado en el
reconocimiento de que el potencial que ofrece
la negociación colectiva ha sido hasta ahora
muy infrautilizado y ha llegado el momento de
utilizarlo mejor.
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1. Concepto

De acuerdo al enunciado que contiene la
normativa internacional, según el cual la nego-
ciación colectiva, en un sentido general, com-
prende «todas las negociaciones que tienen
lugar entre un empleador, un grupo de emplea-
dores o una organización o varias organiza-
ciones de empleadores, por una parte, y una
organización o varias organizaciones de traba-
jadores, por otra, con el fin de: fijar las condi-
ciones de trabajo y empleo, o regular las rela-
ciones entre empleadores y trabajadores, o
regular las relaciones entre empleadores o sus
organizaciones y una organización o varias
organizaciones de trabajadores, o lograr todos
estos fines a la vez» (Convenio núm. 154 sobre
la negociación colectiva, 1981), podemos for-
mular las siguientes precisiones conceptuales:
• La negociación colectiva, pese a ser una

manifestación esencial de la autonomía
colectiva, y consecuentemente parte inte-
grante de la libertad sindical, no es una acti-
vidad (o género) exclusivo de las organiza-
ciones sindicales; pues, también los tra-
bajadores no organizados en sindicatos

pueden ejercer o ser titulares de algunas
modalidades de negociación colectiva.

• En segundo lugar, la definición anterior
hace referencia a los procedimientos
(«negociaciones») que pueden ser un acta,
un convenio o un acuerdo entre las partes.
Sin embargo, será cada legislación la que
definirá – cuando proceda – los mecanis-
mos concretos aplicables en cada caso, y la
ubicación jerárquica que a cada uno de tales
instrumentos corresponde en el ordena-
miento jurídico nacional de que se trate.

• En tercer lugar, la negociación colectiva
puede producirse tanto en el marco de pro-
cedimientos formales de naturaleza pública,
entendiendo por tales aquéllos establecidos
en la legislación laboral, o bien, en el marco
de procedimientos o mecanismos informales
definidos por las propias partes interesa-
das. En ambos casos estaremos en presencia
de una auténtica negociación colectiva a la
cual se aplicarán los principios comunes.

Siendo la negociación colectiva un conte-
nido fundamental de la libertad sindical, con-
viene recordar sintéticamente los principios

Centroamérica

En todo el derecho laboral se manifiesta
una fuerte presencia estatal con la finalidad

de mantener bajo control el conflicto

Elizabeth Tinoco
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Equipo Técnico Multidisciplinario

OIT San José
Costa Rica

Mario Blanco Vado
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En el presente artículo pretendemos realizar una breve reseña de la negociación colectiva en Centroamérica,
tratando de precisar las orientaciones que sobre la misma se manifiestan y/o anticipan en el desarrollo de
este componente de la libertad sindical. Para cumplir con lo anterior son necesarias: 1) una breve referen-
cia al concepto de negociación colectiva y algunas de sus implicaciones; y 2) una consideración respecto a
la función que se asigna – desde la ley laboral – a la negociación colectiva en la sociedad.
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que el Comité de Libertad Sindical de la OIT ha
establecido como básicos en materia de nego-
ciación colectiva 1:
• La negociación colectiva es un elemento

esencial de la libertad sindical.
• La determinación de las organizaciones sin-

dicales titulares de la negociación colectiva
debe ser definida en función de la represen-
tatividad que ostenten dichas organizacio-
nes, y sin injerencia del empleador o del
gobierno.

• La negociación colectiva debe ser de aplica-
ción tanto en el sector público como en el
privado.

• Cuando se admita la negociación colectiva
con participación de representantes de los
trabajadores no organizados, ésta debe
darse cuando no existan organizaciones
sindicales.

• En todos los casos la negociación colectiva
debe ser voluntaria tanto para trabajadores
como para los empleadores, y sin interven-
ción e injerencia gubernamental.

• Los organismos encargados de resolver las
discrepancias que surjan en la negociación
colectiva deben ser independientes y su
intervención voluntaria para las partes,
excepto en el caso de servicios públicos
esenciales en que el arbitraje pasa a ser
mecanismo obligatorio para la solución de
diferencias.

2. Función

Una variable menos tradicional atiende al
análisis del papel o función que se asigna
desde la ley laboral a la negociación colectiva.
En ese sentido partimos de la hipótesis de que
en la región la negociación colectiva se esta-
blece con un doble propósito:

• Establecer un conjunto de procedimientos
(negociación colectiva) destinados a mante-
ner bajo control estatal la conflictividad
entre los actores de las relaciones laborales
colectivas. Se pretende regular el conflicto,
manteniéndolo dentro del cauce de legiti-
midad prefijado por el Estado y evitando
que trascienda del marco de la empresa o
del ámbito laboral en que se produce.

• En segundo lugar, la negociación colectiva,
de naturaleza o participación sindical, se
inscribe dentro de una marcada funcionali-
dad de la organización sindical con el
modelo de sociedad (económico- social). En

ese sentido, la participación sindical en la
negociación colectiva se define y establece
restringida expresamente al ámbito de la
empresa y del contenido de las relaciones
laborales, y por ello carente de un conte-
nido de clase. Este aspecto tiene una inne-
gable relación con un papel restringido que
a las organizaciones sindicales les reconoce
la ley en la sociedad centroamericana, y
según el cual la accion sindical debe orien-
tarse al respaldo de un determinado mode-
lo socioeconómico.

Tomando en consideración la importancia
del tema que tratamos en países donde se
experimentan aceleradas evoluciones en el
modelo económico-social, lo que podría antici-
par cambios en las regulaciones en materia de
negociación colectiva a corto y mediano plazo
realizaremos un breve análisis de cada una de
las legislaciones nacionales, distinguiendo
dentro de la negociación colectiva sus distintas
modalidades e instrumentos, incluyendo una
referencia especial al principal instrumento de
naturaleza sindical en el área: la convención
colectiva de trabajo.

Las regulaciones constitucionales

La primera referencia respecto al carácter
funcional del modelo económico-social de la
negociación colectiva y su finalidad de control
de la conflictividad laboral se encuentra en las
normas constitucionales. En todos los países
del área es común la existencia de una norma
constitucional relativa a la negociación colec-
tiva. Como se verá, en la mayoría de los casos
es parte de una referencia a la libertad sindical
y llega, en ocasiones, a incorporar el tercer
componente básico de la misma: la huelga.

En este plano formulamos dos precisiones.
En primer lugar, en algunos casos, se omite la
referencia o mención expresa de la negociación
colectiva, posiblemente por considerarla ya
incluida en el concepto de libertad sindical
(Panamá, Constitución Política, en adelante
CP, artículo 64), mas no así el derecho de
huelga (CP, artículo 65); en otros casos, libertad
sindical (CP Nicaragua, artículo 60), negocia-
ción colectiva (CP Costa Rica, artículo 62) y
huelga (CP, artículo 61) cuentan con referen-
cias constitucionales específicas. En El Salva-
dor, por ejemplo, la Constitución Política no
sólo remite a la ley ordinaria las condiciones en
que se desarrollará la negociación colectiva
(contratos y convenciones colectivas) sino la
imposibilidad de establecer las cláusulas de
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exclusión sindical a partir de su contenido (CP,
artículo 39).

En segundo lugar, se confunde expresa-
mente el género con la especie (caso de Costa
Rica), pues el legislador constitucional hace
referencia únicamente a la convención colec-
tiva de trabajo, que es tan sólo uno de los ins-
trumentos, mas no el único, que puede consi-
derarse dentro del contenido de la negociación
colectiva si se atiende a las definiciones que
derivan de la normativa internacional. Esta
imprecisión teórica, que también reitera la
Constitución Política de El Salvador, tiende a
causar controversias en la práctica, precisa-
mente cuando se trata el tema de la negocia-
ción colectiva con relación a sectores en los
cuales se tiende a restringir este contenido de
la libertad sindical, como es el caso de los
empleados públicos.

Como se sabe, la inclusión de enunciados
de derecho del trabajo en los textos constitu-
cionales del área tiene origen en la Constitu-
ción mexicana (1917) y su muy conocida frac-
ción 123. A partir de su aprobación en todo el
área centroamericana se genera lo que para
algunos es toda una constitucionalización de
los principios laborales, que no excluyó las
normas relativas al derecho colectivo del tra-
bajo. Pero, independientemente de este origen,
lo cierto es que dicha inclusión también sirve
para reflejar, en primera instancia, la funciona-
lidad que se asigna a la negociación colectiva.
Es precisamente en la Constitución Política de
cada país, donde los sectores dominantes defi-
nen el modelo económico que impulsan en una
determinada coyuntura.

Las disposiciones de la ley ordinaria

Pese a los señalamientos en el orden inter-
nacional, y aún en el caso de países con un alto
nivel de ratificaciones de dichos instrumentos,
y de la existencia de las regulaciones constitu-
cionales, lo cierto es que – como corresponde –
será la legislación ordinaria de trabajo la que
establecerá en definitiva los mecanismos con-
cretos para el desarrollo e implementación de
la negociación colectiva.

Ese señalamiento concreto a la función de la
legislación laboral nos permite dejar estable-
cida la distinción inicial según la cual existe
una negociación colectiva de naturaleza
pública (directamente establecida por el Estado
a través de la ley laboral) y contrapuesta a
aquella otra negociación que no se genera
directamente por la intervención estatal, sino
que su creación se debe a la voluntad de las

propias partes de la relación colectiva y que
podría denominarse de naturaleza no estatal.
Pese a que ambas especies forman parte del
género negociación colectiva, para los efectos
del presente análisis sólo haremos referencia a
la contenida en la legislación laboral ordinaria,
prescindiendo por ahora de la negociación de
naturaleza no estatal y de sus distintas mani-
festaciones.

Adicionalmente, y en lo que respecta a la
legislación laboral, debe destacarse desde
ahora que en los países del área se cuenta con
una extensa regulación sobre el tema; asi-
mismo, es evidente que muchas de esas regu-
laciones de las leyes ordinarias tienen – nueva-
mente – un origen histórico común, dada la
marcada influencia en todo el área de la Ley
Federal del Trabajo de México (1931), cuerpo
normativo que sirvió de referencia a muchos
de los Códigos de Trabajo de la región centroa-
mericana aprobados a inicios de la década de
1940 e incluso en algunos casos en momentos
posteriores.

El análisis de la negociación colectiva de
naturaleza pública conviene realizarlo compa-
rando las legislaciones nacionales para: 1) ubi-
car los distintos procedimientos a partir de la
presencia (o ausencia) de un tercero; y 2) esta-
blecer y precisar los diversos instrumentos y
sus distintas denominaciones nacionales según
el sujeto colectivo que ostenta la titularidad. En
ambos casos pretendemos reflejar las caracte-
rísticas que apuntan a la confirmación de la
hipótesis expuesta.

La distinción a partir
de los procedimientos

En nuestros países la negociación colectiva
de naturaleza pública tiende a encontrar una
importante y en ocasiones detallada regula-
ción legislativa; precisamente esa circunstancia
nos permite distinguir, a partir de los distintos
procedimientos fijados por el legislador: a) una
negociación que la legislación establece para
que se genere directamente entre las partes de
la relación colectiva de trabajo; y b) una nego-
ciación colectiva que se realiza siguiendo los
procedimientos previstos para la solución de
los conflictos colectivos de intereses y en los
cuales es relevante la intervención de órganos
judiciales o administrativos que facilitan la
composición autónoma de la controversia.

a) El trato dire c t o. Cuando el legislador esta-
blece la negociación colectiva para ser de-
s a r rollada directamente por las partes de la
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relación colectiva, estamos en presencia del
trato directo o la negociación colectiva directa.
Esta se caracteriza por dos elementos que se
revelan, simultáneamente, complementarios
entre sí:
• la no presencia obligatoria en la negocia-

ción de terceros que dirijan o conduzcan los
procedimientos coadyuvando a las partes
en la negociación. En las excepciones en
que estos terceros figuran, lo hacen a solici-
tud de los interesados, sin ser esenciales
para la validez del resultado final;

• la ausencia en esta etapa de un auténtico
conflicto entre las partes de la relación
colectiva de trabajo. En consecuencia, la
discrepancia, si existe, se encuentra apenas
latente, no exteriorizada o planteada fuera
del ámbito primario de las relaciones colec-
tivas. En suma, no se está en presencia de
un conflicto perfecto sino más bien en
estado «latente».

La mayoría de las veces la ley obliga al re g i s-
t ro o depósito de los instrumentos re s u l t a n t e s
como una de las formas utilizadas para mante-
ner bajo un adecuado control el contenido mismo de
la negociación colectiva. Igualmente, tratándose
de una negociación colectiva de naturaleza
pública (establecida en la ley laboral), fre c u e n t e-
mente ésta contiene regulaciones sobre su con-
tenido, sobre las reglas básicas que en su elabo-
ración deben seguir los interesados e incluso,
como se verá al tratar los distintos instru m e n-
tos, sobre la eventual obligación de su re g i s t ro
ante la autoridad administrativa de trabajo.

Hay que agregar que en la mayoría de las
legislaciones, en esta negociación directa, la
representación de los trabajadores puede ser
asumida tanto por las organizaciones sindica-
les como por representantes de los trabajado-
res directamente elegidos. Es en este ámbito en
donde se ubican los procedimientos de arreglo
o trato directo de las legislaciones estudiadas.
Para nuestros efectos, es importante resaltar
que en la realidad centroamericana existe muy
poco desarrollo de los mecanismos directos,
fundamentalmente de aquéllos de participa-
ción sindical. Ello obedece, salvo excepciones,
a una escasa presencia sindical en la empresa y
a una generalizada tendencia del legislador a
privilegiar el conflicto y con ello sus mecanis-
mos o procedimientos de solución.

b) La conciliación en materia colectiva:
• En este caso, la negociación se produce a

partir de la intervención de los órganos
judiciales o administrativos establecidos

específicamente para controlar la conflicti-
vidad laboral; el resultado final, si el proce-
dimiento finaliza de manera positiva, conti-
núa siendo pactado por los propios
interesados, por lo que en ese sentido sigue
siendo una solución autónoma de las con-
troversias colectivas.

• El tratamiento de las pretensiones colecti-
vas se ubica en un procedimiento estable-
cido por la ley laboral concebido para que
los interesados, con la presencia obligatoria
de un tercero, generalmente actuando como
conciliador y/o mediador, resuelvan el con-
flicto colectivo de trabajo planteado fuera
del ámbito de la empresa. En este caso – al
contrario de lo planteado en el trato directo
– se presupone la existencia de un mayor
nivel de conflictividad, por lo que los pro-
cedimientos con los cuales se pretende
resolver el desacuerdo anteceden a las
medidas de conflicto abierto o de exteriori-
zación del conflicto, es decir, la huelga y el
paro.

• Al igual que en el caso de la distinción ante-
r i o r, es importante señalar que la titularidad
de los procedimientos referidos bien puede
ser asumida tanto por las org a n i z a c i o n e s
sindicales como por una coalición temporal
y ad hoc de los trabajadores intere s a d o s ,
situación que será definida, en cada caso,
por la ley laboral. Atendiendo a que la nego-
ciación colectiva directa no siempre re s u l t a
en un instrumento colectivo, y que por el
contrario las pretensiones de los trabajado-
res y/o de sus organizaciones, al no ser satis-
fechas por el empleador, pueden conducir a
una discrepancia formal en el ámbito colec-
tivo, susceptible de asumir las llamadas
manifestaciones externas (huelga), el legis-
lador laboral ha establecido los sistemas de
solución de conflictos colectivos casi con un
carácter obligatorio.

• En este orden de ideas, como parte del sis-
tema, se ubican aquí tanto los mecanismos
o procedimientos de solución autónoma de
las discrepancias colectivas como aquellos
otros procedimientos en los cuales un ter-
cero impone – con carácter obligatorio –
una solución a las partes (heterónomo),
entre los cuales destaca el arbitraje laboral.
En todo caso, debe considerarse que se trata
de procedimientos establecidos por el
Estado con la finalidad básica de evitar que
las discrepancias laborales (colectivas) tras-
ciendan los niveles de «normalidad» o con-
flictividad considerados como aceptables
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por el legislador y que no pongan en riesgo
o peligro la implementación o desarrollo
del modelo económico. Esa consideración
justifica la presencia de terceros órganos
o funcionarios públicos en prácticamente
todas las legislaciones centroamericanas.

Como aquí se trata del análisis de la nego-
ciación colectiva, se hará únicamente referen-
cia a los procedimientos que las partes pactan
dentro de los procedimientos de solución esta-
blecidos legislativamente. Con ello se descarta
por ahora el estudio comparativo de los que,
siendo también instrumentos colectivos, pasan
a ser impuestos por un tercero (arbitraje) y que
también se contemplan en los distintos Códi-
gos de Trabajo centroamericanos.

Con esa intención, conviene realizar una
breve referencia a los procedimientos de solu-
ción de conflictos colectivos de trabajo en las
distintas legislaciones para ubicar los eventua-
les instrumentos que surgen de los mismos.

En términos generales, el principal procedi-
miento de solución de conflictos colectivos de
trabajo, cuando se trata de la modificación o
creación de nuevas normas laborales, es el pro-
cedimiento de conciliación. Hay que destacar
que este procedimiento se encuentra previsto
ordinariamente como consecuencia del fracaso
de la negociación directa, y por ello por lo
general sólo quienes actúan en el trato directo
llegan a figurar en la conciliación.

En El Salvador, la conciliación se entiende
como una etapa posterior a la de trato directo,
con lo cual se limitan no sólo las discrepancias
(Código de Trabajo (en adelante, CT), artículo 49)
sino que también se restringe el sujeto laboral
titular, puesto que trato directo y, consecuente-
mente, conciliación sólo proceden ante las
gestiones sindicales de negociación de un con-
trato o convención colectiva de trabajo. Sin
embargo, en la ley se establece un procedi-
miento de conciliación para los trabajadores no
organizados en sindicatos para la defensa de
los intereses económico-sociales comunes (CT,
artículos 516 y 528). Cuando se logra un
acuerdo, surge un instrumento denominado
arreglo conciliatorio (CT, artículo 521) que se
homologa y registra ante la autoridad admi-
nistrativa de trabajo.

En síntesis, en El Salvador la representación
de los trabajadores en la etapa de conciliación
puede ser ejercida por las entidades sindicales
cuando se trata de la celebración o revisión de
un contrato o convención colectiva de trabajo
(CT, artículo 481), pero también por los traba-
jadores coligados para tales efectos cuando se

trata de la defensa de los intereses económico-
sociales comunes. El procedimiento se desarro-
lla ante las autoridades administrativas de tra-
bajo, específicamente ante el Director General
del Trabajo, quien designa a su vez al concilia-
dor encargado (CT, artículo 492).

Una situación diversa se plantea en Nicara-
gua, en donde es el sindicato la única entidad
autorizada para plantear el conflicto colectivo
de carácter económico-social, aunque el pliego
respectivo podría no pretender la celebración
de una convención colectiva de trabajo (CT,
artículo 373). También en este caso el procedi-
miento se desarrolla ante el Ministerio de Tra-
bajo, específicamente ante la Inspectoría
Departamental del Trabajo. En este caso no
surge ningún instrumento colectivo particular
o distinto al que surge en la negociación cele-
brada al margen del procedimiento de conci-
liación, salvo cuando se trate de discrepancias
que puedan ser resueltas mediante actas o
compromisos específicos, siempre con la pre-
sencia sindical.

En Panamá se indica expresamente que no
es necesario cumplir con la etapa de trato
d i recto para poder acudir al procedimiento de
conciliación (CT, artículo 425). Como es posible
la negociación colectiva por intermedio de
comités de empresa o delegados designados al
efecto cuando no existe organización sindical,
es también posible iniciar la etapa de concilia-
ción sin la presencia sindical. Sin embargo, los
t r a b a j a d o res no organizados sindicalmente
deben constituir el 30 por ciento de los que
l a b o ren en la empresa, establecimiento o nego-
cio afectado (CT, artículo 429). En conclusión,
en este país se admiten – con las salvedades
indicadas – las dos posibilidades en cuanto a la
titularidad del procedimiento, el cual se desa-
r rolla ante la autoridad administrativa, en con-
c reto ante el Director Regional o General de Tr a-
bajo. En lo que se re fie re al contenido o
peticiones a resolver en el procedimiento, bien
puede tratarse de peticiones de carácter econó-
mico-social o de un proyecto de convención
colectiva, según se trate, con lo cual, al conver-
tirse en acuerdo, la conciliación surgirá como
i n s t rumento colectivo, convención colectiva o
convenio conciliatorio, según sea el titular laboral.

En Honduras, el Código de Trabajo admite
simultáneamente la negociación colectiva de
carácter sindical y la no sindical. En conse-
cuencia, se establece el procedimiento de con-
ciliación como una etapa posterior a la etapa
de trato directo, de manera que si no se logra
acuerdo mediante el procedimiento de arreglo
directo, los trabajadores coligados, o en su caso



40

el sindicato, deben acudir al proceso de conci-
liación (CT, artículo 794), en donde, cualquiera
que sea el gestionante en representación de los
trabajadores, de lograrse un acuerdo, surgirá
un instrumento que la ley denomina convenio
colectivo (CT, artículo 806). La conciliación se
cumple ante las Juntas de Conciliación y Arbi -
traje, entidades creadas y presididas por las
autoridades administrativas de trabajo y en las
cuales se incorporan representantes de patro-
nos y trabajadores (CT, artículo 648).

Finalmente, en Guatemala (CT, artículos
377 y sigtes.) y en Costa Rica, (CT, artículos 507
y sigtes.), el procedimiento de conciliación se
establece en sede judicial, ante un tribunal tri-
partito, presidido por el Juez de Trabajo y en el
cual, al igual que en Honduras, se integran
representantes de trabajadores y patronos. La
diferencia sustancial entre ambos países radica
en que en Guatemala se admite expresamente
la posibilidad de que el procedimiento sea ini-
ciado a instancias de una coalición temporal o
de una organización sindical, mientras que en
Costa Rica, por no señalar expresamente la
norma específica la posibilidad de actuación
sindical (CT, artículo 507), la jurisprudencia se
ha encargado de negar reiteradamente la titu-
laridad a las organizaciones sindicales, pese a
que otras normas la conceden (artículos 346 y
378). Se ha mantenido así restringida la titula-
ridad de los procedimientos sólo para las coa-
liciones temporales. En ambos países, cuando
se logra un acuerdo en esta etapa de concilia-
ción se entiende que surge un instrumento
colectivo que se denomina convenio conciliatorio
o convenio colectivo.

De todo lo anterior, algunas conclusiones
orientadas hacia el tema del surgimiento de un
instrumento colectivo a partir de los procedi-
mientos de conciliación examinados serían las
siguientes:

• Pese a que en todos los países se establece
un procedimiento de conciliación para
resolver los conflictos colectivos de carácter
económico-social, sólo surge un convenio
conciliatorio o convenio colectivo, distinto
a la convención colectiva de trabajo, en
aquellas legislaciones en las cuales se
admite la participación en la negociación
colectiva, y consecuentemente la titulari-
dad en estos procedimientos, de las coali-
ciones temporales que no ostentan natura-
leza sindical.

• En todos los países se reconoce expresa-
mente la titularidad de la organización sin-
dical en los procedimientos de conciliación,

al menos cuando no ha sido posible obtener
la negociación de una convención colectiva
de trabajo. La única excepción a esa regla ha
sido establecida por la jurisprudencia cos-
tarricense.

• Los procedimientos de conciliación se ubi-
can, mayoritariamente, en sede administra-
tiva y a cargo fundamentalmente de las
autoridades administrativas de trabajo. La
excepción a esta regla se contiene en las
legislaciones de Guatemala y Costa Rica.

• Los instrumentos que surgen de este proce-
dimiento, cuando no se denominan y asu-
men la naturaleza de una convención colec-
tiva de trabajo, pueden ser denominados
auténticos convenios conciliatorios, conve-
nio colectivos o pactos colectivos.

La distinción según la titularidad
del instrumento

Como una derivación de lo anterior, pero
atendiendo exclusivamente al resultado final de
los diversos procedimientos, en la negociación
colectiva de naturaleza pública que tratamos es
posible hacer distinciones a partir de la titulari-
dad del instrumento generado cualquiera que
sea su denominación. Esta categoría resulta de
utilidad para distinguir entre: a ) los instru m e n-
tos de naturaleza o presencia sindical, y b ) a q u e-
llos otros en los cuales figuran re p re s e n t a n t e s
no sindicales de los trabajadore s .

a) La convención colectiva de trabajo

Según la caracterización que hemos venido
formulando siguiendo las propias defin i c i o n e s
de las leyes laborales del área, debemos enten-
der por convención colectiva de trabajo aquel
i n s t rumento en el cual uno o varios sindicatos
de trabajadores pactan con un empleador, con
varios empleadores, u organizaciones de emple-
a d o res, las condiciones en las cuales deberá
p restarse el trabajo en uno o varios centros de
trabajo y las cuales deberán tenerse por incorpo-
radas en los contratos de trabajo actuales y futu-
ros a celebrar en dicho ámbito, así como las
reglas aplicables a las relaciones entre las partes
de la relación colectiva de trabajo.

En el concepto anterior quedan comprendi-
das diversas denominaciones incluidas en las
leyes laborales centroamericanas. En ese sen-
tido debe precisarse que el instrumento a que
hacemos referencia en la legislación de El Sal-
vador recibe el nombre de contrato colectivo
cuando se celebra con un patrono (CT, artícu-
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los 269 y sigtes.) y de convención colectiva de tra-
b a j o cuando se celebra con un sindicato de
p a t ronos (CT, artículo 288); en Honduras se
denomina contrato colectivo ( C T, artículo 53) aun-
que sin descartar el término de convención colec-
tiva de trabajo, e incluyendo – como se verá – la
posibilidad de que la re p resentación de los tra-
bajadores la asuman también coaliciones no
sindicales; finalmente, en Guatemala este ins-
trumento es llamado pacto colectivo de condicio-
nes de trabajo (CT, artículo 49). En Nicaragua
(CT, artículo 235), Costa Rica (CT, artículo 54) y
Panamá (CT, artículo 398) se utiliza la denomi-
nación de convención colectiva de trabajo 2.

Pese a todas esas distintas denominaciones
en cada país, todos ellos serían, teóricamente,
un mismo o único instrumento, con algunas
particularidades legislativas importantes. A
partir de lo anterior, podemos caracterizar lo
que aquí llamamos convención colectiva de
trabajo de la siguiente manera: la titularidad
laboral del instrumento, es decir, la representación
de los trabajadores, se asigna en principio sólo a la
organización sindical.

En principio, y siguiendo los dictados del
Convenio núm. 154 (1981), el concepto de
negociación colectiva comprende todas las
negociaciones que involucran a una organiza-
ción de trabajadores y a un empleador y/o sus
organizaciones. Si bien no puede descartarse la
participación de entidades no sindicales (coali-
ciones temporales) en la negociación colectiva,
sí es de esperar que existan normas nacionales
que estimulen y fomenten las negociaciones
colectivas entre organizaciones permanentes
(Convenio núm. 98, párrafo 4), lo cual obvia-
mente tiene relación con la libertad sindical
misma. En esa línea, es de esperar que exista en
la legislación de cada país al menos un instru-
mento en el cual – con carácter de exclusivi-
dad – una organización sindical asuma la
representación de los trabajadores.

Ese principio es respetado prácticamente
por todas las legislaciones centroamericanas,
pues en ellas el titular exclusivo del instru-
mento a que nos referimos, en lo que se refiere
al interés de los trabajadores, debe ser una
organización sindical. La excepción a esa regla
general la encontramos en el Código de Tra-
bajo de Honduras, en donde la representación
de los trabajadores en el contrato colectivo o
convención colectiva puede ser asumida tanto
por una o varias organizaciones de trabajado-
res como por «... los representantes de los tra-
bajadores de una o más empresas o grupos de
trabajadores asociados transitoriamente» (CT,
artículo 53). En este caso, habría que admitir

que se trata de dos instrumentos distintos con
una misma denominación legislativa: por una
parte, aquél en que participa la organización
permanente de trabajadores y, por la otra,
aquél en el que figura como titular la coalición
temporal pero a la cual el legislador le asignó
un tratamiento igual.

Sin embargo, las legislaciones garantizan la
participación sindical en este tipo de instru-
mento colectivo estableciendo que ante deter-
minados supuestos, generalmente ligados a la
afiliación que ostente la organización, el patro-
no queda obligado a la negociación.

En estos casos, la fórmula legislativa varía
e n t re países: en Guatemala la obligación del
empleador surge cuando en la empresa exista
una cuarta parte de los trabajadores sindicados
( C T, artículo 51); en Costa Rica, el porc e n t a j e
indicado se reduce a cuando exista una terc e r a
parte de los trabajadores sindicados (CT, artícu-
lo 56); en El Salvador debe existir una afil i a c i ó n
sindical no inferior al 51 por ciento (CT, artícu-
los 270 y 289). Por otra parte, en Nicaragua (CT,
artículo 238), Honduras (CT, artículo 54) y
Panamá (CT, artículo 401), basta con que exis-
tan trabajadores sindicados para que el patro n o
se encuentre obligado a la negociación del ins-
t ru m e n t o .

Distinto es el tratamiento del tema cuando
existe más de una organización sindical intere-
sada en la representación de los trabajadores a
efectos de la negociación del instrumento. En
este caso, las referencias legislativas a la repre-
sentatividad son escasas, y por lo general se
opta por el criterio de afiliación mayoritaria, es
decir, la titularidad se concede a la organiza-
ción que cuente con el mayor número de afilia-
dos. En ese sentido, en las leyes costarricense
(CT, artículo 56), guatemalteca (CT, artículo
51), panameña (CT, artículo 402) y hondureña
(CT, artículo 54), al contrario de lo que ocurre
en la legislación salvadoreña que exige una afi-
liación mínima del 51 por ciento del total de
trabajadores, se opta por el criterio de mayoría
indicado. Respecto a este tipo de exigencias (51
por ciento) cabría señalar que, conforme a los
criterios del Comité de Libertad Sindical, «el
requisito de mayoría, no sólo del número
de trabajadores sino también de las empresas
para celebrar una convención colectiva por
rama de actividad o gremio, puede plante-
ar problemas de aplicación con el Convenio
núm. 98» (OIT, 1996).

Finalmente, debe indicarse que varias de
las legislaciones analizadas permiten la coali-
ción de dos o más organizaciones a efectos de
la negociación, sobre todo en los casos en que
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se establece la exclusividad del instrumento, es
decir, cuando se impide la existencia simultá-
nea de varios instrumentos (El Salvador, Costa
Rica, Honduras), además de que se admite que
el sindicato gremial o de industria pueda cele-
brar convenciones para sus miembros, sin per-
juicio de que un sindicato de empresa negocie
las condiciones generales aplicables en el esta-
blecimiento (Panamá, CT, artículo 402; Costa
Rica, CT, artículo 56).

La parte empleadora puede ser una persona física
(patrono) o una entidad jurídica, en cuyo caso
puede incluso asumir la figura de uno o varios sin-
dicatos de patronos.

De manera uniforme, en todas las legisla-
ciones del área se establece que en lo relativo
al empleador el sujeto puede ser tanto un
patrono individual como una organización u
organizaciones de empleadores. En este as-
pecto, las distinciones pueden hacerse en fun-
ción de la exigencia que en algunos países se
establece respecto a la naturaleza sindical que
debe tener la organización empleadora.

En términos genéricos, en cuanto a la natu-
raleza de la entidad patronal, se pronuncia la
legislación de la República de Panamá al seña-
lar: «…un empleador, grupo de empleadores o
una o varias organizaciones de empleado-
res…» (CT, artículo 398); similar amplitud re s-
pecto a este tema encontramos en las legislacio-
nes de Honduras (CT, artículo 53) y Nicaragua
( C T, artículo 235), en las cuales no se exige nin-
guna naturaleza específic a .

La concepción restringida la encontramos
pues en la ley costarricense (CT, artículo 54);
aun y cuando se admite la posibilidad de la
participación de varios empleadores, si se trata
de organizaciones, se le exige a la entidad
empleadora una condición o naturaleza sindi-
cal (CT, artículo 54); igualmente en El Salvador,
en donde, como ya se indicó, se denomina con-
trato colectivo al instrumento celebrado entre
un sindicato de trabajadores y un patrono, y
convención colectiva de trabajo al instru m e n t o
que se suscribe entre el sindicato de trabajado-
res y el sindicato de patronos, descartándose
así cualquier otra organización de empleadore s
que no tenga naturaleza sindical. En estos casos
los patronos obtienen una mayor seguridad
para excluirse de la negociación agru p á n d o s e
en entidades de naturaleza civil (y no sindical)
al amparo del derecho de asociación general.

El contenido del instrumento se orienta hacia la
determinación de condiciones generales de trabajo,
sin que ello implique que no puedan establecerse

reglas de conducta u obligaciones entre las partes de
la relación colectiva (sindicato de trabajadores y
empleador).

El contenido de este instrumento colectivo
es, sin más, la determinación de las condicio-
nes generales en que deberá prestarse el tra-
bajo; en palabras del legislador se trata de
«regular […] las condiciones que regirán los
contratos individuales de trabajo en las empre-
sas o establecimientos de que se trate; y los
derechos y obligaciones de las partes contra-
tantes» (El Salvador, CT, artículo 268).

Ese enunciado y los similares de las re s t a n-
tes legislaciones permiten precisar la fijación de
las condiciones de trabajo como el objeto prin-
cipal de la negociación, pero también arribar a
la clasificación doctrinaria respecto a la clasifi-
cación de las normas del instrumento según la
cual debe distinguirse entre cláusulas normati-
vas y cláusulas obligacionales. Por las prime-
ras, se entienden aquellas cláusulas que se
incorporan a los contratos individuales de tra-
bajo, sustituyendo así las normas de los contra-
tos individuales de trabajo en cuanto re s u l t e n
menos beneficiosas que lo pactado colectiva-
mente. Cláusulas obligacionales son aquellas
que establecen obligaciones directas entre las
partes de la convención colectiva, es decir, obli-
gaciones entre el empleador(es) y la org a n i z a-
ción sindical.

Respecto a las cláusulas normativas, caben
aún algunas precisiones adicionales. En la
mayoría de las legislaciones centroamericanas,
se establece que éstas resultan aplicables a
todos los trabajadores, prohibiéndose por esa
vía la aplicación del instrumento sólo a los tra-
bajadores sindicados. La excepción a esta
regla, como se indicara al analizar las llamadas
cláusulas de exclusión sindical, se presenta en
la legislación de Honduras (artículo 61) en la
cual se permite regular el ingreso a la empresa
limitándolo a la condición de afiliado sindical,
pero según la cual, el instrumento colectivo
puede además establecer «privilegios a favor
de los sindicados»; aunque en este caso la apli-
cación de la norma no puede darse en perjuicio
de quienes, sin pertenecer al sindicato, trabajen
ya en la empresa en el momento de la suscrip-
ción del instrumento.

Los restantes países siguen la línea de evitar
la discriminación en perjuicio de los trabajado-
res no sindicados, prohibiendo expre s a m e n t e
las cláusulas de exclusión en todas sus modali-
dades, por lo general mediante una fórmula
terminante similar a la siguiente: «las cláusulas
de la convención colectiva se aplicarán a todas
las personas [...] que trabajan en la empresa [...]
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aunque no sean miembros del sindicato» (Nica-
ragua, CT, artículo 237), o al establecer una
aplicación generalizada del instrumento: Gua-
temala (CT, artículo 50), Costa Rica (CT, artí-
culo 55), El Salvador (CT, artículo 277), Panamá
( C T, artículo 405), acompañada de la pro h i b i-
ción en cuanto a dar distinto tratamiento a sin-
dicados y no sindicados.

En segundo lugar, la legislación laboral
garantiza que el instrumento sólo modifica los
contratos individuales en cuanto no resulten
ser más favorables que lo pactado colectiva-
mente. Esta disposición se orienta en protec-
ción de los trabajadores para evitar que la
negociación colectiva sirva para disminuir
condiciones de trabajo. En todas sus modalida-
des, surge a partir de la concepción tradicional
según la cual el instrumento sólo puede mejo-
rar las condiciones de trabajo, ligado a lo cual
se encuentra también la concepción, propia del
derecho laboral, de que ningún instrumento
– ni individual ni colectivo – puede disminuir
las condiciones mínimas establecidas por la
legislación ordinaria; principio que obvia-
mente también se aplica a la convención colec-
tiva de trabajo, aunque en este caso – al menos
en Panamá – una reforma reciente admite sus-
tituir a favor del trabajador un beneficio por
otro previsto en la convención colectiva
(Panamá, CT, artículo 406 ).

Esta regla se especifica al señalarse que «la
convención colectiva no podrá concertarse en
condiciones menos favorables para los trabaja-
d o res que las contenidas en contratos en
vigor…» (Honduras, CT, artículo 60), o bien que
sus normas resultan aplicables también a los
contratos que se «… concierten en el futuro … »
(Guatemala, CT, artículo 50), lo que se re l a c i o n a
con el carácter de ley que se asigna a las dispo-
siciones del instrumento. Conforme a ello se
entiende que la aplicación de las cláusulas nor-
mativas es obligatoria tanto para los c o n t r a t o s
individuales actuales como para los que en el
f u t u ro se celebren en el correspondiente ámbito
(Costa Rica, CT, artículo 55).

El principal contenido es la regulación general de
las condiciones de trabajo, pero las partes están obli-
gadas a respetar un conjunto de regulaciones for-
males establecidas por el Estado.

Si bien el Estado, en respeto de los principios
de no injerencia y en particular de la autonomía
colectiva, no impone un contenido específico a
la convención colectiva, sí señala los temas que
deben ser tratados en el instrumento, e impone
algunas formalidades básicas. El señalamiento
legislativo generalmente establece como cues-

tiones formales obligatorias aquéllas dirigidas a
la identificación de las partes; el número de
copias del instrumento; la definición del ámbito
de aplicación, incluido lo relativo a las catego-
rías profesionales involucradas; la fecha de sus-
cripción y el período de vigencia.

En el sentido apuntado coinciden todas las
legislaciones del área con algunas diferencias
formales: El Salvador (CT, artículo 275), Costa
Rica (CT, artículo 58) y Panamá (CT, artículo
403). En lo restante, la ley laboral tiende tan
sólo a insinuar los temas que la voluntad de las
partes puede incluir, tales como jornadas de
trabajo, vacaciones y salarios, sin otra limita-
ción que el respeto de los mínimos fijados por
ley y el contenido de los contratos individuales
que no puede ser disminuido. Lo importante
es que en ningún caso se establece un conte-
nido específico de carácter obligatorio, dejan-
do a las partes en libertad de celebrar el pacto
según su voluntad.

Como se indicó, el período de vigencia del
instrumento, aunque voluntario, encuentra
una regulación legislativa más específica. En
ese sentido, la regla general establece casi
siempre un plazo mínimo y un plazo máximo
dentro de los cuales las partes establecen el
período de vigencia del instrumento. Las legis-
laciones de Costa Rica (CT, artículo 58), El Sal-
vador (CT, artículo 276) y Guatemala (CT, ar-
tículo 53) fijan esos plazos en un año como
mínimo y tres años como máximo. De manera
diferente, en Panamá el plazo mínimo es de
dos años y el máximo de cuatro (CT, artículo
410), y la legislación nicaragüense establece
sólo un plazo máximo de dos años (CT, artícu-
lo 239). La excepción a este tipo de regulacio-
nes se encuentra en la legislación hondureña,
en donde sólo se establece un plazo presuntivo
de un año cuando las partes no señalen otro
expresamente (CT, artículo 68) y donde en apa-
riencia existe en ese país una mayor libertad
para las partes.

Por último, y pese a algunas pocas diferen-
cias, en todos los países se admite la prórroga
automática del instrumento, en algunos casos
por un año (El Salvador), en otros por períodos
sucesivos de un año (Honduras), o por otro
período igual al de su vigencia (Nicaragua y
Costa Rica), e incluso hasta que se celebre un
nuevo instrumento (Panamá y El Salvador).

El instrumento es normalmente objeto de registro y
homologación ante la autoridad administrativa de
trabajo.

Si bien no existe un contenido de fondo
obligatorio, el respeto de las reglas formales
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indicadas se controla por el Estado a partir del
registro y homologación ante las autoridades
administrativas de trabajo. En ocasiones, como
una excepción, la legislación sólo establece o
bien la remisión a éste para «su custodia»
(Nicaragua, CT, artículo 235), o simplemente
«la presentación» a la autoridad laboral
(Panamá, CT, artículo 399). Por el contrario, un
procedimiento no sólo de registro del instru-
mento sino también de auténtica homologa-
ción se establece en las legislaciones de Costa
Rica (CT, artículo 57), El Salvador (CT, artículo
277), Honduras (CT, artículos 58, 78 y sigtes.) y
Guatemala (CT, artículo 52), en donde la auto-
ridad administrativa puede ordenar ya sea la
inscripción o depósito o, por el contrario, que
las partes modifiquen lo pactado cuando se
oponga a las normas de la legislación laboral.

Adicionalmente, debe mencionarse que en
algunos países, de oficio o a gestión de parte, el
Estado se reserva la posibilidad de extender o
ampliar el contenido del instrumento colec-
tivo. Esta ampliación puede extenderse a toda
una región, rama o actividad económica. En El
Salvador la extensión opera para empresas de
una misma actividad económica (CT, artículo
295), mientras que en Costa Rica (CT, artículo
63) y Guatemala (CT, artículo 54), para una
rama de la industria, actividad económica o
región. Por territorio o por categorías profesio-
nales se admite la extensión también en Hon-
duras, sólo que a gestión únicamente de las
autoridades del trabajo (CT, artículo 73).

Obviamente, en este caso poco frecuente en
la práctica de nuestros países, se trata de una
manifestación de intervencionismo estatal en
el mercado de trabajo, propio del modelo eco-
nómico anterior. El poco desarrollo de la nego-
ciación colectiva en el sector privado, ligado a
la limitada existencia de la organización sindi-
cal, ha generado pocas extensiones de este
tipo.

b) El arreglo directo

El arreglo directo es también un instru-
mento colectivo de carácter formal, celebrado
para la determinación de las condiciones de
trabajo, en el cual no figura como titular una
organización sindical sino una representación
del personal. En este caso, para efectos del ins-
trumento y de la defensa del interés colectivo,
asume presencia una representación del perso-
nal, por lo general nombrada únicamente para
esos fines.

Distintas denominaciones pueden encon-
trarse en la doctrina para esta especie de la

negociación colectiva que, como ya indicamos,
se caracteriza por la no presencia de la organi-
zación sindical, lo que obviamente la distin-
guiría también de la que hemos denominado
líneas arriba convención colectiva de trabajo.

Atendiendo al contenido de los convenios
internacionales, cabría señalar que dentro del
concepto genérico de negociación colectiva se
contempla también este tipo de instrumentos,
y que una referencia importante – aunque
no directa – la encontramos en el texto del
propio Convenio sobre los representantes de
los trabajadores, 1971 (núm. 135), y de la Reco-
mendación núm. 143 al establecer el primero
de ellos:

A los efectos de este Convenio, la expresión
«representantes de los trabajadores» comprende
las personas reconocidas como tales en virtud de
la legislación o la práctica nacionales, ya se trate:

a ) de re p resentantes sindicales, es decir, re p re-
sentantes nombrados o elegidos por los sindi-
catos o por los afiliados de ellos; o

b) de representantes electos, es decir, represen-
tantes libremente elegidos por los trabajado-
res de la empresa, de conformidad con las
disposiciones de la legislación nacional o de
los contratos colectivos, y cuyas funciones no
se extiendan a actividades que sean reconoci-
das en el país como prerrogativas exclusivas
de los sindicatos (artículo 3 del Convenio
núm. 135).

En la legislación de la República de Hondu-
ras, el contrato colectivo de trabajo (también
llamado convención colectiva) es el único ins-
trumento, y el mismo puede ser celebrado
indistintamente por un sindicato de trabajado-
res o por un grupo de trabajadores asociados
transitoriamente (CT, artículo 53). En este
único caso, ambos instrumentos se compren-
den en una sola entidad legislativa, con lo cual
la coalición temporal y el sindicato tendrán las
mismas atribuciones. Por ello, al establecer la
ley el Arreglo Directo (CT, artículo 790), se
establece para los efectos de la negociación
frustrada e iniciada por el sindicato, de donde
surgirá una convención colectiva, mientras que
cuando sea respecto a trabajadores no sindica-
dos surgirá – si se produce el acuerdo – un
pacto colectivo de condiciones de trabajo, que
ubicaríamos como el arreglo directo ya tratado
(CT, artículo 793).

Por el contrario, en Nicaragua y El Salvador
no existe ningún instrumento como al que nos
estamos refiriendo, de manera que el único
posible es aquél que se produce mediante la
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presencia sindical (convención colectiva de tra-
bajo), y cuando no exista organización de los
trabajadores, no podrán éstos utilizar la nego-
ciación colectiva directa. En la legislación de
Nicaragua, si bien se establece la figura del
arreglo directo (CT, artículos 371 y 372), se
encuentra previsto para las conversaciones
directas entre el empleador y la organización
sindical, así como para la celebración de las
convenciones colectivas de trabajo, pero no
para el ejercicio de la negociación colectiva por
los trabajadores coligados temporalmente.

Una admisión expresa del arreglo directo
figura en la legislación de la República de
Panamá, al establecerse que «… en ausencia de
dichas organizaciones [sindicales], los trabaja-
dores pueden presentar las quejas y peticiones
por medio de los comités de empresa o delega-
dos especialmente designados para tal efecto»
(artículo 423), y que el resultado de tales ges-
tiones se hará constar en un acta de arreglo que
debe remitirse a las autoridades administrati-
vas de trabajo (CT, artículo 424). En este caso,
cuando la gestión la formule un comité de
empresa o delegados, el instrumento resul-
tante seguirá siendo un instrumento de la
negociación colectiva en los términos plantea-
dos. La importancia de la mencionada regula-
ción estriba en que para evitar el carácter anti-
sindical que en ocasiones puede asumir esta
modalidad, se condiciona la misma a la no
existencia de organización sindical. Con ello se
evitan conductas contrarias a la libertad sindi-
cal por algunos empleadores.

En un similar sentido se encuentra regu-
lado este instrumento en las legislaciones de
Costa Rica (CT, artículo 504 ) y Guatemala (CT,
artículos 374 y 375), en los cuales un comité ad
hoc puede realizar negociaciones directas,
cuyos acuerdos se hacen constar en un acta que
se deposita ante las autoridades administrati-
vas de trabajo. A estas autoridades les corres-
ponde velar por que dichos acuerdos no violen
el contenido de la ley laboral y por su «rigu-
roso» cumplimiento. La diferencia sustancial
es que siendo instrumentos en los cuales no
participa la organización sindical, bien
podrían ser utilizados para evitar la presencia
de las organizaciones sindicales. En el caso de
Costa Rica, una reforma reciente (Ley núm.
7360, de 12 de noviembre de 1993) estableció
que el empleador tiene prohibida la negocia-
ción colectiva cuando no se realice con el sin-
dicato, si éste (el sindicato) ostenta una afilia-
ción de al menos la mitad más uno de los
trabajadores (Costa Rica, CT, artículo 370). Con
ello es de esperar que el arreglo directo sea rea-

sumido como un auténtico instrumento de la
negociación colectiva, despojado de todo
carácter antisindical.

En términos generales, en los tres países en
que se admite este tipo de instrumento las re g u-
laciones son bastante básicas o elementales, pre-
cisamente porque su principal característica es
que el mismo se admite con un carácter de sub-
sidiariedad respecto de los instrumentos de par-
ticipación sindical. Esa regla mantiene como
única excepción la particular regulación de
H o n d u r a s .

El contenido de la negociación
de naturaleza sindical

Un primer examen del contenido de la
negociación colectiva, restringido por razones
puramente prácticas a los instrumentos de
naturaleza sindical (la convención colectiva de
trabajo), nos orienta hacia la confirmación de la
hipótesis de que la negociación colectiva en los
países analizados se desarrolla en los términos
previstos por la ley laboral: restringida al
ámbito de la empresa, con un contenido limi-
tado a las relaciones laborales (individuales
y colectivas) y despojada de todo contenido
clasista.

Junto a lo anterior, debe considerarse que
los temas y las regulaciones incorporadas en
los instrumentos colectivos parten, frecuente-
mente, de las propias regulaciones legislativas.
En esos casos, las normas del instrumento
colectivo tienden a superar los mínimos esta-
blecidos por la ley, y/o a complementar las dis-
posiciones legales, pero sin apartarse de las
orientaciones básicas fijadas por el Estado
sobre cada uno de los temas.

La característica apuntada queda en evi-
dencia al analizar algunos de los temas princi-
pales, como son los casos de los contratos indi-
viduales de trabajo y las jornadas de trabajo y,
en general, respecto de todo aquello que la
doctrina define como las cláusulas normativas
del instrumento colectivo. En materia de con-
tratos individuales de trabajo, por ejemplo, las
partes tienden a distinguir en el instrumento
entre contratos a tiempo definido (a plazo y
por obra) y contratos a tiempo indefinido, a
partir de las definiciones ya efectuadas por la
ley laboral, precisando y/o puntualizando con-
tenidos específicos, pero sin llegar a regular o
especificar nuevas modalidades de contrata-
ción. Igual fenómeno se evidencia en el tema
de la jornada de trabajo, en donde los instru-
mentos colectivos también se limitan a reiterar
la tradicional distinción legislativa entre jor-
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nada ordinaria y jornada extraordinaria, sema-
nal y diaria; estableciendo jornadas ordinarias
menores o iguales a las fijadas por el legislador
y, respecto de la jornada extraordinaria, fijando
remuneraciones mayores o iguales a aquéllas
definidas por la ley ordinaria. Una conclusión
similar se obtiene al revisar contenidos en
materia de descansos, salarios y estabilidad en
el empleo3. En todos esos casos, las partes tien-
den a reiterar, con variaciones en favor de los
trabajadores, las regulaciones de la ley, convir-
tiéndose así el instrumento en un particular y
«pequeño» Código de Trabajo de ámbito res-
tringido. Hasta ahora parece entonces que la
negociación colectiva en Centroamérica y
Panamá se encuentra fuertemente ligada a los
contenidos de la ley laboral, si bien es cierto
mejorados en beneficio de los trabajadores,
pero cumpliendo también con una función de
respaldo al modelo de relaciones laborales
establecido a través de la legislación laboral.

Adicionalmente, y casi como una derivación
de lo anterior, es importante señalar que la nego-
ciación colectiva muestra también un re z a g o
considerable si se toma en cuenta la transforma-
ción del modelo económico social actualmente
en ejecución. En ese sentido, es evidente que el
contenido temático de la negociación colectiva
no muestra la inclusión de los llamados temas
e m e rgentes en el mundo del trabajo, y las pocas
excepciones a esa afirmación tan sólo confir m a n
la regla apuntada4 . Lo anterior es mucho más
evidente en aquellos países – la mayoría de los
analizados – cuyas legislaciones laborales no
han sufrido cambios en el ámbito del dere c h o
individual del trabajo orientadas hacia su trans-
formación en función del nuevo modelo econó-
mico social y sus re q u e r i m i e n t o s .

En ese sentido cabe afirmar que en estos
países, si los llamados temas emergentes no
cuentan aún con una regulación legislativa,
tampoco figuran como parte de la negociación
colectiva. Eso explicaría la ausencia de cláusu-
las en los instrumentos relativas a las nuevas
modalidades de contratación laboral, nuevas
formas de remuneración, jornadas de trabajo
no tradicionales, productividad, etc. Esta
situación de auténtica dependencia entre la ley
y el contenido de la negociación estaría mos-
trando los alcances – aún no explorados por
completo – de la apuntada funcionalidad del
sindicalismo respecto del modelo económico,
y particularmente la existencia de un rezago o
desajuste en la evolución del tema de la nego-
ciación colectiva y que alcanzaría incluso al
modelo mismo de relaciones laborales estable-
cido por la ley laboral.

Conclusiones

A partir de lo expuesto, pueden precisarse
algunas conclusiones generales:
• Tanto en lo que se refiere a los mecanismos

de solución autónoma de conflictos como
en el denominado ámbito directo se mani-
fiesta, al igual que en todo el derecho labo-
ral, una fuerte presencia estatal. Dicha pre-
sencia se manifiesta, entre otros aspectos,
en una abundante regulación legal de los
procedimientos, del instrumento, de sus
sujetos y de los contenidos de la negocia-
ción colectiva, con la finalidad de mantener
bajo control el conflicto y garantizar un con-
tenido que no contraríe el modelo de rela-
ciones laborales implementado por las
regulaciones estatales.

• La presencia sindical en la negociación
colectiva tiene un reconocimiento expreso y
formal, tanto en la legislación ord i n a r i a
como en las disposiciones constitucionales.
En ese sentido, la ausencia de la negociación
colectiva, que en la realidad centro a m e r i-
cana exponen reiteradamente las org a n i z a-
ciones de trabajadores, no obedece a la
ausencia de disposiciones legales, sino más
bien a la existencia de otros factores. Entre
éstos cabría pensar en la dificultad cre c i e n t e
y reconocida de obtener una presencia sindi-
cal verdadera en la empresa y/o en la insufi-
ciencia práctica de las normas existentes.

• Pese al reconocimiento de la apuntada pre-
sencia sindical en la negociación colectiva,
también se debe destacar que todas las
legislaciones admiten una presencia simul-
tánea de entidades ad hoc o de comités per-
manentes de trabajadores que para estos
efectos asumen también la negociación
colectiva. En estos casos, no todas las legis-
laciones contienen el principio de defensa
de la organización sindical como medida
para evitar acciones antisindicales deriva-
das de esta negociación colectiva de natura-
leza no sindical.

• El contenido fundamental de la negocia-
ción colectiva, atendiendo al plano pura-
mente formal de las normas legislativas, y
admitiendo, cuando proceda, la existencia
de cláusulas obligacionales, se orienta casi
exclusivamente hacia la modificación o
mejora de las normas de los Códigos de
Trabajo o de los contratos de trabajo (cláu-
sulas normativas) en beneficio de los traba-
jadores, sin que sea posible encontrar refe-
rencias expresas a temas actuales relativos a
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la implementación de un nuevo modelo
socioeconómico. En ese sentido es notoria
la ausencia de referencias legislativas espe-
cíficas respecto de los temas emergentes en
el mundo del trabajo tales como productivi-
dad o flexibilidad.
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Notas

1 Una de las más importantes regulaciones internaciona-
les en esta materia se encuentra en el Convenio núm. 98 de
la OIT sobre el derecho de sindicación y negociación colec-
tiva, 1949. Este Convenio en su artículo 4 establece: «Debe-
rán adoptarse medidas adecuadas a las condiciones nacio-
nales, cuando ello sea necesario, para estimular y fomentar

entre los empleadores y las organizaciones de empleadores,
por una parte, y las organizaciones de trabajadores por la
otra, el pleno desarrollo y uso de procedimientos de nego-
ciación voluntaria, con objeto de reglamentar, por medio de
contratos colectivos, las condiciones de empleo».

2 En este punto resulta importante distinguir el instru-
mento que tratamos de lo que la doctrina ha denominado
contrato de equipo, llamado erróneamente en algunas legisla-
ciones «contrato colectivo» (Costa Rica, CT, artículo 49, y
Guatemala, CT, artículo 38), el cual es más bien un instru-
mento entre patrono y sindicato, pero destinado a pactar un
trabajo específico (y no condiciones de trabajo), y en el cual
el sindicato señala, bajo su responsabilidad y cumpliendo el
papel de verdadero intermediario en las relaciones labora-
les, cuáles de sus miembros cumplirán con la prestación de
un determinado servicio como contrapartida de un precio
global a cargo del empleador, empleadores o sindicato de
empleadores involucrado en el contrato.

3 En materia de estabilidad laboral, la regla general con-
siste en establecer indemnizaciones mayores que las fijadas
por la ley laboral ordinaria, y sólo excepcionalmente hacia el
establecimiento de regulaciones que impidan el despido
injustificado.

4 La excepción podría encontrarse en la República de
Panamá, tomando en consideración las transformaciones
generadas por la Ley núm. 44, del 12 de agosto de 1995, y sus
efectos en el contenido de la negociación colectiva.
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El marco legal

Los países andinos, de tradición jurídica
romanista, vertebran el sistema normativo
laboral en torno a la ley. No obstante, en la
medida en que la industrialización y el desa-
rrollo avanzaron, y siempre que la situación
política lo facilitó, la autonomía colectiva se ha
ido abriendo espacios propios que incluso han
precedido a veces al desarrollo legal. En gene-
ral, sin embargo, el reglamentarismo excesivo
existente en la región ha restado importancia a
la negociación colectiva, no sólo trabando
(incluso a veces de forma intencionada) el
desarrollo de la libertad sindical, sino provo-
cando un desfase notable entre la norma
escrita y la norma aplicada.

Si bien presentan similitudes generales, los
cinco países – Bolivia, Colombia, Ecuador,
Perú y Venezuela – han desarrollado modelos
de relaciones colectivas muy distintos entre sí
y que, en definitiva, presentan un marco
variado por las bifurcaciones económicas,
sociales e históricas.

Sin perjuicio de una orientación u otra, la
tendencia legislativa en los cinco países
p a rece inclinarse lentamente a favor de una
mayor participación de los actores sociales en
la elaboración de la normativa, y así se cre a n
mesas de concertación sobre relaciones labo-
rales (Ecuador), se firman acuerdos tripartitos
que propician la reforma del Código de Tr a-
bajo (Venezuela) o se gestionan y desarro l l a n
p royectos para mejorar la cultura de re l a c i o-
nes laborales (Colombia). En contrapartida,
países como el Perú son pioneros en la re g i ó n
andina de la puesta en práctica de la fle x i b i l i-
dad legal.

Caracteres generales de la legislación

Aunque el sistema de fuentes laborales lati-
noamericano tiene sus raíces en las constitu-
ciones nacionales (las Cartas Magnas de los
cinco países contienen disposiciones relativas a
la negociación colectiva1) – de hecho Colombia,
Ecuador y Perú garantizan expresamente el
derecho a la negociación colectiva –, son las
diferentes leyes de trabajo las que regulan la
existencia de dicha institución y de su procedi-
miento. Así, el contrato colectivo es desarro-
llado en Bolivia por el Decreto Reglamentario
núm. 224, de 22 de agosto de 1943 (que desa-
rrolla la Ley General del Trabajo – LGT), y por
el Decreto Supremo núm. 05051, de 1 de octu-
bre de 1958. Las convenciones colectivas, los
pactos colectivos y los contratos sindicales son
regulados en Colombia por el Código Sustan-
tivo de Ttrabajo (artículo 467), mientras que en
Ecuador el contrato o pacto colectivo se regla-
menta por el Código de Trabajo (artículo 226).
Por último, en Perú (la única normativa no
codificada) por la Ley núm. 25593 de relacio-
nes colectivas de trabajo de 2 de julio de 1992 2,
y en Venezuela la convención colectiva se
regula por la Ley orgánica de trabajo.

Si bien se desarrolló tempranamente toda
una normativa destinada a regular la actividad
sindical 3, la evolución de la legislación ordina-
ria en los cinco países ha sido muy variable, y
así se observa al considerar las fechas de pro-
mulgación de las normas vigentes: Bolivia
cuenta con la normativa más antigua de la
región y no ha observado grandes cambios en
los últimos años, a pesar de ser un país afec-
tado directamente por los programas de ajuste
estructural. En Ecuador, aunque la última
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reforma data de 1991, las codificaciones de
1961, 1971 y 1978 operaron como reformas par-
ciales no habiéndose revisado el cuerpo origi-
nal de 1938 en su conjunto, lo que provoca en
la práctica la existencia en su texto de desajuste
y desfases. En cuanto a las legislaciones de
Colombia, Perú y Venezuela, han sido sustan-
cialmente revisadas en el curso de los últimos
años desde perspectivas muy diferentes (flexi-
bilizadoras las dos primeras y garantista la
última).

En relación a los convenios sobre libertad
sindical de la OIT, y en particular al núm. 87
sobre la libertad sindical y la protección del
derecho de sindicación y al núm. 98 sobre el
derecho de sindicación y de negociación colec-
tiva4, todas las legislaciones presentan, aún,
problemas de fondo que han sido señalados de
longa data por la Comisión de Expertos en Apli-
cación de Convenios y Recomendaciones de la
Organización.

Tipos de negociación e instrumentos

Aunque en ninguno de los cinco países
parecen existir límites al ámbito de la negocia-
ción colectiva (empresa, rama, gremio) – úni-
camente el Perú5 y Venezuela6 establecen nor-
mas más o menos detalladas sobre la celebra-
ción y aplicación de los convenios de rama y/o
de gremio –, en la práctica, y salvo en el caso de
Venezuela, la negociación queda circunscrita al
ámbito de la empresa.

Los tipos de «acuerdos colectivos» varían y
no únicamente en razón de la terminología
(ver supra). En Bolivia, Perú y Venezuela sólo
existe un único tipo de convenio colectivo en la
ley (llamado contrato en Bolivia y convención
colectiva en los otros dos países) y que es aquél
que se celebra entre uno o más empleadores, o
una asociación o sindicato de empleadores y
un sindicato, federación o confederación de
sindicatos de trabajadores (en el Perú se prevé
que en caso de ausencia de las mismas, pueda
celebrarse por representantes de los trabajado-
res interesados), con objeto de determinar
las condiciones de trabajo o de reglamentarlas
(Bolivia), de regular las remuneraciones, las
condiciones de trabajo y productividad y de-
más aspectos de las relaciones laborales (Perú),
o de establecer las condiciones conforme a las
cuales debe prestarse el trabajo y los derechos
y obligaciones que corresponden a las partes
(Venezuela).

En Colombia se regula la existencia de con-
venciones colectivas (celebradas entre uno o
varios empleadores o asociaciones de emplea-

dores y uno o varios sindicatos o federaciones
sindicales de trabajadores para fijar condicio-
nes de trabajo), pactos colectivos (convencio-
nes celebradas entre empleadores y trabajado-
res no sindicados) y contratos sindicales (uno
o varios sindicatos de trabajadores con uno o
varios empleadores o sindicatos de empleado-
res para la prestación de servicios o ejecución
de una obra por medio de sus afiliados). En el
Ecuador, junto al contrato o pacto colectivo
(celebrado entre uno o más empleadores o aso-
ciaciones de empleadores y una o más asocia-
ciones de trabajadores, a fin de establecer las
condiciones o bases conforme a las cuales han
de celebrarse los contratos individuales de tra-
bajo), aparece el contrato colectivo obligatorio,
es decir, el que en virtud de un decreto ejecu-
tivo dictado de conformidad a la ley se aplica a
todos los empleadores de una misma rama de
industria y en una provincia determinada
siempre que, originariamente, fuere celebrado
por las dos terceras partes de los respectivos
empleadores y trabajadores organizados.

Las partes legitimadas

Los sindicatos de trabajadores son, en los
cinco países, las partes legitimadas para nego-
ciar en nombre de los trabajadores, reconoci-
miento que se extiende expresamente a las
federaciones en Bolivia, Colombia, Perú y
Venezuela, y a las confederaciones en Bolivia y
Venezuela. No obstante, los trabajadores no
sindicados pueden, como se vio anterior-
mente, celebrar convenios en Colombia y en
Perú. En Venezuela 7, a falta de sindicato, en los
convenios de empresa pueden negociar colec-
tivamente los representantes expresamente
elegidos por la mayoría de trabajadores.

En el Ecuador, en caso de existir comité de
empresa (lo que en la práctica es habitual) es él
mismo quien ostenta el derecho preferente a
negociar, debiendo abstenerse el resto de aso-
ciaciones de trabajadores.

En caso de coexistir más de un sindicato en
la empresa, todas las organizaciones deben for-
mar una sola representación para negociar un
contrato colectivo en Bolivia, mientras que en
Colombia y en Perú se aplican reglas de sindi-
cato más representativo para otorgar tal legiti-
mación8. Similar regla se aplica en el Ecuador
cuando no existe comité de empresa.

En cuanto a la parte empleadora, la defini-
ción misma del convenio colectivo legitima en
todos los países a uno o varios empleadores o
asociación-sindicato de empleadores o a varias
organizaciones de empleadores 9, sin que exis-
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tan reglas específicas sobre la representación,
pues, al poder negociar el empleador indivi-
dual, no es necesario determinar cuál es el sin-
dicato más representativo.

Procedimiento

El procedimiento de negociación colectiva
es similar en su inicio en los cinco países, en
cuanto exige la presentación de un pliego de
peticiones (en Colombia es también necesario
el pliego para iniciar un conflicto colectivo). El
contenido mínimo del mismo se fija expresa-
mente en la legislación boliviana y peruana,
señalándose en Colombia que el pliego deberá
contener peticiones relativas a las condiciones
de trabajo.

El pliego se presenta directamente ante el
empleador en Colombia y Perú, debiendo pre-
sentarse ante el inspector de trabajo para trans-
misión en Bolivia, Ecuador y Venezuela.

Una vez constituida la mesa de negociación
se abre la etapa de arreglo directo, que varía de
cinco días (Colombia) a un plazo indetermi-
nado en el Perú o Venezuela. En caso de fraca-
sar el arreglo, y tras informar a la autoridad de
trabajo, se inicia la conciliación, salvo en el
caso colombiano donde no existen normas al
respecto por no contemplarse la conciliación
dentro del procedimiento de negociación
colectiva. El arbitraje está previsto en los cinco
países como forma de solución de conflicto tras
no superarse la conciliación. Es obligatorio en
Bolivia y Ecuador, y en algunos supuestos (ser-
vicios públicos esenciales) en Colombia, Perú y
Venezuela, aunque en estos tres países tiene
normalmente carácter facultativo.

La intervención del Estado en el procedi-
miento de negociación colectiva se constata de
forma palpable en todos los países, incluso si la
tendencia desreguladora y el impulso para
reforzar la autonomía de la voluntad en las
relaciones colectivas parece ser una nueva
óptica. Así, por ejemplo, en Venezuela la pre-
sencia estatal constante se observa, en especial,
en la duración y en el muy reglamentado pro-
cedimiento de negociación de los convenios de
rama (reunión normativa laboral), excesiva-
mente largos y complejos y que pueden llegar
a durar cerca de un año, a pesar de que la ley
establece que las negociaciones no excederán
de 60 días. En el Perú, si bien la intervención
del Estado ha cedido terreno, no ha desapare-
cido totalmente10, pues el ejecutivo se ha reser-
vado instrumentos suficientes como para no
perder el control final. De hecho, la nueva
norma mantiene la regulación heterónoma por

el Estado, la periodicidad estática de los con-
venios y la descentralización de su nivel (dis-
poniéndose por ley, además, en la hipótesis de
una negociación colectiva articulada, la necesi-
dad y la forma de vertebración entre los dife-
rentes niveles).

Es indudable que el legalismo y la interven-
ción condicionan el desarrollo real de la nego-
ciación en los cinco países. La fuerza y la pre-
sencia de los actores sociales en el panorama
colectivo es, asimismo, un factor innegable que
permite identificar el verdadero desenvolvi-
miento de los acuerdos. Con relación a los acto-
res, se observa en los cinco países un descono-
cimiento creciente de las necesidades prácticas
en la preparación del convenio, falta de con-
sulta con las bases y una clara tendencia a la
confrontación11 –remarcable históricamente en
Bolivia –, especialmente desde la perspectiva
de las organizaciones sindicales. Además, las
federaciones sindicales no parecen considerar
que haya mejorado la confianza mutua de los
actores de la negociación, aunque se observa
un progreso en la comunicación y la transmi-
sión de información no manipulada y en una
óptica hacia la búsqueda de soluciones mutua-
mente aceptables (situación que parece repe-
tirse en Venezuela y Ecuador).

Eficacia de los convenios

En Bolivia y Colombia (cuando los afiliados
no exceden de la tercera parte del total de los
trabajadores de la empresa) el contrato colec-
tivo obliga no sólo a los que han celebrado sino
también a los que posteriormente se adhieran a
él por escrito, así como a los que ulteriormente
ingresan en el sindicato 12, vinculando sólo a los
representados por el sindicato o asociación
profesional en el Ecuador 13. En el Perú la legis-
lación tiene fuerza vinculante para las partes
que la adoptan, obligando a éstas y a aquéllas
en cuyo nombre se celebró y a quienes les sea
aplicable, así como a los trabajadores que se
incorporan después de su celebración a la
empresa, salvo los cargos de confianza, mien-
tras que en Venezuela las estipulaciones bene-
fician a todos los trabajadores de la empresa
(efecto erga omnes), salvo que las partes exclu-
yan de su aplicación a personas que ocupan
puestos de dirección, inspección o confianza.

Contenido legal, duración

Las estipulaciones de los convenios pasan a
formar parte de los contratos individuales en
los cinco países y se aplican a las relaciones
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colectivas e individuales de trabajo de las par-
tes a las que dichos convenios cubren. En
Colombia, Ecuador y Perú se determinan los
contenidos mínimos, mientras que en Bolivia
se establece con carácter general que los con-
venios regulen las condiciones de trabajo sin
estipular condiciones contrarias a la ley, a las
buenas costumbres y al interés público.

En lo relativo a la duración de los conve-
nios, en Bolivia y en Perú el plazo mínimo es
de un año, aunque en el Perú las partes pueden
establecer plazos mayores para la convención
en su conjunto o para parte de la misma. Por
otro lado, en Venezuela el plazo es entre dos
años mínimo y tres máximo. En Colombia, las
partes lo establecen en la convención, presu-
miendo, por defecto, una duración de seis
meses. En el Ecuador, el contrato colectivo
puede celebrarse por tiempo indefinido, por
tiempo fijo o por duración de una obra o servi-
cio determinado. Si no se establece plazo se
presume que es revisable cada dos años a pro-
puesta de cualquiera de las partes.

La práctica de la negociación colectiva

Si bien como se observó existe una pro f u s a
reglamentación, la aplicación de la negociación
colectiva plantea numerosas interrogantes. A
excepción de Venezuela, los países andinos
p a recen presentar un denominador común en
el terreno de las relaciones laborales: la nego-
ciación colectiva ha sufrido un fuerte re t ro c e s o
en los últimos años. Este re t roceso se manifie s t a
en una disminución del número de convenios
firmados y de trabajadores cubiertos, en un
e m p o b recimiento de sus contenidos y en una
p é rdida de peso de la negociación de rama
f rente a la negociación de empresa o individual.

Las causas que explican esta marcha atrás
están estrechamente ligadas a la pérdida del
poder negociador de los sindicatos. Las men-
cionadas reformas en las legislaciones labora-
les de los países andinos han tenido un fuerte
impacto en las organizaciones de trabajadores.

En Venezuela, por el contrario, ha sido precisa-
mente el Estado el que ha impulsado la firma
de acuerdos colectivos.

Número de convenios firmados

El cuadro 1 muestra claramente la magni-
tud del deterioro de la negociación colectiva.
En el Ecuador y el Perú se ha reducido drásti-
camente el número de convenios firmados,
pero además en este último país también se ha
reducido el número de pliegos presentados
(2.015 en 1990 frente a 998 en 1996), lo que
supone un doble desaliento: no sólo empeoran
los resultados, sino que las organizaciones de
trabajadores se desaniman a la hora de plan-
tear sus reivindicaciones. En Bolivia, por su
parte, la política salarial en vigencia desde
1990, y que obligaba a las partes en la empresa
a llegar a acuerdos en materia de salarios,
impide que esta práctica pueda denominarse
negociación colectiva en el sentido formal del
término. A pesar de ello, la eliminación de esta
política en 1993 hace caer el número de acuer-
dos firmados anualmente: de 3.065 en 1993 a
2.182 en 1995.

En Colombia, a pesar de que el cuadro
muestra una mejora de la negociación colectiva
a partir de 1994 debido a la salida de la fuerte
crisis económica, se vive en los últimos años un
estancamiento del número total de contratos
colectivos, con una tendencia hacia una pérd i d a
de peso de las convenciones colectivas en favor
de los pactos colectivos. Lo grave de esta evolu-
ción radica en que más del 80 por ciento de los
pactos colectivos no son resultado de auténticas
negociaciones entre trabajadores y empleado-
res, sino que son contratos impuestos por estos
últimos a los que se adhieren los trabajadore s .
Hay que destacar, sin embargo, que en algunos
s e c t o res particulares de técnicos y pro f e s i o n a l e s
de importancia creciente existe una negociación
auténtica de pactos colectivos, suscritos por
a c t o res legitimados, lo que lo aproxima a una
negociación colectiva formal.

Cuadro 1. Número de contratos colectivos suscritos por año entre 1990 y 1997

País 1990 1991 1992 1993 1994 1995 1996 1997

Bolivia14 0 0 0 0 0 0 0 nd
Colombia15 660 437 468 nd 496 516 607 nd
Ecuador 334 313 308 221 216 197 206 nd
Perú 1.762 1.402 40116 1.059 883 803 623 nd
Venezuela nd nd 1.139 814 924 879 594 485

nd = no disponible.
Fuente: elaboración propia a partir de los estudios nacionales.
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En Venezuela, aunque el número de con-
venciones colectivas ha disminuido, el número
de trabajadores cubiertos ha aumentado en los
tres últimos años. Dicho aumento refleja la
peculiar realidad negociadora venezolana, más
enfocada a alcanzar acuerdos de rama que a
reforzar la negociación en la empresa.

En el caso de Bolivia, existen obstáculos que
impiden el desarrollo de una auténtica nego-
ciación colectiva. La principal barrera es su
propia legislación laboral. Al contemplar la ley
los contratos colectivos y la negociación colec-
tiva dentro de la normativa laboral individual,
no le está asignando al sindicato y a las asocia-
ciones empresariales un papel preponderante
en la determinación del contrato de trabajo. Lo
que está alentando es que sea el mercado el
que determine la relación laboral de acuerdo a
la productividad de trabajo individual. Ade-
más, tanto la Ley General del Trabajo como los
estatutos de los empleadores limitan su facul-
tad para representar a sus afiliados en materia
social.

El sindicalismo en Bolivia, por otro lado, al
optar durante varias décadas por el enfrenta-
miento en la solución de conflictos laborales,
no ha permitido un acercamiento hacia los
conceptos de negociación. Es más, al asimilar
los dirigentes sindicales que democracia y neo-
liberalismo son dos aspectos que se comple-
mentan, comienzan a estructurar todo un
«cuerpo teórico» anticoncertación. El tamaño
de la empresa y la capacidad de crear sindica-
tos en su seno también explica este empeora-
miento: el número mínimo de afiliados para
constituir organizaciones de trabajadores en la
empresa limita enormemente la capacidad de
los trabajadores para negociar, en especial con-
siderando el reducido tamaño de la industria
en algunos de estos países.

A esto se añade la heterogeneidad del
empresariado, con distinta capacidad finan-
ciera y tecnológica, entre los productores de
una misma rama industrial, que impide que se
puedan firmar contratos de rama en algunos
países.

Ambito de la negociación colectiva

La negociación colectiva en los países andi-
nos es fundamentalmente de empresa. Los
acuerdos de rama son prácticamente inexisten-
tes en el Perú, Bolivia y Ecuador, y constituyen
una excepción en Colombia.

Existen múltiples factores que explican este
hecho, pero la legislación laboral ha sido clave,
dificultando, y en algunos casos impidiendo,

que la negociación se desarrolle por rama. Así,
en Colombia la ley no excluye la negociación
de rama, pero reconoce validez sólo a los con-
tratos negociados o ratificados en el ámbito de
la empresa. En la actualidad, en este país no
hay más que dos acuerdos negociados a un
nivel superior al de la empresa (rama bananera
y la eléctrica). Por otra parte, los convenios de
rama sólo se registran cuando se ratifican en
las empresas, por lo que las estadísticas oficia-
les en ocasiones no los reflejan.

La legislación también pone trabas muy
fuertes para el desarrollo de las negociaciones
sectoriales o de rama en el Perú, uniéndose a
esto las presiones ejercidas por las org a n i z a c i o-
nes empresariales, que siempre han preferido la
negociación de empresa. La situación ha llevado
a la casi desaparición de los acuerdos de r a m a1 7

en un período de tan sólo cinco años. E n el Ecua-
dor apenas existe la negociación de rama, y la
mayoría de los contratos se celebran entre el
empleador y una asociación de trabajadore s .

En Venezuela, por el contrario, la fuerte
intervención de las autoridades laborales ha
dado lugar a una serie de acuerdos de rama en
s e c t o res clave de la economía: en el país vienen
celebrándose un número de importantes conve-
nios sectoriales, a destacar los acuerdos alcan-
zados para los trabajadores de la industria
p e t rolera, construcción, madera, plástico y deri-
vados, o pieles y tenerías.

Cobertura

El análisis de la cobertura de los convenios
colectivos se complica tanto por la dificultad
de obtener datos fiables como por la distinta
naturaleza de los acuerdos firmados. Pese a
estos obstáculos, la cobertura es escasa y es
Venezuela el país con un mayor porcentaje de
trabajadores cubiertos. Lo preocupante no es
sólo la baja cobertura, sino su incesante dismi-
nución en los últimos años. En el Perú, por
ejemplo, los trabajadores cubiertos por la
negociación colectiva descendieron en un 68
por ciento entre 1991 y 1994, mientras que en el
Ecuador esta disminución fue del 4 por ciento
(ver cuadro 2).

El aumento de la cobertura que se observa
en Colombia refleja la recuperación de la caída
vertical que sufrió en 1991 a causa de la crisis
económica. Sin embargo, observando un perío-
do más largo, las tendencias generales son de
declive, más acentuado en algunos sectores
que en otros18.

Conviene destacar que, a pesar de esta ten-
dencia negativa, en algunos países del área
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andina se producen una serie de negociaciones
paralelas que dan lugar a otro tipo de acuerdos
o arreglos informales, que, por ejemplo, hacen
que en Colombia la cobertura alcance al 17 por
ciento de la población activa ocupada.

La baja cobertura está relacionada con la
p é rdida de peso de la negociación colectiva en
los países andinos, a lo que contribuye la dis-
minución de la tasa de afiliación sindical en las
e m p resas; la re e s t ructuración y apertura eco-
nómicas; los procesos de privatización; la sub-
contratación y el menor tamaño de las empre-
sas; el surgimiento de sectores económicos en
los que no existe experiencia sindical o el cre-
cimiento del sector informal 1 9, en el que la
remuneración, las condiciones de trabajo y las
oportunidades re f e rentes al empleo y a los
i n g resos no son un tema negociable con un
e m p l e a d o r, sino que dependen de muy distin-
tos actore s .

En Venezuela, la firma de dos normativas
laborales para los trabajadores del sector
público y los convenios de rama firmados en
1996 en los sectores de agricultura, caza, silvi-
cultura y pesca y de comercio, restaurantes y
hoteles, hace que aumente drásticamente el
n ú m e ro de trabajadores amparados ese año2 0

Sin embargo, las negociaciones de empre s a ,
p redominantes en Venezuela, parecen no
seguir la misma tendencia que las de rama.

Contenidos de los convenios colectivos

Los convenios colectivos de los países
andinos son escasos en contenido y muestran,
en bastantes ocasiones, una tendencia hacia el
e m p o b recimiento de los temas negociados. En
algunos países, el contenido se limita a lo
fijado como mínimo obligatorio por la norma.

Período de vigencia

La duración más frecuente en gran mayoría
de los convenios colectivos firmados en los paí-
ses andinos es de dos años (por efecto de la
legislación), excepto el Perú, en donde el perío-
do de vigencia es de un año2 1. Pero incluso en
este último país existen casos que muestran una
mayor presión empresarial por ampliar los pla-
zos de vigencia de los convenios. Este hecho se
f a v o rece por un entorno económico estable que
reduce los riesgos de una pérdida drástica de las
remuneraciones de los trabajadores que era fre-
cuente en el período infla c i o n a r i o2 2.

Igualmente, se observa una tendencia por
parte de muchas organizaciones sindicales a
solicitar una vigencia menor, debido a los altos
índices de inflación históricos en la región
andina y que sitúa en un terreno muy incierto
el incremento salarial para el segundo período
convencional. En los últimos años esto se ha
resuelto negociando el segundo período a par-
tir del incremento del Indice de Precios al Con-
sumo (IPC) esperado y agregándole uno o más
puntos por encima de este indicador.

En Venezuela es común encontrar conve-
nios con una duración de tres años, al estable-
cer el artículo 523 de la Ley Orgánica del Tra-
bajo (LOT) los límites máximo y mínimo entre
dos y tres años, pudiendo revisarse determina-
das cláusulas en períodos menores.

Temas negociados

El salario

El aumento de los salarios es el tema princi-
pal, y a veces el único, contenido en los conve-
nios colectivos en los países andinos. Ningún

Cuadro 2. Cobertura de la negociación colectiva entre 1991 y 1996

País Población Población Número de Porcentaje de
económicamente asalariada trabajadores trabajadores 
activa cubiertos cubiertos a

1991 1996 1991 1996 1991 1996 1991 1996

Bolivia nd nd nd nd nd nd 0 0
Colombia nd nd 10.357.000 11.994.000 141.403 169.505 1,36 1,41
Ecuador 3.359.767 3.790.300 1.427.759 nd 189.528 182.903 5,6b 4,8b

Perú c 1.006.409 1.212.318 1.006.409 1.212.318 279.293 89.428 27,75 7,38
Venezuela nd nd nd nd nd 1.067.835 nd nd

nd = no disponible.
a Puesto que la gran mayoría de los contratos colectivos duran dos años, la tasa de trabajadores ocupados cubiertos
por la negociación colectiva sería aproximadamente el doble de la que figura en las columnas.
b El porcentaje se refiere a población económicamente activa amparada por negociación colectiva.
c Los datos proporcionados se refieren al área de Lima metropolitana.
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otro factor tiene la carga y la trascendencia que
tiene el salario. Del 82 al 100 por ciento de los
convenios colectivos tienen cláusulas salaria-
les. Sin embargo, algunos estudios destacan la
paulatina pérdida de importancia de los temas
salariales frente a otros negociados en conve-
nio colectivo.

Los incrementos remunerativos se hacen de
manera directa mediante un aumento general
y una cláusula de salvaguarda, o de manera
indirecta a través de algunas bonificaciones
colaterales. El referente más utilizado para la
negociación de los salarios y demás aspectos
económicos de la convención colectiva ha
sido el IPC. Por otro lado, se observa una casi
total ausencia de la productividad en las nego-
ciaciones.

En referencia a la negociación de la remu-
neración, merece la pena resaltar el caso de
Bolivia, país en el que, como ya se ha señalado,
la negociación está centrada únicamente en el
salario.

Otros temas negociados

En cuanto al resto de los temas tratados, los
estudios muestran una gran pobreza de conte-
nidos y escasa innovación. Por distintas razo-
nes, entre las que se encuentran los cambios en
los métodos productivos, los escasos cambios
no se han encaminado hacia un enriqueci-
miento de los acuerdos, sino hacia un mayor
empobrecimiento. En ocasiones, este proceso
se ha dado en un nuevo marco legal, que intro-
duce modificaciones sustantivas sobre este
punto. En el Perú, por ejemplo, se ha otorgado
al empleador potestad para compartir la deter-
minación de los contenidos de la negociación,
pudiendo establecer cláusulas nuevas o susti-
tutivas. Por otro lado, la puesta en práctica de
la Ley núm. 25593 de Relaciones de Trabajo
Colectivas (LRTC) implicó una revisión inte-
gral de los convenios colectivos, obligando a
las organizaciones sindicales a volver a discu-
tir cada uno de los puntos que ya eran parte de
sus beneficios permanentes.

El análisis de los acuerdos en vigor constata
que el mínimo normativo de los temas a tratar
en la práctica se convierte en un máximo. Ade-
más, en la mayoría de los casos lo pactado en
materia de licencia sindical se limita a repro-
ducir lo señalado por la norma vigente, y
en algunos casos se llegan a establecer benefi-
cios menores o se deja como potestad de la
empresa. Al margen de la poca innovación
señalada, hay que destacar el alto porcentaje
de convenios que incluyen la cláusula de esta-

bilidad en el trabajo, que aparece en los contra-
tos colectivos desde 1976. Su demanda se ha
incrementado constantemente y en la actuali-
dades es la principal reivindicación de los tra-
bajadores. Esto demuestra su importancia en la
actual situación de crisis y liberalización de la
mano de obra que amenaza el empleo.

En Colombia y Venezuela el contenido
parece ser más rico que el del resto de los paí-
ses andinos, aunque, según se señala en los
estudios nacionales, desde principios de la
pasada década no se ha conseguido ninguna
gran conquista nueva. A duras penas se logra
salvaguardar los ingresos reales y las cláusulas
preexistentes. Los principales cambios residen
en la fusión de algunos comités paritarios, más
que en su eliminación; en el encarecimiento de
los despidos facilitados por la nueva legisla-
ción; en la capacitación y algún acuerdo para la
formación de los trabajadores; en el compro-
miso con la productividad y la calidad; y en
relación con el derecho a la información.

Es importante señalar que los pactos colec-
tivos en Colombia, impuestos en una alta pro-
porción, ostentan contenidos significativa-
mente menos favorables para los trabajadores
y sindicatos que las convenciones. Escasean las
cláusulas normativas y, en particular, los comi-
tés paritarios, que implican participación en el
proceso de trabajo. Los niveles e incrementos
económicos que garantizan los pactos son tam-
bién claramente inferiores.

Flexibilidad laboral
y negociación colectiva

En los países andinos, como en el resto de la
región, el debate sobre la flexibilidad sigue
siendo central, e inspira posiciones radicales
basadas en una concepción del derecho del tra-
bajo y de las relaciones laborales legalista y
fundamentada tanto en el intervencionismo
del Estado como en la limitación de la autono-
mía colectiva.

La flexibilidad se ha introducido funda-
mentalmente a través de la ley y, salvo en el
caso peruano, su desarrollo normativo puede
considerarse aún incipiente si se compara su
evolución con otros países de la región (por
ejemplo, Argentina) y con otras partes del
mundo. Bolivia representa, como se indicó
anteriormente, un caso peculiar, pues en 1939
(fecha de la ley laboral en vigor) hablar de fle-
xibilidad no tenía cabida desde la percepción
actual.

En este ámbito subregional, en general, la
flexibilidad en la práctica ha venido entendién-
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dose por la empresa como la posibilidad de
reducir el personal estable, a partir de incenti-
vos para su renuncia o para acelerar las jubila-
ciones (Perú), situación que ha implicado en
muchos casos la contratación de nuevos traba-
jadores sobre bases temporales, con menor
cobertura y protección insuficiente.

Desde otra perspectiva, para evitar este tipo
de flexibilidad en Colombia existen contratos
colectivos que incluyen limitaciones a la con-
tratación temporal o introducen cláusulas para
la defensa de la contratación indefinida. En la
misma línea, algunos (escasos) contratos en
este país mejoran las tablas de indemnización
legales.

La limitación de la indexación salarial es
una propuesta flexibilizadora comúnmente
recogida en los convenios colectivos (por ejem-
plo en el Ecuador). En Colombia, la re d u c c i ó n
de los costos laborales es considerada uno de
los temas centrales junto a la modernización
p roductiva. En tal sentido, las empresas intro-
ducen en las negociaciones propuestas destina-
das a limitar viejas conquistas sindicales, tales
como el servicio de comedor en la empresa a
cambio de precios simbólicos, la venta de pro-
ductos fabricados por la empresa a porc e n t a j e s
muy reducidos, etc. En este mismo ámbito, en
algunas empresas se pueden encontrar cláusu-
las que establecen la remuneración en función
del rendimiento (Colombia2 3 y Venezuela). No
obstante, la introducción de incentivos econó-
micos (factores de habilidad y aptitud pro f e s i o-
nal) es siempre por vía empresarial y abarca a
no más de un 20 por ciento de las empre s a s .

En materia de jornadas, son muy escasas las
e m p resas que en los cinco países negocian
anualizaciones o flexibilizaciones, pro d u c i é n-
dose, sin embargo, «adaptaciones» en la prác-
tica del tiempo de trabajo, decididas indivi-
dualmente por el empleador en función de los
períodos de demanda 2 4. Por ejemplo en el Perú,
en algunos convenios se desarrolla el régimen
flexible de jornadas establecido en la ley (por
ejemplo en el convenio de Cervecería Backus y
Johnston S.A.), a veces reduciéndola (CODIEX)
y fijando descansos compensados, intro d u-
ciendo sistemas de trabajo de producción conti-
nuada y turnos rotativos (Compañía Nacional
de Cervezas, o Sudamericana de Fibras).

La subcontratación es igualmente un fenó-
meno evidente en las negociaciones en el seno
de la empresa, y de hecho se reconoce en varios
contratos colectivos en el Ecuador y Colombia.
En el Ecuador, la paradoja se produce cuando
el propio sindicato solicita, para prevenir des-
pidos o compensarlos, bien mayores indemni-

zaciones, bien su nueva contratación a través
de los subcontratistas (lo que, en principio,
podría plantear una pérdida de derechos, por
cuanto las subcontratas presentan en la prác-
tica garantías jurídicas inferiores para sus tra-
bajadores a las que por ley debe otorgar la
empresa principal). A la inversa, en Colombia
se observan cláusulas contractuales que prohi-
ben totalmente las subcontrataciones (un 25
por ciento de los convenios según la muestra
realizada en el estudio nacional).

El cambio tecnológico y organizativo se
registra en muy pocos acuerdos y se concentra
generalmente en empresas multinacionales y
en algunas de sector tradicional, que renuevan
radicalmente sus procesos y maquinaria. Los
sectores servicios (energía o telecomunicacio-
nes, por ejemplo) han iniciado un proceso de
renovación tecnológica en Bolivia, Perú y
Venezuela con impacto en la organización del
trabajo en la planta, pero sin repercusión efec-
tiva en los convenios de empresa o grupo, al
menos en Colombia y Venezuela. La multifun-
cionalidad o polivalencia de funciones ha sido
más aplicada por vía empresarial unilateral y
se puede observar en un 25 por ciento de las
empresas (estudio colombiano).

La estrategia y respuesta sindical en mate-
ria de flexibilidad resulta difícil de valorar al
responder a diversos elementos y a ópticas de
presión diferentes. En efecto, mientras que en
países con una alta apertura flexibilizadora,
como el Perú, algunas directivas sindicales
ensayaban incorporar nuevos temas a la nego-
ciación desde una perspectiva organizativa
novedosa25, y sin perjuicio de que las empresas
las hayan ignorado en la práctica, la mayor
parte de las organizaciones sindicales mani-
fiestan una absoluta desconfianza a introducir
nuevos temas en los pliegos, bien por miedo a
salir perjudicados en el conjunto de los dere-
chos (estudio colombiano), bien por una visión
creciente de que en la actualidad es más difícil
negociar y que los interlocutores son más
intransigentes.

Por lo general, la dirigencia sindical no
logra elaborar una respuesta a los cambios
introducidos por la empresa, tanto por la rapi-
dez con que se incorporan como por la nove-
dad y la falta de preparación para afrontar
estos nuevos tipos de reivindicaciones. La
práctica colombiana de obstrucción a través
del contra pliego aplicada en diferentes ocasio-
nes tampoco parece aportar nuevas soluciones.

Las dificultades sindicales para incorporar
nuevos temas a la negociación se ordenan en
varios niveles, que van desde la escasa recepti-
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vidad de los empleadores a la falta de infor-
mación y conocimientos sobre nuevas tecnolo-
gías. El efecto, sin embargo, es homogéneo:
ausencia de nuevos temas en los convenios
colectivos que busquen regular y paliar los
efectos de la flexibilidad.

No puede por tanto hablarse de una estra-
tegia sindical sobre la flexibilización. De
hecho, salvo en sectores muy específicos como
por ejemplo el petróleo en el Perú, la fle x i b i l i-
zación actual del empleo ha sido entendida
como algo sectorial y no general o nacional,
concentrándose las reivindicaciones en la
cuestión salarial. Sin embargo, la propuesta de
los sindicatos tendería a concretarse, en la
mayor parte de los países, en el planteamiento
de un pliego de peticiones por sector, aunque
esta postura cuenta con ciertas dific u l t a d e s
prácticas que nacen de la heterogeneidad y
debilidad sindical.

Sin duda la mejora de la fuerza negociadora
de los sindicatos es condición sine qua non para
que éstos cambien sustancialmente de posición
ante la flexibilidad. El temor, no sin funda-
mento, a que los nuevos métodos organizati-
vos lleven a una intensificación del trabajo, y
que incluso puedan ser utilizados con fines de
represión sindical, debe ser afrontado con una
política organizativa clara y con un marco legal
adecuado que permita controlar los abusos.

Negociación colectiva
y organizaciones sindicales

Los sindicatos son (como se mencionó) en
los cinco países andinos las partes legitimadas
para negociar en nombre de los trabajadores.
Sin embargo, las recientes evoluciones en los
distintos ámbitos en que éstos se desenvuelven
hacen aparecer ante ellos numerosas cuestio-
nes, dilemas y retos.

Así, las reformas en las legislaciones labo-
rales, fuertemente vinculadas a una mayor
apertura económica y al proceso de globaliza-
ción – con los consecuentes avances en el
terreno de la flexibilidad laboral, y la disminu-
ción del papel del estado como regulador y
suministrador de bienes y servicios –, han
tenido, sin duda, un gran impacto en su modus
operandi. A su vez, las transformaciones políti-
cas, sociales y económicas han servido también
para complicar su función y su papel en los
distintos planos de acción. De forma paralela,
las empresas han generado posturas fuertes
fundadas en el ahorro y en el recorte de los cos-
tos (y en la continua espada de Damocles de la
reducción de efectivos humanos) que han

hecho muy difícil a los trabajadores maniobrar
en condiciones de igualdad.

En el plano interno, los cambios en la com-
posición de la mano de obra (incorporación
masiva de mujeres, aparición de un creciente
sector informar urbano) y la modificación de
las actitudes y las conductas de los trabajado-
res (individualismo, nuevos retos culturales y
formativos) hacen bascular los parámetros de
partida tradicionales de las organizaciones sin-
dicales.

En la práctica, las consecuencias de dichas
transformaciones se han hecho sentir, y el
temor a hacer valer las reivindicaciones labora-
les en un mundo con altos índices de desem-
pleo se ha convertido en generalizado; el
miedo a perder su medio de subsistencia ha
impedido de facto que los trabajadores protes-
ten contra los bajos salarios y las malas condi-
ciones de trabajo. De hecho, con frecuencia se
escucha que desde 1980 no se han conseguido
grandes reivindicaciones obreras, lo que se
debe en esencia a dichos temores y a la falta de
dinamismo de las organizaciones sindicales en
este contexto adverso y de crisis.

Esta situación afecta directamente a la nego-
ciación colectiva, que está sufriendo cambios
de acuerdo a la fortaleza o debilidad del sindi-
cato en la empresa o en el sector y que se re fle j a
en la disminución de la cobertura y el e m p o-
b recimiento de los contenidos (ver supra). En
las empresas donde el sindicato es fuerte, con
capacidad de convocatoria, autónomo y con
iniciativa, la negociación colectiva es el espacio
primordial para presentar nuevos temas y pro-
puestas. En las empresas donde el sindicato es
débil, la amenaza de despido como forma de
presión para evitar cualquier reivindicación se
impone y la negociación colectiva se reduce
a mínimas consideraciones. En las empresas
donde los trabajadores han sido cooptados, la
negociación colectiva no existe o, en el mejor
de los casos, se reduce a un simple trámite
automático y burocrático.

Por otra parte, las centrales sindicales y/o
las federaciones muestran un desfase con res-
pecto a los sindicatos locales, especialmente en
el sector industrial. Los sindicatos fuertes no
recurren siempre a las centrales sindicales y/o
federaciones en materia de apoyo para un pro-
ceso de negociación colectiva, son autosufi-
cientes y, en algunos casos, tienen mayores
recursos que las propias centrales. Son los sin-
dicatos más débiles los que tienen mayores
dificultades y necesitan de las centrales y/o
federaciones sindicales. Sin embargo, la posibi-
lidad de que las instancias superiores del movi-
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miento sindical logren atraer a los sindicatos
locales, sea cual fuese su fortaleza, dependerá
de la capacidad de articulación e interpreta-
ción de las demandas y de la capacidad para
ofrecer a los sindicatos legitimidad, eficiencia y
autosostenimiento.

Las organizaciones sindicales afrontan, asi-
mismo, cambios internos en su seno.

En efecto, el movimiento sindical siempre
ha reivindicado la representación conjunta de
los trabajadores, y no sólo de sus afiliados. Hay
enormes franjas de trabajadores que confor-
man nuevos sectores, sin tradición sindical o
desorganizados, como el sector informal de la
economía, y otros que mantienen relaciones
salariales precarias o atípicas. ¿Cómo represen-
tar efectivamente los intereses y los valores de
estos sectores de trabajadores? ¿Qué formas
organizativas son las más apropiadas para dar
cuenta de estas realidades?

La heterogeneidad de la base sindical tradi-
cional con la incorporación masiva de la mujer
a la fuerza de trabajo (desequilibrando un con-
cepto tradicional del mercado), con la cada vez
mayor variedad de calificaciones y las nuevas
formas de contratación, representa una dificul-
tad para los sindicatos en su capacidad para
articular las diferentes demandas de cada uno
de estos segmentos de la fuerza de trabajo en
un proyecto sindical común.

Junto a la nueva composición, la atomiza-
ción actual plantea numerosos retos. El tema se
torna más complicado cuando comprobamos
que en los países andinos reina la división sin-
dical, existiendo todavía 25 centrales sindicales
en total. Por ejemplo, en el Perú en 1990 exis-
tían cuatro centrales sindicales, habiendo
aumentado hasta las trece actuales, lo que difi-
culta cualquier esfuerzo por concertar el movi-
miento sindical. En el Ecuador, existen cinco
centrales sindicales, en Venezuela cuatro y en
Colombia tres. A este problema se suma la exis-
tencia de sindicatos independientes, es decir,
no adscritos a ninguna central sindical, que
son a menudo fuertes y que representan en
promedio el 30 por ciento del total de las orga-
nizaciones sindicales.

Las pugnas ideológicas han afectado a la
unidad del movimiento sindical, y fundamen-
talmente a las negociaciones que tienen lugar
en el escalón más elevado, pues la pluralidad
de interlocutores, que a menudo rivalizan entre
sí, y las presiones que a veces se libran hacen
sumamente difícil, cuando no imposible, la
negociación. El resultado es un entramado de
o rganizaciones sindicales no solamente re d u c i-
das en su cobertura sino políticamente débiles.

Es esta debilidad la que, en última instancia, ha
limitado la capacidad de los trabajadores de
negociar políticas redistributivas y, por tanto,
de impedir la pro g resiva concentración del
i n g reso y la extensión y profundización de la
p o b reza. Al mismo tiempo se observa una falta
de información y de capacitación de los diri-
gentes y afiliados sindicales en las temáticas
referidas a los cambios técnicos, a los nuevos
sistemas de organización del trabajo y a los
nuevos modelos de administración de empre-
sas que limita y restringe la cobertura de los
convenios colectivos y, por tanto, la búsqueda
para regular y paliar los efectos de las transfor-
m a c i o n e s .

En los países andinos son minoritarias las
organizaciones sindicales que cuentan con un
sistema de formación y capacitación. Son
excepcionales las organizaciones que tienen
definida una estrategia educativa para la califi-
cación de sus afiliados que pudiera entregar
más posibilidades a sus demandas de mejores
ingresos. Adicionalmente, la falta de solidez
económica de las organizaciones sindicales se
agravó en los últimos años por las variaciones
violentas del número de afiliados cotizantes
(despidos, renuncias, jubilaciones, etc.), desti-
nando los reducidos recursos financieros a la
misma subsistencia de la organización.

En busca de una nueva
estrategia sindical

Como se ha venido señalando nos encon-
tramos en un proceso de cambio que está con-
duciendo a un nuevo período histórico. Las
organizaciones sindicales se encuentran en un
entorno cambiante donde la filosofía del
enfrentamiento no tiene justificación. Las rela-
ciones laborales no pueden entenderse desde
el conflicto, si se intenta progresar en condicio-
nes adversas. Un sistema de relaciones labora-
les enmarcado en la bilateralidad y en el con-
senso dentro del centro de trabajo constituye
un factor de estabilidad en las relaciones socia-
les y favorece una situación en la que es posi-
ble ampliar la libertad civil, respetar el imperio
de la ley y garantizar el mayor grado de inver-
sión, crecimiento y desarrollo.

La cooperación es por tanto la única forma
de abordar con sagacidad la práctica de la
negociación, y dicha cooperación necesita de
numerosos pilares sólidos que permitan no
sólo obtener mayores ventajas, sino también
mantener un clima social de desarrollo pro-
ductivo adecuado. En general, mantener las
reivindicaciones tradicionales y defender temas
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centrales como el poder adquisitivo de los sala-
rios requieren hoy una alta profesionalización,
un estudio detallado y planteamientos sufi-
cientes y justificados.

En efecto, el empresariado nacional ya no
es un actor homogéneo que comparte los mis-
mos valores. La existencia de empresas peque-
ñas disgregadas de las grandes cúpulas y la
existencia de grupos de facto con diferentes
políticas y estrategias modifican las actitudes
de los empleadores en la negociación colectiva.
Junto al núcleo tradicional que mantiene la
visión conflictiva de las relaciones laborales,
aparece una nueva generación de ejecutivos
con una visión más cooperativa y basada en la
reestructuración, que busca establecer puentes
de comunicación basados en la información y
en la relación fluida con los representantes sin-
dicales. Los sindicatos necesitan por tanto rees-
tructurar sus posturas y afrontar los retos de
forma coherente. No se trata sólo de conseguir
ventajas materiales, sino de conseguir actitu-
des diferentes que permitan el funcionamiento
de la empresa desde una visión de avance. El
sindicato debe observarse y apreciarse como
un actor activo, como un elemento central de la
negociación y asistir al desarrollo de unas rela-
ciones laborales coherentes a través de la nego-
ciación colectiva.

En este contexto, para negociar, las organi-
zaciones sindicales deberán:

Profesionalizarse: en el sentido de conocer y
abarcar mejor todos los ámbitos de la negocia-
ción. Deberán por tanto adquirir los conoci-
mientos técnicos para abordar los temas a
negociar.

Informarse: obtener todos los datos necesa-
rios para avanzar desde un panorama de aná-
lisis correcto.

Actuar positiva y constructivamente: e v i t a r
cualquier postura no constructiva. Si bien las cir-
cunstancias son adversas y con frecuencia los
a c t o res muestran reticencias a los procesos con-
c e r t a d o res, la vía del diálogo puede modific a r
sus actitudes y hacerlos más cercanos a las re i-
vindicaciones de los trabajadores. A d e m á s ,
algunas dirigencias sindicales tienen miedo a
m o d i ficar los convenios existentes, para así evi-
tar que nuevas posturas más reaccionarias o
limitadoras de derechos les sean impuestas. Si
bien la precaución es necesaria, el fortaleci-
miento de la organización a través de los re q u i-
sitos anteriores permitirá no sólo una pro g re s i v a
apertura del proceso de negociación, sino tam-
bién el re c í p roco reconocimiento del empleador
de la capacidad y la fuerza del sindicato.

Para todo ello es necesario un requisito pre-
vio: definir una cultura sindical que facilite
encontrar nuevos cauces de participación, coo-
peración y solidaridad de los trabajadores ante
las nuevas normas de productividad que
comienzan a acuñarse en los centros laborales.

En este proceso muchos sindicatos dejarán
de existir, especialmente aquéllos que son dé-
biles y poco re p resentativos. Los que logre n
superar este proceso serán aquéllos que defi-
nan estrategias que les permitan determinar
fórmulas que sean adecuadas para que los cam-
bios, la modernización y los ajustes otorg u e n
b e n e ficios al trabajador. Esto involucrará cre a r
y desarrollar un programa de prestación de ser-
vicios para sus afiliados, de tal forma que les
permita mantener el interés de sostener la org a-
nización en forma paralela al cumplimiento de
las tareas reivindicativas tradicionales.

Si bien es cierto que en algunos de los paí-
ses andinos la unificación del movimiento sin-
dical no es concebible sino a largo plazo y que
en otros ni siquiera se plantea ese objetivo,
nada se opondría a que las diferentes corrien-
tes del movimiento sindical convengan en una
política común para defenderla en el ámbito
del diálogo social. En este último sentido cabe
destacar los esfuerzos de las centrales sindica-
les ecuatorianas Confederación Ecuatoriana
de Organizaciones de Sindicatos Libre s
(CEOSL), Confederación de Tr a b a j a d o res del
Ecuador (CTE), Central Ecuatoriana de Org a-
nizaciones Clasistas (CEDOC) y Confedera-
ción Ecuatoriana de Obre ros Clasistas Unita-
ria de Tr a b a j a d o res (CEDOCUT), las cuales
desde hace algunos años vienen actuando de
manera coordinada a través de una instancia
unitaria llamada Frente Unitario de Tr a b a j a-
d o res (FUT) y que juntas están actuando en el
p roceso de concertación de ese país. Cabe
mencionar también los esfuerzos de las tre s
centrales sindicales colombianas: Central Uni-
taria de Tr a b a j a d o res (CUT), Confederación
General de Tr a b a j a d o res Democráticos ( C G T D )
y Confederación de Tr a b a j a d o res de Colombia
(CTC), que últimamente se coordinan a través
del Comando Nacional Unitario que les está
permitiendo actuar y sostener posiciones con-
juntas ante el gobierno y los empresarios. A s í
mismo, la reciente creación del Comité de
Enlace Sindical en el Perú, que reúne a la Con-
federación General de Tr a b a j a d o res del Perú
(CGTP) y a la Conferencia Unitaria de Tr a b a j a-
d o res (CUT), abre nuevas esperanzas para la
concertación sindical en el país. Por último, en
Bolivia, la Central Obrera Boliviana (COB) ha
logrado mantener, durante largos años, en torno
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a una sola confederación la defensa de los in-
t e reses de los trabajadore s .

Si los sindicatos insisten en mantenerse
divididos, por motivos que por otra parte pue-
den ser totalmente legítimos, no deben olvidar
sin embargo que hoy son muchos los sectores
sociales con derecho a exigirles que elaboren
una posición común y que la pongan sobre la
mesa de las negociaciones en el marco del diá-
logo social, donde quizá lleguen a discutirse
cuestiones que interesarán a la sociedad en su
conjunto. Es precisamente en este espacio inva-
lorable que comienza a gestarse en los países
andinos (con excepción del Perú) donde los
sindicatos, si aprovechan su oportunidad,
podrán incrementar su fuerza negociadora, su
representatividad y, por ende, la cobertura de
la negociación colectiva.

Se torna así imprescindible hacer un
esfuerzo conjunto en la superación de las limi-
taciones más graves que aquejan el estatuto del
sindicalismo y potenciar las riquezas y las
capacidades existentes, a fin de transformarlo
en un actor de desarrollo y de profundización
de la democracia. El objetivo es obvio: enfren-
tar un proceso conjunto de reposicionamiento
del actor sindical en la sociedad civil, con
fuerza de interlocución frente a los gobiernos y
el empresariado, rescatando sus nuevas poten-
cialidades para socializarlas y hacerlas parte
integrante de una nueva conciencia de actor
nacional.

Notas

1 Bolivia: artículo 157; Colombia: artículo 55; Ecuador:
artículo 49,1; Perú: artículo 28; Venezuela: artículo 90.

2 La ley de relaciones colectivas se encuentra desde 1996
en proceso de modificación, habiéndose producido ocho
anteproyectos, que hasta ahora ninguno ha culminado con
éxito. La OIT ha enviado sus observaciones a petición de la
Comisión de lo Laboral y Social del Congreso de la Repú-
blica.

3 Existen manifestaciones incipientes de una cierta
«negociación» en el derecho consuetudinario indígena.
Sirva como ejemplo la figura prehispánica del ayllú.

4 Los cinco países han ratificado ambos convenios.
5 En el Perú, el artículo 46 de la ley establece como nece-

saria la mayoría de trabajadores y de empresas para celebrar
una convención colectiva por rama de actividad o gremio
(contrario al Convenio núm. 98 de la OIT).

6 Definida expresamente en el artículo 528 de la Ley
Orgánica del Trabajo.

7 La reciente modificación de la Ley Orgánica del Tra-
bajo permite que en las empresas donde no hubiera trabaja-
dores sindicados se pueda convenir directamente con los
trabajadores que hasta un 20 por ciento del ingreso salarial
sea exceptuado de la base de cálculo de las prestaciones
sociales (artículo 133).

8 En Colombia, cuando en una misma empresa coexiste
un sindicato de base con uno gremial o de industria, se atri-
buye al sindicato que agrupe la mayoría; si ninguno la
agrupa, la representación será conjunta. En Venezuela es el
sindicato de empresa que ostenta la afiliación de la mayoría
absoluta quien asume la representación. Si en un mismo
ámbito existen varios sindicatos, pueden ejercerla en con-
junto (a prorrata) o bien otorgarla a uno de los sindicatos. En
la rama y el gremio, la legitimación la ejerce la organización
correspondiente o el conjunto de ellas.

9 En Bolivia se limita a uno o varios empleadores, intro d u-
ciéndose en el Perú «varias organizaciones de empleadore s » .

10 Desde la promulgación en 1992 del nuevo Decreto Ley
25593, ya no es necesaria ni la aprobación administrativa de
los acuerdos logrados en tracto directo o conciliación, ni la
expedición de una resolución administrativa de los acuerdos
logrados en tracto directo o conciliación, ni la expedición de
una resolución administrativa que ponga fin a la negocia-
ción; pero tanto en la opción por el arbitraje potestativo (en
que si hubiera desacuerdo en la designación del presidente
del tribunal la hará la Autoridad administrativa) como en la
opción por la huelga (en que si ésta se prolongara o exten-
diera perjudicando gravemente a una empresa o sector,
podría el Poder Ejecutivo decretar la culminación de la
misma y disponer la solución del conflicto), se mantiene cla-
ramente la intervención.

11 Si bien la confrontación tiene su origen en una, a
menudo, justificada desconfianza y en una modificación in
pejus de las condiciones laborales en la ley y en la práctica.

12 En Colombia esta regla rige cuando el número de afi-
liados no exceda de la tercera parte del total de los trabaja-
dores de la empresa, pues si excede se aplica a todos los tra-
bajadores de la empresa estén o no sindicados.

13 No obstante, la jurisprudencia ha venido entendiendo
por tales a todos los trabajadores de la empresa, por no ser
aceptables diferencias de condiciones de trabajo entre traba-
jadores de una misma unidad productiva.

14 En Bolivia, la asimilación entre negociación colectiva y
contrato colectivo no es aplicable, como ocurre en otros paí-
ses en América Latina. En la práctica, y tal y como se ha seña-
lado anteriormente, las negociaciones colectivas y la firma de
contratos no se pueden llevar a cabo debido a que el estatuto
de los empleadores les impide negociar temas sociales.

15 En el cuadro se incluyen únicamente datos sobre las
convenciones colectivas, pues el resto de acuerdos, los lla-
mados pactos colectivos, no pueden ser considerados autén-
ticas negociaciones entre trabajadores y empleadores.

16 Existe una distorsión en este año porque las Regiones
de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Promoción Social no
aportaron información.

17 Se ha perdido la negociación federal de la Federación
Bancaria del Perú, la de la Federación de Construcción Civil,
la de la Federación Textil y la de los sindicatos de electrici-
dad. La única federación que ha mantenido la negociación
sectorial es la de panaderos.

18 Para obtener información detallada sobre la evolución
de la cobertura en los distintos sectores en Colombia, con-
súltese el estudio nacional.

19 En América Latina, entre 1990 y 1994, se crearon 15,7
millones de puestos de trabajo, de los cuales 8,5 de cada
10 pertenecían al sector no estructurado. En el Perú, más
concretamente, el sector informal ocupa alrededor del 60 por
ciento de la población económicamente activa.

20 En Venezuela, la duración de tres años de los conve-
nios colectivos hace que en los años en que coincide la firma
de dos o tres acuerdos de rama significativos, como petróleo,
química o textiles, la cobertura se dispare.
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21 Las legislaciones de los países andinos difieren en el
establecimiento de períodos de vigencia normativos. Así, la
norma en el Perú y Bolivia establecen períodos mínimos,
ampliables por las partes; Venezuela establece período
mínimo y máximo; y en el Ecuador y Colombia son las par-
tes las que deben establecer el período de vigencia, presu-
miéndose celebrado el acuerdo para períodos sucesivos de
seis meses en este último país en caso de que no se esta-
blezca específicamente en la convención. Al margen del
seguimiento de la norma, los períodos de vigencia parecen
seguir los usos y costumbres de cada país.

22 Existen en el Perú destacados casos de ampliación de
vigencia del contrato de 2,3 y hasta 5 años, como los de
Magma Tintaya y Souther Perú.

23 El informe CISCON (Centro de Información Sistema-
tizada de Convenciones Colectivas), que procesa 200 conve-
nios, señala que el 6,97 por ciento de éstos contienen algunas

cláusulas de producción y productividad, y sólo uno incluye
participación en las utilidades.

24 Anecdóticamente, el estudio de Colombia muestra un
único caso de tiempo flexible en una acta extra convencional
en una ensambladora de automóviles. Por causa del terro-
rismo existente y con el fin de evitarlo, junto a otros benefi-
cios sobre seguros, protección de dirigentes sindicales, etc.,
se preveía la posibilidad de modificar el horario, previo
informe al jefe de planta.

25 El ejemplo de la empresa Backus y Johnston S.A., cuyo
pliego de reclamos incluye propuestas relativas a organiza-
ción de la producción, capacitación técnica, entre otras, y de
FENUTSA(Federación Nacional de Trabajadores del Sector
Salud), que alcanzó varias propuestas de reestructuración
integral del sector salud, con nuevas categorías ocupaciona-
les, son significativos.
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Es bien sabido que, en cuanto convenio
celebrado entre la representación profesional
de los trabajadores y el patrono para establecer
las condiciones de la prestación de los servicios
dentro de la empresa, el contrato colectivo de
trabajo constituye, a no dudarlo, una institu-
ción fundamental del derecho del trabajo. Con-
siderada como expresión paradigmática de la
acción del trabajo organizado, dicha figura
reporta una de las más importantes consecuen-
cias del sindicalismo y el instrumento funda-
mental del sindicato dentro del sistema mexi-
cano para la tutela y promoción del interés
profesional.

Es difícil definir reglas

Sin embargo, es importante re c o rdar que
toda convención colectiva de trabajo – llámese
contrato colectivo, contrato de tarifas, contrato
de equipo, etc., según el país y la legislación que
se analice – es precedida por un proceso de dis-
cusión conocido como negociación colectiva, en
cuyo desarrollo se van fijando las condiciones
e s p e c í ficas para la prestación del trabajo en una
o más empresas o establecimientos. La negocia-
ción colectiva es en sí misma un proceso diná-
mico y complejo que reúne a personas disímbo-
las y con intereses diferenciados en un debate
cuyas reglas resulta difícil defin i r, y en el que se
mezclan razones económicas y jurídicas con
algo de psicología, filosofía, relaciones humanas
e ideología. Concebida en su surgimiento como
una exigencia y expresión de las agru p a c i o n e s
o b reras frente a su explotación y desamparo
social, hoy la negociación colectiva ha dejado de
ser un proceso enteramente conflictivo para
convertirse en una forma normal de comunica-
ción y arreglo obre ro - p a t ro n a l .

Una sola figura sindical impuesta
por el movimiento obrero

Nuestra Constitución Política Federal de
1917 no menciona expresamente el contrato
colectivo de trabajo – y por consiguiente, tam-
poco alude a la negociación colectiva –, pero la
dogmática imperante desde entonces des-
prende la existencia de ambos del reconoci-
miento mismo del sindicato y de la huelga. En
ese sentido puede agregarse que al consa-
grarse el respeto a la libertad sindical en la
fracción XVI del apartado A del artículo 123
Constitucional, se reconoce implícitamente el
derecho a la libertad de actuación profesional,
dentro de la cual se incluye la facultad de exi-
gir la negociación colectiva de las condiciones
laborales y su formalización en el contrato
colectivo de trabajo. Así pues, desde su origen,
aparecen estos instrumentos como una sola
figura sindical, impuesta por el movimiento
obrero para cobrar el carácter de un derecho de
las organizaciones profesionales de los trabaja-
dores para defender y promover mejores nive-
les de vida y de trabajo, por encima y pese a los
prejuicios que recurrentemente ha querido
establecer el individualismo liberal.

Ausencia de obstáculos mayores
desde 1931

La negociación colectiva mexicana se desa-
rrolló en sus inicios en los términos de la Ley
Federal del Trabajo de 1931 y se ejerció sin obs-
táculos mayores a la propia complejidad y con-
diciones cambiantes de la realidad mexicana
de cada época. Tales características de respeto
a la forma y al fondo de la negociación colec-
tiva se mantuvieron en ascenso a partir de la
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vigencia de la nueva Ley Federal del Trabajo
de 1970, pues incluso en 1974 se adicionan dos
preceptos que incorporan a la normativa labo-
ral la obligatoriedad de que los contratos colec-
tivos fueran revisables cada año en lo que se
refiere a los salarios en efectivo por cuota dia-
ria. Estos preceptos – 399 bis y 419 bis – comen-
zaron a surtir efectos en mayo de 1975 y se ins-
criben en una etapa gubernamental, la de Luis
Echeverría Alvarez, en la que, pese a la situa-
ción de inflación y devaluación que se vivió,
los contratos colectivos mejoraron ostensible-
mente y muchos derechos consignados en el
artículo 123 Constitucional se concretizaron en
leyes e instituciones como el Instituto y la Ley
del Infonavit, Fovissste, Fonacot, etc.

Trastorno en los avances registrados
y época de los Pactos

Durante la gestión gubernamental de José
López Portillo, los aspectos laborales vincula-
dos a la negociación colectiva tuvieron una
tendencia aceptable, se negoció con libertad y
las partes obtuvieron beneficios sensibles en
cuanto a salarios, prestaciones y utilidades, lle-
gándose a crear hasta mil empleos diarios en
una época del sexenio. Lamentablemente, la
crisis mundial de los precios del petróleo y las
complicaciones de la deuda externa mexicana
generaron una severa turbulencia que tras-
tornó los avances registrados y motivó que la
administración de Miguel de la Madrid Hur-
tado recurriera a una política económica y
laboral sustentada en Pactos referidos, en esa
primera etapa, a controlar precios y salarios.

Una sucesión de compromisos
de concertación 

El Pacto de Solidaridad Económica, que
nace el 16 de diciembre de 1987, marca el inicio
de una larga sucesión de compromisos de con-
certación con intervención oficial que, quiérase
o no, han afectado sensiblemente la eficacia
social de la negociación colectiva y han gravi-
tado de manera notable y preocupante en la
capacidad de compra y en el bienestar de los
obreros mexicanos y sus familias en los últi-
mos once años. No se puede negar el valor de
los pactos sociales y económicos. Estos pueden
justificarse y ser de enorme utilidad en una
coyuntura económica-social, pero tales meca-
nismos de concertación deben ser transitorios
y exigir de todos los sectores involucrados
sacrificios proporcionales y equitativos. Las
bondades de estas herramientas de concerta-

ción democrática pueden esfumarse o corrom-
perse cuando su aplicación exitosa descansa en
el sacrificio de una sola de las partes, en este
caso la más desprotegida y vulnerable ante un
contexto nacional e internacional de economía
agresiva y mundialización ineludible.

Conseguir un equilibrio entre los
diversos factores de la producción

Como ya se ha dicho, el derecho sindical
mexicano tiene su punto de apoyo constitucio-
nal en la fracción XVI del artículo 123, aparta-
d o A, que estatuye: «Tanto los obre ros como los
e m p resarios tendrán derecho para coaligarse
en defensa de sus respectivos intereses, for-
mando sindicatos, asociaciones pro f e s i o n a l e s ,
etcétera»; fracción que debe relacionarse con la
XVIII, que establece: «Las huelgas serán lícitas
cuando tengan por objeto conseguir el equili-
brio entre los diversos factores de la pro d u c-
ción, armonizando los derechos del trabajo con
los del capital.»

La Ley Federal del Trabajo Mexicana, en su
Título Séptimo, reglamenta el contenido de las
fracciones XVI y XVIII del precepto constitucio-
nal citado con el ru b ro Relaciones Colectivas de
Trabajo, y concretamente en los capítulos I y II
se ocupa de la Asociación Profesional en sus
acepciones: Coalición, Sindicatos, Federaciones
y Confederaciones. En los capítulos III y IV
trata los temas Contrato Colectivo de Trabajo y
Contrato Ley. El Título Octavo de la referida ley
reglamentaria se ocupa de la Huelga.

Los aspectos constitucionales mencionados
guardan profunda relación con el derecho sin -
dical, cuya acción fundamental se orienta hacia
la negociación colectiva, plasmando sus logros
en el contrato colectivo.

Una de las definiciones más completas

Actualmente, nuestra Ley Federal del Tra-
bajo, al definir el contrato colectivo como «el
convenio celebrado entre uno o varios sindica-
tos de trabajadores y uno o varios patrones, o
uno o varios sindicatos de patrones, con objeto
de establecer las condiciones según las cuales
deba prestarse el trabajo en una o más empre-
sas o establecimientos» (artículo 386), nos
ofrece una de las definiciones más completas
sobre el particular, por lo que, conforme a su
contenido, la negociación conduce primordial-
mente a la fijación de las jornadas de trabajo; el
monto de los salarios; los días de descanso
para cada categoría y especialidad; la capacita-
ción y adiestramiento de los trabajadores; las
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bases para la integración y funcionamiento de
comisiones mixtas que deberán funcionar en
cada negocio de acuerdo con la ley, y otras esti-
pulaciones que convengan las partes.

Tres tipos de negociación colectiva

Así pues, contemplada eminentemente
desde el ángulo jurídico, diríamos que la legis-
lación mexicana admite hoy en día tres tipos
de negociación colectiva: la negociación ordina-
ria, en la que no interviene autoridad alguna, si
acaso la judicial para sancionar los acuerdos a
que llegaren las partes cuando así lo determine
la ley; la administrativa o conciliatoria, a cargo de
la Dirección General del Cuerpo de Funciona-
rios Conciliadores dependiente de la Secretaría
del Trabajo y Previsión Social, y la correspon-
diente al contrato-ley, de la cual se encarga la
Dirección General de Convenciones de la men-
cionada dependencia del Ejecutivo Federal. La
llevada a cabo en sexenios anteriores por la
Comisión Nacional Tripartita cayó totalmente
en desuso por su carácter esencialmente polí-
tico y no jurídico.

La negociación ordinaria:
comisiones mixtas

En la primera vía de negociación son, por
regla general, comisiones mixtas integradas
con igual número de representantes de trabaja-
dores y patronos las que intervienen en el pro-
ceso de discusión y debate. La ley dispone la
integración de estas comisiones en algunos
casos concretos; las de higiene y seguridad, de
capacitación y adiestramiento o de reglamento
interior, y permite el funcionamiento de otras
si así conviene a los factores de la pro d u c c i ó n
– el capital y el trabajo – pudiendo ostentar una
variedad muy amplia de funciones: de conci-
liación, de tabuladores, de admisión y escala-
fón, normativa de funciones específicas, etcé-
tera. En cada contrato colectivo serán las partes
las que convengan su establecimiento y fijen
las bases de toda negociación.

La administrativa: funcionarios
encargados de la conciliación

Respecto a la segunda vía, desde hace
varias décadas se constituyó en la Secretaría
del Trabajo y Previsión Social de nuestro país
un cuerpo de funcionarios conciliadores, para
prestar un servicio público de negociación res-
pecto de las condiciones de trabajo evitando,
con la intervención de la autoridad, la presen-

cia de conflictos obrero-patronales, sobre todo
cuando las partes no pueden llegar por sí mis-
mas a arreglos satisfactorios.

Un procedimiento sencillo rige este tipo de
negociación sin otra intervención directa,
levantándose acta autorizada de los convenios
a los cuales se llegue. El conciliador única-
mente da testimonio y fe pública de los mis-
mos para cualquier actuación legal posterior
que se ofrezca.

El contrato-ley: obligatorio
en una rama industrial

En cuanto a la tercera de las modalidades
examinadas, dispone el artículo 406 de la Ley
Federal del Trabajo Mexicana que los sindica-
tos que representen por lo menos las dos terce-
ras partes de los trabajadores sindicados de
una rama de la industria, en una o varias enti-
dades federativas o en una o más ramas eco-
nómicas, podrán celebrar un contrato-ley. La
definición que la propia legislación mexicana
ofrece de esta institución jurídica la contrae al
convenio celebrado entre uno o varios sindica-
tos de trabajadores y uno o varios sindicatos de
patrones, con objeto de establecer las condicio-
nes según las cuales debe prestarse el trabajo
en una rama determinada de la industria para
declararlo obligatorio en una o varias entida-
des federativas, en una o varias zonas econó-
micas, o en todo el territorio nacional. (Artícu-
lo 404 de la Ley Federal del Trabajo.)

Intervención de la autoridad laboral

Con base en los conceptos referidos, se
celebran convenciones a las cuales convoca la
autoridad del trabajo para discutir las condi-
ciones generales de trabajo de la industria o
rama industrial, así como para fijar las reglas
conforme a las cuales se formularán los planes
y programas para la implantación de la capaci-
tación y adiestramiento o las demás estipula-
ciones que se convengan. Lo característico de
este tipo de negociación es la intervención de
la autoridad del trabajo, tanto para preparar y
atender dichas convenciones obrero-patrona-
les como para intervenir en la concertación y
revisión de los contratos colectivos, ofreciendo
soluciones administrativas y reglamentando el
funcionamiento de las comisiones mixtas de
fábrica que se establezcan.

Debe conocer asimismo de las oposiciones
que presenten empresarios y trabajadores con-
tra la aplicación obligatoria del contrato-ley,
emitiendo un dictamen sobre el particular
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(artículos 415 y siguientes de la Ley Federal del
Trabajo). De esta manera, la negociación garan-
tiza los frutos del contrato y evitará la discor-
dia que pudiera existir entre los sindicatos que
comparecen, con el objeto de ajustar el mayor
número de pretensiones sociales.

Un valladar para los más vulnerables

Desde otro mirador – y con apoyo en las
experiencias obtenidas por los sindicatos inte-
grantes de la Confederación de Trabajadores
de México (CTM) – podemos afirmar que la
negociación colectiva es actualmente satisfac-
toria y constituye un importante valladar ante
los duros embates de una economía compli-
cada y dolorosamente resentida por los obre-
ros y sus familias, particularmente de aquellos
que no están sindicados y que por ello son más
vulnerables.

En los organismos tripartitos
no siempre se atiende
a la realidad económica

Es indiscutible que las condiciones de retri-
bución y seguridad en el empleo, de otorga-
miento de prestaciones sociales, de jornada de
trabajo y de otras garantías similares, se logran
con mayor eficacia y rendimiento social
cuando se discuten, se acuerdan y se plasman
en convenciones surgidas de la negociación
colectiva – privativa de la figura sindical – que
cuando se establecen por organismos triparti-
tos. En éstos no siempre se atiende a la realidad
económica en que se presta el trabajo de los
obreros, sino a imperativos macroeconómicos
cuyas consideraciones están muy lejanas de las
necesidades materiales que debe cubrir el sala-
rio por mandato constitucional.

La reciente aprobación en México de un
aumento del 13 por ciento de los salarios míni-
mos generales – por debajo del 17 por ciento de
inflación registrada – confirma los asertos
anteriores y plantea la necesidad de revisar
profundamente la integración y operatividad
de una Comisión Nacional de Salarios Míni-
mos, de configuración tripartita, de la que
emergieron los acuerdos aprobados por los
votos de los representantes de los trabajadores.

Nueva cultura laboral que privilegia
el diálogo

Con este antecedente, y con las críticas que
la medida ha recibido de casi todos los sectores
de la sociedad mexicana, 1999 se abre como un

año especialmente importante para medir la
solidez de la negociación colectiva mexicana,
pues al concurrir trabajadores y patrones a la
revisión contractual de los salarios, se podrá
observar si la nueva atmósfera de resolución
de la problemática laboral que se ha venido
auspiciando conjuntamente permite superar
las complicaciones generadas por los bajos
aumentos de los salarios mínimos y avanzar en
la ruta de una nueva cultura laboral que privi-
legia el diálogo y el consenso en la contratación
colectiva.

Ahora bien, ¿cuáles son las perspectivas de
la negociación colectiva en México?

La CTM observa y actúa en el momento his-
tórico de la nación desde varias posiciones,
todas estrechamente relacionadas con los
imperativos de la mundialización y con el
papel y consideración que debe asignarse hoy
a la clase obrera en nuestros procesos de inser-
ción a escenarios de alta competencia indus-
trial y comercial.

Retos que imponen los
compromisos regionales

En ese clima ineludible de globalidad, los
mexicanos debemos enfrentar los retos inme-
diatos que nos imponen los compromisos
regionales con los Estados Unidos de América
y con el Canadá, además de los que emergerán
de la posible incorporación de nuestro país a
un esquema de libre comercio con la Unión
Europea y los que logren consolidarse en el
corto plazo con países o bloques de la región
centro y sudamericana.

Sindicatos con la misma flexibilidad
que las empresas

Ante un panorama de estas características,
es imprescindible reconocer que en las econo-
mías mundiales de la actualidad sólo prospe-
rarán aquellos trabajadores y sindicatos que
desarrollen las mismas habilidades y adquie-
ran la misma flexibilidad que las empresas.
Pero, para tener éxito, las empresas deben ser
capaces de explotar nichos de mercado, adap-
tarse prácticamente de manera instantánea a
los cambios en la demanda y tratar de ofrecer
siempre un producto perfecto.

Si los trabajadores mexicanos tienen que
adaptarse a las cambiantes condiciones de la
producción, hay que invertir en el mejora-
miento de sus habilidades conforme cambian
las condiciones del mercado. Es necesario faci-
litarles el acceso a las herramientas y a los
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recursos que requieran para «modernizarse»
periódicamente, y darles el tiempo requerido
para ello.

Trabajadores sin calificación

Según datos de la Secretaría del Trabajo y
Previsión Social, al cierre del segundo semestre
de 1996, la Encuesta Nacional del Empleo mos-
traba que el 73,8 por ciento de la población
mexicana ocupada a esas fechas carecía de una
educación básica completa, ya que el 11 por
ciento no contaba con ninguna instrucción, el
21,2 por ciento tenía la primaria incompleta, el
20,6 por ciento sólo había terminado la educa-
ción primaria, y el 20,9 por ciento cursó los pri-
meros grados de la educación secundaria, sin
haberla terminado.

Tenemos que aceptar entonces que la fuerza
laboral mexicana está integrada en su mayoría
por personas de gran capacidad individual
que, sin embargo, carecen de una buena prepa-
ración escolar.

Por su parte, las empresas mexicanas están
obligadas a considerar la productividad y la
competitividad como una estrategia integral
que le imprima un rumbo claro y preciso al
esfuerzo del trabajador en los cambios y objeti-
vos de la empresa, pues sólo con la re v a l o r a c i ó n
del papel de empleados y trabajadores será fac-
tible lograr una inserción ventajosa en los nue-
vos mercados nacionales e internacionales.

Un programa que abre ventanas
insospechadas

El reto empresarial implica que los progra-
mas de desarrollo sean permanentes; que
cuenten con: sistemas de medición individual
y colectiva de los avances registrados y de
incentivos económicos; sistemas de participa-
ción de los trabajadores en la revisión, tanto
del proceso de trabajo como de las soluciones a
los problemas que presenten las nuevas metas
(círculos de calidad, grupos de análisis del pro-
ceso productivo, etc.); detección eficaz de nece-
sidades de capacitación y de formación de
recursos humanos; procesos de transferencia
y/o adaptación de tecnología; dar prioridad al
mejoramiento administrativo de las empresas
y al planeamiento estratégico; mejorar el
ambiente de trabajo mediante técnicas moder-
nas como la biomecánica o la ergonomía; y
propiciar actividades de convivencia entre los
trabajadores y sus familias para reforzar su
autoestima individual y colectiva, entre otros
puntos relevantes de una amplia agenda que

abre ventanas insospechadas a la nueva nego-
ciación colectiva mexicana.

¿Por qué es perfectamente factible incluir
estos y otros temas similares en una visión
avanzada de la negociación colectiva?

Dos requisitos de una nueva
cultura laboral

Primero, porque en todo el mundo las
empresas han comenzado a darse cuenta de
que sus principales activos no son materiales:
maquinaria, equipos, fábricas, sino el recurso
humano. Y es a partir de la capacidad de inno-
vación y del conocimiento adquirido por los
trabajadores que las posibilidades empresaria-
les de competitividad y productividad podrán
concretizarse; y segundo, porque si no se incor-
poran la estabilidad en el empleo y la prospe-
ridad de los trabajadores a la relación obrero-
patronal, difícilmente podrá encarnar una
nueva cultura del trabajo que permita avanzar
en acuerdos de concertación sectorial para que
los diferentes intereses puedan conquistar
metas concretas.

Un nuevo sindicalismo que no abdica

En la búsqueda de nuevos derroteros para
la negociación colectiva, en México contamos
con dos poderosos instrumentos: una nueva
concepción de la lucha sindical, acorde a las
nuevas realidades y requerimientos del mer-
cado laboral, y las bondades de la nueva
cultura laboral que hemos venido formulando
y construyendo conjuntamente trabajadores,
empresarios y gobierno.

El nuevo sindicalismo que impulsamos en
México no abandona su raíz histórica, ni su
papel social. No abdica de la defensa intransi-
gente de los derechos fundamentales de los
trabajadores, ni de la lucha incesante por pro-
curar un justo y digno disfrute de los produc-
tos de su trabajo que les permita una vida
decorosa para ellos y sus familias. Pero, el
nuevo sindicalismo que ofrecemos a la nego-
ciación colectiva y al diálogo social quiere ser
p ropositivo y participativo; quiere ser moderno
y solidario con los demás factores de la pro-
ducción, sin renunciar al derecho inalienable a
la libertad sindical y a la genuina representa-
ción de un sector esencial de la sociedad: los
trabajadores; el nuevo sindicalismo en que
confiamos busca en la concertación, el diálogo
y el consenso las fórmulas idóneas que la com-
plejidad mundial le presenta a la relación
obrero-patronal mexicana; y quiere encontrar
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en la educación y en la capacitación las nuevas
herramientas para el bienestar y la felicidad de
los trabajadores.

Acercamiento inédito revelador
del clima nacional

Este nuevo sindicalismo que ofrecemos los
trabajadores cetemistas ha dado ya muestras
concretas de su renovada filosofía social al con-
tribuir de manera decisiva al surgimiento de la
nueva cultura laboral. En 1995, en medio de la
peor crisis de nuestra historia, se produce un
hecho insólito pero altamente revelador de lo
que puede ser en el futuro cercano el clima
nacional para la negociación colectiva como
nueva vertiente de la concertación social y sec-
torial. Se da un acercamiento inédito en el país
entre la CTM y la Confederación Patronal de la
República de México (COPARMEX) para lle-
gar a acuerdos basados en el diálogo y el con-
senso. Queda atrás entonces el debate en torno
a la Ley Federal del Trabajo y emerge la volun-
tad de analizar los problemas laborales y de
buscar soluciones de beneficio común, pero
sobre todo de beneficio para la sociedad y para
el futuro del país.

Un acuerdo firmado por los
organismos cúpula

De esta manera la CTM y la COPARMEX fir-
man, en julio de 1995, el acuerdo «Por una nueva
cultura laboral». Posteriormente, en agosto de
1995, el Congreso del Trabajo y el Consejo Coor-
dinador Empresarial – órganos cumbre de traba-
j a d o res y empresarios, respectivamente – lo rati-
fican y ponen en marcha los trabajos conjuntos
en nueve mesas de trabajo que dan lugar, en
agosto de 1996, a la firma de los «Principios de la
Nueva Cultura Laboral», con la presencia y tes-
timonio del Presidente de la República, Doctor
Ernesto Zedillo Ponce de León.

La nueva cultura laboral se propone fomen-
tar la revaloración del trabajo humano; pro p i c i a r
niveles de remuneración justos y equitativos;
impulsar la capacitación de los trabajadore s
y e m p resarios como un proceso permanente
y sistemático; estimular la cre ación de empleos

y la preservación de los existentes; favorecer en
los centros de trabajo el cuidado del medio
ambiente y la aplicación integral de reglas de
seguridad e higiene, y consolidar la concerta-
ción y el diálogo como métodos idóneos para
resolver los problemas de las relaciones obre ro -
p a t ronales. En torno de esos objetivos se dise-
ñ a ron principios básicos; principios de ética,
y en materia de derechos laborales, pro c u r a-
c i ó n y aplicación de justicia laboral; principios
en materia económica y en materia de educa-
ción, capacitación y productividad que, como
ya se dijo, abren posibilidades inimaginables
a l a negociación colectiva y a la concertación
s e c t o r i a l .

Los instrumentos de arreglo laboral que
hemos tocado en los párrafos precedentes nos
permiten avizorar vetas muy interesantes para
la exploración de la negociación colectiva en
México, con lo cual nos pondremos en la ruta
señalada por la Declaración de Viña del Mar,
suscrita por los ministros participantes en la XI
Conferencia Interamericana de Ministros de
Trabajo de la Organización de Estados Ameri-
canos, realizada en Viña del Mar, Chile, los
días 20 y 21 de octubre de 1998.

Indicadores promisorios

En efecto, extender la cobertura de la nego-
ciación colectiva al mayor número de sectores
de la economía; prestar especial atención a la
negociación de condiciones adecuadas para el
trabajo de temporada, a subcontrato, a plazo
determinado, a jornada parcial y otras formas
diferentes del contrato permanente; y estable-
cer o fortalecer los ámbitos del diálogo social
tripartito o bipartito, hacerlo procurando el
respeto a la libertad sindical, a los derechos de
representación y autonomía consagrados en
las legislaciones nacionales y, en general,
observando las orientaciones que emanan de
la Constitución y de los convenios de la OIT
relativos a la libertad sindical y a la negocia-
ción colectiva, como lo dispone la Declaración
de Viña del Mar, son los indicadores promiso-
rios de lo que puede ser en México la materia-
lización de la Nueva Cultura Laboral que se
viene consolidando gradualmente.
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Una paradoja

La negociación colectiva ocupa un lugar de
honor en el sistema de relaciones laborales del
Canadá. Existe un sólido marco para fomentar
la negociación colectiva, el cual contribuye a
que ésta sea uno de los medios fundamentales
para determinar las modalidades y condicio-
nes del empleo 2. A pesar de este marco que ya
existe desde hace cincuenta años, el Canadá
continúa figurando entre la minoría de países
que todavía no ha ratificado el convenio inter-
nacional del trabajo relativo a la negociación
colectiva 3. Esta paradoja se añade al hecho de
que el Canadá tiene que dar cuenta regular-
mente de sus actos ante el Comité de Libertad
Sindical de la OIT como consecuencia de las
quejas presentadas por violaciones de los dere-
chos de negociación colectiva.

Un papel fundamental

El Canadá ocupa un lugar importante en la
historia de la Organización Internacional del
Trabajo, no sólo por ser uno de sus miembros
fundadores sino también porque estuvo en su
territorio la Oficina Internacional del Trabajo
cuando Europa se encontró en el ojo del hura-
cán durante la Segunda Guerra Mundial4. El
papel del Canadá en la Organización no ha
disminuido: tanto el Gobierno como los repre-
sentantes de los trabajadores y de los emplea-
dores son miembros del Consejo de Adminis-
tración5 y los delegados canadienses a menudo
tienen gran peso en las deliberaciones de la
Organización y de muchas de sus comisiones y
comités. El Canadá desempeñó un papel fun-
damental en lo que respecta a la afirmación
más reciente de los derechos fundamentales
(incluido el de negociación colectiva), es decir,
la Declaración de la OIT relativa a los princi-
pios y derechos fundamentales en el trabajo6.

Del compromiso nacional
al internacional

Habida cuenta del papel que ha desempe-
ñado en la escena internacional y su adhesión
nacional a la negociación colectiva, ¿por qué el
Canadá no ha podido, o quizás no ha querido,
ratificar el Convenio relativo a la negociación
colectiva? Asimismo, ¿qué perspectivas futu-
ras existen? Estas dos preguntas se examinarán
desde dos perspectivas. En primer lugar, se
examinará el marco general que se ha estable-
cido para la negociación colectiva: cuando se
compara con el modelo que los órganos de
control de la OIT 7 han establecido a lo largo del
tiempo para fomentar la negociación colectiva,
el marco general del Canadá parece ejemplar.
No obstante, su sistema tiene algunos defectos
ya que algunos trabajadores no tienen los mis-
mos derechos y protecciones de que disfrutan
los demás. También ha habido momentos en
los que se ha suspendido la aplicación del sis-
tema en lo que respecta a determinados traba-
jadores (principalmente los del sector público)
por razones económicas. Los defectos del sis-
tema señalados a la atención de los órganos de
control de la OIT constituyen la segunda pers-
pectiva desde la que se examinará el historial
del Canadá.

Obligaciones derivadas
de la calidad de Miembro

El Canadá, aunque no ha ratificado el princi-
pal convenio relativo a la negociación colectiva,
es decir, el Convenio relativo a la aplicación de
los principios del derecho de sindicación y de
negociación colectiva, 1949 (núm. 98), no por
ello deja de tener obligaciones internacionales
en esta esfera. Todos los Estados Miembro s
d e l a O rganización Internacional del Tr a b a j o
e s t á n obligados por los principios básicos de la

Canadá

Negociación colectiva y obligaciones
internacionales
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Funcionaria Jurídica Superior
Servicio de Libertad Sindical/OIT
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libertad sindical, incluido el derecho de nego-
ciación colectiva, que figuran en la Constitu-
ción de la Org a n i z a c i ón8. Como resultado de
ello, el Comité de Libertad Sindical del Consejo
de Administración de la OIT está facultado
para conocer las quejas sobre violaciones de la
libertad sindical, aunque el país de que se trate
no haya ratificado los convenios del caso.
Habida cuenta de que el Canadá todavía no ha
r a t i ficado el Convenio núm. 98, el historial del
Canadá en materia de negociación colectiva se
ha examinado en virtud de ese pro c e d i m i e n t o
especial de queja. Sesenta de las 70 quejas pre-
sentadas contra el Canadá ante el Comité de
Libertad Sindical desde 1951 se re fie ren a cues-
tiones de negociación colectiva.

Jurisdicción dividida

Antes de pasar al fomento de la negociación
colectiva en el Canadá, cuando se examinan las
posibilidades de ratificación no puede pasarse
por alto la compleja estructura constitucional del
país. Las cuestiones laborales son competencia
tanto de la jurisdicción federal como de la pro-
vincial. Aunque el Canadá es la entidad interna-
cional autorizada para ratificar los convenios, la
jurisdicción encargada de su aplicación se divide
e n t re la autoridad federal y las provinciales. En
consecuencia, lo habitual ha sido proceder a la
r a t i ficación únicamente si las 13 j u r i s d i c c i o n e s
están de acuerdo y se comprometen a aplicar las
disposiciones del Convenio9.

El marco canadiense de negociación
colectiva

El Convenio relativo a la aplicación de los
principios del derecho de sindicación y de
negociación colectiva (núm. 98) establece que
los Estados deben adoptar medidas para alen-
tar y fomentar la negociación colectiva volun-
taria10. Concretamente, se refiere al «pleno
desarrollo y uso de procedimientos de nego-
ciación voluntaria…». Se da importancia al
carácter voluntario de la negociación colectiva,
limitando así la función directa del Estado en
ese proceso. No obstante, se incluye también el
concepto de «fomento»: los Estados no tienen
derecho a permanecer indiferentes en lo que
respecta a la negociación colectiva.

Aunque los órganos de control de la OIT no
han establecido un sistema «ideal» de negocia-
ción colectiva, sí han establecido prácticas y
procedimientos que fomentan dicha negocia-
ción. En este contexto, cabe citar11 el reconoci-
miento de sindicatos representativos a efectos

de la negociación colectiva, la negociación de
buena fe, la prohibición de las prácticas labora-
les desleales y los procedimientos de media-
ción y conciliación, todo lo cual ya existe en
todas las jurisdicciones canadienses12.

Reconocimiento sindical
o certificación oficial

Cuando un grupo de trabajadores decide
sindicarse para negociar colectivamente, si el
empleador no reconoce voluntariamente el sin-
dicato se pone en marcha un procedimiento ofi-
cial de certificación. Se ha descrito la certific a-
ción como «el eje del moderno derecho del
trabajo norteamericano»1 3. Por medio de este
p roceso se establecen derechos exclusivos de
negociación a favor de los sindicatos que hayan
logrado un determinado nivel de apoyo por
parte de los trabajadores. Normalmente, un
sindicato tiene que demostrar tener el apoyo de
la mayoría de los trabajadores de una unidad
n e g o c i a d o r a1 4 para obtener la certific a c i ó n .

Salvaguardias incorporadas

Para reconocer a los sindicatos como agen-
tes negociadores exclusivos, los órganos de
control de la OIT han insistido en la necesidad
de determinadas salvaguardias: la certificación
debe hacerla un órgano independiente, la orga-
nización representativa debe ser elegida por
mayoría de votos de los trabajadores de la uni-
dad de que se trate, un sindicato que no haya
podido conseguir en una ocasión anterior un
número suficiente de votos en una elección
debe tener derecho a solicitar una nueva elec-
ción transcurrido un período determinado, y
toda nueva organización debe tener derecho a
exigir una nueva elección cuando haya trans-
currido un plazo razonable15. Estas salvaguar-
dias se han incorporado en el sistema cana-
diense. Consejos de trabajo independientes
existentes en todo el país determinan si un sin-
dicato tiene derecho a certificación. La legisla-
ción federal y provincial exige que se proceda
a votación para obtener la certificación, pero
pueden variar el nivel de apoyo necesario para
efectuar una votación y los medios de demos-
trar que existe apoyo suficiente.

Votación de la representación

En algunas jurisdicciones la certificación
puede obtenerse sin proceder a votación. Por
ejemplo, en la Columbia Británica si el consejo
admite que el 55 por ciento de los trabajadores
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están regularmente afiliados al sindicato16,
tiene que otorgar la certificación17. Si un sindi-
cato tiene menos del 55 por ciento de afiliados
que cumplan dicha condición pero no menos
del 45 por ciento, se procede a efectuar una
votación para determinar su representación18.
Todos los empleados de la unidad negociadora
participan en esa votación; y si la mayoría de
los que depositan su papeleta (en comparación
con los que tienen derecho a votar) lo hacen a
favor de que el sindicato obtenga su represen-
tación, se concederá la certificación19. La situa-
ción canadiense es especialmente interesante
porque en general un sindicato no tiene que
demostrar que la mayoría de los trabajadores
están afiliados, sino que la mayoría de los tra-
bajadores apoyan al sindicato como agente
negociador.

En algunos casos el consejo de trabajo puede
c e r t i ficar a un sindicato en calidad de agente
negociador exclusivo sin necesidad de votación
cuando el empleador sea culpable de una prác-
tica laboral desleal que haya perjudicado al sin-
dicato en sus esfuerzos por obtener el apoyo de
la mayoría2 0.

Obligación de representación
equitativa

La presentación de una solicitud de certifi-
cación establece de por sí determinadas obliga-
ciones por parte del empleador, que no puede
modificar las modalidades y condiciones de
empleo.21 Una vez lograda la certificación, el
sindicato se convierte en el agente negociador
de todos los trabajadores de la unidad nego-
ciadora, incluso de los que no están afiliados
al sindicato. Como consecuencia de este dere-
cho de representación exclusiva, el sindicato
tiene la obligación de representar equitativa-
mente a todos los trabajadores de la unidad
negociadora22.

Negociación de buena fe

Cuando se ha concedido la certificación,
cada parte puede pedir el comienzo de la nego-
ciación colectiva. Cuando así se hace, el em-
pleador tiene que seguir absteniéndose de
m o d i ficar unilateralmente las condiciones y
modalidades de empleo23, y tanto el sindicato
como el empleador no sólo están obligados a
negociar, sino a hacerlo de buena fe. La nego-
ciación de buena fe es importante a juicio de
los órganos de control de la OIT «para el man-
tenimiento de un desarrollo armonioso de las
relaciones profesionales»24.

Aunque la negociación de buena fe no
requiere que las partes lleguen a un acuerdo, sí
requiere que hagan todo lo posible para con-
certar un convenio colectivo. En este contexto
el Comité de Libertad Sindical ha señalado la
importancia de que las negociaciones sean
auténticas y constructivas y de que se eviten
retrasos injustificados25. Asimismo, el Comité
ha declarado que cuando se llega a un acuerdo
éste tiene que ser vinculante para las partes26,
como así ocurre en lo que respecta a los conve-
nios colectivos en la legislación canadiense. En
el Canadá, los convenios colectivos pueden
incluir todos los temas que las partes deseen
incorporar.

Servicios de conciliación y mediación

Habida cuenta de que están en juego intere-
ses divergentes, las partes en la negociación
colectiva no siempre pueden llegar a un
acuerdo sin la ayuda de un tercero neutral. En
todo el Canadá se reconoce la importancia de
la conciliación y la mediación como medio
para ayudar a las partes a llegar voluntaria-
mente a un acuerdo. Se proporcionan servicios
de conciliación o mediación para contribuir a
restablecer el diálogo y tener en cuenta dife-
rentes posibilidades, pero al final sigue corres-
pondiendo a las partes decidir qué condiciones
aceptan, si aceptan alguna. Los órganos de
control han destacado la importancia de man-
tener la autonomía de las partes con respecto al
mecanismo de solución de controversias 27.

Arbitraje voluntario

Algunas jurisdicciones canadienses tam-
bién prevén el arbitraje voluntario. Por ejem-
plo, en Ontario, cuando se ha notificado el
comienzo de la negociación, las partes pueden
acordar por escrito someter a arbitraje defini-
tivo y vinculante todas las cuestiones que no
lleguen a resolverse28. Aunque el arbitraje tiene
por resultado la imposición de un convenio
colectivo, se mantiene la autonomía de las par-
tes en la negociación ya que cada una decide si
acepta someterse a arbitraje.

Imposición del primer convenio
colectivo

En algunas jurisdicciones canadienses existe
una excepción general del carácter voluntario
de la negociación colectiva ya que el primer
convenio colectivo se impone obligatoria-
mente. La Comisión de Expertos admite que si
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bien el arbitraje impuesto a solicitud de una
sola de las partes es de manera general contra-
rio al principio de negociación voluntaria de
los convenios colectivos, puede admitirse una
excepción en aquellos casos en que existan dis-
posiciones que, por ejemplo, permitan a las
organizaciones de trabajadores iniciar este pro-
cedimiento para la firma del primer convenio
colectivo. Como la experiencia demuestra que
el acuerdo del primer convenio colectivo es fre-
cuentemente uno de los pasos más difíciles en
el establecimiento de sanas relaciones profesio-
nales, este tipo de disposiciones puede consi-
derarse como mecanismos y procedimientos
que facilitan la negociación colectiva29. Diver -
sas jurisdicciones canadienses reconocen las
dificultades de concertar un primer convenio
colectivo. Por ejemplo, en Ontario, cuando las
partes no pueden concertar un primer
acuerdo, cualquiera de ellas puede solicitar al
consejo de trabajo que emita una directiva para
que el convenio se concierte mediante arbi-
traje. El consejo, para determinar si ordena el
arbitraje, examina si el empleador se ha
negado a reconocer la autoridad negociadora
del sindicato, si la posición negociadora ha
tenido carácter inflexible y si ha habido algún
intento de oponerse a los esfuerzos razonables
o rápidos de concertar un convenio colectivo 30.

Transferencias de empresas

O t ro aspecto digno de destacar del sistema
canadiense de negociación colectiva es el que
p rotege los derechos de negociación y los con-
venios colectivos cuando se produce la venta o
t r a n s f e rencia de una empresa. Según el dere c h o
civil, cuando varían las partes en un convenio
colectivo se extinguen el convenio y los dere-
chos de negociación del sindicato3 1. La legisla-
ción aplicada en diversos lugares del Canadá
atenúa esta situación al establecer que en algu-
nos casos los empleadores sucesores están obli-
gados por los términos del convenio colectivo
anteriormente existente y tienen que re c o n o c e r
los derechos de negociación del sindicato3 2.

Excluidos del sistema

El marco uniforme de negociación colectiva
del Canadá arriba descrito tiene claramente
por finalidad alentar y fomentar la negociación
colectiva. Sin embargo, no todos los trabajado-
res tienen derecho a beneficiarse de este sis-
tema. Dos tipos de trabajadores quedan exclui-
dos: los que lo están completamente en virtud
de la legislación general y aquellos cuyos dere-

chos se encuentran suspendidos en ocasiones
en virtud de legislación especial. No obstante,
los derechos establecidos en el Convenio
núm. 98 deben reconocerse a todos los trabaja-
dores, excepto a una poca numerosa categoría
de funcionarios públicos33.

Exclusión de algunas categorías
de trabajadores

Un grupo de trabajo gubernamental encar-
gado de la revisión del Código del Trabajo
reconoció que «si bien el Canadá cumple en
líneas generales el Convenio núm. 98 de la OIT
relativo a la aplicación de los principios del
derecho de sindicación y de negociación colec-
tiva, no lo ha ratificado porque en algunas
jurisdicciones los trabajadores agrícolas o los
pertenecientes a determinadas pro f e s i o n e s
están excluidos de la negociación colectiva»34.
Este es un punto que el Comité de Expertos ha
planteado varios años en el contexto de la obli-
gación del Canadá de presentar información
acerca del Convenio relativo a la libertad sin-
dical y a la protección del derecho de sindica-
ción, 1948 (núm. 87), que sí ha ratificado. Muy
recientemente, el Comité señaló que determi-
nados trabajadores agrícolas y hortícolas de las
provincias de Alberta, Ontario y Nueva Bruns-
wick están excluidos de la aplicación de la
legislación en materia de relaciones laborales.
Por consiguiente, no gozan de la protección
establecida con respecto al derecho de sindica-
ción y de negociación colectiva35.

Ontario declara nulos los derechos
y convenios de determinadas
categorías de trabajadores

El Comité de Libertad Sindical de la OIT ha
examinado recientemente algunos de los cam-
bios legislativos introducidos en Ontario, uno
de los cuales consistió en limitar aún más las
categorías de trabajadores con derecho a bene-
ficiarse del marco obligatorio de negociación
colectiva. Quedan excluidos de esos derechos
y protecciones los trabajadores domésticos, los
trabajadores agrícolas y hortícolas, los arqui-
tectos, los agrimensores, los abogados y los
médicos36. Asimismo, la Ley de Relaciones
Laborales de Ontario no reconoce los derechos
de negociación de los actuales agentes nego-
ciadores y declara nulos los convenios colecti-
vos ya existentes de esos grupos. El Comité de
Libertad Sindical adoptó recomendaciones
decisivas: se pidió al Gobierno que adoptase
las medidas necesarias para garantizar que los
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grupos excluidos tuvieran acceso al meca-
nismo y los procedimientos que facilitan la
negociación colectiva; que volviera a certificar
a las organizaciones representativas de esos
trabajadores; y que revalidara todos los conve-
nios colectivos por ellos concertados37. Aunque
los órganos de control están obligados a seña-
lar dónde se niega el acceso al mecanismo de
negociación colectiva a grupos de trabajadores,
probablemente sean más críticos en los casos
de aquellos trabajadores que, después de haber
estado incluidos en el sistema, de repente se
encuentran desposeídos de sus derechos y de
la protección de que gozaban anteriormente.
La injerencia en convenios colectivos vigentes
concertados libremente parece haber consti-
tuido un factor especialmente agravante en el
caso de Ontario.

Imposición por ley de niveles salariales

El Comité de Libertad Sindical también ha
tenido varias oportunidades de examinar
casos de la segunda categoría de trabajadores
excluidos – aquellos que normalmente se
encuentran dentro del sistema pero que de vez
en cuando ven suspendidos sus derechos
como consecuencia de la adopción de legisla-
ción especial. Entre 1991 y 1994 se presentaron
20 quejas contra el Canadá sobre recortes o
congelaciones de salarios o la postergación de
aumentos salariales en el sector público38. En
estos casos se supendían las disposiciones de
convenios colectivos vigentes ampliando obli-
gatoriamente su duración o imponiendo por
ley niveles salariales, independientemente de
las condiciones establecidas. Estos casos han
dado origen a lo que se considera oficiosa-
mente «jurisprudencia canadiense». No sólo se
refieren al Gobierno federal sino también a los
de la Columbia Británica, Manitoba, Nuevo
Brunswick, Nueva Escocia, Terranova, Onta-
rio, Isla del Príncipe Eduardo, Quebec y
Yukon. Aunque a principios del decenio de
1990 hubo una multitud de casos de este tipo,
también se presentaron al Comité casos simila-
res en el decenio de 1980 39.

El Comité de la OIT expresa
preocupación por el gran número
de casos

Estos casos se referían a medidas de estabi-
lización económica impuestas por ley que
tuvieron como efecto suspender la negociación
colectiva, por lo menos en lo que respecta a los
salarios. Aunque el Comité de Libertad Sindi-

cal mostró cierta deferencia hacia el Gobierno
en sus intentos de superar difíciles problemas
económicos, y reconociendo que el carácter
especial del servicio público requiere alguna
flexibilidad en lo relativo a la aplicación de los
principios de negociación colectiva, se vio obli-
gado a expresar su preocupación por el gran
número de casos presentados y la manera en
que se habían impuesto algunas de esas medi-
das. A juicio del Comité «el número elevado de
quejas presentadas en estos últimos años
revela, tanto a nivel federal como provincial,
serias y profundas dificultades para llegar a
acuerdos en lo que respecta a la determinación
de las condiciones de empleo en el sector
público de Canadá»40. El Comité sugirió que el
Gobierno hiciera uso de la asistencia de la OIT
para encontrar una solución a esos problemas,
y en particular se recomendó el envío de una
misión consultiva41.

Medida excepcional o violación

Aun teniendo en cuenta las graves dific u l-
tades financieras y presupuestarias con que se
e n f rentan los gobiernos, es preciso cumplir
determinadas condiciones antes de poder
limitar los derechos de negociación colectiva.
En primer lugar, el Gobierno tiene que aducir
motivos «urg e n t e s »4 2 o «apre m i a n t e s »4 3 de i n t e-
rés económico nacional. En segundo lugar,
todas las restricciones tienen que imponerse
como medidas «excepcionales», que por defi-
nición son temporales. Cuando la duración de
la restricción es especialmente larga, o se pro-
r roga, hay más posibilidades de que el Comité
c o n s i d e re que existe violación. En un caso
relativo a la segunda prórroga de la vigencia
de la Ley de Indemnizaciones del Sector
Público se criticó gravemente al Gobierno
federal por imponer de este modo re s t r i c c i o-
nes salariales durante un total de seis años en
el sector público4 4. El Comité, que ya había
examinado la ley original y su primera pró-
r roga, y había recomendado volver a la libre
negociación colectiva normal4 5, «deploró» que
el Gobierno no hubiese aplicado sus re c o m e n-
daciones anteriores y lamentó pro f u n d a m e n t e
que una vez más no se hubiese dado pre f e re n-
cia a la negociación colectiva4 6. A s i m i s m o ,
e x p resó su preocupación por el peligro de ins-
titucionalizar el recurso a la legislación para
hacer frente a las cuestiones salariales en el
sector público4 7.
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El Comité se muestra favorable
a la protección de los trabajadores
peor pagados

La tercera condición que debe cumplirse
antes de limitar la negociación colectiva es la
de que existan salvaguardias adecuadas para
proteger los niveles de vida de los trabajado-
res. El Comité se ha mostrado más compren-
sivo de la posición del Gobierno en los casos en
que se ha intentado proteger a los trabajadores
peor pagados o aplicar medidas de equidad en
materia de remuneraciones48. Por otra parte se
considera que la legislación encaminada a
suprimir la retroactividad de los acuerdos
sobre equidad en materia de remuneraciones
constituye un factor agravante49.

Función de la negociación colectiva

Una cuestión pertinente es si la negociación
colectiva todavía desempeña alguna función,
por limitada que sea. Por ejemplo, si todavía se
someten a negociación todas las condiciones
de trabajo y todas las prestaciones además del
salario, éste será un factor a tener en cuenta 50.
Otro factor de esta clase es si la legislación sim-
plemente aplaza los aumentos salariales o bien
los niega por completo51. La injerencia en las
condiciones establecidas en los convenios
colectivos vigentes, sin esperar a su expiración,
se considera con desaprobación52.

Consulta adecuada

Por último, un factor importante que
influye en la idea que se tiene de las medidas
de restricción salarial en el sector público es el
de si antes de imponer los cambios se celebran
consultas adecuadas con todas las partes inte-
resadas: «Cuando un gobierno se propone
modificar las estructuras de negociación en las
que interviene directa o indirectamente como
empleador, es particularmente importante que
se siga un procedimiento adecuado de con-
sulta, en cuyo marco todas las partes interesa-
das puedan discutir aquellos objetivos pro-
puestos que se consideren de interés general
para la nación». Las consultas deben empren-
derse de buena fe y las partes deben disponer
de toda la información necesaria para tomar
una decisión fundada53. Si el Gobierno con-
sulta de antemano a las partes, no sólo conse-
guirá soluciones que puedan proponer los que
tienen un punto de vista diferente, sino que
además, cuando sea capaz de convencer a las
partes de la importancia de determinadas

medidas, podrá ver facilitada su aplicación,
con lo que se mantendrá un clima armonioso
en las relaciones laborales. Aunque no cabe
considerar que las consultas sean una negocia-
ción colectiva, sí constituyen un paso en la
dirección del respeto de la autonomía de las
partes y los intereses de los que se verán afec-
tados significativamente.

No puede negarse el papel fundamental de
la negociación colectiva en las relaciones labo-
rales canadienses. Tampoco cabe negar la fun -
ción del Estado para alimentar un sistema que
ya tiene fuertes raíces. ¿Estará dispuesto el
Canadá a firmar internacionalmente su acepta-
ción del derecho de negociación colectiva rati-
ficando el Convenio núm. 98? Habida cuenta
de que los programas de estabilización econó-
mica han alcanzado sus objetivos, el penoso
proceso de agilización del servicio público ya
se ha completado en la mayoría de jurisdiccio-
nes, y teniendo presente que el Gobierno fede-
ral ha iniciado con orgullo un presupuesto
equilibrado, cabe esperar que los 20 casos del
sector público pasen a tener únicamente un
interés histórico. Como resultado de todo ello,
los restantes obstáculos a la ratificación pare-
cen relativamente secundarios, aunque toda-
vía se requieren algunos ajustes. Si la ratifica-
ción del Convenio núm. 98 fuera prioritaria en
la agenda política del Canadá, ¿sería posible
adoptar medidas para convencer a las provin-
cias para que efectuasen los ajustes necesarios?
Desde un punto de vista político, puede ser
útil aplazar la ratificación hasta que pueda
coincidir con un acontecimiento importante.
¿Acaso un cincuentenario?

Notas

1 Las opiniones expresadas en el presente artículo son
las de la autora y no reflejan necesariamente las de la Ofi-
cina. La autora agradece a Bernard Gernigon sus observa-
ciones sobre el borrador.

2 Por ejemplo, aproximadamente el 50 por ciento de
todos los trabajadores de la jurisdicción federal están ampa-
rados por convenios colectivos: Canada Labour Code (Código
de Trabajo del Canadá), Part I Review: Seeking a balance
(Canadá, 1996), pág. 17.

3 En febrero de 1999 el Convenio relativo a la aplicación
de los principios del derecho de sindicación y de negocia-
ción colectiva, 1949 (núm. 98) había sido ratificado por 140
países (aproximadamente el 80 por ciento de los Estados
Miembros de la OIT). Otros dos convenios complementan el
Convenio núm. 98 en la esfera de la negociación colectiva: el
Convenio relativo a las relaciones de trabajo en la adminis-
tración pública, 1978 (núm. 151) y el Convenio sobre el
fomento de la negociación colectiva, 1981 (núm. 154). El
Canadá no los ha ratificado.
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4 La Oficina Internacional del Trabajo estuvo en Mon-
treal de 1940 a 1946.

5 En la actualidad el Gobierno del Canadá es miembro
titular del Consejo de Administración de la OIT. El repre-
sentante de los trabajadores también es miembro titular y el
de los empleadores es miembro adjunto.

6 El Embajador Mark Moher, miembro del Gobierno del
Canadá, presidió la Comisión de la Conferencia durante la
86.a reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo,
celebrada en junio de 1998. Cuando el plenario de la Confe -
rencia adoptó la Declaración, se reconoció por unanimidad
el importante papel desempeñado por el Embajador Moher.

7 A s a b e r, la Comisión de Expertos en Aplicación de
Convenios y Recomendaciones – comisión de expertos
independientes que se ocupa ante todo de examinar los
informes periódicos sobre convenios ratific a d o s – y el
Comité de Libertad Sindical del Consejo de A d m i n i s t r a c i ó n
de la OIT – comité tripartito que examina las quejas re l a t i-
vas a violaciones de los principios de libertad sindical–.
Una importante distinción entre ambos es que la jurisdic-
ción de la Comisión de Expertos se deriva en general del
hecho de que un país haya ratificado un convenio. En cam-
bio, no se re q u i e re la ratificación para presentar una queja
ante el Comité de Libertad Sindical.

8 Véase el Preámbulo de la Constitución de la Org a n i-
zación Internacional del Trabajo y la Declaración de Fila-
d e l fia que figura como anexo de la Constitución. Esta obli-
gación se ha re a firmado recientemente cuando en junio de
1998 se adoptó la Declaración de la OIT relativa a los prin-
cipios y derechos fundamentales en el Trabajo, que en su
artículo 2 declara que «todos los Miembros, aun cuando no
hayan ratificado los Convenios […] tienen un compro m i s o
que se deriva de su mera pertinencia a la Organización de
re s p e t a r, promover y hacer realidad, de buena fe […] la
libertad sindical y el reconocimiento efectivo del derecho de
negociación colectiva […]».

9 Véase OIT: Libertad Sindical y Negociación Colectiva,
Estudio General de la Comisión de Expertos en Aplicación
de Convenios y Recomendaciones (Ginebra, 1994), párrafo
315; Canada Labour Code (Código de Trabajo del Canadá),
Part I Review: Seeking a balance (Canadá, 1996), pág. 29. 

10 Artículo 4.
11 Véanse OIT: Estudio General,op. cit., capítulo 10, y OIT

Libertad Sindical: Recopilación de decisiones y principios del
Comité de Libertad Sindical del Consejo de Administración de la
OIT (cuarta edición (revisada), Ginebra, 1996)), capítulo 14.

12 La única excepción corresponde a la negociación de
buena fe, a la que no se hace referencia concreta en la legis-
lación de Saskatchewan. No obstante, en el capítulo 11 de la
Ley Sindical de Saskatchewan se declara que constituye una
práctica laboral desleal el hecho de que un empleador no
negocie colectivamente con un sindicato representativo, o se
niegue a hacerlo.

13 W. B. Rayner: The law of collective bargaining (Ontario,
Carswell, 1995), pág. 12-1.

14 Corresponde al Consejo de Trabajo determinar qué es
una unidad de negociación «adecuada». El Consejo exami-
nará diversos factores, el más importante de los cuales es si
los empleados de la unidad comparten una comunidad de
intereses con respecto a la naturaleza del trabajo, las condi-
ciones laborales, etc.

15 Véase Estudio General, op. cit., párrafo 240. Véase tam-
bién el caso núm. 1743 (Quebec), 295.o informe, párrafo 80.

16 La prueba de la afiliación varía según la jurisdicción.
Por ejemplo, en la Columbia Británica se determina
teniendo en cuenta las tarjetas de afiliación firmadas. En
Alberta y a nivel federal también se requiere el pago de una

cuota de entrada (véase Reglamento de Relaciones Labora-
les de Columbia Británica, capítulo 3; Código de Relaciones
Laborales de Alberta, capítulo 31; Reglamento del Consejo
de Relaciones Laborales del Canadá, capítulo 24).

17 Código de Relaciones Laborales de Columbia Britá-
nica, capítulo 23.

18 Ibid., capítulo 24. A nivel general y en Quebec el sindi-
cato tiene que demostrar que entre el 35 y el 50 por ciento de
los empleados de la unidad están afiliados al sindicato:
Código de Trabajo del Canadá, capítulo 29; Código de Tra-
bajo de Quebec, capítulo 28.

19 Código de Relaciones Laborales de Columbia Britá-
nica, capítulo 25.

20 Por ejemplo, véase el capítulo 14 del Código de Rela-
ciones Laborales de Columbia Británica y el capítulo 40 de la
Ley de Relaciones Laborales de Manitoba.

21 Véase, por ejemplo, el capítulo 24 del Código de Tra-
bajo del Canadá.

22 Por ejemplo, en el capítulo 37 del Código de Trabajo del
Canadá se determina que el sindicato «no actuará de manera
arbitraria o discriminatoria, o de mala fe, en re p resentación de
ninguno de los empleados de la unidad en lo que respecta a
los derechos reconocidos por el convenio colectivo...»

23 Por ejemplo, véase el capítulo 50 del Código de Tra-
bajo del Canadá.

24 Véase Recopilación de decisiones, op. cit., párrafo 814.
Véase también el párrafo 243 del Estudio General,op. cit.

25 Recopilación de decisiones,op. cit., párrafos 815-818.
26 Ibíd., párrafo 818.
27 Véase, Recopilación de decisiones,op. cit., párrafo 859, y

Examen General, op. cit., párrafos 246 y 247.
28 Ley de Relaciones Laborales de Ontario, capítulo 40.
29 Estudio General, op. cit., párrafo 257.
30 Ley de Relaciones Laborales de Ontario, capítulo 43.

Véase también Código de Trabajo de Quebec, capítulo 93.1,
y Ley de Relaciones Laborales de Manitoba, capítulo 87.

31 Véase Rayner, op. cit., pág. 14-1.
32 Véase, por ejemplo, Código de Trabajo del Canadá,

sección 44, y Código de Relaciones Laborales de Alberta,
capítulo 44.

33 El artículo 6 establece lo siguiente: «El presente Con-
venio no trata de la situación de los funcionarios públicos en
la administración del Estado...». Con arreglo a lo establecido
en el artículo 5, también pueden excluirse las fuerzas arma-
das y la policía.

34 Seeking a balance, op. cit., pág. 30. Véase también, J.
Mainnwaring: Canada as an ILO member – Performance and
potential (Ontario, 1968), pág. 19.

35 Observación de la Comisión de Expertos en Aplica-
ción de Convenios y Recomendaciones, diciembre de 1998.

36 Ley de Relaciones Laborales de Ontario, sección 1 (3) (a)
y sección 3.

37 Caso núm. 1900 (Ontario), 308.o informe del Comité de
Libertad Sindical, párrafo 194.

38 Casos núms. 1603 (Columbia Británica), 1604 (Mani-
toba), 1605 (Nueva Brunswick), 1606 (Nueva Escocia), 1607
(Terranova), 1616 (Gobierno federal), 1624 (Nueva Escocia),
1715 (Manitoba), 1722 (Ontario), 1733 (Quebec), 1747 a 1750
(Quebec), 1758 (Gobierno federal), 1779 (PEI), 1800
(Gobierno federal), 1801 (isla del Príncipe Eduardo), 1802
(Nueva Escocia) y 1806 (Yukon).

39 Véanse los casos núms. 1147 (Gobierno federal), 1171
(Quebec), 1172 (Ontario), 1329 (Columbia Británica).
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40 Véanse los casos núms. 1733, 1747, 1748, 1749, 1750
(Quebec), 299.o informe, párrafo 237.

41 En efecto, en 1985 la OIT envió una misión al Canadá.
A este respecto consúltese el Informe de la misión al Canadá
que se adjunta a los casos núms. 1172, 1234, 1247 y 1260 en
el 241.o informe del Comité de Libertad Sindical.

42 Véanse los casos núms. 1733, 1747, 1748, 1749, 1750
(Quebec), 299.o informe del Comité de Libertad sindical.

43 Caso núm. 1616 (Gobierno federal), 284.o informe,
párrafo 635.

44 Caso núm. 1800 (Gobierno federal), 299.o informe del
Comité de Libertad Sindical.

45 Caso núm.1616, 284.o informe, párrafo 641; caso núm.
1758, 297.o informe, párrafo 230.

46 Caso núm. 1800, op. cit., párrafos 178 y 183.
47 Ibíd., párrafo 182.
48 Véanse los casos núms. 1604 (Manitoba), 1605 (Nuevo

Brunswick) y 1606 (Nueva Escocia) en el 284.o informe y el

caso núm. 1722 (Ontario) en el 292.o informe del Comité de
Libertad Sindical.

49 Caso núm. 1607 (Terranova), 284.o informe del Comité
de Libertad Sindical.

50 Véase el caso núm. 1604 (Manitoba), en el 284.o

informe, párrafo 322.
51 Véanse los casos núms. 1605 (Nueva Brunswick),

párrafo 501 y 1606 (Nueva Escocia), párrafo 543, en el 284.o

informe del Comité de Libertad Sindical.
52 Véanse los casos núms. 1779 y 1801 (isla del Príncipe

Eduardo), párrafo 543, en el 284.o informe del Comité de
Libertad Sindical. 

53 Véanse los casos núms. 1802 (Nueva Escocia), párrafo
281, del 299 o informe y núm. 1806 (Yukon), párrafo 126 del
300o informe. En un contexto ligeramente diferente, véase el
caso núm. 1928 (Manitoba), párrafo 183, y el caso núm. 1943
(Ontario), párrafo 230, en el 310.o informe del Comité de
Libertad Sindical.
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El Convenio núm. 98 de la OIT sobre el
derecho de sindicación y de negociación colec-
tiva, 1949 (núm. 98), ratificado en 1961 por el
Gobierno del Senegal poco después de la inde-
pendencia, sigue estando estrechamente vin-
culado, en lo que se refiere a los sindicatos y los
trabajadores, al convenio sobre la libertad sin-
dical y la protección del derecho de sindica-
ción, 1948 (núm. 87). Estas dos normas interna-
cionales del trabajo son indisociables por
cuanto la existencia de organizaciones de tra-
bajadores no puede concebirse sin la libertad
de sindicación, de la que se deriva la libertad
sindical y la protección de que es objeto en
general por parte de la ley fundamental del
país. Considerando paralelamente la interac-
ción de los dos principios constitutivos de cada
uno de estos convenios, puede decirse también
que si no se reconoce el derecho de sindicación,
la negociación colectiva libre y voluntaria es
imposible.

Debilitamiento después
de la independencia

Es preciso reconocer que en el Senegal, si
bien algunos años antes de la independencia la
vitalidad y combatividad de las organizacio-
nes sindicales permitió elaborar y aplicar
numerosos convenios colectivos aplicables al
conjunto de ramas profesionales de la activi-
dad económica nacional, la negociación colec-
tiva pronto se vio debilitada como consecuen-
cia a la vez de la tendencia centrípeta a un
monopolio de representación de los trabajado-
res, por lo menos hasta 1976, y de planes de
ajuste estructural que socavaron seriamente las
filas sindicales al mismo tiempo que redujeron
el margen de maniobra de los Estados.

Revisión del Código de Trabajo

Debido a ello, el Senegal, al igual que los
demás países de la subregión, registró lo que
cabría denominar un «ajuste diferido», tanto
mayor por cuanto existían condiciones más
radicales, a lo que se sumaron políticas de
liberalización en todos los sentidos, una de
cuyas consecuencias para los trabajadores fue
la revisión en un sentido menos protector de la
legislación social y especialmente del Código
de Trabajo. La negociación colectiva, como
fundamento de las relaciones profesionales, se
encuentra actualmente reducida a un mínimo
en detrimento del pro g reso social, lo que ori-
gina conflictos en esas relaciones y también
re t rocesos, como demostró en 1998 el grave
c o n flicto registrado entre el Gobierno y el
Sindicato Unico de Tr a b a j a d o res de la Electri-
cidad, cuya dirección, por haberse opuesto a
l a privatización indiscriminada del subsector
eléctrico, fue encarcelada o perseguida y
d e s p e d i d a .

Dar de nuevo primacía a lo social

Hoy en día, cuando se reconoce unánime-
mente que la crisis económica tiene carácter
estructural y una dimensión mundial que
tiende a condicionar el margen de maniobra de
los agentes del diálogo social (gobierno,
empleadores y trabajadores), es forzoso reco-
nocer la necesidad de que lo social recobre su
primacía como finalidad del trabajo y de la
producción de riqueza, y de los valores que de
ello se derivan. Este es el sentido que es preciso
dar a la aplicación de las normas internaciona-
les del trabajo y en especial al Convenio núm.
98 de la OIT, que consagra la autonomía de la

Senegal

El rigor de la crisis económica no basta para
explicar que no se aborden los asuntos

planteados por las organizaciones sindicales

Sette Dieng
Formador sindical

Secretario nacional de educación sindical y formación
Unión Nacional de Sindicatos Autónomos del Senegal (UNSAS)
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libre sindicación de los trabajadores y la nece-
sidad de fomentar el diálogo social mediante la
negociación colectiva.

Experiencias prácticas
de la negociación colectiva

Después de duras luchas de los sindicatos
de los países africanos bajo el dominio colo-
nial francés, la promulgación del Código de
Trabajo de Ultramar (15 de diciembre de 1952)
condujo a negociar los principales convenios
colectivos, algunos de los cuales todavía rigen
las relaciones profesionales, en especial en el
Senegal. Cabe señalar que anteriormente el
d e c reto francés de 20 de marzo de 1937 aplica-
ble a los territorios de ultramar estableció
comisiones paritarias de empleadores y traba-
j a d o res y autorizó la concertación de conve-
nios colectivos en los sectores industriales,
c o m e rciales y de los transportes, quedando
excluidos sin embargo los trabajadores de la
agricultura y las minas. En lo que respecta al
período posterior a la aplicación del Código
de Trabajo de Ultramar, es preciso re c o n o c e r
que la ley de 15 de junio de 1961 relativa al
Código de Trabajo senegalés no hizo sino
re p roducir los niveles de negociación estable-
cidos antes de la independencia: 36 convenios
colectivos y sus correspondientes re g l a m e n t o s
relativos a la protección social y la negociación
colectiva se apro b a ron durante ese fru c t í f e ro
p e r í o d o .

Un cuadro legislativo inadaptado

El pluralismo en vigor en aquella época y la
fuerza de las organizaciones de trabajadores
vigorizada por la lucha por la independencia
condujeron a una intensa producción norma-
tiva que durante mucho tiempo constituyó el
esqueleto del marco legislativo y reglamenta-
rio de las relaciones laborales. Como se verá
más adelante, la inadaptación de ese marco
cuestiona gravemente los mecanismos de
negociación colectiva, afectados también por la
tendencia al monopolio de la representación
heredada de la época de partidos únicos. De
ahí la confusión mantenida a sabiendas sobre
los instrumentos de diálogo social, invocado
demasiado frecuentemente por la patronal y el
gobierno para preparar la represión y regre-
sión económica y antisindical.

Niveles de consulta

Todavía hoy, las organizaciones de trabaja-
dores conquistan la negociación colectiva al
precio de largas luchas y de tensiones sociales.

Los principales niveles de consulta son los
siguientes:

• El Consejo Económico y Social, establecido
en 1963, el cual debe ocuparse de todas las cues-
tiones de carácter económico y social re s p e c t o
de las cuales emite dictámenes que no obligan al
gobierno. Las organizaciones sindicales están
re p resentadas en él, pero la importancia de esa
institución habría sido mayor para los sindica-
tos si hubiese prestado más interés a los debates
que se registran en la sociedad y examinado las
consecuencias sociales dramáticas que re s u l t a n
de las políticas económicas derivadas de los pla-
nes de ajuste estructural. Si el Consejo Econó-
mico y Social ejerciera funciones de vigilancia y
aviso en esta esfera, podría constituir una insti-
tución esencial para definir y elegir las políticas,
p e ro a pesar de la presencia de re p re s e n t a n t e s
de los trabajadores no es éste el caso.

• El Consejo Consultivo Nacional del Trabajo
y la Seguridad Social (CCNTSS), establecido en
virtud del artículo L205 del Código de Trabajo
y estructurado en virtud del decreto ley núm.
61452 de 29 de noviembre de 1961.

Este organismo tiene por misión estudiar
los problemas relacionados con el trabajo y la
seguridad social. En teoría, su consulta y dicta-
men son obligatorios en lo que respecta a todos
los proyectos de ley relativos al trabajo y la
seguridad social.

El Consejo Consultivo tiene una composi-
ción tripartita y es preciso consultarlo en caso
de que se amplíe un convenio colectivo, por
ejemplo en materia de higiene y seguridad en
el trabajo. Otra función importante del
CCNTSS es que, en ausencia de leyes y regla-
mentos, puede formular propuestas y remitir-
las al ministro de Trabajo. También puede lle-
var a cabo encuestas en caso necesario y
utilizar los servicios de la administración labo-
ral para obtener toda clase de informaciones
que considere útil para realizar su misión. Las
modalidades de funcionamiento y la eficacia
del Consejo Consultivo no son muy buenas a
pesar de la importancia que hubiese podido
tener en la solución de los problemas laborales
y de seguridad social.

• El Comité Técnico Nacional de Higiene y
S e g u r i d a d, de composición tripartita. Se estable-
ció en virtud del artículo 210 del Código de Tr a-
bajo y se constituyó con arreglo a lo dispuesto
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en el decreto ley 69137 de 12 de febre ro de 1969.
Debe consultarse en lo que respecta a todas las
cuestiones relacionadas con la salud y la segu-
ridad en el trabajo. La entrada en vigor del
d e c reto 94244 relativo a los comités de higiene
y seguridad en el trabajo habría podido mejorar
los resultados del comité nacional. Cabe seña-
lar que el accidente de la SONACOS (explosión
de un camión cisterna de amoníaco en una
fábrica de aceite) el 24 de marzo de 1992, que se
cobró más de 200 víctimas mortales y causó
innumerables inválidos, habría podido situar
nuevamente en un primer plano las cuestiones
de seguridad, pero nada se hizo a este re s p e c t o .
Hasta ahora, las víctimas y sus dere c h o h a b i e n-
tes no disponen de ningún informe publicado
s o b re el accidente, ni pueden entablar ninguna
acción judicial penal ni civil.

Es éste un ejemplo de estructura de nego-
ciación colectiva ineficaz e incapaz de cumplir
su misión original.

Al pare c e r, la negociación colectiva en el
ámbito de la empresa ha adquirido cada vez
mayor importancia. La legitimidad del dele-
gado (o delegada) del personal no puede cues-
tionarse en su calidad de re p resentante de los
t r a b a j a d o res, al igual que no puede serlo su
conocimiento de los problemas de la empre s a .
Habida cuenta de que la ley senegalesa todavía
no ha reconocido la existencia jurídica de la sec-
ción sindical de empresa, el delegado del perso-
nal casi siempre es elegido en la lista pre s e n t a d a
por un sindicato y se encarga de re p resentar a
los trabajadores que lo han elegido y al sindi-
cato al que pertenece. Puede contar con la
ayuda de un re p resentante de su sindicato (lo
que únicamente se tolera pero no está pre v i s t o
e x p resamente en la ley) y tiene capacidad legal
para participar en la negociación colectiva (con-
diciones laborales, salarios, higiene y salud,
etc.), ya que lo que haga obliga a sus colegas y a
sus mandantes, los trabajadores. Sobre todo en
muchas empresas importantes, los convenios
colectivos convencionales se deben en gran
medida a los delegados del personal. A e s t a
función fundamental cabe oponer no obstante
los siguientes límites bastante graves:
• el límite de la eficacia de los acuerdos con-

vencionales;
• el límite del nivel de formación de los dele-

gados (en materia sindical y de economía y
gestión);

• el límite que imponen a la libertad y a la
capacidad de negociación de los delegados
las presiones que puede ejercer el emplea-
dor en un terreno reservado a la empresa.

Una válvula de seguridad

El Comité Nacional de Concertación (CNC)
no está previsto en la legislación social. Ti e n e
una función «política». Organizado en virtud
del decreto ley 75114 de 23 de enero de 1975, el
CNC reúne a gobierno, empleadores y trabaja-
d o res con la finalidad de que los interlocutore s
sociales deliberen sobre las políticas de salarios,
de precios y de empleo. Establecido en 1975
cuando se inició la crisis de la economía del
cacahuete (maní) que después se extendió a
muchos sectores de la economía nacional, el
CNC era en realidad un «lugar de parloteo» en
el que no se adoptaba ninguna decisión ni com-
p romiso. Desde el punto de vista del contenido
de la negociación colectiva, los sindicatos con-
sideran que este comité es una «válvula de
seguridad» que permite desactivar la bomba
social, y un desahogo para los sindicalistas.

La administración del trabajo ejerce diver-
sas competencias en las relaciones laborales:
contratación, conciliación, control de la aplica-
ción de la legislación y la reglamentación
social, elaboración y definición de la política
general del trabajo y la seguridad social, y
solución de conflictos. Carece de medios mate-
riales para cumplir su misión.

Representación de los trabajadores en
las instituciones de previsión social

Jubilados de la seguridad social

Esta representación se efectúa a nivel de los
consejos de administración de esas institucio-
nes en porcentajes que no satisfacen a la mayo-
ría de organizaciones de trabajadores. Muchas
de ellas consideran que su representación es
parcial y arbitraria. Además, no ha podido
tener efectos notables en lo que se refiere a
valorizar las pensiones de jubilación ni otras
prestaciones sociales (por ejemplo, los subsi-
dios familiares o la protección económica de
las víctimas de accidentes de trabajo). No obs-
tante, los órganos de decisión de esas institu-
ciones habrían podido desempeñar una fun-
ción decisiva estableciendo un sistema de
redistribución de los ingresos más equitativo.

Comisiones mixtas paritarias

Estas comisiones se convocan de forma
irregular en el sector privado para firmar los
convenios de revalorización de salarios (bajo el
patrocinio del Ministerio de Trabajo). No obs-
tante, para que estos acuerdos puedan apli-
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carse en general la administración laboral tiene
que dictar las órdenes correspondientes. A
menudo estas comisiones se convocan por pre-
sión de los sindicatos, como ocurrió por ejem-
plo después de la devaluación del franco CFA
en enero de 1994. No tienen que reunirse con
ninguna periodicidad determinada.

Estatuto especial de
la administración pública

Los principales mecanismos de negociación
colectiva de los trabajadores de la administra-
ción pública son los siguientes:

Comisiones administrativas
paritarias (CAP)

Tienen un mandato de tres años y se encar-
gan de gestionar la promoción y reclasificación
de los trabajadores de que se trate. Actual-
mente, los mandatos de las CAP de la ad-
ministración pública han expirado sin que
se hayan celebrado nuevas elecciones, y el
gobierno las ha sustituido por comisiones
especiales a pesar de las protestas de los sindi-
catos de sanidad y educación que se conside-
raron perjudicados por las carencias de la
administración.

Consejo Superior de la Función
Pública (CSFP)

Establecido en virtud de la ley 6133 de 15
de enero de 1969. La representación de los tra-
bajadores no ha seguido la evolución regis-
trada por el panorama sindical ya que sólo está
representada una sola organización de trabaja-
dores y no lo están la central y los sindicatos
más representativos de la administración
pública (la Unión Nacional de Sindicatos
Autónomos del Senegal/UNSAS y el Sindicato
Unico y Democrático del Senegal/SUDES). El
CSFP también es un órgano consultivo.

La convocación y el funcionamiento regular
de estos organismos son aleatorios, habida
cuenta de que su composición es discrecional e
inadaptada a una realidad que ha variado en lo
que respecta a la independencia y la autono-
mía sindical.

Fuertes en la educación y la salud

Cabe señalar que los funcionarios de la
administración general, que a menudo no
están sindicados (excepto algunos conductores
de vehículos que presentan reivindicaciones

más bien corporativistas), tienen una regla-
mentación particular con arreglo a lo dispuesto
en el decreto ley 77880 de 19 de octubre de
1977. Su situación, que depende de fuertes pre-
siones políticas, sigue siendo poco favorable a
la sindicación. Los intentos realizados en este
sentido no han permitido hasta la fecha que
estos trabajadores puedan organizarse: el SAT-
JUS (Sindicato Autónomo de Trabajadores de
la Justicia) y el SYNATAS (Sindicato Autó-
nomo de Trabajadores de la Administración
del Senegal) no han conseguido resistir a estas
presiones, lo que impide que dichos trabajado-
res tengan representación sindical, tanto más
por cuanto el Gobierno todavía no ha ratifi-
cado el Convenio de la OIT sobre las condicio-
nes de empleo en la administración pública,
1978 (núm. 151). Hasta ahora las organizacio-
nes de trabajadores han conseguido estable-
cerse de manera duradera sobre todo en los
sectores de la educación y la salud, después de
luchas memorables para imponer el plura-
lismo y la negociación colectiva.

Tendencias de la negociación colectiva

Las tendencias registradas por la nego-
ciación colectiva en el Senegal no difieren de
las observadas en el conjunto de países africa-
nos sometidos a ajuste estructural. Son las
siguientes:
• debilitamiento de los procedimientos for-

males de la negociación colectiva como
consecuencia de los límites impuestos por
el escaso crecimiento económico y por las
instituciones financieras internacionales;

• debilitamiento del marco institucional
cuyos elementos constitutivos (legislación
y reglamentación) resultan inoperantes si la
voluntad de negociar de buena fe no existe
por parte de los empleadores (incluido el
Estado); y

• desplazamiento hacia la empresa de los
centros de negociación de las cuestiones
más acuciantes para así neutralizar la
acción de los sindicatos y enfrentar a fuer-
zas desiguales.

Concertación con fines puntuales

En el Senegal el período de ajuste que
empezó en 1978 y continúa con el ajuste estruc-
tural reforzado y la liberalización en todos los
sentidos se ha concretado en la reducción de la
contratación y la invariabilidad de los salarios,
lo que ha conducido a una grave pérdida del
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poder adquisitivo de los trabajadores. El
Gobierno y los empleadores han proseguido
su tendencia a desconfiar de las organizaciones
de trabajadores y han utilizado los mecanis-
mos de concertación para fines puntuales con
el fin de conseguir la aceptación de reformas
del Código de Trabajo (por ejemplo, sobre la
duración de los contratos de plazo indetermi-
nado, los despidos por causas económicas y el
lavado de cara del Código de Trabajo) y para
dar a los asociados en el desarrollo la impre s i ó n
de negociar de buena fe, cuando a menudo la
falta de concesiones conduce a callejones sin
salida.

Cuestionamiento del ordenamiento
jurídico

En el Senegal se registra una interrupción
del diálogo social y de la negociación colectiva,
y cabe observar que el rigor de la crisis econó-
mica, por limitativo que resulte, no puede
explicar por sí solo la falta de voluntad del
Gobierno y de los empleadores para intentar
resolver los problemas planteados por las
organizaciones sindicales con el fin de evitar
conflictos sociales y una regresión que puede

cuestionar gravemente los compromisos sus-
critos por el país.

Se observan otras tendencias que ponen en
grave dificultad la aplicación e interpretación
de las leyes y reglamentos sociales de Senegal:
se trata de la adaptación y coherencia de los
textos en relación con la acumulación de pro-
ducciones normativas sucesivas desde la época
colonial hasta nuestros días. La negociación
colectiva es víctima de esta situación, al igual
que otras esferas de la actividad de las organi-
zaciones de trabajadores.

Perspectivas

Hoy como hace cincuenta años, cuando la
OIT adoptó el Convenio núm. 98, el contexto eco-
nómico y social destaca la actualidad de la nego-
ciación colectiva y del derecho de sindicación.

Al margen de la importancia que se dé a la
cuestión de las relaciones laborales en un
entorno tan desfavorable para los trabajadores
y sus organizaciones, en un país como el Sene-
gal la negociación colectiva debe centrarse en
otro valor que el profesor Antoine Lyon-Caen1

denomina una ciudadanía social sensible a las
exigencias de la solidaridad.

Ejemplos de convenios colectivos en vigor en el Senegal, con indicación de la fecha de la firm a

Sector Fecha de la firma

Profesiones liberales Acuerdo sobre salarios del 5 de julio de 1958
Textil 17 de mayo de 1958
Transporte aéreo 27 de noviembre de 1965
Transporte ferroviario 19 de mayo de 1951
Transporte por carretera 7 de diciembre de 1959
Materias grasas 4 de julio de 1959
Empleados domésticos Decreto 89350 de 29 de julio de 1959
Agua 1 de octubre de 1959
Electricidad 13 de mayo de 1959
Enseñanza privada 22 de noviembre de 1958
Hostelería 29 de septiembre de 1960 (revisado en mayo de 1998 pero cuestio -

nado por organizaciones de trabajadores)
Industrias varias 12 de diciembre de 1946
Industrias poligráficas 28 de septiembre de 1960
Mecánica general 8 de octubre de 1957
Minas 14 de abril de 1960
Asambleas consultivas 2 de enero de 1964
Alimentación 19 de julio de 1958
Construcción/obras públicas 6 de julio de 1956
Panaderías 28 de marzo de 1949
Comercio 16 de noviembre de 1956
Confección 10 de enero de 1963
Bancos 24 de abril de 1958 (revisado en 1977)
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De ello se deduce que en el Senegal las
organizaciones de trabajadores deben seguir
trabajando con los siguientes fines:
• para que la negociación colectiva contri-

buya a garantizar el ejercicio de los dere-
chos fundamentales de la persona;

• para que la negociación colectiva contri-
buya a ocuparse del problema del empleo y
del derecho de todos a vivir decentemente;

• para reforzar el acceso y el mantenimiento
del puesto de trabajo, al igual que la
defensa del empleo, como factor de consi-
deración y de cohesión social;

• para reforzar la capacidad jurídica de los
agentes de la negociación colectiva con el
fin de tener en cuenta su poder de repre-
sentación y la legitimidad de la demanda
social de que son portadores.

Hoy en día, tratan de seguir este camino org a-
nizaciones sindicales independientes para que
los diversos niveles de la negociación colectiva
sectorial, interprofesional o de empresa se inser-
ten en un marco nacional que negocie las cues-
tiones mínimas con el Estado y los empleadore s .

Si, por consiguiente, la crisis de legitimidad
y de re p resentación preocupa a las org a n i z a c i o-
nes de trabajadores, al igual que a otros agentes
sociales, sería preciso reconocer que el mandato
de los agentes encargados de la negociación
colectiva dependerá de la eficacia del Convenio
núm. 98 de la OIT.

Nota

1 Lyon-Caen, A. 1997. «La négociation collective: Nou-
veaux horizons? Nouveaux problèmes?» en Droit social,
núm. especial, núm. 2, diciembre.
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Marco jurídico de la negociación
colectiva

El artículo 19, c) de la Constitución de la
India garantiza el derecho fundamental de
libertad de asociación. Este derecho se reco-
noce en la ley de 1926 sobre sindicatos, la ley
de 1947 sobre conflictos laborales y en la ley de
1948 sobre empleo industrial (Reglamento).
En 1923, la India ratificó el Convenio sobre
el derecho de asociación (agricultura), 1921
(núm. 11) durante el período de administra-
ción británica. Sin embargo, no ha ratificado
los Convenios núms. 87 (libertad sindical y
protección del derecho de sindicación) y 98
(derecho de sindicación y de negociación
colectiva) por «dificultades técnicas» relativas
al derecho de sindicación de los funcionarios.
Estas razones no constituyen un motivo válido
para no ratificarlos: el país que ratifica estos
instrumentos puede excluir ciertos servicios de
su campo de aplicación. La intención real tal
vez fuera (como indicó en 1997 Surendra Nath,
ex Comisionado laboral jefe de la India) «limi-
tar la libertad de asociación a los solos trabaja-
dores manuales (definiéndolos como trabaja-
dores) y excluir al personal de supervisión y de
dirección…». Otro interés del Gobierno es
incluso denegar el derecho de negociación
colectiva a categorías de trabajadores ocupa-
das en ciertas empresas tuteladas por ministe-

rios del Gobierno como las de ferrocarriles y de
correos y telecomunicaciones, el Departa-
mento Central de Obras Públicas, etc. La remu-
neración y las condiciones de trabajo de estas
categorías de trabajadores no se establecen por
vía de negociación colectiva sino por decisio-
nes del Gobierno basadas en las recomenda-
ciones de la Comisión de Salarios. Tampoco la
legislación del trabajo de ámbito nacional
obliga a los empleadores a reconocer los sindi-
catos o aceptar la negociación colectiva. Algu-
nos estados (por ejemplo los de Andhra Pra-
desh, Bihar, Gujarat, Karnataka, Madhya
Pradesh, Maharashtra, Orissa y Bengala occi-
dental) han establecido normas relativas al
reconocimiento de los sindicatos.

¿Una cuestión controvertida?

Varias conferencias organizadas y copatro-
cinadas por los sindicatos y el Ministerio de
Trabajo, incluida la que se celebró en Mussoorie
en 1998, han considerado la cuestión de la rati-
ficación de los Convenios núms. 87 y 98 de la
OIT y han aplazado su decisión. Los empleado-
res y el Gobierno están unidos en la materia
( S u rendra, 1997).

Desde 1931 hasta la fecha la determinación
de los actores en la negociación colectiva ha sido
una cuestión muy controvertida. La Real Comi-
sión del Trabajo (Gobierno de la India, 1931) no
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a los trabajadores, que están dispuestos

a renunciar sin más a su afiliación sindical
si el sindicato no consigue lo que esperan
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apoyó la idea prevaleciente de que el reconoci-
miento debería depender de la fuerza del sin-
dicato. Sostuvo que el reconocimiento no debe-
ría basarse en la fuerza sino en la razón y que
el hecho de que un sindicato sólo integrara a
una minoría de trabajadores no era una razón
suficiente para impedir su reconocimiento. La
Comisión Nacional del Trabajo (1969) estimó
que la cuestión había de resolverse a nivel
local. La ley de 1947 por la que se modifica la
ley de 1926 sobre los sindicatos y el proyecto
de ley de 1950 sobre los sindicatos establecen el
reconocimiento de más de un sindicato por el
empleador. La ley modificadora de 1947 nunca
se aplicó y el proyecto de ley de 1950 no se pro-
mulgó. En 1956, el documento del segundo
plan quinquenal puso de relieve el principio de
«un sindicato, una industria». En 1958, la Con-
ferencia del trabajo de la India elaboró un
código de disciplina industrial que todavía no
tiene fuerza de ley pero contiene criterios rela-
tivos al reconocimiento de los sindicatos.
Según este código, los trabajadores afiliados a
sindicatos no reconocidos deberían actuar a
través del sindicato representativo en la indus-
tria que los ocupa o tratar de conseguir direc-
tamente la satisfacción de sus reclamaciones.

Reconocimiento de los sindicatos

Ninguna ley de ámbito nacional se refiere al
reconocimiento de los sindicatos. En algunos
estados – por ejemplo los Maharashtra y
Madhya Pradesh – la legislación contiene dis-
posiciones relativas al reconocimiento de los
sindicatos (Srivastava, 1989). Por lo tanto, exis-
ten divergencias considerables en la India res-
pecto de las disposiciones relativas a la deter-
minación del sindicato representativo a los
efectos de la negociación colectiva. Estas dife-
rencias se derivan de: a) el código de disciplina
que suele aplicarse en la mayor parte de las
empresas del sector público; b) la existencia de
un procedimiento de votación secreta obligato-
rio en tres estados: Andhra Pradesh (desde
1975), Orissa (desde 1994) y Bengala occidental
(desde 1998); c) el descuento en nómina de las
cuotas sindicales por el que abogan varios sin-
dicatos; y d) la verificación de las afil i a c i o n e s .
En 1995, el Tribunal Supremo de la India pidió
a una empresa estatal, el consorcio de indus-
trias de alimentos de la india, que re s o l v i e r a
por votación secreta un conflicto relativo al
reconocimiento de sindicatos. El fallo también
establecía el procedimiento de votación secre t a .
En 1982, el Tribunal Superior de Bombay in-
validó una orden del tribunal de trabajo que

ordenaba una votación secreta en el caso del
sindicato Maharashtra General Kamgar contra
Bayer India Ltd. Este caso se sometió a la sala
competente del Tribunal Superior que con-
firmó la orden del juez único. Lo que había de
demostrar el sindicato de Maharashtra era que
el número de afiliados al congreso Hind Maz-
door Sabha había sido inferior a 30 por ciento
en el período requerido de seis meses. Se sos-
tenía que, hipotéticamente, si el 25 por ciento
de los trabajadores de una empresa votaban a
favor del sindicato reconocido, ello significaba
que el número de sus afiliados era inferior al
porcentaje requerido pero que, al no poderse
identificar a los votantes, no sería posible
demostrar que los miembros del sindicato
habían votado en contra del mismo.

Acuerdos que no obligan a otros
sindicatos cuando no son el resultado
de una conciliación

Con arreglo al apartado p ) del artículo 2 de
la ley de 1947 sobre conflictos laborales, pueden
concertarse acuerdos colectivos para re s o l v e r
c o n flictos sin recurrir al procedimiento de con-
ciliación establecido por el Estado de conformi-
dad con la legislación. Si se logra un acuerd o
( a c u e rdo escrito entre el empleador y los traba-
j a d o res) como los que permite el pro c e d i m i e n t o
de conciliación, éste es obligatorio en virtud del
párrafo 3 del artículo 18 de la ley, no sólo para
las partes físicas en el conflicto laboral, sino
también para los here d e ros, sucesores o apode-
rados del empleador, por una parte, y, por otra,
para todos los trabajadores presentes o futuro s
ocupados en el establecimiento. El funcionario
competente para la conciliación tiene la obliga-
ción de promover una solución apropiada y
hacer lo posible por incitar a las partes en un
c o n flicto a recurrir a este procedimiento con el
fin de conseguir una solución del mismo justa y
amigable. La solución de un conflicto o la fir m a
de un acuerdo con un sindicato no obliga a los
a filiados de otro u otros sindicatos salvo
cuando dicha solución o acuerdo se consiguen
a través del procedimiento de conciliación; los
demás sindicatos – incluidos los que son mino-
ritarios – pueden, por consiguiente, org a n i z a r
un acto de protesta. El párrafo 1 del artículo 36
de la ley sobre conflictos laborales trata de la re-
p resentación de los trabajadores. Todo acuerd o
colectivo es obligatorio para los trabajadore s
que lo han negociado y firmado individual-
mente. No es obligatorio para todo trabajador
que no lo firme o no autorice a ningún otro tra-
bajador para que lo haga en su nombre .
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Un acuerdo colectivo presupone la partici-
pación y el consentimiento de todas las partes
en el mismo. Cuando trabajadores están afilia-
dos a sindicatos diferentes, todo sindicato,
independientemente de si representa o no una
mayoría, ha de considerarse obligatoriamente
como parte. Unos pocos trabajadores pueden
preferir no afiliarse a ningún sindicato, y un
sindicato (o más) por razones propias puede
estimar que no conviene terminar las negocia-
ciones con el acuerdo propuesto. Los artículos
2, b), 4 y 18, 3) de la ley de 1947 sobre conflictos
laborales tienen en cuenta estas dificultades
prácticas y establecen la obligatoriedad de los
acuerdos colectivos aun cuando trabajadores
no se consideren como parte en los mismos o
no los acepten puesto que se supone que la
presencia del funcionario competente para la
conciliación garantiza que el acuerdo se ha
concertado de buena fe.

El sector no estructurado

Hay muy pocas negociaciones colectivas en
el sector no organizado. En varios casos, acuer-
dos colectivos bipartitos concertados en el sec-
tor no organizado establecen salarios inferiores
al salario mínimo aplicable. Cuando estos
acuerdos se consiguen por vía de conciliación
y/o cuando la autoridad competente del
Estado los registra, los comisionados de tra-
bajo interesados han de velar por que los sala-
rios, las prestaciones y las demás condiciones
establecidas en los mismos no sean inferiores a
los salarios mínimos y a las demás normas que
establece la legislación del trabajo.

Prácticas indebidas de trabajo

La ley de 1947 sobre conflictos laborales no
contiene ninguna disposición a cuyos efectos
solamente un sindicato reconocido puede cre a r
un conflicto de trabajo. El código de disciplina
de 1956 es incompatible con la ley de 1947 sobre
c o n flictos laborales. En 1982, la ley de 1947
s o b re conflictos de trabajo se modificó para
incluir las siguientes prácticas indebidas de tra-
bajo: a ) la negativa de un empleador a negociar
colectivamente de buena fe con sindicatos re c o-
nocidos; b ) la negativa de un sindicato re c o n o-
cido a negociar colectivamente de buena fe con
el empleador; y c ) el recurso a prácticas de coac-
ción por parte de los trabajadores y de los sin-
dicatos contra el re g i s t ro de un re p re s e n t a n t e
competente para la negociación.

El Parlamento limitó los derechos de nego-
ciación colectiva de los trabajadores del sector

de los seguros, que ha sido un monopolio del
sector público, cuando comprobó que acuer-
dos restrictivos concertados entre los sindica-
tos y los empleadores (el sector público)
menoscababan los intereses de los asegurados.
Desde entonces, los trabajadores del sector de
los seguros continúan participando en consul-
tas, pero la revisión de sus salarios se notifica
unilateralmente por el departamento compe-
tente del Gobierno.

El artículo 2, p) de la ley de 1947 sobre con-
flictos laborales define el término «acuerdo», y
el artículo 29 de la misma ley dispone que la
violación de toda disposición del acuerdo se
sancionará con una pena de cárcel de seis
meses o una multa o ambas cosas. El hecho de
negarse a negociar colectivamente de buena fe
con sindicatos reconocidos se considera como
«práctica indebida de trabajo» en el artículo
2(ra)/parte V de la ley, y puede sancionarse, en
virtud del artículo 25, u), con una pena de cár-
cel de hasta seis meses o una multa de hasta
1.000 rupias, o ambas cosas.

De hecho, varias prácticas que pueden con-
siderarse como prácticas indebidas de trabajo
no se denuncian o persiguen. En un taller de
una empresa de industrias mecánicas del
norte de la India, la dirección adoptó unilate-
ralmente un paquete de disposiciones re l a t i-
vas a la revisión de los salarios después de
q u e las negociaciones con el sindicato se
hubieran frustrado y suspendido. Los trabaja-
dores expresaron su «satisfacción» por la deci-
sión de la dirección. También estimaron que la
dirección podía adoptar con carácter discrecio-
nal el próximo paquete de disposiciones en la
materia. Por consiguiente, en la medida en que
la dirección de las empresas está dispuesta a
pagar un precio para mantener a los sindicatos
fuera de las negociaciones, los trabajadores de
la India, que en su gran mayoría se interesan
solamente por conseguir resultados prácticos,
colaboran con la dirección para excluir a los
sindicatos de la negociación colectiva. Una
empresa multinacional cerca de Delhi conven-
ció a los trabajadores de aceptar mejores sala-
rios a cambio de no afiliarse al sindicato.
Incluso en el sector público se han registrado
casos en que miembros del personal de super-
visión cobran beneficios en forma de subsidios
provisionales antes de la revisión de sus sala-
rios cuando aceptan por escrito no afiliarse al
sindicato. Varias empresas del sector privado,
en especial empresas farmacéuticas, han nom-
brado a trabajadores como representantes de
sus compañeros ofreciéndoles beneficios adi-
cionales. Sin embargo, como esta responsabili-
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dad menoscaba su seguridad en el empleo, los
trabajadores han protestado y convencido a los
tribunales de que se reconozca su condición de
trabajadores aun cuando la dirección los consi-
dere como representantes.

Niveles de negociación

Negociación sectorial nacional

Antes del decenio de 1970, juntas salariales
designadas por el Gobierno aplicaban laudos
sobre salarios y condiciones de trabajo. El
número de estas juntas ha disminuido de 19 a
fines del decenio de 1960 a una (para los perio-
distas) en los últimos años del decenio de 1990.
Desde principios del decenio de 1970, las nego-
ciaciones sectoriales en el ámbito nacional se
organizan principalmente en industrias en las
que predomina el Estado. Estas ramas de acti-
vidad comprenden la banca y el carbón (apro-
ximadamente 800.000 trabajadores en cada
una), el acero, puertos y muelles (250.000 tra-
bajadores en cada una). Cincuenta y ocho ban-
cos privados/públicos/multinacionales están
afiliados a la Asociación Banquera de la India.
Se encargan de negociar acuerdos a largo plazo
con la Federación Panindia de Empleados de
Banca. Más de 200 minas de carbón y de otra
índole se nacionalizaron a principios del dece -
nio de 1970. Funcionan en todo el país; algunas
de ellas son propiedad de los gobiernos de los
estados y muchas del Gobierno central. Existe
un solo acuerdo nacional para toda la industria
del carbón. En el sector del acero se ha creado
una comisión bipartita permanente para los
complejos siderúrgicos de los sectores público
y privado. Desde 1969 esta comisión, denomi-
nada Comisión Consultiva Nacional Mixta
para la Industria del Acero (NJCS), ha firmado
seis convenios de larga duración. Los once
puertos principales del país se han unido en la
Asociación de Puertos de la India. Celebran
negociaciones con las federaciones industriales
de las principales centrales sindicales naciona-
les del país.

Un rasgo distintivo de la negociación secto-
rial nacional es la presencia de un organismo
único para los empleadores y la participación
del Ministerio de Tutela junto con los emplea-
dores. En muchos sectores, dos de las cinco
centrales sindicales nacionales cuyas federa-
ciones industriales de organizaciones de traba-
jadores son más representativas participan en
negociaciones. En la banca, el carbón, los puer-
tos y los muelles, huelgas o amenazas de
huelga preceden invariablemente la concerta-

ción de acuerdos. Solamente en la industria del
acero no se han registrado conflictos de esta
índole en los últimos 29 años. Aun cuando la
negociación sectorial no abarque el sector del
petróleo, nacionalizado a fines del decenio de
1970, comisiones de coordinación de la indus-
tria del petróleo contribuyen muy activamente
a la normalización de los salarios y de las con-
diciones de empleo, a pesar de que las nego-
ciaciones colectivas se concierten a nivel de la
compañía o de la empresa (por ejemplo, el con-
sorcio Hindustan Petroleum Corporation
Limited). Los acuerdos en la banca y el carbón
abarcan a 800.000 trabajadores cada uno y, en
la industria siderúrgica y los puertos y mue-
lles, 250.000 cada uno.

Acuerdos regionales por rama
de actividad

A c u e rdos de esta naturaleza son fre c u e n t e s
en las industrias del algodón/yute, el textil, las
industrias mecánicas y el té, en las que pre d o-
mina el sector privado. Pero estos acuerdos no
son obligatorios para la dirección de las empre-
sas en las distintas ramas de actividad o re g i o-
nes salvo cuando autorizan por escrito a sus
respectivas asociaciones de empleadores para
negociar en su nombre. El número de empleos
c o m p rendido en los cuatro acuerdos re g i o n a l e s
concertados en las industrias del textil, el yute
y las plantaciones es aproximadamente de
1.200.000, 300.000 y 250.000, re s p e c t i v a m e n t e .

Acuerdos descentralizados a nivel
de la empresa o del taller

Si bien en el resto del sector privado los
empleadores suelen abogar por negociaciones
descentralizadas en el ámbito de cada empresa,
los sindicatos insisten en que la negociación se
celebre como mínimo en el de la compañía en
la que los trabajadores están constituidos en
federaciones (que representan a los trabajado-
res de varias unidades industriales en distintos
lugares). En 1998, se organizó una huelga de 39
días en torno a la descentralización de la nego-
ciación en Escorts, un consorcio industrial pri-
vado del sector del automóvil y de las indus-
trias mecánicas con más de 14 fábricas y 35.000
trabajadores en un centro industrial ubicado
cerca de Nueva Delhi. Ello no significa, sin
embargo, que los empleadores de empresas del
sector privado con unidades industriales múl-
tiples no negocien con las federaciones sindi-
cales de la compañía. Un ejemplo de ello es la
sociedad Brooke-Bond, hasta que fusionó con
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Lipton y se convirtió en Hindustan Lever en
una de las megafusiones recientes operadas en
el país.

Se considera que la negociación en el plano
de la unidad industrial reduce la capacidad de
negociación de los sindicatos, especialmente
en períodos de crisis. Se reconoce la existencia
de una tendencia general, por parte de los sin-
dicatos en particular y del Gobierno, a consi-
derar el sector público como un todo y, por esta
razón, se trata de conseguir uniformidad al
nivel más alto sin tener en cuenta el criterio de
capacidad para pagar en las negociaciones
salariales del sector público. Si las arcas de una
empresa pública están vacías, el Ministerio de
Hacienda suministra los fondos necesarios.
Por otra parte, existe una tendencia paralela,
incluso entre los sindicatos, a considerar el sec-
tor privado como un todo, aunque la capaci-
dad para pagar continúe siendo un factor
determinante en las negociaciones salariales.

Duración

Hasta el decenio de 1970 los convenios
colectivos se negociaban por un período de
dos a tres años. En los decenios de 1970 y 1980,
la duración de los convenios se prolongó de
tres a cuatro años. En el de 1990, más de las
cuatro quintas partes de los convenios concer-
tados a nivel central en el sector público se fir-
maron por una duración de cinco años cada
uno. La mayor parte de los convenios colecti-
vos en el sector privado continúan teniendo
una validez de tres y en unos pocos casos cua-
tro años. La validez de algunos convenios con-
certados en el sector privado, que se centran
exclusivamente en un tema (por ejemplo, los
incentivos), tienen una validez de seis años.

Desde el decenio de 1970 la negociación
colectiva tiende a normalizarse en el sector
público. La quinta ronda de convenios colecti-
vos en el sector público se aprobó a principios
del decenio de 1990. Casi todos habían de expi-
rar el 31 de diciembre de 1996. Hasta la fecha
(31 de diciembre de 1998), no se han celebrado
discusiones de fondo sobre su renovación. En
un principio, los sindicatos esperaban la publi-
cación del informe de la Quinta Comisión Cen-
tral para poder como en el pasado formular
reivindicaciones equivalentes a un 15 por
ciento más que el promedio de los sueldos de
los funcionarios públicos en categorías compa-
rables. Esperaron luego el informe de la Comi-
sión Judicial Mohan. Esperan ahora la decisión
del Gobierno y las recomendaciones de la Comi-
sión Judicial Mohan.

Rasgos distintivos de la negociación en
el sector público

Desde el decenio de 1970, y a raíz de las
reformas económicas del de 1990, el entorno de
la negociación en el sector público se ha modi-
ficado profundamente. En 1994, el Departa-
mento de Empresas Públicas, que trata de con-
trolar todas las empresas del sector público del
país (unas 240), estableció directivas que ofre-
cían una autonomía limitada a la negociación
descentralizada y se apartaban del criterio de
paridad entre las diferentes empresas del sec-
tor público. El Gobierno autorizó que las
empresas firmaran solamente nuevos acuerdos
salariales cuando éstas tuvieran la posibilidad
de sufragar con recursos propios los gastos
adicionales derivados de la revisión de los
salarios y a reserva de que no aumentaran los
gastos de mano de obra por unidad y los pre-
cios de venta por unidad como consecuencia
de dicha revisión. Unas cien empresas públicas
que han dejado de ser económicamente viables
y que incluso han sufrido pérdidas no han pro-
cedido a ninguna revisión de los salarios desde
1992 hasta la fecha (diciembre de 1998).

La vigencia de la quinta ronda de acuerdos
salariales en el sector público central, que abar-
caba el período 1992-1996, ha expirado ya. Sin
embargo, es probable que las empresas públi-
cas que todavía se encuentran en una situación
difícil no puedan continuar la revisión de los
salarios en la sexta ronda habida cuenta de las
nuevas directivas, que son análogas a las que
adoptó en enero de 1989 el Departamento de
Empresas Públicas adscrito al Ministerio de
Industria.

¿Sector público o Estado?

En la India, la remuneración de los funcio-
narios sirve de re f e rencia para el sector
público. En dicho sector, las negociaciones se
gradúan en función de los mejores re s u l t a d o s
conseguidos y se fundamentan en el artículo 1 2
de la Constitución de la India con arreglo al
cual algunos jueces del Tribunal Supremo han
i n t e r p retado la expresión «sector público» en
el sentido de que significa el Estado que, natu-
ralmente, no debe establecer ninguna discri-
minación entre sus empleados. A su vez, la
remuneración en el sector público sirve de
re f e rencia para los trabajadores sindicados del
sector privado, en que la negociación colectiva
se utiliza para presionar a los empleadore s
y sacar lo mejor de las peores condiciones
e c o n ó m i c a s .



86

Cuando la Comisión de la quinta ronda de
salarios presentó su informe en 1996, el
Gobierno central designó a otra comisión para
considerar los salarios y prestaciones de los
puestos inferiores al de personal directivo y el
personal de supervisión no sindicado. La
Comisión, presidida por el juez Mohan, pre-
sentó su informe en octubre de 1998 pero sus
conclusiones han creado confusión en los órga-
nos de dirección del sector público y no han
satisfecho a los representantes sindicales del
mismo sector. La Comisión fijó los sueldos del
personal de alta dirección de las empresas
públicas y recomendó que la disparidad en los
salarios entre los niveles más bajos y más altos
en las empresas públicas oscilara entre 1 y 10
en comparación con 1 y 6 actualmente. A prin-
cipios del decenio de 1970 esta disparidad osci-
laba entre 1 y 19. Los empleados sindicados del
sector público han pedido una revisión de los
salarios, puesto que la vigencia de la quinta
ronda de acuerdos expiró el 31 de diciembre
de 1996. Incluso sin esta revisión y en caso de
mantenerse la disparidad de 1 a 10, sería ne-
cesario ya sea aumentar la remuneración
máxima del personal de alta dirección o redu-
cir los salarios actuales de los empleados que
ocupan los puestos más bajos. Ambas opciones
parecen ser imposibles. En todo caso, los tra-
bajadores sindicados protestarían contra toda
ampliación de las disparidades salariales.

Por consiguiente, lo más probable es que se
mantenga la disparidad actual de 1 a 6 en la
sexta ronda de negociaciones que no se han ini-
ciado todavía seriamente a pesar de que los
acuerdos anteriores de cinco años expiraran
hace 25 meses. El Gobierno desea que el perío-
do de vigencia de la sexta ronda de acuerdos
salariales que todavía no se han negociado
tenga la misma duración, como en el caso de
los funcionarios. El Gobierno parece haber
aceptado la mayor parte de las recomendacio-
nes de la Comisión del Juez Mohan, pero como
no ha anunciado todavía su decisión, los sindi-
catos y la dirección de las empresas no pueden
iniciar negociaciones salariales en razón de la
i n c e r t i d u m b re que prevalece respecto del perío-
do de vigencia del acuerdo, que el Gobierno
quiere establecer unilateralmente.

A pesar de las intenciones declaradas del
Gobierno de ofrecer autonomía a la dire c c i ó n
de las empresas públicas en cuanto a la deter-
minación de los sueldos y prestaciones de su
personal sindicado, las disposiciones en vigor
no lo permiten. De hecho, el Consejo de Minis-
t ros ha aprobado ya al parecer una nueva serie
de directivas relativas a la negociación de los

convenios colectivos en el sector público cen-
tral y se espera que el Departamento de Empre-
sas Públicas las publique en un futuro próximo.
Los sindicatos suelen considerar estas dire c t i-
vas con desagrado porque sólo señalan orienta-
ciones básicas en lugar de constituir puntos de
re f e rencia o fijar límites máximos. 

Nuevas tendencias

Hasta el decenio de 1970, la negociación
colectiva se había acompasado en la medida de
lo posible con arreglo a dos criterios principa-
les en los que se tenía en cuenta la relación
negativa que prevalecía en la mayor parte de
las situaciones en las que los interlocutores
sociales eran partes, a saber, que la política
seguida tanto por la dirección de las empresas
como los sindicatos consistía en impedir que la
otra parte consiguiera lo que se proponía. La
segunda tendencia registrada en este período
fue el papel desempeñado por los sindicatos
de trabajadores en tanto que correa de trans-
misión de las reivindicaciones a la dirección de
las empresas. La dirección solía alegar en las
negociaciones que no podía satisfacer las recla-
maciones de los sindicatos. Después de un
período variable de negociación, se conseguían
acuerdos que ofrecían algunos beneficios adi-
cionales a los trabajadores. Por consiguiente, la
dirección de las empresas cedía a regañadien-
tes y los trabajadores lograban la satisfacción
de algunas de sus reclamaciones.

Negociaciones en materia
de productividad

En el decenio de 1980 la dirección de las
empresas empezó a presentar contraofertas
antes o después de haber recibido el pliego de
reivindicaciones de los sindicatos con base en
principios de «negociación en términos de pro-
ductividad». Se pedía a los sindicatos que
aceptaran renunciar a prácticas restrictivas y
antieconómicas a cambio de mejores salarios y
prestaciones. En algunos casos se adoptaron
disposiciones específicas o de orden general
(promesas de relaciones armoniosas, que pro-
meten algo sin significar mucho) que podían
dar lugar a sanciones. Ulteriormente, desde
fines del decenio de 1990, este campo se ha am-
pliado para fortalecer los derechos de la direc-
ción respecto a las concesiones negociadas en
tiempos de crisis.

Sin embargo, en el sector público la tenden-
cia general consiste en «ofrecer algo (para los
trabajadores) a cambio de nada (para la direc-
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ción)», mientras que en el sector privado esta
tendencia consiste en «ofrecer algo (a los traba-
jadores) a cambio de cualquier cosa (para la
dirección)». Esta nueva tendencia, especial-
mente en el sector privado, es algo parecida a
la que Ian McGregor, de la Industria Británica
del Acero, invocó en el Reino Unido durante el
gobierno de la Sra. Thatcher: Algo por algo, nada
por nada.

Por encima de todo, las condiciones difíci-
les prevalecientes en los mercados de produc-
tos y en situaciones de recesión y/o de desem-
pleo en varios sectores vitales de la economía
son de tal magnitud que la negociación colec-
tiva priva a los trabajadores de todo beneficio.
Incluso en casos en que se han conseguido apa-
rentemente importantes aumentos de salarios,
como señalan Ramaswamy y Holmstorm, las
concesiones de la dirección de empresas a los
sindicatos se relacionan con cuestiones com-
plejas vinculadas a los derechos, perspectivas
de carrera y relaciones de trabajo por medio de
una transacción directa entre dos grupos orga-
nizados: la dirección de las empresas consigue
el control de la organización del trabajo y los
sindicatos obtienen más dinero para sus afilia-
dos. La dirección de las empresas aduce que la
organización del trabajo no se determina arbi-
trariamente sino «científicamente» por espe-
cialistas en taylorismo industrial, y dirigentes
sindicales de la clase media consideran que
este argumento es aceptable. La empresa y el
sindicato funcionan como dos espejos que
re flejan la misma imagen: «los dos están estruc-
turados jerárquicamente y administrados por
dirigentes que se creen competentes para
adoptar decisiones en nombre de las personas
menos calificadas sobre las cuales ejercen su
autoridad» (Holmstrom, 1990; véase también
Ramaswamy, 1990).

Derechos gerenciales: un fenómeno
nuevo a partir de medias del decenio
de 1980

Muy pocos estudios empíricos consideran
las tendencias de los convenios colectivos con-
certados en estos últimos cincuenta años. Dos
encuestas realizadas por la Federación de Em-
pleadores de la India en los períodos 1956-1960
y 1961-1969 muestran lo siguiente: en el perío-
do 1956-1960, entre una tercera parte y la mitad
de los conflictos laborales en las empresas
grandes se resolvió por vía de negociación
colectiva. En la segunda encuesta relativa a 111
convenios firmados en el período 1961-1969, se
comprueba que más del 50 por ciento de estos

convenios se concertaron por un período de
vigencia de tres a cinco años. Aunque los sala-
rios fueran la cuestión más importante en casi
todos los convenios, casi el 50 por ciento de
los mismos negociados en el decenio de 1960
también abarcaron las prestaciones de retiro.
No hay ningún rastro en aquel período de
propuestas o de derechos de la dirección de las
empresas como los que empezaron a incluirse
en los convenios después de mediados del de-
cenio de 1980, como muestran los estudios rea-
lizados en 60 y 200 empresas (Venkata Ratnam,
1990 y 1997b).

Afirmación de los derechos
de la dirección de empresas

Se indica claramente ahora en muchos con-
venios colectivos que «el derecho a planific a r,
dirigir y controlar las operaciones de la em-
p resa, así como el de adoptar métodos de pro-
ducción nuevos o mejorados […] incumben sola
y exclusivamente a la dirección. La autoridad de
la dirección en el cumplimiento de estas y otras
obligaciones habrá de respetarse en todo caso».
Estos convenios también suelen definir expre s a-
mente los derechos y obligaciones re s p e c t i v o s
de la dirección y de los sindicatos.

Cambios en las normas y prácticas
de trabajo

Los sindicatos de la India han dejado de
oponerse a cambios radicales en las prácticas
de trabajo en los campos siguientes: moderni-
zación, computarización, polivalencia profe-
sional y redistribución flexible de la mano de
obra, tiempo de trabajo/normas, etc. El princi-
pal tema de conflicto en la materia se refiere a
la mano de obra ocupada en régimen de sub-
contratación1. Fallos judiciales recientes permi-
ten que los sindicatos obliguen a la dirección
de las empresas a regularizar la mano de obra
en régimen de subcontratación ocupada en
ciertas actividades. En enero de 1999, más de
5.000 trabjadores afiliados a varios sindicatos
en una refinería de petróleo del sector público
organizaron una huelga de un día por conside-
rar que la adopción de una «planificación de
recursos de la empresa» resultaría perjudicial
para sus empleos.

Sistemas flexibles de salarios

En el sector estructurado, los salarios se
duplican cada seis o siete años. La respuesta de
las empresas respecto de las cuestiones salaria-
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les varía porque los costos de mano de obra
oscilan entre el 2 por ciento en las industrias de
transformación y más del 100 por ciento las
unidades sanitarias. En la mayor parte de los
casos, las empresas empiezan a reaccionar
cuando los costos de mano de obra son supe-
riores a niveles del 12 al 20 por ciento.

Los convenios colectivos presentan muchas
soluciones innovadoras para protegerse contra
crisis temporales por medio de sistemas fle x i-
bles de salarios: a ) un sistema de salarios inte-
grado por tres componentes con el cual los tra-
b a j a d o res nuevos se remuneran menos durante
t res años en el mismo o nuevo grado. Esta dife-
rencia suele ir disminuyendo después de tre s
años. Este método se justifica por considerarse
que los trabajadores nuevos precisan un perío-
do para ser plenamente productivos; b ) un sub-
sidio por carestía del costo de la vida se vincula
temporalmente en la productividad en lugar
del costo de la vida en tiempos de crisis fin a n-
ciera en la empresa o unidad industrial; c ) s e
p rocede a una congelación o reducción de los
salarios cuando la empresa o unidad industrial
deja de ser económicamente viable o competi-
tiva; los salarios se descongelan y se re s t a b l e c e n
los niveles anteriores de remuneración en fun-
ción de la productividad y/o de la re n t a b i l i d a d ;
d ) se aplica un sistema de descuento en la re m u-
neración correspondiente a cada tarea, etc.

Negociación de concesiones
en tiempo de crisis

Los sindicatos suelen enfrentarse con un
dilema en las negociaciones descentralizadas
en el plano de la unidad industrial cuando esta
unidad o la empresa se enfrenta con una crisis
debida a la situación del mercado y/o a dific u l-
tades financieras independientemente de si
estos problemas son la consecuencia de una
recesión. En su afán de proteger todos o casi
todos los empleos, los sindicatos han aceptado
en varios casos reducciones de la mano de obra
y reducciones o una congelación de los salarios
y de las prestaciones, e incluso la suspensión de
los derechos sindicales. En la mayor parte de
estas situaciones, se han adoptado las catego-
rías siguientes de medidas drásticas aceptadas
«de comúm acuerdo» por considerarlas como
esenciales para la supervivencia de la empre s a :
• reducción de los salarios y de las presta-

ciones;
• congelación del subsidio por carestía del

costo de la vida;
• cambios en los métodos de trabajo;

• suspensión o modificación de los regíme-
nes de incentivos;

• retiro anticipado;
• despido o reducciones de la mano de obra;
• reciclaje;
• redistribución de la mano de obra.

Se han expresado a menudo dudas acerca
de si estas concesiones de los sindicatos pue-
den por sí solas asegurar la supervivencia de la
empresa y la seguridad de los empleos que se
trata de proteger. El Consejo de la Reconstruc-
ción Industrial y Financiera (BIRF), creado en
1987 con poderes casi judiciales para atender el
caso de las empresas en dificultad y decidir su
cierre o recuperación, comprende que algunas
unidades industriales que se enfrentan con
dificultades son potencialmente viables y otras
no. Las características de la actividad econó-
mica y la dimensión de la empresa, su tecnolo-
gía y su estrategia comercial son algunos de los
factores principales que permiten determinar
la viabilidad potencial de la empresa que se
encuentra en dificultad. La experiencia adqui-
rida en varias empresas como Jaipur Metals
and Electricals Limited, Kamani Tubes, New
Central Jute Mills, Walchandnagar Industries,
etc., muestran que estas concesiones en la
negociación han contribuido a que empresas al
borde de la liquidación se recuperen y consi-
gan luego resultados impresionantes. Como
consecuencia de ello, en estos casos y otros
análogos el empleo, la remuneración de los tra-
bajadores y la productividad han aumentado
en grado consecuente.

Invariablemente, las concesiones en la
negociación como las que se describen más
arriba se aceptan en las empresas después de
una crisis. En muy pocas ocasiones, si es que
las hay, las partes interesadas consiguen prever
lo que ha de pasar y responden positivamente
para armonizar sus respectivos intereses en
aras de una supervivencia colectiva. Muchas
empresas del sector privado como Ashok Ley-
land, Texmaco, Indian Aluminium y Kirloskar
Cummins han establecido recientemente
semanas de trabajo de dos a cuatro días con
una reducción prorrateada de los salarios y/o
regímenes de desempleo temporal para hacer
frente a crisis existentes o previstas como con-
secuencia de la recesión, de la acumulación de
existencias excesivas de productos acabados,
etc. Estos acuerdos difieren por completo de la
práctica de otras muchas empresas grandes
que piden a sus empleados que no vengan al
trabajo durante largos períodos sin pérdida o
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casi sin pérdida de salario. En unas pocas uni-
dades sanitarias del sector público, los trabaja-
dores han cobrado sus salarios durante años
por una producción casi nula.

Bienestar social y valor
del dinero

Como advierte Holmstrom (1990, pág. 8)
l a mayor parte de las cuestiones pueden
reducirse, y de hecho lo han sido, a cuestiones
de dinero. Las condiciones de trabajo, la segu-
ridad, la dignidad y los derechos tienen todos
su precio. Un análisis de las prestaciones de
l a seguridad social en más de 200 convenios
colectivos muestra que la mayor parte de
l a s p restaciones sociales se han convertido
e n « v a l o res en metálico» (Venkata Ratnam,
1 9 9 7 ) .

Diferencias de trato entre
hombres y mujeres

Varios convenios que preven el empleo de
los derechohabientes/hijos de los trabajadores
que mueren en el servicio tienen en cuenta a
las personas a cargo de sexo masculino con
exclusión de las de sexo femenino. Ello se veri-
fica especialmente en organizaciones en las
que la legislación del trabajo (minas subterrá-
neas, empresas que requieren trabajo noc-
turno, etc.) establecen restricciones respecto
del empleo de mujeres.

El convenio colectivo de 1987 sobre la utili-
zación de computadoras en el sector de la
banca constituye una excepción al establecer
una diferencia de trato positiva: las mujeres
embarazadas pueden negarse a trabajar en ter-
minales de computadora.

Crisis de confianza

Un 2 por ciento de la fuerza de trabajo
total, es decir, más del 30 por ciento de los tra-
b a j a d o res ocupados en el sector formal, parti-
cipan en negociaciones colectivas. El marc o
jurídico de las mismas admite una interven-
ción externa en las negociaciones puesto que
el Gobierno dispone de facultades especiales
para influir en las mismas. También en el caso
de los sindicatos políticos, la aplicación de las
leyes que los rigen admite cierta parc i a l i d a d :
no es raro que en el procedimiento de nego-
ciación colectiva el Gobierno o la dirección de
las empresas tengan prioridad respecto de los
sindicatos. Situaciones de esta índole cre a n
crisis de confianza para los sindicatos, sobre

todo cuando las negociaciones son difíciles y
no pueden satisfacer las reivindicaciones de
sus afil i a d o s .

El caso es que los trabajadores se sienten
menos obligados por una solidaridad de obe-
diencia ideológica y tienden a ser más prácti-
cos en sus orientaciones. Si los sindicatos no
consiguen resultados dentro de ciertos plazos,
los trabajadores no vacilan mucho en abando-
nar su afiliación para seguir a otro dirigente o
sindicato que promete conseguir más en
menos tiempo. Esto ocurre en momentos en
que la dirección de las empresas del sector pri-
vado trata de conseguir que los trabajadores
hagan más y reciban menos. Los trabajadores
pueden conseguir sus propósitos cuando las
condiciones de la producción y del mercado de
trabajo no son críticas; pero, cuando lo son,
pueden sufrir pérdidas en materia de empleo
asalariado, desempleo temporale, indemniza-
ciones por despido. Si los sindicatos consiguen
todavía conservar cierta influencia, en especial
en el sector público, ello se debe sobre todo a
que los gobiernos de coalición en la India
luchan también para sobrevivir.

En resumen, convendría prestar especial
atención a cinco áreas esenciales: a) los trabaja-
dores pueden elegir el sindicato que ha de
re p resentarlos sin estar afiliados al mismo; b ) los
trabajadores pueden disfrutar de los beneficios
de la negociación colectiva en tanto que «inde-
pendientes» sin afiliarse a un sindicato o pagar
cuotas sindicales; c ) los sindicatos pueden gozar
de derechos de negociación colectiva sin el
apoyo de su base; d) incluso cuando es obliga-
torio negociar con la dirección, es posible con-
certar acuerdos con sindicatos minoritarios; y
e) por medio de la negociación colectiva los
intereses de los trabajadores pueden fragmen-
tarse más aún y ofrecer más al núcleo cada vez
más reducido de trabajadores que trabajan
menos, y menos al número cada vez mayor de
trabajadores de los sectores no estructurados
que trabajan más.
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Garantía oficial

En otras palabras, la negociación colectiva
es una manera de mejorar las condiciones de
contratación de los trabajadores, promover sus
intereses socioeconómicos y mantener la armo-
nía laboral. Tiene como propósito concluir
acuerdos colectivos formales, escritos, entre un
empleador o una organización de empleadores
por una parte y un sindicato por la otra, en los
que se fijan las remuneraciones y las condicio-
nes de empleo o las relaciones entre las partes
durante un período determinado. Constituye
pues una garantía que se establece por escrito
de relaciones laborales estables y armoniosas
durante un período determinado.

Iniciación no oficial del proceso

La negociación colectiva comienza como un
p rocedimiento no oficial por el que los trabaja-
d o res de un establecimiento delegan en unos
pocos re p resentantes la tarea de presentar sus
reivindicaciones al empleador con el pro p ó s i t o
de negociar y concluir un acuerdo acerca de las
remuneraciones y condiciones de empleo. En
una etapa posterior, se crea una asociación del
personal o un sindicato que se pone como tal en
contacto con el empleador para negociar y con-
cluir un acuerdo colectivo sobre las materias ya
mencionadas. El sistema se transforma en un
p rocedimiento oficial en el momento en que el
sindicato es reconocido como órgano re p re s e n-

tativo de los trabajadores por el empleador y se
acepta que las reuniones pueden ser convoca-
das por cualquiera de las partes para tratar de
las remuneraciones, condiciones de trabajo y
reivindicaciones que conciernen a ese emplea-
d o r, lo que a su vez se llevará cabo mediante un
p rocedimiento de resolución de las difere n c i a s
a c o rdado por mutuo consentimiento. En Mala-
sia, la negociación colectiva puede re s t r i n g i r s e
a los trabajadores de un solo establecimiento o
puede abarcar todos los establecimientos de un
mismo empleador. Puede también llevarse a
cabo en el ámbito local, en las empresas; en el
regional; o a escala nacional, por ocupación o
por rama de la industria.

El proceso reconoce la necesidad de una
organización representativa de los trabajado-
res o de los empleados, por ejemplo, un sindi-
cato; de un sistema oficial de reconocimiento
de los sindicatos por parte del empleador en el
sentido de que éste los representa legítima-
mente; de un mecanismo de negociación y de
conclusión de acuerdos y, en caso de conflicto,
de un mecanismo de conciliación y arbitraje
para resolverlo.

Crecimiento del movimiento sindical

En Malasia, la evolución de la negociación
colectiva se asocia estrechamente al creci-
miento de los sindicatos. Durante el período
colonial británico, en particular a fines del
siglo XIX y comienzos del XX, un gran número

Malasia
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Un sistema estable y efectivo de relaciones laborales es crucial para el desarrollo social y económico de un
país y constituye la base a partir de la cual se puede alcanzar un desarrollo económico sostenible con una
distribución justa del ingreso, en particular en lo que respecta a los trabajadores. A su vez, la negociación
colectiva, uno de los componentes fundamentales de las relaciones laborales que es esencial si ha de conse-
guirse un desarrollo económico sostenible con una distribución del ingreso justa, constituye además un pro-
ceso dinámico por el que los empleadores y los trabajadores resuelven sus diferencias en materia de salarios,
condiciones de empleo u otras sobre la base de la fuerza de cada parte para llevar a cabo las negociaciones.
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de inmigrantes procedentes de China y de
India llegaron al país a trabajar en las planta-
ciones y en las minas. Su inserción en el mer-
cado laboral tuvo lugar mediante un meca-
nismo por el que cada trabajador encontraba
por sí mismo un empleador para el que traba-
jaba según remuneraciones y condiciones de
trabajo fijas, sistema que de hecho se prestaba
a abusos. La afluencia de los citados trabajado-
res inmigrantes alteró consecuentemente los
patrones demográficos del país: hacia 1911 sólo
la población malaya indígena constituía el 51
por ciento de la población total. El crecimiento
de la población trabajadora en las plantacio-
nes, en las minas de estaño y en las zonas urba-
nas no apresuró la creación de sindicatos o de
asociaciones que protegieran los intereses de
los trabajadores por cuanto su gran mayoría
estaba constituida por migrantes transitorios y
divididos según criterios de casta, clan, lengua
y cultura, entre los que la solidaridad era difí-
cilmente posible. Pero, pese al bajo nivel de los
salarios y las increíbles malas condiciones de
trabajo, esta masa de trabajadores constituyó la
base de la que surgió una fuerza de trabajo
estable que, plenamente consciente de que
forma parte de la sociedad cosmopolita gene-
rada, sabe también que tiene derecho a benefi -
ciarse de la parte que le corresponde en el
desarrollo económico del país.

Control de la acción colectiva

La política del Gobierno colonial hacia la
clase trabajadora fue una combinación de
paternalismo en política y de l a i s s e z - f a i re en eco-
nomía. El Gobierno garantizó la llegada sin
contratiempos de trabajadores al país, dejando
entera libertad a los empleadores para tratar
con los trabajadores dentro del marco legal
existente. No solamente no se alentó la forma-
ción de sindicatos sino que los empleadores se
o p u s i e ron a su reconocimiento oficial. Pese a
esta situación, entre 1889 y 1895 algunas org a-
nizaciones sindicales vieron la luz, como la
Asociación de Técnicos Mecánicos de Selangor
y la Asociación China de Técnicos Mecánicos,
o rganizaciones que estuvieron activas y fig u r a-
ron en el Registro Malayo de Asociaciones, en
virtud de la ordenanza por la que quedaro n
registradas. Quienquiera actuara de manera
contraria a la referida ordenanza era multado,
e n c a rcelado o deportado y exiliado en virtud
de sus disposiciones. En consecuencia, toda
forma de acción colectiva por parte de los tra-
b a j a d o res o cualquier tipo de agitación laboral
era mantenida bajo control. Recién en 1938,

después de estallar las huelgas que lanzó el
Partido Comunista Malayo (MCP), el Gobierno
empezó a cobrar un interés creciente en los sin-
dicatos y en 1940 presentó un proyecto de Ley
s o b re Sindicatos para proceder a su re g i s t ro y
facilitar su control. Durante le Segunda Guerra
Mundial, los japoneses obligaron a los trabaja-
d o res migrantes a trabajar forzosamente en la
c o n s t rucción de la vía férrea que unió la penín-
sula de Malasia con Tailandia que el pueblo
conoce como La vía de Siam a la muerte.

Desarrollo sindical bajo supervisión
del Gobierno

Al finalizar la Segunda Guerra Mundial se
vivió un despertar general de los trabajadore s
alimentado por sentimientos anticolonialistas y
nacionalistas. El Gobierno, comprendiendo la
amenaza que esto constituía para sus intere s e s
económicos adoptó las medidas re q u e r i d a s
para permitir la creación de sindicatos bajo su
supervisión. Así, tomó medidas encaminadas a
aplicar las disposiciones de la Ley sobre Sindi-
catos por parte del Departamento del Registro .
Se designó un Consultor Sindical y, en 1946, se
estableció un Departamento Independiente de
C o n s u l t o res Sindicales. El mencionado Consul-
tor Sindical estaba encargado de apoyar a los
sindicatos en los procedimientos de negocia-
ción y resolución de los conflictos. El Gobierno,
por su parte, perseguía asegurarse de que los
sindicatos no estuviesen infiltrados por agentes
del partido comunista. El Sindicato General de
Tr a b a j a d o res (General Labour Union, GLU),
cuyos dirigentes simpatizaban con dicho par-
tido, re p resentaban una amenaza para el
Gobierno colonial: en 1947, la mitad de los
200.000 afiliados de los 289 sindicatos existen-
tes estaban bajo influencia comunista por inter-
medio de la Confederación de Sindicatos de
Malasia (Pan Malayan Federation of Tr a d e
Unions, PMFTU), que en esa fecha había susti-
tuido al GLU. La combatividad re i v i n d i c a t i v a
del PMFTU se tradujo en su salida del Registro
y en la introducción de un sistema de re g i s t ro
restringido a los sindicatos que agrupaban tra-
b a j a d o res en una misma ocupación o industria,
consistente con la política de «dividir para re i-
nar» del Gobierno colonial. La declaración de
Estado de Emergencia, así como la puesta fuera
de la ley del Partido Comunista en 1948, pusie-
ron término a los sindicatos generales de base
amplia en el país, señalando el comienzo de un
período de sindicalismo dócil a las políticas
económicas y necesidades en materia de segu-
ridad del Gobierno colonial.
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Desarrollo de un movimiento sindical
controlado por el Gobierno

El período transcurrido entre la declaración
del Estado de Emergencia y la Independencia
Nacional (1948-1957) vio nacer a los sindicatos
libres y «culturalmente» democráticos, en con-
sonancia con las políticas del Gobierno colo-
nial. De todas maneras, el crecimiento de la afi-
liación sindical fue lento: los trabajadores
temían que el Gobierno tildara de agentes
comunistas a los trabajadores afiliados a sindi-
catos muy activos en el planteamiento de sus
reivindicaciones. Pese a estas aprensiones, la
afiliación sindical fue aumentando con la recu-
peración económica subsiguiente, en particu-
lar durante el boom del caucho. El apoyo de las
organizaciones sindicales internacionales tam-
bién desempeñó un papel en el fortalecimiento
del movimiento sindical, fomentando la unión
sindical, los cambios organizativos y la forma-
ción de los dirigentes.

Proliferación de sindicatos
pequeños

En 1957, después de la Independencia, el
Gobierno dio a conocer su política favorable al
establecimiento de un movimiento sindical
fuerte, libre y democrático. Se reconoció a los
sindicatos la calidad de actores sociales en
condiciones de igualdad con los otros dos
a c t o res con respecto a la responsabilidad tri-
partita que les cabe en el desarrollo económico
y social de la nación. El Departamento de Con-
s u l t o res Sindicales se fusionó con el Departa-
mento de Trabajo para formar el nuevo De-
partamento de Trabajo y Relaciones Laborales
y una nueva Ordenanza sobre Sindicatos
comenzó a aplicarse en 1959, en consulta con
éstos. Dicha ordenanza retenía el papel funda-
mental que se asignaba al Gobierno en materia
de re g i s t ro y gestión de los sindicatos. Los tra-
b a j a d o res afiliados a sindicatos pro c e d í a n
principalmente del sector de las plantaciones
de caucho y de la minería del estaño. La carac-
terística de los sindicatos de esa época es que,
con la excepción de unos cuantos grandes sin-
dicatos, existía un gran número de sindicatos
pequeños con menos de 400 afiliados en pro-
medio, lo que re fleja la fragmentación del
movimiento sindical. Además, esta pro l i f e r a-
ción de sindicatos pequeños, así como el cre c i-
miento azaroso de sindicatos de muy variada
naturaleza como los sindicatos locales, artesa-
nales, de trabajadores especializados a escala
departamental o de obre ros industriales, con

la inherente falta de recursos, limitaba su fun-
ción primordial en materia de relaciones labo-
rales y de negociación colectiva.

Negociación colectiva
en el sector público

Los sindicatos en el sector público estuvie-
ron siempre menos sujetos a la influencia del
GLU y de su sucesor, el PMFTU. En el período
de postguerra, la administración pública era el
sector que contaba con el mayor número de
sindicatos organizados sobre una base depar-
tamental y por categorías: por ejemplo, traba-
jadores técnicos o administrativos; enfermeras;
auxiliares de hospital; o bien por sectores: por
ejemplo, telecomunicaciones; correos; ferroca-
rriles, etc. El Gobierno colonial británico, cons-
ciente de la amenaza potencial de la infiltra-
ción comunista en los sindicatos de la
administración pública, adoptó medidas a este
respecto relativas a las remuneraciones y con-
diciones de empleo en el sector, a través de
cierta forma de negociación colectiva. La pri-
mera Comisión sobre Remuneraciones del
período de postguerra se estableció en 1947
seguida de la Comisión Cowgill, creada en
1949, y de la Comisión Benham, creada en
1950. Estas últimas revisaron las remuneracio-
nes y las condiciones de trabajo de los emplea-
dos del sector público. En 1952, se adoptaba en
Gran Bretaña el sistema Whitley para la nego-
ciación colectiva en la administración pública
que establecía dos Consejos, a saber:
a ) el Consejo Whtiley para las Divisiones I - IV;
b) el Consejo Whitley para los trabajadores

remunerados por día trabajado.

En el Consejo Whitley para las Divisones I - IV
estaban representadas las cinco principales
organizaciones del personal, a saber:

i) el Consejo del Personal de Servicios Gene-
rales, en representación de los empleados
de las Divisiones II, III y IV;

ii) la Asociación de Funcionarios Guberna-
mentales Superiores, en representación de
los funcionarios de la División I;

iii) la Asociación de Funcionarios Extranjeros,
en representación de los funcionarios
extranjeros de países europeos;

iv) la Asociación malaya de funcionarios de la
Administración Pública, y

v) la Asociación malaya de funcionarios de los
Servicios Administrativos, en representa-
ción de los funcionarios correspondientes.
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Los funcionarios, vale decir el Personal,
estaba re p resentado por 22 miembros acre d i t a-
dos y designados por las diversas org a n i z a c i o-
nes del personal; la otra parte, vale decir el
Gobierno, estaba re p resentado por 19 miembro s
designados por el Alto Comisionado. El Con-
sejo Whitley para los trabajadores re m u n e r a d o s
al día se estableció según estas mismas líneas, a
excepción del Personal cuyos re p re s e n t a n t e s
p rovenían de los sindicatos que agrupaban a los
t r a b a j a d o res industriales y manuales, entre
o t ros, los de Telecomunicaciones, Ferro c a r r i l e s ,
etc. La parte Gubernamental incluía a los jefes
de los principales departamentos, los funciona-
rios públicos de mayor jerarquía de los departa-
mentos de la Administración Pública, y re p re-
sentantes de los gobiernos estatales. La primera
reunión preliminar del Personal tuvo lugar en
marzo de 1953, quedando ambos Consejos esta-
blecidos oficialmente en abril de 1954.

El sistema Whitley de Consejos era un
mecanismo de negociación y de conciliación.
Una de las principales características del sis-
tema era que ninguna circular podía ser emi-
tida o aplicada sin el consentimiento del Perso-
nal. En caso de desacuerdo, el mecanismo
preveía el arbitraje del Primer Ministro. El tri-
bunal llamado a arbitrar era conocido como
Tribunal de la Administración Pública y estaba
constituido por un presidente independiente y
un miembro designado entre un grupo de per-
sonas que representaban a ambas partes: Per-
sonal y Gobierno.

El Consejo estaba compuesto de dos Comi-
siones principales:
i) la Comisión de Propósitos Generales, que

conocía de las disposiciones por las que se
regía la Administración Pública; y

ii) la Comisión de Grados Combinados, que
conocía de las reivindicaciones en materia
de grados.

En 1960, los sindicatos del sector público
que se encontraban en el ámbito de acción del
Consejo del Personal en materia de Propósitos
Generales formó el Congreso de Sindicatos de
la Administración Pública y de los Servicios
Públicos (CUEPACS), organismo que llegó a
ser el centro nacional de los sindicatos del sec-
tor público. Dicho Congreso quedó registrado
en virtud de lo dispuesto en la Ley sobre Sin-
dicatos con funciones de coordinación en las
negociaciones referentes a las reivindicaciones
en materia de remuneraciones de los emplea-
dos públicos de todos los grados. Entre 1960 y
1964, el CUEPACS negoció y llegó a acuerdos
sobre remuneraciones que abarcaron a más de

la mitad de los funcionarios de la Administra-
ción Pública.

En 1964, la parte Gubernamental no consi-
guió tratar todas las reivindicaciones presenta-
das, y el Gobierno creó la Comisión Suffian,
encargada de resolver las reclamaciones de los
sindicatos del sector público. Sus recomenda-
ciones no se aplicaron por lo que se designaron
otras comisiones que, separadamente, se en-
cargaron de revisar las remuneraciones, condi-
ciones de empleo y de trabajo en los demás sec-
tores, a saber:
i) la Comisión Aziz para los trabajadores de la

enseñanza;
ii) la Comisión Harun para los órganos regla-

mentarios y las administraciones locales;
iii) la Comisión sobre remuneración de las

fuerzas armadas.

En 1973 el sistema Whitley fue sustituido
por el Consejo Nacional Mixto, que se estable-
ció con el fin de fortalecer las funciones del
Consejo Whitley de manera que los convenios
acordados pudiesen tener fuerza vinculante
para ambas partes. Los Consejos Nacionales
Mixtos (National Joint Counsels, NJCs) fueron
creados para abarcar:
i) los servicios públicos generales y el perso-

nal de la enseñanza;
ii) los órganos reglamentarios y las autorida-

des locales; y

iii) los servicios de policía.

En 1973 el Gobierno designó a la Comisión
Ibrahim para que revisara las re c o m e n d a c i o n e s
de las comisiones anteriores, pero su informe no
se transmitió a las organizaciones del Personal,
de modo que la totalidad de los sindicatos del
sector público amenazaron con una acción labo-
ral. El Gabinete creó su propia Comisión bajo la
p residencia de Datuk Seri Dr. Mahathir Moha-
med. El informe de dicha Comisión, terminado
en 1976 y adoptado por el Parlamento, establecía
también un Tribunal para la A d m i n i s t r a c i ó n
Pública encargado de examinar las re i v i n d i c a-
ciones sobre remuneraciones y posibles irre g u l a-
ridades con facultades para hacer las re c t i fic a c i o-
nes correspondientes. Las decisiones de dicho
Tribunal tenían carácter definitivo y obligatorio.

En 1979 el Gobierno revisó las funciones de
los Consejos Nacionales Mixtos creando nue-
vos Consejos para:

i) los servicios públicos en general;
ii) los servicios de la enseñanza;
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iii) los trabajadores manuales y subordinados;

iv)los órganos reglamentarios; y

v) las administraciones locales.

La negociación colectiva:
un proceso de consulta

Las funciones del Consejo Nacional se limi-
taban a dar opiniones y examinar los principios
en que se basaban las remuneraciones, los sub-
sidios y las prestaciones de los empleados del
sector público y otras condiciones generales de
servicio. También se hallaban limitadas las fun-
ciones de la citada Comisión del Gabinete en lo
que respecta al examen de la estructura de los
sueldos y las irregularidades, dado que estas
últimas eran tratadas por el mencionado Tr i b u-
nal de la Administración Pública y que la re v i-
sión de los salarios debía realizarse cada cinco
años. El CUEPACS consideró estas re s t r i c c i o-
nes como una violación de los derechos sindi-
cales. Sin embargo, el sistema resultó ser útil
para agilizar la resolución de las re c l a m a c i o n e s
s o b re irregularidades. La negociación colectiva
se convirtió entonces en un proceso de consulta
e n t re el Gobierno y el CUEPACS en lugar de ser
una negociación en el verd a d e ro sentido del
término. También es importante señalar que la
huelga como arma de los sindicatos ha seguido
siendo ineficaz por cuanto las disposiciones de
la Ley sobre Relaciones Laborales restringen la
huelga en los servicios esenciales, tanto en el
sector privado como en el público, ley que
puede ser invocada por el ministro de Recursos
H u m a n o s .

La negociación colectiva en el sector
privado: tres requisitos previos

Las tres leyes aprobadas por el Parlamento
que regulan actualmente la negociación colec-
tiva en el sector privado son: la Ley de 1959
sobre Sindicatos, la Ley de 1957 sobre Relacio-
nes Laborales y la Ley de 1955 sobre el Empleo.

Desde que terminó la Segunda Guerra
Mundial la negociación colectiva ha pasado
por dos etapas importantes:

• el período de preindependencia, en el que
se promovió un sistema de autoregulación
y resolución voluntaria de los conflictos
laborales basado en el modelo británico, y

• el período de postindependencia durante el
cual se introdujo la negociación colectiva
voluntaria y un mecanismo obligatorio
para la solución de los conflictos laborales.

Los requisitos previos para que tenga lugar
la negociación colectiva son en general los tres
requisitos siguientes:
i) la libertad sindical y el derecho a organi-

zarse;
ii) la capacidad para entablar negociaciones

colectivas con el empleador sobre las condi-
ciones de empleo y de trabajo;

iii) el derecho a declararse en huelga en apoyo
de la negociación colectiva.

El registro de los sindicatos
no garantiza su reconocimiento

La citada Ley sobre Sindicatos establece la
obligación de registro, aunque este último no
garantiza el reconocimiento del sindicato por
parte del empleador, de modo que los trabaja-
dores deben obtener en primera instancia que
el sindicato sea registrado y, posteriormente, su
reconocimiento por parte del empleador antes
de poder empezar una negociación colectiva.
Para presentar la petición de reconocimiento
basta con la mayoría simple de los trabajado-
res. Los procedimientos a seguir en esta peti-
ción de reconocimiento están fijados en la Ley
sobre Relaciones Laborales.

Este proceso es el principal obstáculo que
deben salvar los trabajadores al crear sindicatos.

Sólo un sindicato previamente registrado
puede pedir su reconocimiento por el emplea-
dor. Una vez obtenido éste, el sindicato queda
oficialmente facultado para participar en
la negociación colectiva y asumir otras funcio-
nes relativas a las relaciones laborales con el
empleador.

Condiciones para tener derecho
al reconocimiento

Un sindicato tiene derecho a ser re c o n o c i d o
por un empleador si el ámbito de su afil i a c i ó n
no se pone en entredicho. Por ejemplo, el sindi-
cato de trabajadores de los servicios de sumi-
n i s t ro de electricidad no puede aceptar en su
seno a los trabajadores del sector de la electró-
nica. Además, el sindicato está obligado a
excluir a los trabajadores que ejercen funciones
d i rectivas, ejecutivas, confidenciales y de segu-
ridad, debiendo también contar entre sus afil i a-
dos a la mayoría simple de los trabajadores de
la empresa. El empleador está obligado a re s-
ponder a la petición de reconocimiento en un
plazo de 21 días, pudiendo concederlo o re c h a-
zarlo; en caso de decisión negativa debe dar sus
razones. Si ése es el caso, el sindicato puede
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pedir la intervención del Director General de
Relaciones Laborales, quien a su vez puede
transmitir la cuestión al Director General de
Sindicatos con el fin de tratar de resolver el con-
flicto. La ley faculta además al Ministro para
o rdenar a los empleadores a que procedan al
reconocimiento si el sindicato cumple el citado
requisito de mayoría simple. Algunos emplea-
d o res que desean mantener un lugar de trabajo
« l i b re de intervención sindical» pueden demo-
rar el reconocimiento de los sindicatos m e d i a n t e
tácticas dilatorias, pese a que la ley pro h í b e
estrictamente estas maniobras. El caso de H a r r i s
Solid State (M) Sdn. Bhd contra Bruno Gentil &
21 otros (causa civil núm. W-04-109-95) puede
citarse como ejemplo de la manera en que algu-
nos empleadores que desean utilizar los mati-
ces de la ley para impedir la formación y el fun-
cionamiento de los sindicatos pueden demorar
e incluso frustrar su creación, reconocimiento y
f u n c i o n e s .

La Ley sobre Sindicatos garantiza a éstos la
inmunidad en caso de que los empleadores ini-
cien una acción penal por conspiración o pro-
cesos civiles por daños y perjuicios resultantes
de una acción laboral. En derecho tradicional,
una huelga puede constituir un delito de cons-
piración para coaccionar al empleador en la
gestión de su empresa o comercio. Sin em-
bargo, la inmunidad prevista en la Ley sobre
Relaciones Laborales no cubre la ley aplicable
en caso de revueltas, reuniones ilegales, per-
turbación de la tranquilidad ciudadana, sedi-
ción o cualquier delito contra el Rey o la auto-
ridad estatal.

Medidas para proteger el derecho
a organizar y afiliarse a un sindicato

Tanto en la Ley sobre el Empleo como en la
Ley sobre Relaciones Laborales se prohíbe que
un empleador incluya en el contrato de trabajo
condiciones que restrinjan el derecho de los
trabajadores a organizarse o afiliarse a un sin-
dicato registrado y a participar en sus activida-
des legales. Se considera práctica desleal por
parte del empleador incluir en el contrato de
empleo cualquier condición que restrinja estos
derechos, prohibiéndose explícitamente que
un empleador o una asociación de empleado-
res intervenga en la creación, funcionamiento o
administración de un sindicato o que aporte
apoyo financiero o de otro tipo con miras a
controlar o influir sus actividades.

Medidas contra la persecución,
la discriminación y la intimidación

En la Ley sobre Relaciones Laborales se
enumeran las prácticas laborales desleales,
entre ellas, la persecución de los trabajadores.
Como ejemplo cabe citar: negar el empleo a
una persona en razón de su afiliación o cargo
sindical; discriminar en contra de un trabaja-
dor en materia de empleo, ascenso o condicio-
nes de trabajo en razón de su afiliación o cargo
sindical; despedir o amenazar con despedir,
perjudicar o amenazar con perjudicar, modifi-
car la posición o amenazar con modificar la
posición de un trabajador en razón de su
intención de afiliarse a un sindicato, convencer
a otros de que lo hagan, ejercer un cargo sindi-
cal o participar en la promoción, creación y
funcionamiento de un sindicato.

Dado que la libertad sindical implica asi-
mismo la libertad de no afiliarse, la Ley sobre
Relaciones Laborales considera práctica des-
leal la de todo trabajador o sindicato que trate
de intimidar o inducir a cualquier persona a
afiliarse, cesar su afiliación o ejercer un cargo
en un sindicato.

Acceso a la información

Las disposiciones de la Ley sobre Relaciones
Laborales facilitan el suministro de informa-
ción de manera que los empleadores pueden
p ro p o rcionar a sus trabajadores información
s o b re cualquier asunto relacionado con la nego-
ciación colectiva o con los conflictos laborales
en que estén implicados. Dichas disposiciones
aseguran una comunicación apropiada, eficaz y
d i recta a los trabajadores sobre cuestiones re l a-
cionadas con la negociación colectiva o los con-
flictos laborales.

Iniciación de la negociación
colectiva

Una vez concedido el reconocimiento, el
sindicato puede presentar un memorando
solicitando la negociación colectiva. En el
esquema 1 (pág. 97) se indica que los trabaja-
d o res que ejercen funciones directivas, ejecuti-
vas, confidenciales o de seguridad no estarán
re p resentados por un sindicato en el que la
mayoría de sus miembros no ejerzan este tipo
de funciones.
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Del arbitraje voluntario al arbitraje
obligatorio

El sistema de relaciones laborales vigente
después de la Segunda Guerra Mundial esti-
mulaba a las partes en litigio a que sometieran
el caso a un grupo de árbitros aceptados por
ambas partes, en virtud de lo dispuesto en la
O rdenanza sobre el Tribunal del Trabajo de
1948, que facultaba al Comisionado de Rela-
ciones Laborales para que sometiera los liti-
gios laborales a arbitraje con el consentimiento
de las partes. Este sistema no resultó opera-
tivo, y entre 1948 y 1964 la agitación laboral
cobró gran magnitud. Durante el mencionado
período se emitieron 17 fallos arbitrales, entre
los que se incluían los relativos a cuatro liti-
gios importantes relacionados con las re i v i n-
dicaciones salariales en la minería e industria
del caucho, y con las condiciones de empleo
en los ferrocarriles y en el tratamiento indus-
trial de la piña. En 1964, durante el período de
E m e rgencia asociado con la confrontación con
Indonesia se dio un primer paso en dire c c i ó n
del arbitraje obligatorio cuando, en virtud de
la Ley para reglamentar la Emergencia (1964)
el Ministro del Trabajo quedó facultado para
referir todo litigio de orden laboral ante el Tr i-
bunal de Arbitraje Laboral, cuyas decisiones
obligatorias, finales y conclusivas no podían
ser objeto de apelación ante otro tribunal. La
O rd enanza sobre el Tribunal Laboral y sobre el
Tribunal Arbitral, inscritas dentro de las dispo-
siciones de la Ley de Emergencia (1964), fuero n
sustituidas posteriormente por el actual Tr i b u-
nal Laboral, de conformidad con lo dispuesto
en la Ley de Relaciones Laborales de 1967 que
contempla tanto el arbitraje voluntario como
el obligatorio. El o la ministro de Recursos
Humanos está facultado/a para referir los liti-
gios al Tribunal Laboral por iniciativa pro p i a
si considera que es lo más apropiado, a peti-
ción de las partes litigantes. El grupo de árbi-
t ros del Tribunal Laboral comprende un Pre s i-
dente, un Miembro en re p resentación de los
t r a b a j a d o res y un Miembro en re p re s e n t a c i ó n
de los empleadores, que designa el o la minis-
t ro de Recursos Humanos entre una lista de
personas. Aunque se recomienda celeridad en
la resolución de los conflictos, un re m a n e n t e
de casos pendientes ante este Tribunal demora
las audiencias, concretamente por la escasez
de recursos de este sistema. Es posible apelar
los fallos del Tribunal Laboral ante el Tr i b u n a l
S u p remo en materias relacionadas con la
a p l icación de la ley si lo estiman necesario los
i n t e re s a d o s .

Los tribunales ratifican
los convenios colectivos

El Tribunal Laboral tiene otra importante
función, a saber, la de ratificar los convenios
colectivos al tomar conocimiento de los mis-
mos. Este procedimiento es obligatorio y con-
cede a los convenios colectivos su carácter obli-
gatorio para las partes. A partir de su cono-
cimiento por el Tribunal Laboral se consideran
como fallos del propio Tribunal, quedando las
partes obligadas por él, sean éstas una org a n i-
zación de empleadores; todos los afiliados a un
sindicato a los cuales se aplica el convenio, sus
s u c e s o res, delegados y re p resentantes; o todos
los trabajadores actuales o futuros de una
e m p resa o parte de ella. De la misma manera,
un convenio colectivo que no haya sido ratifi-
cado por el mencionado Tribunal no obliga a las
partes ni se puede exigir su cumplimiento por
parte del Tribunal Laboral o de los Tr i b u n a l e s
de derecho consuetudinario. El mencionado
p roceso de conocimiento garantiza también que
los convenios colectivos están en consonancia
con las disposiciones de la Ley sobre Relaciones
Laborales y de que las remuneraciones y condi-
ciones de empleo no están por debajo de los
requerimientos mínimos que establece la Ley
s o b re el Empleo. La Ley sobre Relaciones Labo-
rales dispone que todo convenio colectivo debe
satisfacer los siguientes requisitos mínimos:
i ) debe establecerse por escrito y debe estar fir-

mado por personas que hayan sido autoriza-
das por las respectivas partes en el convenio;

ii) debe dejar constancia de los términos del
acuerdo y, si corresponde, designarse a las
partes por su nombre especificando el perío-
do efectivo de validez del acuerdo, el cual
no debe ser superior a tres años a partir de
la fecha en que éste comienza a regir, a
menos que por mutuo consentimiento de
las partes se renueven sus términos dentro
del período considerado; y

i i i ) debe prescribir el procedimiento para su
m o d i ficación o terminación, como también el
p rocedimiento de presentación de re c l a m a-
ciones para resolver los eventuales confli c t o s .

Obligatorio para todos los trabajado-
res, estén o no estén afiliados
al sindicato

Es importante señalar que el convenio
colectivo es obligatorio para todos los trabaja-
d o res de la empresa, independientemente de
su calidad de miembros del sindicato que los
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re p resenta. Por lo tanto este convenio está con-
tenido en el contrato de trabajo en lo que re s-
pecta a las remuneraciones y condiciones de
empleo. En caso de conflicto relacionado con
la interpretación del convenio, las partes
deben pedir la intervención del Tr i b u n a l
Laboral para que emita un juicio a este re s-
pecto. El ministro de Recursos Humanos tam-
bién está facultado para remitir tales cuestio-
nes al Tribunal Laboral.

Requisitos para declararse en huelga

En el proceso de negociación colectiva el
derecho de huelga es un arma muy importante
de los sindicatos en apoyo de sus reivindica-
ciones. Toda forma de acción colectiva, como
por ejemplo, trabajo lento, huelga de celo,
huelga de brazos caídos, son consideradas
como huelgas en las relaciones laborales. Las
leyes que regulan el empleo, los sindicatos y
las relaciones laborales no establecen expresa-
mente el derecho de huelga, aunque de dife-
rentes disposiciones puede inferirse que los
trabajadores pueden declararse en huelga si se
cumplen otras disposiciones referentes a deter-
minadas decisiones, como la celebración de
una votación secreta y el requisito de una
mayoría de dos tercios en apoyo de la decisón
de huelga antes de poder darse el preaviso
correspondiente. El Director General de Sindi-
catos tiene amplios poderes para examinar los
pasos dados por el sindicato para declarar la
huelga. Además no pueden hacerse huelgas
sobre cuestiones relacionadas con el reconoci-
miento de los sindicatos, las prerrogativas de
la dirección de las empresas, las cuestiones que
se someten al Tribunal Laboral o con los servi-
cios esenciales según los defina la Ley sobre
Relaciones Laborales, es decir, los bancos, el
suministro de electricidad, los servicios de
salud, las comunicaciones, etc. El ministro de
Recursos Humanos está también facultado
para añadir otros sectores a la lista de servicios
esenciales. Es obligatorio un período de prea-
viso de 42 días antes de iniciarse la huelga.
Cualquier infracción del procedimiento a
seguir en la huelga puede tener consecuencias
graves ya que la hulega se consideraría ilegal,
podría anularse la inscripción del sindicato en
el registro dejando por consiguiente los traba-
jadores de ser miembros de éste. La existencia
de todas estas restricciones tiene como resul-
tado el que sea imposible invocar la acción de
huelga en el proceso de negociación colectiva.

Situación actual y perspectivas futuras

Malasia ha ratificado el Convenio núm. 98
sobre derecho de sindicación y de negociación
colectiva, y este convenio sirve de base a las
Leyes sobre Sindicatos y Relaciones Laborales.
Un análisis de estas leyes permite comprobar
que si bien los trabajadores tienen la libertad
de organizar sindicatos y se prevé la libre
negociación colectiva, el procedimiento y las
medidas de control previstos en las mismas
restringen en la práctica el potencial de desa-
rrollo de sindicatos fuertes, por sectores indus-
triales, encontrándose también limitada la
posibilidad de invocar la huelga en el proceso
de negociación colectiva. No es sorprendente
pues que una de las preocupaciones más gra-
ves en el proceso de desarrollo económico sea
la disparidad creciente en la distribución de los
ingresos en la sociedad, especialmente en lo
que se refiere a la clase trabajadora, disparidad
que puede atribuirse a la tasa reducida de afi-
liación sindical y a las restricciones en el pro-
ceso de negociación colectiva. La intervención
de los poderes públicos en la redistribución de
los ingresos se limita a los programas de erra-
dicación de la pobreza, de los cuales está
excluida la fuerza de trabajo normal. Un análi-
sis de los ingresos mensuales de los trabajado-
res que contribuyen al Fondo de Previsión y al
Servicio de Seguridad Social, efectuado en
1996, muestra la siguiente distribución:

Contribución al Servicio de Seguridad Social y
al Fondo de Previsión, por grupos de ingre s o

Nivel de salarios/mes Servicio de Fondo de 
Seguridad Previsión
Social
(porcentaje) (porcentaje)

Menos de 100 ringgis 0,7 1,9
100-300 7 9,6
300-500 16,7 19,2
500-1 000 38,1 34,2
1 000-2 000 26,1 20,6
2 000-3 000 7,1
3 000-4 000 } 11,4 3,0
4000-5 000 1,5
Más de 5 000 ringgis 3,0

Total 100 100

Sector informal no representado
en los sindicatos

Los datos indicados muestran que aproxi-
madamente el 65 por ciento de los trabajadores
que contribuyen al Fondo de Previsión ganan
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menos de 100 ringgis al mes. Esta información
concierne a los trabajadores del sector fomal. El
número muy elevado de trabajadores del sec-
tor informal que no contribuyen al Fondo de
Previsión ni a la Seguridad Social se encuen-
tran probablemente en peor situación ya que
no disponen de sindicatos activos que repre-
senten sus intereses debido al carácter ocasio-
nal de su empleo, es decir, empleo por cuenta
propia, en régimen de subcontratación o tra-
bajo a domicilio (véase cuadro 1).

Debilidad de los sindicatos
pequeños

Las disposiciones actuales de la Ley sobre
Sindicatos y la política del Gobierno promue-
ven la proliferación de los sindicatos de
empresa ( véanse los cuadros 2 y 3). Esta estra-
tegia tiene por objeto asegurar condiciones
favorables a los inversionistas que desean rea-
lizar sus actividades en un entorno sindical
caracterizado por su docilidad. Puede consti-
tuirse una federación de sindicatos, pero estas
federaciones tienen poderes limitados en la
negociación colectiva, aunque son útiles para
facilitar la obtención de informaciones sobre
las cuestiones referentes a las relaciones labo-

rales en el sector, sobre todo respecto de los
salarios y las condiciones de empleo en las dis-
tintas empresas. La negociación colectiva se
sigue limitando a cada sindicato por separado
y aquí aparece inevitablemente la debilidad
inherente a los sindicatos pequeños.

Las restricciones legales impiden
las fusiones

Un enfoque liberal que permita la fusión
sindical para constitutir sindicatos sectoriales
resulta indispensable y constituye un reto for-
midable para el movimiento sindical. Los
intentos del Congreso de Sindicatos de Malasia
para organizar una unión nacional de los tra-
bajadores de la electrónica tropezó con una
fuerte oposición por parte de los empleadores
y del Gobierno inclinados a fomentar en este
sector la creación de sindicatos de empresa. En
la industria textil, que precedió a la industria
electrónica, existen oficialmente sindicatos
regionales o nacionales. Además, las restriccio-
nes a este respecto contenidas en la ley impi-
den la fusión de sindicatos en Malasia penin-
sular, Sabah y Sarawak.

Dentro del marco de la legislación que
regula la actividad sindical resulta imposible

Cuadro 1.  Población, fuerza de trabajo y empleo, 1970-1995 (estimaciones)

Año 1970 1975 1980 1985 1990 1995 1998

Población (millones) 10,77 12,24 14,26 15,86 18,01 20,26 22,18
Fuerza de trabajo (millones) 3,60 4,22 5,38 6,03 7,04 8,14 9,00
Indice de desempleo (%) 7,4 7,0 5,3 6,9 5,1 2,8 4,9

Cuadro 2.  Malasia: número de sindicatos según su tamaño y afiliación sindical

Número de miembros Número de sindicatos Total de afiliados

1982 1986 1990 1997 1982 1986 1990 1997

Menos de 100 46 69 99 127 2 660 3 153 4 601 11 355
100-200 39 54 72 76 5 988 7 727 10 237 17 489
201-500 50 82 85 113 16 150 27 748 27 715 38 957
501-1 000 42 65 76 82 28 856 46 509 52 325 65 132
1001-2 000 39 47 50 67 53 917 65 131 72 622 95 727
2 001-5 000 30 37 35 36 92 260 117 149 109 045 125 180
5 001-10 000 20 16 19 11 136 693 112 889 130 437 82 472
Sobre 10 000 6 9 10 14 191 891 225 518 251 517 298 373
Asociaciones

de empleadores 13 19 17 nd 631 670 621 nd
Federaciones sindicales 2 3 4 nd nd nd nd nd

Total 287 401 446 526 529 046 606 494 659 120 734 685

nd = no disponible
Fuente: Ministerio de Recursos Humanos, Malasia.
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cualquier tipo de solidaridad nacional entre los
trabajadores de Malasia. También es reducido
el número de organizaciones de empleadores.
En estas circunstancias, la negociación colec-
tiva es muy difícil de asumir para los trabaja-
dores ya que están obligados a negociar sin
salir del ámbito de cada sindicato.

La afiliación sindical y la participación en el
proceso de negociación colectiva se ven tam-
bién debilitadas por la tendencia a recurrir al
trabajo ocasional utilizando la mano de obra
informal y, siempre que se pueda, distribu-
yendo el trabajo a domicilio. La expansión de
las empresas pequeñas y medianas también
plantea dificultades a los trabajadores que
desean constituir sindicatos viables y eficaces.

Los empleadores retienen
la información financiera

El Consejo Consultivo Nacional en materias
Laborales ha adoptado un sistema de salarios
basado en la productividad que pro m u e v e
modelos de participación en los beneficios que
ha desplazado a los sistemas de re m u n e r a c i ó n
fija o de pago por unidad producida. El éxito de
este modelo depende sin embargo de la buena
voluntad de los empleadores para comunicar
los datos fin a n c i e ros reales de la empresa. Pero ,
los empleaores no comunican informaciones
fiancieras a excepción de las estrictamente
requeridas por las disposiciones legales que
regulan las cuentas. Aunque este modelo
puede ayudar a mejorar el nivel de ingresos de
los trabajadores, la desconfianza entre sindica-
tos y empleadores que provoca una informa-
ción insuficiente no ha contribuido a pro m o v e r
este modelo en la negociación colectiva.

El arbitraje obligatorio del Tribunal Laboral
en los conflictos de la negociación colectiva

contribuye también a demorar la conclusión de
los convenios colectivos. Este Tribunal actúa
aplicando reglas de equidad, rectitud de con-
ciencia y teniendo en cuenta los méritos de
fondo del caso, pero sin ocuparse de tecnicis-
mos, detalles de forma y en interés de la nación.

En estas circunstancias, no sirven de m u c h o
ni la solidaridad ni la fuerza de los trabaja-
d o re s .

El Ministro puede remitir los litigios
al Tribunal Laboral

Teóricamente, la huelga es un arma de la
que pueden hacer uso los sindicatos, pero no
o c u r re así en la práctica. Si una negociación
colectiva fracasa y si el caso se ha remitido al
Tribunal Laboral, el sindicato está obligado a
suspender la huelga. En esas circunstancias, el
recurso a la huelga puede no resultar útil
puesto que el ministro de Recursos Humanos
puede desarticular el movimiento re m i t i e n d o
el caso al referido Tribunal Laboral. El número
de huelgas, trabajadores involucrados y días de
trabajo perdidos se muestra en el cuadro 4. El
n ú m e ro de días/ h o m b re perdidos es bajo con
la sola excepción del año 1990, en que la Unión
Nacional de los Tr a b a j a d o res de las Plantacio-
nes se declaró en huelga en apoyo de sus re i-
vindicaciones de un salario mensual de base.
La huelga sin embargo se desarticuló cuando el
asunto fue remitido al Tribunal Laboral.

En el caso de los sindicatos del sector
público, la negociación colectiva se ha re d u c i d o
a un simple procedimiento de consulta, asig-
nándose la tarea de determinar las re m u n e r a-
ciones a comisiones especiales. Pese a ello, el
Consejo Nacional Mixto continúa desempe-
ñando un papel importante de re p re s e n t a c i ó n
de los trabajadores en los debates y re u n i o n e s

Cuadro 3.  Malasia: número de sindicatos y afiliación, por sectores

Sector 1995 1996 1997

Número de Afiliación Número de Afiliación Número de Afiliación
sindicatos sindicatos sindicatos

Privado 281 396 663 292 407 303 303 405 674
Gubernamental 135 226 823 136 241 411 132 252 854
Corporaciones

reglamentarias
y gobierno local 88 82 767 88 79 532 91 76 157

Empleadores 13 572 13 528 11 475

Total 517 706 825 529 728 774 537 735 160

Fuente: Ministerio de Recursos Humanos, Malasia.



Cuadro 4. Número de huelgas, trabajadores implicados
y días de trabajo perdidos, 1974-1997

Año Número de huelgas Número de trabajadores implicados Horas/hombre perdidas

1974 85 21 830 103 884
1975 64 12 124 45 749
1976 70 20 040 108 562
1977 40 7 783 73 729
1978 36 6 792 35 032
1979 28 5 629 24 868
1980 28 3 402 19 554
1981 24 4 382 11 850
1982 26 3 330 9 621
1983 24 2 458 7 880
1984 17 2 437 9 267
1985 22 8 710 34 773
1986 23 3 957 14 333
1987 13 3 178 11 035
1988 9 2 192 5 784
1989 17 4 761 22 877
1990 17 98 510 301 978
1991 18 1 920 6 610
1992 11 2 401 5 388
1993 13 2 399 7 162
1994 7 2 289 5 675
1995 2 1 748 4 884
1996 9 995 2 553
1997 5 812 2 396

Fuente:

Cuadro 5. Número de convenios colectivos firmados y trabajadores implicados,
por rama de actividad económica (en miles de trabajadores)

Año Total Agricultura, Minas y Industria Construc- Finanzas, Transporte, Otros
silvicultura canteras manufac- ción seguros, almacena- servicios
y pesca turera bienes miento y 

inmuebles, comunica-
servicios a ciones
las empresas

1992 334 12 4 217 1 179 34 25
(109,8) (6,5) (1,8) (129,2) (74,7) (7,7) (10,5)

1993 332 15 3 191 – 146 40 41
(105,7) (27,9) (2,4) (51,0) (3,4) (14,3) (32,8)

1994 348 15 0 199 – 144 31 40
(112,8) (1,5) (54,9) (6,7) (3,6) (10,0)

1995 257 18 0 196 – 153 31 52
(79,3) (0,1) (53,5) (0) (10,1) (3,1) (44,5)

1996 398 32 6 210 1 142 55 53
(113,3) (13) (1,3) (47,7) (0,1) (4,9) (9,9) (36,5)

1997 412 18 7 241 – 106 31 32
(121,1) (36) (0,3) (64,4) (18,8) (0,7) (6,5)

Empleo
total,
1997 8 805,1 1 494,5 38,8 2 390,5 874,2 405,8 436,2 2 291,9

Fuente: Informe económico 1998-1999, Ministerio de Finanzas, Malasia.
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con el Departamento de Servicios Públicos. El
Gobierno debería reconsiderar esta limitación
de la negociación colectiva en el sector público
y alentar un mayor interés y participación de
los trabajadores en la determinación de los sala-
rios y condiciones de trabajo en dicho sector.

Política pública poco alentadora

No cabe duda de que la negociación colec-
tiva en Malasia ha evolucionado y, partiendo
de una etapa de «control cultural», ha pasado
por las situaciones de Emergencia, las estrate-
gias de la Nueva Política Económica hasta
llegar a la industrialización y el período de los
planes quinquenales de desarrollo del Go-
bierno, siendo el objetivo de las estrategias
aplicadas en el país el de conseguir un desa-
rrollo económico sostenible. Aunque se han
expresado inquietudes acerca de la desigual-
dad observada en la distribución del ingreso,
la política gubernamental no ha estimulado el
levantamiento de las restricciones que pesan
sobre la negociación colectiva.

La fuerza de trabajo en expansión en el sec-
tor industrial en Malasia, sin embargo, debe
hacer frente al reto que re p resenta org a n i z a r s e
en sindicatos en el marco de un mercado de tra-
bajo en rápida evolución, con un sector infor-
mal en aumento y al que se agregan los pro b l e-
mas que conllevan la participación femenina e
i n f a n t i l .

El Congreso de Sindicatos de Malasia, re g i s-
trado de conformidad con la Ley sobre Socie-

dades, no tiene las funciones de negociación
colectiva o de acción colectiva que se re c o n o c e n
a los sindicatos, pero es un centro sindical
nacional con funciones de consulta y re p re s e n-
tación en los niveles nacional e internacional.
Los acuerdos colectivos actuales abarcan a muy
pocos trabajadores en relación con el total de
t r a b a j a d o res en los diversos sectores como lo
muestra el cuadro 5. Esta situación sólo podría
mejorar mediante un esfuerzo serio por parte
de las organizaciones sindicales existentes para
que ayuden a los trabajadores a organizarse en
sindicatos o a afiliarse a los existentes. Pese a
que se reconoce a los sindicatos su calidad de
a c t o res sociales en pie de igualdad con los otro s
a c t o res frente a la responsabilidad tripartita
que tienen en materia de desarrollo económico
y social, en realidad se ha restringido su papel
a actuaciones limitadas dentro del proceso de
negociación colectiva, dejando sin respuesta el
v e rd a d e ro reto que tienen ante sí, que es el de
conseguir una redistribución justa e importante
del ingreso en la sociedad.
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Cien años atrás:
resumen de la situación

Aunque en la República de Corea los sindi-
catos y la práctica de la negociación colectiva
datan de comienzos de siglo, durante toda la
primera mitad de ese período ésta no tuvo
reconocimiento legal. En 1948 la Constitución
de la República institucionaliza la negociación
colectiva incorporando en su texto los dere-
chos laborales fundamentales, pero no es sino
en 1953 cuando recibe aceptación como institu-
ción efectiva, con procedimientos y realidad
propios al ser promulgadas la Ley sindical y la
Ley sobre resolución de conflictos laborales.
Hasta entonces, la represión de los empleado-
res y la debilidad de los sindicatos no hicieron
posible la práctica de la negociación colectiva.

Cooperación y solidaridad frustradas

Durante los años sesenta, la política de alto
crecimiento económico aplicada por el
gobierno restringió el mecanismo de negocia-
ción colectiva. En 1961, el régimen militar de
Park Jung-hee contribuyó a hacerla impractica-
ble al establecer procedimientos muy rígidos
en materia de resolución de conflictos. Poste-
riormente, entre 1972 y 1980, los derechos de
negociación y de acción colectivas fueron reti-
rados en virtud de la Ley especial sobre segu-
ridad nacional, en vigor durante la dictadura
de Yushin (Renovación). Dicha ley prescribía
penas de hasta siete años de cárcel para todo
trabajador implicado en actos de negociación
colectiva o de acción sindical. En los años
ochenta, el régimen militar de Chun Doo-
hwan, reformó totalmente las leyes laborales
violando los derechos de los trabajadores al no
reconocerles el derecho a la negociación colec-

tiva y a la acción colectiva. Las nuevas leyes
laborales permitieron la organización sindical
sólo en el ámbito de la empresa y extendieron
el período de «enfriamiento» de los conflictos
laborales. Con posterioridad, el artículo sobre
la Prohibición de la intervención de terceros,
introducido en las mencionadas leyes, impedía
la solidaridad y la cooperación entre los sindi-
catos y otras asociaciones sea para crear sindi-
catos, negociar colectivamente o actuar en este
campo. La violación de dicho artículo era
penada con tres años de cárcel o con una multa
de 500 wons. Estas leyes laborales represivas se
revisaron solamente en 1997 luego de una serie
de huelgas y otros movimientos como la Gran
Lucha de los Trabajadores de 1987, de ámbito
nacional, cuyo objetivo era la ratificación de los
Convenios de la OIT y que culminó con la
admisión de Corea como Estado Miembro de
la Organización en 1994.

Niveles sectoriales y regionales

Desde 1949 la forma predominante de nego-
ciación colectiva ha sido la negociación de
e m p resa, que re fleja la forma en que en está
o rganizado el sistema sindical, también basado
en el sindicato de empresa. Aunque la estru c-
tura sindical se creó en 1961 siguiendo dire c t r i-
ces emanadas del régimen militar de Park Jung-
hee, la negociación colectiva todavía seguía
practicándose en la empresa. En varias ocasio-
nes sin embargo tuvieron lugar negociaciones
colectivas que excedían el ámbito de la empre s a .
Hacia finales de los años sesenta, en las indus-
trias del hilado del algodón y de la seda cru d a
se re a l i z a ron negociaciones sectoriales naciona-
les entre los sindicatos textiles y las org a n i z a c i o-
nes de empleadores. Negociaciones re g i o n a l e s
también tuvieron lugar entre los sindicatos de
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t r a b a j a d o res de la industria del automóvil,
incluidos los conductores de autobuses, taxis y
los trabajadores de mantenimiento, y las org a n i-
zaciones de empleadores. Este tipo de negocia-
ción sigue realizándose. En aquel tiempo, el
principal contenido de la negociación colectiva
giraba en torno al aumento de los salarios y el
reconocimento de las actividades sindicales.

Mayor autonomía y democracia

Durante el período comprendido entre los
años setenta y junio de 1987, la negociación
colectiva se vio socavada por los gobiernos
militares y las leyes laborales represivas. La
negociación y la acción colectivas se prohibie-
ron entre 1972 y fin de los años ochenta. Las
condiciones de trabajo se determinaban ya sea
por comisiones obrero-patronales o por la
autoridad gubernamental que actuaba como
árbitro. Hacia 1981, negociación colectiva y
restricción laboral legal habían llegado a ser
sinónimos. En tales circunstancias de represión
institucional de parte del gobierno dictatorial,
los empleadores gozaban de una posición do-
minante en la mesa de negociaciones. Como
resultado de ello, la diferencia entre los niveles
salariales y el costo de la vida continuó incre-
mentándose y las condiciones de trabajo no
mejoraron mucho. En estas circunstancias sin
embargo, algunos sindicatos que reivindica-
ban autonomía y democracia también reivindi-
caron la negociación colectiva y con este obje-
tivo realizaron acciones colectivas pese a estar
prohibidas por la ley. En el curso de los años
setenta tuvieron lugar un mayor número de
acciones colectivas si se las compara con las
observadas en los años sesenta.

Democratización en el lugar
de trabajo

Incluso después de la Gran Lucha de los
Tr a b a j a d o res, de julio a septiembre de 1987, la
negociación colectiva continuó llevándose a
cabo en el ámbito de la empresa. Pero, tanto la
negociación colectiva como las huelgas comen-
z a ron a tornarse tan frecuentes que las leyes
laborales en vigor comenzaron a verse sobre p a-
sadas perdiendo su efecto obligatorio. La afil i a-
ción sindical se duplicó entre julio de 1987 y
1989. En 1987 se re g i s t r a ron 3.749 confli c t o s
laborales; en 1988 éstos se elevaron a 1.873; en
1989 fueron 1.616. Con el debilitamiento de la
dictadura militar como telón de fondo, la nego-
ciación colectiva y los sindicatos comenzaron a
desempeñar un papel protagónico, en especial

los democráticos, de creación reciente, que
re c h a z a ron aliarse con la Federación de Sindi-
catos de Corea (FKTU). Aunque las cuestiones
tratadas en el marco de la negociación colectiva
se centraban fundamentalmente en los aumen-
tos salariales y en el mejoramiento del bienestar
p ro p o rcionado por la empresa, la democratiza-
ción en el lugar de trabajo también comenzó a
cobrar importancia. Como consecuencia, entre
1987 y 1996 el salario nominal de los trabajado-
res se incrementó en un 3,8 por ciento consi-
guiéndose también, en cierta medida, una
democratización en el lugar de trabajo.

Despidos y encarcelamientos

Durante el período en cuestión los sindica-
tos tuvieron que hacer frente a numerosos pro-
blemas. El gobierno no cejó en su empeño de
destruir el movimiento laboral democrático
que había iniciado la lucha de los trabajadores.
Por su parte, los empleadores introdujeron una
nueva estrategia de dirección tratando de rein-
troducir un control estricto en el lugar de tra-
bajo y promoviendo la división entre los traba-
jadores. El Gobierno de Kim Young-sam,
establecido en 1993, incrementó sus ataques
contra el movimiento laboral mediante su polí-
tica de mundialización (Segyehwa) que era en
realidad una política «neoliberalista» como
resultado de la cual se agravó la confrontación
entre los empleadores y los trabajadores que
participaban en la negociación colectiva despi-
diéndose a muchos de ellos. Entre 1987 y 1996
fueron encarcelados 2.807 trabajadores.

Disminución del número de afiliados

Las condiciones internas del movimiento
sindical sufrieron también profundos cambios.
Las mutaciones de la estructura económica e
industrial tuvieron como resultado una dismi-
nución del número de trabajadores manuales
(blue-collars) que habían constituido la princi-
pal fuerza del movimiento en favor de la nego-
ciación colectiva. Por otra parte, debido a la
estrategia de la dirección en las empresas, dis-
minuyó el número de trabajadores permanen-
tes – que forman la base de los sindicatos de
empresa – aumentando rápidamente el de los
trabajadores temporeros. Como consecuencia
de las medidas de control y de los ataques de
los empleadores, disminuyó considerable-
mente el número de afiliados a los sindicatos y,
desde 1989, no ha cesado de reducirse la fuerza
sindical con la consiguiente disminución en el
número de conflictos laborales.
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Ampliación de la negociación colectiva

Como respuesta a esta nueva situación los
sindicatos, especialmente los que formaban
parte del movimiento laboral democrático, tra-
taron de adoptar nuevos métodos en materia
de negociación y en la lucha sindical. El movi-
miento laboral democrático aplicó la táctica
de concentrar su acción durante un período
determinado en la negociación y en la lucha.
Cuando en 1995 se creó la Confederación de
Sindicatos de Corea (KCTU), el movimiento
laboral democrático modificó su programa de
acción agregando a las reivindicaciones de au-
mentos salariales diversas medidas de reforma
social. Finalmente las reivindicaciones de los
sindicatos de empresa abarcaron también otras
cuestiones como la reducción de las horas de
trabajo, la seguridad en el empleo, la participa-
ción en la gestión de la empresa, la seguridad y
la salud, etc. Ha surgido un nuevo método de
negociación: la negociación conjunta, que com-
bina varios niveles y en donde se sientan a
negociar en una misma mesa los sindicatos de
empresa y la federación de sindicatos de la
misma rama industrial.

Aplazamiento de un sistema
de despidos

Desde finales de 1996 y hasta febre ro de
1997, la citada Confederación de Sindicatos
(KCTU) organizó una huelga general contra
e l Gobierno de Kim Young-sam quien trataba
d e m o d i ficar la legislación laboral con el fin
d e institucionalizar la flexibilidad del merc a d o
de trabajo. Esta huelga general, que movilizó a
dos millones de trabajadores, fue la primera de
ámbito nacional en los últimos cincuenta años.
A esta huelga se unió también la antes mencio-
nada FKTU. La lucha de los trabajadores con-
siguió que el Gobierno reformara las leyes labo-
rales en vigor introduciendo las enmiendas
apropiadas en virtud de las cuales se aplazaba
hasta el año 2001 la introducción de un sistema
de despidos y se modificaba parcialmente el
sistema de negociación colectiva.

Gran margen de maniobra
para orientar las negociaciones

En la actualidad, la negociación colectiva
está regulada por la Constitución, por la Ley
s o b re sindicatos y por la Ley sobre modific a c i ó n
de las relaciones de trabajo. En el artículo 33 de
la Constitución se dispone que los trabajadores
tienen el derecho soberano de organizar nego-

ciaciones y acciones colectivas para mejorar
las condiciones de trabajo. En las leyes labora-
les se prevén casos de prácticas laborales
injustas como por ejemplo la negativa de los
e m p l e a d o res de iniciar la negociación colec-
tiva o su negligencia a este respecto. Ta m b i é n
se prevé la negociación leal y justa entre los
t r a b a j a d o res y la dirección de las empre s a s .
Los sindicatos están facultados para delegar la
negociación colectiva a las federaciones del
sector o a terc e ros. También pueden negociar
con las organizaciones de los empleadore s .
P e ro ninguna de estas leyes protege los dere-
chos de los trabajadores de manera completa
y existe un gran margen de maniobra para
q u e el Gobierno y los empleadores orienten el
resultado de las negociaciones a su favor. En la
Constitución se restringen los derechos de los
empleados públicos en lo re f e rente a la org a-
nización de sindicatos y a la negociación colec-
tiva. También se encuentra restringida la
acción colectiva dentro de la industria de la
defensa en el sector privado. En lo que re s-
pecta al sector público, el sistema de media-
ción en vigor prohíbe la acción colectiva, que
se considera una extensión de la negociación
colectiva. Las leyes laborales permiten que el
m i n i s t ro del Trabajo intervenga en re l a c i ó n
con el contenido de la negociación colectiva,
con lo cual dicho procedimiento de mediación
puede utilizarse para tornar ineficaz todo el
p rocedimiento de negociación. Aunque se eli-
minó la importante disposición re f e rente a la
intervención de terc e ros, el apoyo externo en
la negociación colectiva sigue re q u i r i e n d o
reconocimiento por parte del Gobierno. A d e-
más, los empleadores están autorizados para
anular los convenios colectivos seis meses des-
pués de haberse terminado el proceso de nego-
ciación. A su vez, el Gobierno apoya a los em-
p l e a d o res cuando excluye del ámbito de la
negociación colectiva el tema de los despidos y
el de la participación de los trabajadores en la
dirección de la empresa.

En diciembre de 1997 se eligió presidente a
Kim Dae-jung. El nuevo Gobierno creó una
comisión tripartita como órgano asesor del
presidente con el fin de superar la crisis econó-
mica creada después de la introducción de las
medidas económicas preconizadas por el FMI.
El nuevo presidente encargó muy firmemente
a la comisión tripartita que introdujese de
inmediato el sistema de despidos. En la comi-
sión se llegó a un acuerdo sobre veinte cuestio-
nes, entre ellas, la introducción de dicho sis-
tema y la de un sistema de cesión de los
trabajadores entre empresas (o su arriendo), a
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partir de febrero de 1998; pero, de todas estas
medidas, la única que se introdujo de inme-
diato fue el sistema de despidos. La comisión
no llegó a adoptar ninguna medida importante
sobre las cuestiones planteadas con posteriori-
dad referentes a la reforma de los conglomera-
dos (Chaebol) 1; a la reestructuración, o a la
reforma política, lo que suscitó un fuerte resen-
timiento por parte de los sindicatos contra el
Gobierno y los empleadores.

Tendencias recientes en la negociación
colectiva

La negociación en el ámbito de la empresa
continúa siendo la forma dominante de la
negociación colectiva en la República de Corea.
Existen también otras formas, tales como la
negociación conjunta, la negociación multiem-
pleadores y la negociación cruzada.

Se entiende por negociación conjunta un tipo
de negociación en la cual un sindicato de
e m p resa negocia con un empleador contando
con la participación de la federación sindical a
la que está afiliado. La negociación multiemplea-
d o re s es un sistema en el cual negocian varios
sindicatos con re p resentantes nombrados por
los empleadores, como en el caso de los secto-
res del hilado de algodón y de los conductore s
de taxis y autobuses. La negociación cruzada
e s un sistema en el cual una federación indus-
trial negocia con la empresa empleadora. Sin
embargo, el campo de aplicación de todos
estos sistemas es parcial o se halla en una etapa
embrionaria. Cualesquiera que sean las dife-
rentes formas de negociación colectiva aplica-
das, los sindicatos deben hacer frente a graves
problemas derivados de una reestructuración
masiva y de una fuerte reducción del empleo,
tanto por parte del gobierno como de los
empleadores en el contexto de la política eco-
nómica preconizada por el FMI y de la crisis
financiera posterior.

La importancia de la seguridad
en el empleo

Como reflejo de este cambio de situación,
la cuestión más importante dejó de ser el
aumento de los salarios para convertirse en la
de la seguridad del empleo. Con el fin de man-
tener los puestos de trabajo los sindicatos han
propuesto una reducción de las horas de tra-
bajo. El Gobierno y los empleadores prefieren
por su parte una reducción del número de tra-
bajadores. Un caso típico es el conflicto surgido
en la Hyundai Motor Co. en la que los sindica-

tos deseaban que se mantuvieran los puestos
de trabajo reduciendo las horas de trabajo
mientras la dirección insistió en el despido de
12.000 trabajadores.

Ninguna ayuda del Tribunal
Constitucional

Como resultado de la negociación colectiva,
en un número importante de lugares de trabajo
se llegó a diversos acuerdos en materia de segu-
ridad del empleo. Pero, los empleadores rara-
mente están dispuestos a cumplir esos acuer-
dos. La decisión del Tribunal Constitucional de
marzo de 1998 sólo sirvió para apoyar a los
e m p l e a d o res considerando que la sanción penal
contemplada para los empleadores que no cum-
plían los convenios colectivos era contraria a la
Constitución. Un caso típico de incumplimiento
del convenio sobre la seguridad del empleo lo
constituye el caso de la Mando Machine Com-
pany: cuando los sindicatos de esta empresa se
d e c l a r a ron en huelga para conseguir que la
d i rección cumpliera el convenio, el Gobierno,
en lugar de sancionar al empleador, ordenó a la
policía que detuviera a numerosos líderes sindi-
cales y que pusiera fin a la huelga.

Después de la legalización del sistema de
despidos, los empleadores tomaron la inicia-
tiva en la negociación colectiva y forzaron a los
sindicatos a hacer concesiones exigiéndoles
que eligieran entre la congelación de los sala-
rios o la seguridad del empleo, o incluso que
aceptaran ambas medidas, es decir, una reduc-
ción salarial y una reducción de los puestos de
trabajo. Un mayor número de empleadores
están tratando de celebrar convenios colectivos
presentando propuestas todavía más injustas.

Disminución de las tasas salariales

Los sindicatos trataron de oponerse a la
ofensiva de los empleadores mediante la nego-
ciación colectiva. Se puede citar como ejemplo
la reivindicación de la Federación de Tr a b a j a-
d o res de la Industria Metalúrgica en el sentido
de establecer un pacto sobre seguridad del
empleo con la Asociación de Empleadores. P e ro
esta acción sindical no consiguió sus objetivos
debido al rechazo de la dirección. Como re s u l-
tado de lo anterior, la forma principal de nego-
ciación colectiva ha consistido en hacer conce-
siones por las cuales los sindicatos aceptan una
congelación o una reducción de los salarios
para obtener la seguridad del empleo. La e n-
cuesta realizada por la Asociación de Emplea-
d o res de la República de Corea muestra que en
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el 89,1 por ciento de los lugares de trabajo se ha
aplicado una congelación o una reducción de
los salarios y que, por primera vez en la histo-
ria del país, se ha registrado una disminución
de los salarios de los trabajadores. Una en-
cuesta realizada por el Gobierno dio los mis-
mos re s u l t a d o s .

Aumenta el número de trabajadores
encarcelados

Un número creciente de sindicatos está com-
batiendo muy duramente contra el Gobierno y
los empleadores, cuyo principal objetivo es el
de reducir el número de puestos de trabajo. En
un informe del Ministerio de Trabajo se indica
que el 24 de noviembre de 1998 se habían pro-
ducido ese año 118 conflictos laborales, lo que
re p resenta un aumento de 40 respecto de los
7 8 c o n flictos que se re g i s t r a ron en 1997. El nú-
m e ro de trabajadores afectados por estos con-
flictos en el año 1998 se elevó a 129.000, lo que
re p resenta el triple de los 44.000 trabajadore s
afectados en 1997. También aumentó considera-
blemente el número de días de huelga, que pasó
de 445.000 en 1997 a 1.264.000 en 1998. Sin em-
b a rgo, la lucha de los trabajadores sólo consi-
guió que se mantuviera el status quo. La Con-
federación de Sindicatos inició dos huelgas
nacionales, en mayo y junio de 1998, pero el
sistema de despidos se mantuvo intacto. Lo que
es más grave, a finales de octubre se hallaban
e n c a rcelados 158 trabajadores y re s p o n s a b l e s
sindicales, y otros 57 eran buscados por la poli-
cía. Estas cifras son todavía más elevadas que
las registradas durante el gobierno pre c e d e n t e .

Perspectivas para el futuro

Será muy difícil que el movimiento sindical
coreano supere en un futuro próximo la graví-
sima situación actual. En efecto, la economía
mundial es inestable, es probable que continúe
la recesión económica, la competencia que
trasciende las fronteras se hace cada vez más
fuerte, la economía coreana depende en gran
medida de las exportaciones y su estructura
industrial es demasiado frágil para ganar esta
competición económica. En estas circunstan-
cias, los empleadores intensificarán su presión
sobre los sindicatos y, aunque el Gobierno está
promoviendo reformas, éstas se basan en el
neoliberalismo, con lo que sólo aumentarán los
sufrimientos de los trabajadores.

El Gobierno de Kim Dae-jung, que empezó
a ejercer sus funciones en febrero de 1998, ha
promovido reformas sobre la base de una polí-

tica de desarrollar paralelamente la democra-
cia y la economía de mercado. Esta política sin
embargo sólo significa en la práctica aplicar las
exigencias del Fondo Monetario Internacional.
Es evidente que esta política está basada en el
enfoque «neoliberalista».

Medidas contra el desempleo
demasiado vagas

Desde que empezó a aplicarse el sistema de
préstamos condicionados del FMI, el número
total de desempleados ha pasado de 500.000
a 1.500.000, y el número real de parados llega
actualmente a cerca de cuatro millones; pre-
viéndose que en 1999 aumentará dicho número .
En particular, si se lleva a cabo a gran escala
l a re e s t ructuración en los sectores fin a n c i e ro
y público, y si se aplica también el denomi-
n a d o gran pacto (big deal) entre conglomerados
( C h a e b o l), el resultado será un desempleo
masivo. El sistema de seguridad social de la
República de Corea está poco desarrollado y las
medidas contra el desempleo no constituyen
una terapia eficaz por cuanto son demasiado
vagas. Actualmente la tarea de encontrar solu-
ciones a todos estos problemas recae sobre los
s i n d i c a t o s .

Surgen dudas en el movimiento
sindical

Habida cuenta de la situación descrita, la
fuerza de los sindicatos coreanos para hacer
f rente a tamaño desafío es poca: la afil i a c i ó n
sindical se ha mantenido en un 11,6 por ciento,
según datos de 1997, y es problable que dismi-
nuya aún más. La estructura de la org a n i z a c i ó n
sindical, que sigue basada en el sindicato de
e m p resa, se ve afectada por el número re d u c i d o
de fusiones y el nivel reducido de concentra-
ción sindical. Sería posible que los sindicatos
o rganizados por empresas consiguieran
aumentos salariales mediante una capacidad
adecuada de organización en los lugares de tra-
bajo, luchando por adquirir poder en los perío-
dos de «alto crecimiento y bajo desempleo». El
sistema basado en el sindicato de empresa tiene
limitaciones que le son inherentes cuando se
trata de mejorar las condiciones de vida de los
t r a b a j a d o res y proteger sus derechos o sus pre s-
taciones más allá de los «límites de la empre s a » .
Hasta el momento, los sindicatos de empre s a
no han conseguido organizar a la masa de tra-
b a j a d o res irre g u l a res ni han podido proteger a
quienes han perdido sus empleos. La situación
actual de «bajo crecimiento y alto desempleo»
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ha puesto muy en evidencia las limitaciones del
sindicato de empresa, incapaz de proteger los
d e rechos de sus afiliados mediante la negocia-
ción y la lucha. Cada vez resulta más evidente
que los sindicatos de empresa, aislados y dis-
persos, no pueden proteger los derechos de los
t r a b a j a d o res frente a las políticas neoliberales
del Gobierno y las estrategias de racionaliza-
ción de los empleadores. Por esta razón, los tra-
b a j a d o res sindicalizados comienzan a dudar de
que el movimiento sindical coreano pueda
s o b revivir en las condiciones descritas.

La esperanza puesta en
la unificación sindical

Los sindicatos coreanos han estudiado
n u m e rosas opciones en su empeño de hacer
f rente a los cambios y retos que tienen ante sí.
E n t re ellas cabe mencionar la unificación sindi-
cal por sectores de actividad, la creación de un
partido político de la clase trabajadora y medi-
das de carácter organizativo tales como la org a-
nización de actividades sindicales en los lugare s
de trabajo. Esta unificación sindical por sectore s
se considera una de las metas más importantes
para compensar las limitaciones de los sindica-
tos de empresa. Los sindicatos están pro m o-
viendo la táctica de concentrar las negociacio-
nes colectivas, lo que consideran como una
etapa preliminar en la consecución de la unifi-
cación sindical. Esta estrategia delega el dere c h o
de negociar colectivamente que tienen los sindi-
catos de empresa en federaciones sindicales con
las que cada empleador es llamado a negociar.

Una serie de batallas ganadas

La estrategia de la negociación colectiva
concentrada tropieza con grandes dific u l t a d e s
que se derivan de la tendencia de los emplea-
d o res a seguir apegados al tipo de negociación
p recedente a la de la empresa. Sin embarg o ,
l o s sindicatos coreanos han acumulado una
considerable experiencia en el transcurso del
tiempo ganando batallas contra la re p re s i ó n
del poder estatal y de los empleadores. Dicha
experiencia constituye la base de su convicción
en el sentido de que la unidad y la solidaridad
de los trabajadores puede fortalecer el movi-
miento sindical. Por ejemplo, la Federación
Sindical del Personal Médico y la Federación
de Empleados Colegiados, que fueron sindica-
tos de empresa en un comienzo, han pasado
con éxito a transformarse en sindicatos secto-
riales. Sobre la base de estas experiencias y
convicciones, los sindicatos de la República de
C o rea deberán perseverar con mayor ahínco
aún en su empeño de conseguir la unific a c i ó n
sindical por sectores de actividad que conside-
ran el gran experimento del siglo XXI. En este
p roceso, el sistema coreano de negociación
colectiva tendrá que ser objeto de pro f u n d o s
cambios tanto en su estructura como en sus
m é t o d o s .

Nota

1 Chaebol: sistema de conglomerados horizontales
d i v e r s i ficados, propiedad de una familia que también los
a d m i n i s t r a .
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• Los convenios y la negociación colectiva
deberían constituir las prioridades de los
sindicatos, de las organizaciones de emplea-
dores y del Estado en los países de Europa
Central y Oriental (CEE). Sin embargo, no
lo son en la actualidad.

• Todos los países de la CEE han reformado
sus leyes laborales tras los cambios políti-
cos acaecidos hace diez años. Las leyes
reconocen los derechos garantizados en los
Convenios de la OIT núms. 87 y 98. Sin
embargo, la realidad no refleja los textos de
las leyes.

• Los países de la CEE no constituyen un blo-
que: su desarrollo ha sido muy diverso. El
punto de partida común de las relaciones
laborales soviéticas hace necesario, sin
embargo, que se trate el tema de la negocia-
ción colectiva en la región.

• Los sindicatos no estaban preparados para
la privatización y se equivocaron en gran
parte al aprovechar cualquier oportunidad
ofrecida en el proceso (si es que hubo
alguna).

• Las negociaciones colectivas son locales; los
acuerdos de las filiales nacionales han dis-
minuido en número y cobertura.

• Los representantes sindicales no tienen
acceso a toda la información para llevar a
cabo las negociaciones.

• El compromiso de los trabajadores respecto
a sus empleadores se ha colapsado.

• Los miembros de la Comunidad Euro p e a
tendrían un marcado impacto positivo en la
negociación colectiva si los sindicatos fueran
capaces de aprovechar las oportunidades.

• Si la negociación colectiva no adquiere una
total credibilidad con el apoyo de los sindi-
catos representativos, independientes y
democráticos, así como de las organizacio-
nes de empleadores, cualquier desarrollo
dirigido al buen funcionamiento de las eco-
nomías de mercado está en riesgo.

Funciones políticas de
la negociación colectiva

La negociación colectiva es una institución
política que regula y define varias áreas de inte-
racción entre los re p resentantes de los em-
p l e a d o res y trabajadores. Su propósito político
incluye un proceso en el que un grupo org a n i-
zado de empleados, constituidos en sindicatos,
negocia con los empleadores, sus re p re s e n t a n-
tes y sus asociaciones cualquier aspecto re l a t i v o
al empleo o a las condiciones de trabajo en la
o rganización de empleadores. Dicha negocia-
ción es «colectiva» porque es fuerte en canti-
dad, lo cual dota a la institución de su pro p ó-
sito político: lograr el equilibrio de poder.

Sin embargo, el equilibrio de poder se con-
vierte en realidad únicamente si los sindicatos
pueden presentar demandas que sean efecti-
vas. Efectivas, por su parte, significa el que
puedan apoyar sus reivindicaciones mediante
la amenaza de dejar de trabajar. Si únicamente

Economías en transición

Los sindicatos han soportado el mayor peso de las
políticas de reforma sin recibir nuevas fuerzas

para lograr los objetivos

Pekka O. Aro
Funcionario principal, Programación y Gestión 

Departamento de Empleo y Formación
OIT

En el siguiente artículo el autor explica su experiencia personal como Especialista de las Actividades de los
Trabajadores en la Oficina de la OIT en Budapest de 1992 a 1997, y posteriormente en la Oficina de la OIT
en Bruselas.
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un/a empleado/a se niega a trabajar, no resulta
significativo, pero cuando la mayoría de la
mano de obra de una organización amenaza
con una huelga o actúa de cualquier otra forma
similar, tal amenaza se convierte en portadora
de implicaciones más graves.

Aunque la negociación colectiva se haya
concluido, sus disposiciones deben ser aplica-
bles. En primer lugar, las partes deben recurrir
a mecanismos de solución pacíficos que consti-
tuyan una parte inherente de la institución
política de la negociación colectiva – procedi-
mientos de diálogo interno como la mediación,
el arbitraje o la conciliación, así como procedi-
mientos de justicia laboral –, quedando en
último lugar la opción de una acción colectiva.

Si la negociación colectiva fue una institu-
ción política en la era comunista, hoy en día lo
sigue siendo en todas las economías de transi-
ción pero con diferente sentido: bajo el contro l
de las relaciones laborales por parte de las
e s t ructuras comunistas, la «negociación» colec-
tiva y los convenios constituían herramientas
para expresar los objetivos políticos de pro d u c-
ción y la forma en la que se esperaba que la
gente llevara a cabo la producción. Desde 1991,
se ha llevado a cabo una revisión de la legisla-
ción laboral en todas las economías de transi-
ción. Básicamente todos los derechos garantiza-
dos en los Convenios de la OIT núms. 87 y 98
están reconocidos en los textos de las nuevas
leyes laborales. Asimismo, el derecho a la h u e l g a
está reconocido en todos los países de la CEE,
sea en la constitución o mediante ley.

Sin embargo, en las economías en transición
el propósito político de la negociación colectiva
en términos de establecimiento de un equilibrio
de poder no es tan evidente como la institución
política en sí misma. Esta carencia de un obje-
tivo político se debe a diversos factore s .

P r i m e ro, los sindicatos en muchas econo-
mías en transición están todavía en proceso de
convertirse en independientes, democráticos y
re p resentativos, y los empleadores están toda-
vía en proceso de organización. Cuando los sin-
dicatos no tienen una organización de emplea-
d o res como homólogo, el convenio colectivo
tiene que negociarse con empleadores indivi-
duales. Por ello, los acuerdos por rama son
escasos, es decir, la fuerza que da el número es
poca. Aunque existen muchas razones por las
que los empleadores carecen de una adecuada
o rganización, en las raras ocasiones en las que
sí lo están, su principal objetivo no es la ne-
gociación colectiva en el plano de la filial sino
poder calificarse como consejero legal en el
ámbito laboral y social.

Segundo, el exceso de trabajo y producción,
y la falta de necesidad de un método moderno
de producción «justo a tiempo», son fenóme-
nos comunes en muchas empresas y lugares de
trabajo en las economías en transición. Por ello,
las huelgas son menos efectivas en tanto que
métodos de disuasión. La principal razón de
los empleadores para conservar la mano de
obra que en realidad no necesitan es la vieja
tradición de las empresas estatales de respon-
sabilizarse de las necesidades sociales de los
empleados. Antes de que la mayoría de la pro-
piedad estatal fuera privatizada, la responsabi-
lidad respecto a la provisión de servicios socia-
les fue descartada por las empresas y no se
transfirió sistemáticamente a los gobiernos.

La principal razón de la sobrecapacidad es
la tradición de los sistemas de producción cen-
tralizados en los que unas pocas empresas pro-
ducen bienes y servicios para todo el país,
todas las Repúblicas Soviéticas, o todos los paí-
ses de la CEE. Además, otra de las razones por
la que resulta superfluo el método de produc-
ción «justo a tiempo» es en parte la tradición
comunista, en la que la producción no está en
relación con las necesidades de los consumido-
res. Sin embargo, una razón más importante es
que las plantas de producción individuales no
han sido integradas en la cadena o red de pro-
ducción nacional o internacional.

Tercero, el problema común a todos los paí-
ses en transición continúa siendo la debilidad
inherente a las reglas de juego. El poder judi-
cial, desde la formación de los jueces hasta las
reformas de procedimiento, tuvo como obje-
tivo resolver los excesivos retrasos en los casos.
Los juicios laborales escasean en gran medida
y los sistemas de mediación, arbitrariedad y
conciliación no están bien establecidos. Tal
debilidad va en detrimento del funcionamiento
de los convenios colectivos.

Objetivo económico y contexto
de la negociación colectiva

La negociación colectiva se utiliza principal-
mente con propósitos económicos. El re s u l t a d o
del proceso es un convenio que pro p o rc i o n a
b e n e ficios y obligaciones a las dos partes – pro-
ducción no perturbada o interrumpida por los
t r a b a j a d o res, compensación por el trabajo en
forma de salarios, permisos, vacaciones, servi-
cios sociales, etc. y condiciones de trabajo–.
Tales beneficios o sus costes se pueden expre s a r
en términos económicos/de dinero. Natu-
ralmente, los convenios colectivos tienen tam-
bién consecuencias sociales – deseadas o no –,
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aunque el resultado es el logro de beneficios
económicos para los grupos de interés concer-
nidos: empleados y empleadores cubiertos por
el convenio.

Invertir las circunstancias

El contexto económico de la unidad de
negociación (i.e. compañía/empresa, sector,
etc.) y las circunstancias macroeconómicas del
país o la región concernidos – en las que tiene
lugar la negociación colectiva – varían conside-
rablemente entre las economías en transición.
La negociación colectiva no puede cambiar
dicho contexto: las partes sólo pueden invertir
las circunstancias en su propio favor. Natural-
mente, los sindicatos negocian de forma dife-
rente en las distintas economías en transición.
En consecuencia, más allá de la capacidad de
los grupos de negociación individual y de la
posición de los sindicatos que representan, el
nivel de los beneficios establecidos en los con-
venios colectivos depende en gran medida de
la situación económica de la unidad de nego-
ciación y del país afectado.

Diferentes puntos de partida

Al igual que en el marco macroeconómico,
las economías en transición se pueden dividir
en dos grupos: los países de la CEE y las anti-
guas Repúblicas Soviéticas (con la excepción
de los tres Estados Bálticos, Estonia, Letonia y
Lituania, los cuales están económicamente más
cercanos a las circunstancias de los países de la
CEE).

Las antiguas Repúblicas Soviéticas consti-
tuyeron una parte integral del sistema econó-
mico, político y de seguridad soviético. Antes
de independizarse tenían escaso control de sus
economías nacionales y carecían de institucio-
nes que desarrollasen las funciones económi-
cas básicas, con lo que la estructura de produc-
ción y de mercado interesaron a la antigua
Unión Soviética. Por lo tanto, las reformas ins-
titucionales y estructurales en la economía
nacional estaban mucho más atrincheradas en
las antiguas Repúblicas Soviéticas que en los
países de la CEE. Sin embargo, la prontitud y la
comodidad de tales transformaciones fueron
diferentes incluso en el interior de las antiguas
Repúblicas Soviéticas. Incluso el grupo de paí-
ses del Báltico está lejos de la homogeneidad:
su pasado en las políticas internacionales, i.e.
dominio en la región o bajo el yugo de los dife-
rentes países extranjeros, etc., las tradiciones
industriales, la exposición extranjera, les hace

necesariamente diferentes. Existen mayores
diferencias – y están aumentado – entre las
regiones más pobres del norte de Rusia y, por
ejemplo, Moscú o el Cáucaso. Otro rasgo de
peso entre los países de la CEE es que los pun-
tos de partida del proceso de transformación
eran diferentes: por ejemplo, la República
Checa y Eslovaquia estaban ya en vías de cons-
trucción del estado y la nación al lado del pro-
ceso de transformación económica.

La experiencia de las economías en transi-
ción no sólo ha demostrado que no se ha dado
ni un paso hacia la economía de mercado, y no
existe ni un solo tipo de economía de mercado,
sino que además no hay acuerdo sobre las polí-
ticas deseables para una transición efectiva.
Teniendo en cuenta tales reservas, a los países
de la CEE se les ha considerado más exito-
sos en la aplicación de paquetes de reforma
que a los de las antiguas Repúblicas Soviéticas.
Sin embargo, prevalecen también importantes
diferencias: los países del sur (la mayoría de la
antigua Yugoslavia, Albania, Bulgaria, Ruma-
nia) tuvieron menos éxito que los cuatro del
Grupo de Visegrad (Polonia, República Checa,
Eslovaquia y Hungría).

Aunque los indicadores (EBRD) muestran
diferencias entre las economías en transición,
algunos de los problemas de la transición han
sido comunes a todos ellos: caída de la pro-
ducción recogida en las estadísticas y el PIB;
colapso de la productividad (la caída de la
producción no estuvo acompañada de un
desempleo abierto) y de la inversión; dificulta-
des para mantener el equilibrio presupuestario
(bajo nivel de ganancias); alta inflación, pro-
funda disminución del gasto público (seguri-
dad social); una economía sombría; y la po-
b reza. En términos generales, ha sido mucho
más complicado y costoso llevar a cabo los cam-
bios estructurales y la privatización que libera-
lizar la economía.

Los sindicatos no están preparados

En general, los sindicatos no estaban pre-
parados ni para la privatización ni para nin-
gún otro cambio profundo que el período de
transición trajo consigo, por lo que no fuero n
capaces, en la negociación colectiva, de inver-
tir las circunstancias en favor de sus afil i a d o s .
La mayoría de ellos no negoció con los emple-
a d o res estatales disposición alguna sobre la
seguridad en el trabajo, indemnización por
despido, formación, mantenimiento de benefi-
cios, etc., para el caso de tranferencia del nego-
cio a manos privadas. Si los sindicatos perd i e-
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ron en gran medida sus oportunidades en el
p roceso de privatización, se debió en parte a la
interna desunión del movimiento sindical
donde los sindicatos «alternativos» y «tradi-
cionales» se disputaron el dominio. Mayore s
c o n s e c u e n c i a s tuvo, sin embargo, el hecho de
que el papel tradicional de tomar parte en las
políticas estatales canalizó la actividad de los
sindicatos tradicionales lejos de la negocia-
ción colectiva. Tr a t a ron de influenciar los pro-
cesos de elaboración de decisiones por parte
del gobierno más que negociar con el emplea-
dor estatal. Algunos sindicatos e s t a b l e c i e ro n
fondos de inversión para adquirir bonos de
privatización, tratando así – en cuanto que
nuevos propietarios – de garantizar el mante-
nimiento de los beneficios, especialmente de
los sociales.

Sin embargo, los sindicatos de los países de
la CEE han conseguido en muchos casos nego-
ciar convenios locales en empresas privatiza-
das, lo que incluye disposiciones sobre forma-
ción y seguridad en el trabajo. Parece ser que
además de que las disposiciones sobre seguri-
dad en el trabajo no siempre se aplican de
manera adecuada, casi nunca incluyen posibi-
lidades de compensación o formación para los
períodos de despido temporal. Tal y como
o c u r re en la realidad, a menudo le resulta más
ventajoso al empleador despedir temporal-
mente que de forma definitiva: cuando los tra-
b a j a d o res son despedidos definitivamente el
empleador debe pagarles una indemnización,
mientras que cuando lo son de forma tempo-
ral, no tienen que pagar nada. Muy a menudo,
estos últimos no reciben ni los beneficios por
desempleo ni cualquier otro beneficio social.

Todavía se obtienen los beneficios
sociales tradicionales

Todos los sindicatos han logrado incluir
algunos de los beneficios sociales tradicionales
en los convenios colectivos. En una encuesta
de la OIT realizada en cinco países de la CEE se
constató que en la República Checa y en Eslo-
vaquia la guardería en el lugar de trabajo cons-
tituye todavía una disposición corrriente, y que
en Hungría, las disposiciones sobre la vivienda
son todavía muy comunes en los convenios
colectivos (Aro y Repo, 1997). En la mayoría de
l as empresas se proporciona algún tipo de asis-
tencia sanitaria aunque tales servicios en gene-
ral han desaparecido. De forma significativa,
cerca de los dos tercios afirmó que se les había
proporcionado algún tipo de formación profe-
sional mediante el convenio.

Necesidad de negociación
a nivel nacional para compartir
responsabilidades

La negociación local es el plano dominante
en las relaciones laborales de las economías en
transición, debido a la gradual disminución de
los convenios en número y cobertura. Dicha
negociación tiene la clara ventaja de considerar
las realidades del lugar de trabajo donde se
debería aplicar el convenio, y donde se pueden
tener en cuenta las condiciones específic a s .
S i n e m b a rgo, desde el punto de vista de la soli-
daridad y de los intereses más amplios de la
economía nacional, de la protección social y d e
la legislación, resulta vital desarrollar una a c c i ó n
c o o rdinada. Sin la negociación nacional las
e m p resas no entran en la división de re s p o n s a-
bilidades respecto a los problemas del país.

Según un estudio de la OCDE, las econo-
mías que cuentan con métodos de negociación
más centralizados o coordinados pre s e n t a n
bastantes menos desigualdades en las ganan-
cias que las de carácter más descentralizado.
Tras un examen de los cambios en las caracte-
rísticas de los convenios colectivos y en la
actuación económica se deduce que los países
que durante la década pasada se inclinaron por
la descentralización o por una menor coord i n a-
ción han experimentado mayores caídas en los
índices de empleo que los que no siguiero n
dicha tendencia (OCDE, 1997). Un estudio de la
OIT llevado a cabo en cuatro pequeños países
de la Europa del Este establece que el diálogo
social bien constituido ayuda positivamente a
d e s a r rollar el mercado de trabajo (OIT, 1999).

Uno de los defectos de la negociación local
es que a menudo los negociantes no están
familiarizados con los requisitos preliminares
de una negociación exitosa. Asimismo, existe a
menudo un desconocimiento de las cláusulas
necesarias para la aplicación de un acuerdo.
Por ejemplo, menos de la mitad de los entre-
vistados respondieron a la pregunta sobre el
flujo anual del presupuesto de la unidad de
negociación. Entre el 9 y el 20 por ciento de las
personas entrevistadas alegó que ningún tra-
bajador estaba informado acerca de la situa-
ción financiera de la unidad de negociación, lo
cual significa que los representantes sindicales
negocian los salarios base y otras condiciones
sin contar con información previa de la situa-
ción económica o la actuación financiera de la
unidad, lo que sorprende todavía más cuando
se considera que los países tienen suficiente
legislación sobre el derecho de los trabajadores
y los sindicatos para obetener información de
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sus empleadores. Por otra parte, parece que la
mayoría de los empleadores acepta los conve-
nios colectivos que carecen de una claúsula
pacificadora (i.e. que tratan de prevenir las
medidas como las huelgas contra el convenio
colectivo). Esto justifica la opinión de que un
concepto nuevo y genuino sobre negociación y
convenio en tanto que conjunto de mutuos
beneficios y obligaciones basado en la con-
fianza no ha surgido todavía en las economías
en transición.

Consecuencias sociales

La negociación colectiva tiene muchas con-
secuencias sociales, políticas y económicas. En
el contexto social, tal y como se ha mencionado
anteriormente, la supuesta consecuencia de la
negociación colectiva en tanto que institución
política es un sistema que regula conflictos,
que aporta estabilidad a la sociedad. Ayuda a
garantizar que cualquier conflicto en la indus-
tria está bajo control. En la mayoría de los
casos, los elementos más combativos están
bajo control en virtud del hecho de que la
mayoría de los lugares de trabajo lo ven como
una forma alternativa de tratar las disputas.

Sin embargo, en las economías en transi-
ción, la negociación colectiva no lleva a cabo
dicha función tan bien como podría. Las huel-
gas y otras formas de acción colectiva tienen
una gran publicidad pero, tal y como se ha
comentado anteriormente, la negación de tra-
bajar rara vez tiene el efecto deseado en la pro-
ducción, y por consiguiente, no tiene los resul-
tados que los trabajadores buscan. Bastante a
menudo las huelgas tienen como objetivo opo-
nerse a la política del gobierno más que ir en
contra de los empleadores. En las regiones que
sufren condiciones económicas extremas la
huelga constituye el único medio de protesta
en manos de los trabajadores. En muchos paí-
ses en transición un número creciente de huel-
gas tienden a convertirse en manifestaciones
de carácter político. Las acciones de los mine-
ros en Rusia, Ucrania y Rumania constituyen
ejemplos de los conflictos existentes entre las
comunidades y los centros de poder y finan-
cieros más que las disputas industriales en el
sentido tradicional.

Otro objetivo declarado de la negociación
colectiva es mejorar la actuación económica de
las unidades de producción y el bienestar de la
sociedad. La negociación colectiva propor-
ciona a la dirección un método equitable de
trato con los empleados. Si las áreas de interés
común están maximizadas y resaltadas en el

proceso de negociación colectiva, tal forma de
actuación puede reforzar la aceptación de inte-
rés común por parte de la mano de obra.

Inseguridad

La creciente competencia entre las empre s a s
ha supuesto un cambio en los comportamientos
respecto a la negociación colectiva en los años
noventa. Con objeto de conservar sus puestos,
los trabajadores tuvieron que contribuir y sacri-
ficarse por la competitividad de la empresa. Los
d e rechos de los trabajadores de cooperación y
decisión conjunta aumentaron y se pusieron en
práctica en la mayoría de los países de la
E u ropa del Este, mientras que se esperaba que
los trabajadores, por su parte, fueran más pro-
ductivos. De hecho, en muchas empresas la
decisión conjunta y la negociación colectiva se
han fusionado. Los re p resentantes sindicales en
estas empresas no ven problema judicial alguno
en dicho proceso. De acuerdo con los re p re s e n-
tantes sindicales de una gran compañía sueca,
los resultados de las negociaciones con decisión
conjunta se integran en tanto que acuerdo con-
venio en las notas de las reuniones. Ya que la
decisión conjunta es un concepto más amplio
que la negociación colectiva, todas las negocia-
ciones se consideran decisiones conjuntas. El
p roceso de liquidación tampoco tiene en cuenta
si el resultado de la negociación se ha pre s e n-
tado en una minuta o en un acuerdo aparte.

Los empleadores tienen ventaja

En las economías en transición el compro-
miso de los trabajadores parece haberse dete-
riorado en los últimos años. Existen muchas
razones que justifican la falta de confianza entre
los trabajadores y los empleadores. Los dire c t o-
res de las empresas privatizadas y los nuevos
e m p resarios no tienen ninguna afiliación al
Estado o la comunidad. Las bases legales de
l a p ropiedad todavía son equívocas, especial-
mente en las antiguas Repúblicas Soviéticas.
Las estimaciones respecto a la división de la
economía en «informal» o «desorganizada» va
de un tercio en Hungría a casi dos tercios o más
en Rusia o Ucrania. Los sindicatos re s t a ro n
valor a la inspección de trabajo inmediatamente
después de los cambios políticos, sin pre v e r s e
ningún sustituto público organizado hasta mu-
cho más tarde, y además con mínimos podere s
ejecutivos y escasos fondos. En una disputa, los
e m p l e a d o res pueden, y a menudo lo hacen,
actuar a su libre albedrío, siendo ínfimo el
riesgo de sanciones legales.
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No hay soluciones generales,
sólo inseguridad

Los expertos de las economías de mercado
que acudieron al principio para asistir y parti-
cipar en las reformas sindicales de los países en
transición a menudo fallaron en el reconoci-
miento de los aspectos específicos del tipo
de sistema sindical soviético. Muchos de ellos
simplemente denunciaron el viejo sistema,
subrayaron los conflictos de intereses entre los
empleadores y los trabajadores y sugirieron
soluciones generales para reemplazar las viejas
estructuras. Sin embargo, no se podían borrar
varias décadas de historia, y el rápido desman-
telamiento de la inspección de trabajo, de la
asistencia sanitaria, de las instituciones labora-
les y de otros servicios – sin establecer otros en
su lugar – crearon más inseguridad y resenti-
miento que sentimiento de libertad. Quedó
claro que se debían considerar las cada vez
más variadas características específicas de
cada situación nacional, así como los detalles
del viejo sistema de relaciones laborales, el
cual – cuando funcionó mejor – no fue probado
únicamente como una «cinta transportadora»
sino en muchos aspectos como una fuente de
seguridad (OIT-CEET, 1995).

Infravaloración de
la propiedad estatal

La falta de confianza de los trabajadores en
los empleadores fue creciendo debido a los
numerosos errores que se fueron cometiendo
en el proceso de privatización. El valor real de
la propiedad estatal fue en muchos casos muy
superior al de venta. En los peores casos la pro-
piedad se vendió a especuladores que inflaron
el valor total en vez de investirlo. En muchos
países los directores de las empresas estatales
designados políticamente se agenciaron el con-
vertirse en grandes propietarios.

En algunas economías en transición, con-
cretamente en Rusia y Ucrania, los pagos retra-
sados se transformaron en un círculo vicioso,
en el que las compañías se pertenecían unas a
otras y al gobierno, y donde el gobierno (uni-
dades del sector presupuestario) poseía las
compañías. Al final, los que más sufren son los
trabajadores: ya sea porque no reciben su sala-
rio o porque lo reciben de forma irregular.

Tal y como se ha comentado anteriormente,
la negociación colectiva de carácter local es
dominante en las economías en transición
debido a que los empleadores están escasa-
mente organizados, y en consecuencia no hay

homólogo para los sindicatos a nivel de rama o
a nivel nacional.

Las desigualdades salariales son grandes
en las economías en transición. En general, los
trabajadores de las nuevas empresas privatiza-
das y de las de capital extranjero ganan mucho
más que los que trabajan en las empresas pri-
vatizadas nacionales o públicas. En muchos
países, los trabajadores del sector presupuesta-
rio ganan menos.

Pilares extranjeros para
la negociación colectiva

El objetivo evidente de todos los países de
la CEE y de algunos de las antiguas Repúblicas
Soviéticas es «volver a Europa» y convertirse
en una parte integral de las instituciones regio-
nales de la Europa del Este. Los primeros pasos
importantes que se tomaron en este sentido
fueron los acuerdos de libre comercio con la
Comunidad Europea (CE), y su objetivo final
es pertenecer por completo a la CE. Son cinco
los países que están en el comienzo de su pro-
ceso de integración, y se espera que finalice al
principo del próximo milenio. Integración
completa significa que los países candidatos
tienen que adoptar, entre otras cosas, la legisla-
ción social de la CE y, más en general, el
modelo social Europeo. Los sistemas de las
relaciones laborales forman una parte esencial
de este modelo.

Condicionamiento político de
las organizaciones internacionales

Al igual que la CE, las otras organizaciones
internacionales tienen asimismo un impor-
tante efecto en las economías en transición. El
Banco Mundial y el FMI en concreto imponen
un condicionamiento político al dirigirse a
estos países. Tal y como señala Erik Berglöf
(Berglöf, 1997) en su informe, tal condicionali-
dad sirve de pilar exterior que puede, a su vez,
aliviar «ex-ante» y «ex-post» de los impedimen-
tos políticos a dichos países. Desde el punto de
vista «ex-ante», las reformas que podrían con-
siderarse inaceptables por la población nacio-
nal o por los intereses creados que disfrutan
del poder de veto en el proceso político, pue-
den convertirse en aceptables si es una organi-
zación internacional la que las impone, ya sea
porque «dependen» de los fondos o, en el caso
de la UE, porque además dependen de los
beneficios que conlleva su entrada en la UE, lo
que ayuda a amortiguar las consecuencias
sociales de las reformas. Asimismo, desde el
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punto de vista «ex-post», la inversión de la
reforma resulta más costosa en el momento en
que el incumplimiento de la condicionalidad
supone un alto en la aportación de fondos o, en
el caso de la UE, en el proceso de integración
(Berglöf, 1997).

Las economías en transición esperan de su
integración a la UE varios beneficios económi-
cos, tales como: una mayor integración que
suponga nuevas oportunidades comerciales, la
mejora de las condiciones de inversión, meno-
res índices de riesgo, y el hecho de que las eco-
nomías en transición sean más elegibles direc-
tamente para las transferencias a través de los
fondos estructurales, los fondos de cohesión y
la política agrícola común. Asimismo abrirá, en
un tiempo, los mercados de la Europa del Este
a sus ciudadanos.

Adopción del modelo social de la UE:
implicaciones y riesgos

Evidentemente la Comunidad fin a n c i a r á
p a rcialmente la re s t ructuración del sistema
social. La historia y el desarrollo de la política
social en los países candidatos han sido bas-
tante distintos de aquellos de la UE. Según un
informe de la Comisión sobre los Efectos de la
Política de la Unión en la Ampliación a los paí-
ses Demandantes de la Europa Central y del
Este, la adopción por parte de esos países de la
legislación social de la UE y, más en general,
del modelo social europeo se verá afectado
por un gran número de ciudadanos con nive-
les de vida bastante más bajos de la media de
la UE, por sus problemas sociales agudos,
p o r la baja eficiencia de sus administraciones
públicas, y por los sistemas todavía subdesa-
r rollados de relaciones laborales (Aintila y
Langewiesche 1998).

Por otra parte, muchos países de la UE están
p reocupados por los riesgos que supone este
p roceso que puede hacer peligrar la política de
integración social en la UE. La extensión
supone el riesgo de que el apoyo a la política
social será más débil en el conjunto de la UE, y
en concreto si la adaptación de los países inte-
grantes a los derechos adquiridos fuera inade-
cuada. Podría obstaculizar el desarrollo poste-
rior de las políticas comunitarias (igualdad de
oportunidades para las mujeres, leyes labora-
les, coordinación de los modelos de seguridad
social), y especialmente cuando se requiera la
unanimidad para la toma de decisiones.

Frente a los trabajadores todos los días

La adopción de la legislación social de la
UE ha requerido y requerirá esfuerzos finan-
cieros y administrativos considerables por
parte de los países candidatos. El conjunto de
los representantes sindicales en los lugares de
trabajo es mucho mayor que el de otros «refor-
mistas», y ello porque tienen que hacer frente a
los trabajadores todos los días. Tienen que
explicarles por qué obtienen cada vez menos
bienes y servicios con sus salarios, por qué la
asistencia sanitaria y otros servicios se han
deteriorado, etc. Son asimismo personas que
tienen que «vender» a los trabajadores los
sacrificios que son necesarios para las refor-
mas. Finalmente, desde el punto de vista de un
trabajador normal, son responsables de cual-
quier «compromiso» que acuerden en el pro-
ceso de negociación colectiva.

Aprobación del ajuste estructural

Desde el principio de los cambios políticos
hace diez años, los sindicatos se enfrentan al
dilema de apoyar o no el proceso de ajuste
estructural de la transformación económica.
Casi por todas partes, tanto los sindicatos
recién creados como los tradicionales reforma-
dos expresaron su apoyo, incluso respecto a las
medidas más duras. Posteriormente, muchos
sindicatos señalaron que su influencia respecto
a las políticas y su responsabilidad en la apli-
cación de las mismas – en primer lugar la
negociación colectiva – no están en pie de
igualdad. Los sindicatos han soportado la
carga más dura de las políticas de reforma sin
haber recibido nuevas fuerzas para lograr los
objetivos.

Krastyo Petkov, el presidente de la Confe-
deración de Sindicatos Independientes de Bul-
garia (KNSB), resumió la situación en su res-
puesta a nuestra entrevista tal y como sigue:
«…las instituciones internacionales utilizan las
instituciones nacionales para legitimar los
acuerdos y las condiciones de las reformas
estructurales, los créditos, las inversiones, los
presupuestos estatales, etc. Los actores nacio-
nales, entre ellos los sindicatos, juegan un
papel secundario y complementario en la polí-
tica que se supone que debe abrir el camino a
las reformas y mantener la paz social. Sin
embargo la responsabilidad de los resultados y
las consecuencias de esta política se transfiere
a esos actores nacionales».

Si la negociación colectiva no goza de la
auténtica credibilidad con el apoyo de los sin-
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dicatos representativos, independientes y
democráticos, así como de las organizaciones
de empleadores, el desarrollo hacia economías
de mercado que funcionen adecuadamente
está en riesgo. La liberalización como motor
del proceso de reforma económico ha demos-
trado ser inadecuada y un total error en térmi-
nos de desarrollo social.
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Mirando hacia atrás: erosión del modelo
soviético de negociación colectiva

A partir del decenio de 1950, el régimen polí-
tico y económico de estilo soviético también
generó un modelo de relaciones de trabajo pro-
pio en los países de Europa central y oriental.
Como esta economía dirigida se caracterizaba
por un casi monopolio político, económico e
ideológico, su sistema de relaciones de trabajo
no sólo era muy centralizado y monolítico sino
que dependía también de un Estado-partido
autoritario. Oficialmente, las negociaciones con-
ducían a convenios colectivos pero estos conve-
nios no eran el resultado de una acción colectiva
autónoma impulsada por una iniciativa común
de interlocutores sociales independientes. Los

Europa central y oriental

Alcanzar un doble objetivo: acompasar sus
sistemas de relaciones de trabajo con el de

los países más desarrollados de la Unión Europea,
pero en armonía con los rasgos distintivos 

de su entorno nacional

Csaba Makó
y Agnes Simonyi*

En el decenio de 1990, la transformación en los países de Europa central y oriental se convirtió en tema cen-
tral del debate tanto en la esfera política como de la investigación. En el campo de las relaciones de trabajo, las
tendencias paralelas de convergencia y de divergencia volvieron a cobrar una importancia muy especial
(véanse Slomp, 1922; Cimbaliková-Mansfeldová, 1998; Delteil, 1998; Martin y otros, 1998). A pesar de los
antecedentes políticos y económicos análogos de este grupo de países después de la Segunda Guerra Mundial,
tanto los decisores como los investigadores tuvieron que tener en cuenta las instituciones y las prácticas muy
d i f e rentes que caracterizaron hasta 1989 los sistemas de relaciones de trabajo de estos países. Este proceso apa-
rentemente unificador de democratización y de transición a una economía de mercado también precisó solu-
ciones diferentes en cada uno de los países de Europa central y oriental. El presente artículo describe los re s u l-
tados de esta transformación en dos de sus aspectos: los resultados conseguidos por medio de una negociación
colectiva basada en un proceso convergente de democratización, por una parte, y, por otra, los componentes
d i f e renciados de los sistemas de relaciones de trabajo de los países de Europa central y oriental en el proceso de
transformación (en razón de costumbres o prácticas económicas, sociales o políticas divergentes en el campo
de la economía, el empleo, la privatización, etc.).

sindicatos de rama de actividad estaban centra-
lizados en estructuras monolíticas de confede-
raciones nacionales que funcionaban bajo la
tutela de los partidos en el poder. Los dirigentes
sindicales se designaban y controlaban por
ó rganos políticos centrales. La afiliación sindi-
cal obligatoria era uno de los medios de contro l
político utilizados en la sociedad y las empre-
sas. Tampoco los empleadores eran actore s
autónomos: re p resentaban el poder político que
o rganizaba las actividades políticas y aplicaban
en los lugares de trabajo decisiones económicas
adoptadas a nivel central. La función de los sin-
dicatos era señalar y alcanzar las metas de la
p l a n i ficación centralizada, no sólo en el campo
de la producción, sino también en el de la asig-
nación de los recursos y la redistribución de los
i n g resos. Las negociaciones y los convenios
concertados de la empresa y de la rama de acti-
vidad se ajustaban a las orientaciones de la pla-
n i ficación económica nacional y de las ramas de
actividad y a las directivas políticas.

* Csaba Makó es profesor en el Departamento de Orga-
nización y Gestión de la Universidad de la Economía de
Budapest, y Agnes Simonyi es profesora adjunta en el
Departamento de Política Social, Universidad de Ciencias
Eotvos Lorand, Budapest.
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Los conflictos laborales se convierten
en crisis nacionales

Esta situación sin actores autónomos ni ins-
tituciones de relaciones de trabajo y con sindi-
catos dependientes sin interés manifiesto por
desempeñar un papel representativo han sido
hasta la fecha las características principales del
modelo uniforme de relaciones de trabajo apli-
cado en los países de Europa central y oriental.
Por otra parte, conviene advertir que el bajo
nivel de representación política de los trabaja-
dores y el papel dependiente de los sindicatos
no significaban necesariamente que los trabaja-
dores estuvieran totalmente en situación de
inferioridad: la industrialización acelerada
junto con una escasez crónica de mano de obra
confería a determinadas categorías de trabaja-
dores una fuerza relativamente suficiente para
presionar a la dirección de las empresas e
incluso a veces a los responsables del partido.
Un ausentismo persistente, problemas discipli-
narios y una reducción de la producción del
trabajo se consideraban como síntomas de
intereses divergentes e indicaban la existencia
de cierta autonomía para determinados grupos
de la fuerza de trabajo. Estos síntomas negati-
vos dispersos, que reducían la producción eco-
nómica, permanecieron a menudo invisibles,
pero ya en el decenio de 1950 algunos conflic-
tos (como en Berlín en 1954, y Potsdam y Buda-
pest en 1956) se convirtieron – junto con otros
conflictos sociales y políticos – en crisis nacio-
nales que afectaron a todo el sistema político y
económico.

Participación directa de los
trabajadores y ampliación
del campo de la misma

La primera serie de divergencias en los sis-
temas de relaciones de trabajo de los países de
E u ropa central y oriental puede vincularse a
dos categorías de reacciones políticas que se
m a n i f e s t a ron a partir de los últimos años del
decenio de 1950 en las sucesivas crisis sociales,
económicas y políticas. En algunos países, la
centralización de la negociación colectiva se
fortaleció (como en la antigua República
Democrática Alemana, o en la antigua Checos-
lovaquia desde 1968), mientras que en otros la
descentralización de la toma de decisiones
políticas y económicas permitió que los sindi-
catos y la dirección de las empresas desempe-
ñaran un papel más independiente en la nego-
ciación colectiva (como en Polonia, Hungría
o Bulgaria en el decenio de 1970). Puede con-

siderarse que los primeros asomos de org a n i-
zación de diferentes ámbitos de negociación
colectiva corresponden a este período. Las ne-
gociaciones de empresa y de rama de activi-
dad empezaron a influir cada vez más en la
asignación de recursos y el proceso de re d i s-
tribución a medida que sus actores empeza-
ban a adquirir derechos importantes en mate-
ria de toma de decisiones y que aumentaba su
grado de autonomía. La dirección de las
e m p resas pasó a hacerse cargo de las inversio-
nes, el desarrollo tecnológico, la org a n i z a c i ó n ,
el ofrecimiento de incentivos y la utilización
de la mano de obra. Al mismo tiempo, los sin-
dicatos de empresa en Polonia, Hungría y Bul-
garia pasaron a considerarse ofic i a l m e n t e
como copartícipes en las decisiones de la
e m p resa. En caso de conflictos, incluso podían
utilizar el derecho de veto que se les había
reconocido desde el decenio de 1970. En este
g rupo de países, se estableció y amplió el
campo de la participación directa de los traba-
j a d o res en cuestiones como la distribución de
los salarios en grupos más reducidos de acti-
vidad, la organización del tiempo de trabajo,
la definición de las cargas de trabajo, etc.

Continuidad de las instituciones
básicas

Las reformas en algunos países como Polo-
nia y Hungría han aumentado más aún la
autonomía de las organizaciones profesionales
junto con la ampliación del campo de acción de
los interlocutores sociales en la estrategia eco-
nómica y del empleo de las empresas. Este
aumento de la responsabilidad económica ha
mejorado más aún su sistema de relaciones de
trabajo. En Hungría y Polonia los trabajadores
participan directamente en diferentes órganos
que se han creado recientemente en las empre-
sas (consejos de empresa y consejos de control,
respectivamente), así como en decisiones estra-
tégicas como, entre otras, la elección de los
directores de empresa, las decisiones relativas
a inversiones o reducciones de personal impor-
tantes, etc. Incluso en la organización del sis-
tema de producción se han adoptado diversas
innovaciones, como la creación de brigadas
autónomas en Bulgaria en el decenio de 1980, y
el establecimiento de asociaciones económicas
laborales durante el mismo período en Hun-
gría. Estos sistemas de negociación colectiva y
de participación de los trabajadores – análogos
al sistema de autogestión en la antigua Yugos-
lavia – se han perfeccionado después de largos
decenios de cambios acumulados y parecen
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haber constituido la base de la evolución de la
situación hacia un nuevo sistema más autó-
nomo de relaciones de trabajo en los últimos
años del decenio de 1980. A pesar de estos cam-
bios importantes en algunos países de Europa
central y oriental hasta los últimos años del
decenio de 1980, el sistema político y econó-
mico permaneció fundamentalmente intacto.
El sistema de partido único (partido-Estado)
no se ponía ni podía ponerse en tela de juicio
por razones tanto ideológicas como internacio-
nales o políticas. Por esta razón, la estructura
de propiedad pública de estas economías ha
persistido junto con una autonomía limitada
de los sistemas de relaciones de trabajo. A
pesar de la erosión de los regímenes de los paí-
ses de Europa central y oriental, la continuidad
de estas instituciones básicas limita toda trans-
formación radical del sistema de relaciones de
trabajo, incluida la autonomía de los interlocu-
tores sociales y de los organismos y mecanis-
mos de negociación colectiva.

Convergencia institucional y divergen-
cia de los sistemas de negociación
colectiva en el proceso de transición

Desde 1989 el establecimiento de un sis-
tema político pluralista y democrático y de
una economía de mercado basada en la pro-
piedad privada ofreció la posibilidad de org a-
nizar un sistema autónomo de relaciones de
trabajo. Esta tendencia general en los países de
E u ropa central y oriental se ajusta a las nor-
mas universales de los convenios y re c o m e n-
daciones de la OIT, y estos países, al establecer
mecanismos de negociación colectiva, también
tratan de acompasarlos con la estructura social
de la Unión Europea. Los inversores dire c t o s
e x t r a n j e ros y las empresas multinacionales
también aportan re c u rsos externos que contri-
buyen a la adaptación de nuevas formas de
n e g o c i a c i ó n .

Gran diversidad en las modalidades
de funcionamiento y en el campo
de aplicación

En todos los países de la región las leyes
fundamentales garantizan el derecho de los
trabajadores a la libertad de asociación en sin-
dicatos independientes, el derecho de los sin-
dicatos a una acción colectiva, como la huelga,
y el derecho de negociación colectiva.

Por otra parte, estos derechos entrañan
para los empleadores la obligación de nego-
ciar con los sindicatos a diferentes niveles.

Los nuevos sistemas de relaciones de trabajo
de los países de Europa central y oriental han
conducido a una diversificación tanto de los
sindicatos como de las organizaciones de
e m p l e a d o res. Al mismo tiempo, la tasa de afi-
liación sindical ha disminuido considerable-
mente (entre 20 y 50 por ciento) aunque conti-
núe siendo muy elevada en comparación con
E u ropa occidental. Sin embargo, en los dife-
rentes sectores de la economía se re g i s t r a ,
según la rama de actividad, el régimen de
p ropiedad y la dimensión de las empre s a s ,
mucha diversidad en las modalidades de fun-
cionamiento de la negociación colectiva y en
el campo de aplicación de los convenios colec-
tivos. Este campo de aplicación es más amplio
en las ramas de actividad en que pre d o m i n a n
unos pocos empleadores de grandes empre-
sas en su mayoría y en que los sindicatos han
conservado o recuperado su influencia des-
pués de la transformación y de la privatiza-
ción (como en el sector de la energía, la indus-
tria química, la sideru rgia o la administración
p ú b l i c a ) .

La legislación no establece directivas
claras en cuanto a la obligación
de respetar los convenios colectivos

La legislación que tiene por objeto promo-
ver la negociación colectiva es más explícita en
la descripción del contenido de la misma y de
la representatividad de los interlocutores que
en la formulación de las medidas aplicables
para incitar a las partes interesadas a velar
cuando menos por que todos los empleadores
firmen y respeten los convenios colectivos. Las
sanciones aplicables en caso de incumpli-
miento de la legislación del trabajo o de los
convenios colectivos por parte del empleador
son muy leves o inexistentes, especialmente en
el nuevo sector privado (Casale, 1997; Mou-
ranche, 1998). La seguridad del empleo, el sala-
rio mínimo y los reglamentos de seguridad y
salud son cuestiones respecto de las cuales las
normas pactadas no siempre se respetan ple-
namente.

Existen diferencias importantes entre el
contenido «sustantivo» y «procesal» de los
convenios colectivos: en lo que se refiere al pri-
mero, los objetivos principales del procedi-
miento de negociación son los salarios y las
condiciones de empleo; en lo que se refiere al
segundo, dichos objetivos se centran en la
regulación de las relaciones entre interlocuto-
res sociales y la prevención y solución de los
conflictos laborales. En relación con este doble
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enfoque, se han realizado pocos estudios preli-
minares importantes para analizar el estado de
la negociación colectiva y su función en los
países de Europa central y oriental (Aro y
Repo, 1997; Casale, 1997).

Posibilidad de ampliar el campo de
aplicación de los convenios colectivos
en todo un sector

En lo que atañe a las disposiciones legales
que reglamentan la negociación colectiva y los
convenios colectivos, pueden observarse a la
vez diferencias y analogías entre los países de
E u ropa central y oriental. Por ejemplo, en
Hungría y Polonia, cuando lo piden conjunta-
mente los interlocutores sociales partes en un
convenio, el ministro de Trabajo (o la persona
que ocupa un cargo equivalente) puede
ampliar el campo de aplicación del mismo
para que abarque a todo un sector o subsector
«a reserva de que las partes contratantes se
c o n s i d e ren re p resentativas en dicho sector o
subsector» (Casale, 1997:18). En la República
Checa, la ampliación a nivel nacional del
campo de aplicación del pacto económico y
social para que se aplique a los empleadore s
que no participan en las negociaciones se ve
considerablemente debilitada por la re s i s t e n-
cia de estos últimos.

En lo que se re fie re al contenido de los con-
venios colectivos, las disposiciones re g l a m e n t a-
rias son de carácter muy general en un gru p o
de países (Bulgaria, República Checa y Hun-
gría); en otro (Polonia, Rusia y Ucrania) los con-
venios colectivos pueden establecer disposicio-
nes reglamentarias más detalladas. En Polonia
y Rusia, cinco o nueve campos de actividad
s e integran y recomiendan, ya sea en forma
«negativa» (Polonia) o «positiva» (Rusia), como
campos de actividad que han de incluirse en el
p rocedimiento de negociación colectiva en el
ámbito la empre s a .

También se han establecido a escala nacio-
nal organismos competentes para la negocia-
ción colectiva, como consejos tripartitos inte-
grados por los interlocutores sociales y el
gobierno, encargados de considerar y armoni-
zar sus respectivos puntos de vista en materia
de objetivos económicos y sociales, y pre s e n-
tar propuestas comunes a los nuevos parla-
mentos democráticos sobre los salarios, la
i n flación y una amplia gama de cuestiones de
bienestar social (desde cajas de pensiones y de
s e g u ros médicos a la formación pro f e s i o n a l ;
desde las prestaciones familiares a los re g í m e-
nes impositivos). A este nivel, los intereses de

los diversos interlocutores sociales, es decir,
los sindicatos y los empleadores, están defen-
didos por aquellos que se consideran como
re p resentativos. Los interlocutores sociales
han celebrado amplias discusiones sobre el
principio de re p resentatividad y su evalua-
ción y, hasta ahora, este problema no se ha
resuelto claramente. Por ejemplo, en el caso de
Hungría, la re p resentatividad de los sindica-
tos se mide en función de los resultados de las
elecciones a los consejos de empresa. En Polo-
nia, la re p resentatividad sindical se determina
con arreglo al ámbito de la negociación colec-
tiva: a escala nacional, los sindicatos que re-
p resentan como mínimo al 10 por ciento de la
mano de obra o cuentan con 500.000 afil i a d o s ;
en el ámbito la empresa, los sindicatos que
re p resentan al 50 por ciento de la mano de
obra se consideran re p resentativos. El modelo
adoptado en Bulgaria se parece al de Polonia
en lo que se re fie re al establecimiento de dos
planos de re p resentatividad, pero los criterios
para determinarla en función de un número
variable de organizaciones de base y de su
n ú m e ro de afiliados son objeto de discusiones
a c a l o r a d a s .

Desde la fijación de salarios mínimos
hasta acuerdos tácitos

Hay diferencias en la influencia de los siste-
mas de negociación colectiva nacional, es decir,
de los organismos tripartitos, respecto de los
temas elegidos para la adopción de decisiones
comunes y de las cuestiones que pueden ser
objeto de consulta. Por ejemplo, en Hungría, el
organismo tripartito establecido a escala nacio-
nal no se encarga solamente de la negociación
de cuestiones económicas y sociales de orden
general, sino que constituye también un foro
para la fijación del salario mínimo nacional. En
otros países, como en el caso de la República
Checa, el resultado de las negociaciones tripar-
titas a nivel nacional reviste más bien la forma
de un «acuerdo tácito» y el papel que desem-
peña el organismo competente en la materia es
solamente consultivo.

Dos consecuencias de los acuerdos
centralizados

Se considera a veces que negociaciones tri-
partitas centralizadas no son favorables para la
concertación de medidas y acuerdos a escala de
las ramas de actividad. Estos acuerdos centrali-
zados abarcan automáticamente las diversas
ramas de actividad y permiten un margen de
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acción limitado en el ámbito de la empre s a .
Este enfoque entraña dos consecuencias para el
sistema de relaciones de trabajo: 1) el gobierno
continúa siendo el actor principal en la nego-
ciación a escala nacional; 2) los convenios con-
certados a nivel de la empresa (por medio de
una negociación «clásica» entre sindicatos y
e m p l e a d o res o de modelos participativos como
los consejos de empresa) desempeñan un papel
cada vez más importante en función del carác-
ter más heterogéneo y fragmentado de los sis-
temas de relaciones de trabajo.

Desajuste entre la estructura
de la negociación y la estrategia de
desarrollo de los recursos humanos

En este sentido, la renuencia del nuevo sec-
tor privado y de sus empleadores a concertar
negociaciones colectivas a nivel superior no
puede pasarse sencillamente por alto por con-
siderarse que se trata de un enfoque negativo,
sino que ha de interpretarse como indicio de
que la estructura actual de la negociación es a
menudo inadecuada para la estrategia econó-
mica y de recursos humanos de las empresas.
En muchos casos, la negociación individual o
una negociación colectiva de carácter oficioso
pueden ofrecer más perspectivas para grupos
importantes de trabajadores y resultar no sólo
más flexible sino incluso más estable para sus
empresas.

Además de diferencias en los rasgos distin-
tivos de la negociación colectiva y de los acuer-
dos colectivos, también existen analogías. En
lo que se refiere a la cuestión importante de
reconocimiento de los interlocutores sociales,
se aplican criterios muy parecidos en estos paí-
ses que se basan en el predominio de criterios
cuantitativos para medir la representatividad
de los interlocutores. El cambio rápido del
entorno social y económico en los países de
Europa central y oriental explica otra analogía:
la duración relativamente breve (uno o dos
años) de los convenios colectivos.

Actores y dinámica

Este fenómeno de divergencia y de conver-
gencia puede comprenderse mejor con un aná-
lisis de los actores en la esfera de las relaciones
de trabajo, sus antecedentes, sus perspectivas
futuras y la dinámica de sus relaciones. La rela-
ción entre los interlocutores en la negociación
colectiva muestra que existen problemas muy
análogos en los países de Europa central y
oriental, a saber:

Para los sindicatos:
• en cierta medida no se ha atendido adecua-

damente o aceptado la cuestión de la repre-
sentatividad en el caso de movimientos sin-
dicales pluralistas (por ejemplo, en Polonia,
Hungría, etc.);

• algunos sindicatos tropezaron con graves
problemas de legitimidad política a princi-
pios del decenio de 1990;

• existen eslabones débiles a nivel de las
ramas de actividad en razón de la estruc-
tura orgánica heterogénea de la economía,
o de relaciones de propiedad diversas den-
tro de una misma rama de actividad, que
obstaculizan la posibilidad para los sindica-
tos de elaborar estrategias a este nivel;

• los sindicatos estaban y están también
ahora divididos en función de sus antece-
dentes. Algunos de ellos aplican sus estra-
tegias de siempre en tanto que copartícipes
con arreglo al sistema tradicional de par-
tido-Estado. Otros aplican el modelo de
negociación conflictiva derivado de los
movimientos de protesta del decenio de
1980 (Mouranche, 1998).

Para los empleadores:
• rasgos distintivos heterogéneos en materia

de estructuras de la propiedad y de estrate-
gias comerciales que no crean intereses
comunes entre los empleadores en el trata-
miento de las cuestiones relativas a la mano
de obra y al empleo;

• en el proceso de privatización, las relacio-
nes con los decisores políticos y el gobierno
son esenciales para determinados grupos
comerciales, por lo cual los grupos de inte-
reses empresariales no son homogéneos en
los diferentes niveles sectoriales, sino todo
lo contrario (los empleadores dentro de una
misma rama de actividad pertenecen a gru-
pos de intereses muy diferentes que se
resisten a participar en las antiguas organi-
zaciones mixtas);

• algunos grupos de empleadores manifies-
tan desconfianza por la legislación laboral y
social y las medidas adoptadas por los
organismos públicos para controlar la apli-
cación de las norma pactadas. Otros grupos
empresariales mantienen por su parte rela-
ciones muy estrechas con los decisores polí-
ticos en razón del papel especial que el
Estado desempeña en el proceso de privati-
zación y en el sector de la banca en el perío-
do de transición.
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Las diferentes cuestiones que se plantean
en el campo de las relaciones de trabajo y por
ende de la negociación colectiva durante este
período de profunda transformación no pue-
den compararse fácilmente con la situación
p revaleciente en economías de mercado que
ya funcionan eficazmente porque la dinámica
de los procesos considerados es muy dife-
rente. En el primer caso, no se trata todavía de
cuestiones de funcionamiento «rutinario» sino
de organización de las actividades: la cre a c i ó n
de interlocutores sociales es uno de los objeti-
vos de la legislación económica y social. Los
i n t e r l o c u t o res de los sindicatos no pueden
todavía definirse sin ambigüedad habida
cuenta de la amplia gama de problemas que se
plantean y de su complejidad que superan con
c reces la competencia de los empleadore s .
Incluso durante el intenso proceso de re f u n d i-
ción de las leyes, a principios del decenio de
1990, y de diálogo social relativo a las conse-
cuencia sociales y económicas de la cre a c i ó n
de nuevas economías de mercado, el interlo-
cutor principal de los sindicatos en el campo
de la protección social fue y continuó siendo el
gobierno. Esta realidad se re flejó en la cre a c i ó n
y funcionamiento a escala nacional de los
o rganismos tripartitos que constituyen los
o rganismos de negociación colectiva en este
ámbito en los países de Europa central y orien-
tal. Su existencia expresa la voluntad política
de integrar los sindicatos en el proceso de
transformación y neutralizarlos respecto de
las cuestiones controvertidas de austeridad
económica, de despidos masivos, etc., en aras
de la paz social (Héthy, 1994 y 1995). Cabe
mencionar que acuerdos entre los empleado-
res y el gobierno relativos al impuesto sobre la
actividad económica, el impuesto sobre las
nóminas de salarios, las contribuciones a las
cajas de salud, los impuestos, etc., también se
n e g o c i a ron y concertaron en estos consejos tri-
partitos. Al mismo tiempo, se propuso a los
sindicatos y los empleadores que el mismo
f o ro tripartito funcionara como org a n i s m o
«clásico» de negociación colectiva entre estos
dos interlocutores respecto de cuestiones re l a t i-
vas, entre otras, a los salarios o a la org a n i z a-
ción del tiempo de trabajo.

También existe un vacío entre la negocia-
ción nacional y local en que se nota la ausencia
de una negociación por rama de actividad. La
tendencia general que se registra en los países
de Europa central y oriental, como también en
el plano internacional, es la importancia cada
vez mayor que adquiere la negociación colec-
tiva a nivel en la empresa. A primera vista,

esta tendencia parece ser más bien la conse-
cuencia de una evolución paralela de los siste-
mas que de una transformación de las re l a c i o-
nes de trabajo. En los países capitalistas
m a d u ros de la Unión Europea la misma ten-
dencia se atribuye a los efectos de la mundia-
lización, que re q u i e re más flexibilidad y un
rendimiento superior de cada empresa, o a la
constitución de redes de empresas. Las re s-
puestas de la actividad económica, entre ellas
la organización de la negociación colectiva a
distintos niveles, se conforman por fuerzas
como las características del sistema político, la
situación de la mano de obra en relación con el
m e rcado de trabajo, el grado de org a n i z a c i ó n
y campo de actividad de los órganos institu-
cionales que re p resentan los intereses del
Estado, su legitimidad interna, etc. El nuevo
sistema de relaciones de trabajo y de actividad
económica de los países de Europa central y
oriental es incluso más sensible a estos mis-
mos factores, y la tendencia a la disminución
de la influencia de la negociación colectiva a
nivel nacional y de la rama de actividad se
re fleja en la situación de los países de Euro p a
central y oriental en los que se conciertan
y negocian pocos acuerdos por rama de activi-
dad y en los que la importancia de la negocia-
ción a nivel nacional se impugna a veces o
s e debilita. Los factores interd e p e n d i e n t e s
siguientes pueden explicar esta situación de
carácter más bien general que prevalece en los
países de Europa central y oriental a fines del
decenio de 1990:
• la poca capacidad organizativa de los sindi-

catos como consecuencia de la rivalidad
resultante de la falta de homogeneidad
organizativa entre sus confederaciones;

• la importancia excesiva atribuida a la legiti-
midad externa (en el ámbito nacional/polí-
tico) en detrimento de la búsqueda conti-
nuada de legitimidad interna por sus
a filiados, tanto por parte de los sindicatos
como de las organizaciones de empleadore s ;

• las dificultades que plantea la determina-
ción de quiénes han de ser los interlocuto-
res en la negociación colectiva, en especial
en lo que se refiere a los empleadores a
nivel nacional y de las ramas de actividad;

• la desconfianza o «envidia» de las nuevas
fuerzas políticas en las democracias inci-
pientes de la región (con exclusión de Polo-
nia) que tratan de controlar todos los seg-
mentos de la esfera política (ello puede
conducir a una estrategia de neutralización
total de los actores sociales siendo ésta uno
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de los legados principales del «monismo»
que caracteriza a los regímenes políticos de
tipo socialista);

• la heterogeneidad de las estructuras econó-
micas en relación con la formulación de
estrategias diversificadas en materia de
mercado y recursos humanos: predominio
de empleadores de empresas pequeñas y de
microempresas en los países de Europa cen-
tral y oriental, en las que una negociación
informal directa con los interesados ofrece
mejores perspectivas que una negociación
colectiva de carácter formal;

• existencia de empresas multinacionales que
realizan inversiones directas y desarrollan
una política hostil a los sindicatos, a la vez
que promueven la flexibilidad, y una orga-
nización de la mano de obra basada en con-
tratos individuales;

• la «estructura doble» de las relaciones en el
plano de la empresa, como en Hungría y
Croacia, que también pone en tela de juicio
a corto plazo la función de la libertad sindi-
cal y del derecho de negociación colectiva
de los sindicatos en una estructura de esta
índole. (En Hungría, los consejos de
empresa se utilizan a menudo, en especial
en las empresas de propiedad extranjera,
como sustituto de los sindicatos.)

Relaciones sociales: los resultados
de la negociación colectiva y los
que las conforman 

Desde mediados del decenio de 1990 se han
realizado hasta la fecha pocos estudios sobre la
influencia de la negociación y de los convenios
colectivos en los lugares de trabajo. Existen
diferencias considerables en los modelos de
relaciones sociales entre interlocutores sociales

en los diferentes países de Europa central y
oriental (véase cuadro 1).

En el estudio mencionado, Hungría se sitúa
en un extremo de la escala en que la relación
entre sindicatos y dirección a nivel de la
empresa se caracteriza por una situación de
«común acuerdo y cooperación». Polonia se
sitúa en el otro extremo, en que predomina una
situación de intereses «opuestos y conflictivos»
– especialmente en el caso de Solidarnosc – en
las relaciones entre los interlocutores a nivel de
la empresa. La República Checa y Eslovaquia
ocupan un escalón intermedio entre Hungría y
Polonia en materia de «cooperación y conflic-
tos» entre la dirección y los sindicatos.

Buenas relaciones y pocos
enfrentamientos abiertos

Tendencias muy parecidas se registran en
otro estudio reciente de las relaciones obrero-
patronales. Las relaciones entre los sindicatos y
los empleadores son buenas en su mayor parte
en todos los países. La cooperación y la asocia-
ción predominan en la muestra relativa a Bul-
garia. En Hungría se registra un número casi
igual de casos de «asociación y oposición» que
de «cooperación y asociación». En otros países
(República Checa, Polonia y Eslovaquia),
según la opinión que predomina entre los tra-
bajadores, las relaciones entre los sindicatos y
los empleadores pueden considerarse a la vez
como «relaciones de asociación y de oposi-
ción». Es verdad que solamente en una
pequeña minoría de respuestas (de 2,8 a 6,3
por ciento) se utiliza la expresión «enfrenta-
miento abierto» para caracterizar las relaciones
sociales entre los empleadores y los sindicatos;
conviene advertir, en lo que se refiere a los tra-
bajadores de Polonia, Eslovaquia y la Repú-
blica Checa, que el criterio de «enfrentamiento

Cuadro 1. Modelos de relaciones entre los sindicatos y la dirección de las empresas.
Encuesta realizada en las industrias mecánicas (porcentajes)

Países (muestra Común Principalmente Principalmente Oposición Evaluación
de empresas) acuerdo cooperación, pero oposición, pero y relaciones difícil

a veces oposición a veces cooperación conflictivas

República Checa (35) 13,0 53,0 28,0 13,0 3,0
Eslovaquia (35) 14,0 73,0 19,0 14,0 0,0
Hungría (379) 50,0 44,0 13,0 10,0 3,0
Polonia (379)
Solidarnosc (98) 14,3 38,1 19,0 28,6 0,0
OPZZ (21) 16,7 50,0 22,2 11,1 0,0

Fuente: Ishikawa (1998), pág. 16; Kasahara (1998), pág. 59.
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abierto» se utiliza en el doble de las opiniones
expresadas en comparación con Hungría y
Polonia (Aro y Repo, 1997).

La erosión gradual de los anteriores siste-
mas de relaciones de trabajo en los decenios de
1970 y 1980 y las «tradiciones» que se han crea-
do se reflejan en el cuadro 2, en el que se esta-
blece una comparación entre los cauces de
comunicación entre interlocutores sociales en
cuatro países de Europa central y oriental.

A favor de relaciones de empleo
individualizadas

La pro p o rción excepcionalmente elevada de
personas que utilizan los sindicatos como cauce
de comunicación en Polonia se deriva de la
experiencia acumulada en la historia reciente de
su movimiento sindical. En cambio, en Hungría,
las relaciones sociales de carácter «informal»
e n t re las empresas y los trabajadores desempe-
ñan un papel importante en la estructura plura-
lista de cauces de comunicación y se derivan de
una experiencia diferente. Estas características,
junto con los modelos de «cooperación» en las
relaciones obre ro - p a t ronales se consideran pro-
picias para el desarrollo de nuevas prácticas de
gestión de los recursos humanos en las que re l a-
ciones de empleo individuales se pre fie ren a las
colectivas en las empresas húngaras en compa-
ración con las empresas postsocialistas de los
países de Europa central y oriental.

Divergencias de intereses entre grupos
de trabajadores

Las condiciones sociales y económicas en
algunos países de Europa central y oriental no
son favorables para que una acción colectiva

de los sindicatos fortalezca su posición en la
negociación colectiva. Las condiciones de
desempleo masivo crean intereses divergentes
entre grupos de trabajadores: los grupos de
trabajadores que ocupan empleos relativa-
mente estables están muy interesados en
defender y mejorar la posición de sus empre-
sas en el mercado. Otros que ocupan empleos
menos privilegiados o posiciones frágiles en el
mercado de trabajo temen perder su empleo. El
fenómeno de «doble lealtad» (Makó y Simonyi,
1997) no se explica solamente en términos de
hábitos culturales adquiridos en la anterior
situación de dependencia e «inercia» (Mouran-
che, 1998; 160), sino también en términos de
fuerte movilización de los trabajadores por
mantener en vida a sus empresas y contribuir a
su transformación y/o privatización. Por otra
parte, también algunos grupos de empleado-
res, especialmente en las nuevas empresas pri-
vadas, crean obstáculos para dificultar una
presencia sindical y la organización de accio-
nes colectivas.

Enfasis en la consecución
de una legitimidad interna

Sería oportuno adoptar diversas medidas
prácticas para mejorar la eficiencia social de la
negociación colectiva en los países de Europa
central y oriental. Con el fin de controlar y for-
talecer la transparencia de las negociaciones,
tendrían que definirse los requisitos para el
registro de los convenios colectivos. En el
momento en que este registro sea efectivo, su
aplicación puede controlarse y su incumpli-
miento ser objeto de sanciones. Las organiza-
ciones representativas, es decir, los sindicatos y
los empleadores, pueden entonces dedicarse

Cuadro 2. Cauces de comunicaciones obrero-patronal en materia de cuestiones salariales.
Encuesta en las industrias mecánicas (porcentajes)

Cauces de comunicación Polonia República Checa Eslovaquia Hungría

Sindicato 77,6 46,7 47,8 28,6
Consejo de empresa* 10,0 10,0 10,0 28,6
Capataz o jefe de taller 23,3 30,0 30,4 15,7
Dirigentes no oficiales 10,0 10,0 10,0 14,3
Directa o individualmente

por parte de los trabajadores 10,0 20,0 13,0 11,4
Otros 10,0 13,3 18,7 11,4

* Entre los llamados «países de Visegrad», sólo Hungría se ha adherido a la constitución de consejos de empresa para
la participación de los trabajadores en el sistema de relaciones de trabajo.

Fuente: Yamamura-Ishikawa-Makó-Ellingstad: Business organisation in the transformation process in the post-socialist
c o u n t r i e s, 1996. Sapporo, Universidad de Hokkaido, Centro de Estudios Eslavos (Informe de investigación pre l i m i n a r, 18).
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más a actividades que refuercen su legitimidad
interna para sus afiliados: una cooperación
más intensa entre las federaciones sindicales
en que prevalece el pluralismo sindical podría
contribuir a mejorar su estructura organiza-
tiva; a más transparencia en las decisiones eco-
nómicas a nivel nacional (sobre cuestiones
relativas a privatización, impuestos, créditos,
inversiones públicas, etc.) y también a mitigar
la desconfianza de ciertos grupos privados res-
pecto de la legislación laboral y social, así
como estimular la adopción de un enfoque
común por parte de los grupos de empleado-
res. El fortalecimiento de las normas laborales
y de las oportunidades de ampliar los efectos
de la negociación colectiva para hacerlos
extensivos a todos los empleadores requiere
una participación más intensiva del gobierno.
Por su parte, los sindicatos podrían promover
la concertación de acuerdos en el ámbito de las
ramas de actividad por medio de un diálogo
coordinado con los empleadores.

Las respuestas han de alcanzar
dos objetivos

Como ha podido comprobarse, algunos
p roblemas relativos a la negociación colectiva –
vinculados al papel que desempeñan los inter-
l o c u t o res sociales y sus relaciones, las sanciones
y las obligaciones y el campo de aplicación de
los convenios colectivos – se derivan de la tran-
sición de un sistema monolítico y dependiente
de relaciones de trabajo a un sistema pluralista
y autónomo. Otros problemas – como la dismi-
nución de la afiliación sindical, la legitimidad
de las organizaciones re p resentativas entre sus
m i e m b ros, la importancia cada vez mayor de la
negociación a escala de la empresa, las tenden-
cias corporatistas que se ponen en tela de juicio,
etc. – se derivan de las tendencias globales de
las economías de mercado modernas. To d o s
estos problemas piden con urgencia que los
gobiernos y los legisladores, como también los
e m p l e a d o res y los sindicatos, encuentren re s-
puestas que permitan alcanzar un objetivo
doble: acompasar sus sistemas de relaciones de
trabajo con el de los países más desarro l l a d o s
de la Unión Europea; y al mismo tiempo velar
por que estén en armonía con los rasgos distin-
tivos de su entorno nacional, social, económico
y político.

Cada entorno puede ser diferente, ya sea en
razón de las nuevas relaciones de pro p i e d a d
derivadas de la transformación del sector
público con arreglo a diferentes modelos de pri-
vatización, las diferencias en la importancia de

la empresa pequeña en la actividad económica,
las diferencias en la dimensión de las inversio-
nes extranjeras directas, o solamente las dife-
rencias en las situaciones de mercado de tra-
bajo. El sindicalismo unificado y el pluralismo
sindical crean asimismo diferencias en los siste-
mas de relaciones de trabajo y en los org a n i s-
mos y procedimientos de negociación colectiva
en los países de Europa central y oriental. Ta m-
bién varían los enfoques políticos y las ideolo-
gías de los actores políticos en sus re l a c i o n e s
con el sistema de relaciones de trabajo en gene-
ral y con los sindicatos en particular.

¡Atención, señales de peligro!

La transformación radical de los últimos
años no ha permitido todavía que los investi-
gadores evalúen por completo los efectos
duraderos de los sistemas anteriores de rela-
ciones de trabajo o los resultados de la adapta-
ción de los procedimientos y organismos de
negociación colectiva de los países capitalistas
desarrollados a estos sistemas. Investigaciones
comparadas más intensivas y sistemáticas en
los años venideros permitirán mostrar cómo la
imitación y los «trasplantes institucionales»
junto con «soluciones originales» y las tradi-
ciones locales de los sistemas de relaciones de
trabajo se integran en los sistemas políticos y
económicos de los países de Europa central y
oriental. Subsiste el peligro de que una imita-
ción mecánica y una adaptación formal de los
modelos de negociación colectiva sólo contri-
buyan una vez más a ocultar los mecanismos
reales y no logren crear la transparencia nece-
saria en las relaciones de trabajo. Por consi-
guiente, un control social inadecuado o defi-
ciente de las cuestiones relativas a la mano de
obra y el empleo podrían una vez más parali-
zar el desarrollo económico orgánico de los
países considerados.
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Convenios

Convenio sobre la libertad sindical y la protec-
ción del derecho de sindicación, 1948,
(núm. 87)

Convenio sobre la protección del salario, 1949
(núm. 95)

Convenio sobre el derecho de sindicación y de
negociación colectiva, 1949 (núm. 98)

Convenio sobre la igualdad de remuneración,
1951 (núm. 100)

Convenio sobre la fijación de los salarios míni-
mos, 1970 (núm. 131)

Convenio sobre los representantes de los tra-
bajadores, 1971 (núm. 135)

Convenio sobre la licencia pagada de estudios,
1974 (núm. 140)

Convenio sobre las organizaciones de trabaja-
dores rurales, 1975 (núm. 141)

Convenio sobre las relaciones de trabajo en la
administración pública, 1978 (núm. 151)

Convenio sobre la negociación colectiva, 1981
(núm. 154)

Recomendaciones

Recomendación sobre la consulta (ramas de
actividad económica y ámbito nacional),
1960 (núm. 113)

Recomendación sobre las comunicaciones den-
tro de la empresa, 1967 (núm. 129)

Recomendación sobre el examen de reclama-
ciones, 1967 (núm. 130)

Recomendación sobre la fijación de los salarios
mínimos, 1970 (núm. 135)

Recomendación sobre los representantes de los
trabajadores, 1971 (núm. 143)

Recomendación sobre  la licencia pagada de
estudios, 1974 (núm. 148)

Recomendación sobre las organizaciones de
trabajadores rurales, 1975 (núm. 149)

Recomendación sobre las relaciones de trabajo
en la administración pública, 1978 (núm. 1 5 9 )

Recomendación sobre la negociación colectiva,
1981 (núm. 163)

Anexo

Lista de instrumentos de la OIT pertinentes
al tema del derecho de sindicación

y de negociación colectiva










